
En ciencias sociales la desigualdad no es una mera subárea temática. Antes bien, resulta 
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de capítulos pone el foco en las características distintivas y en las transformaciones 
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se centra en las experiencias, identidades, preferencias políticas y biografías desiguales 
en la región. Finalmente, los capítulos que se reúnen en la tercera parte del libro 
abordan nuevas preguntas y enfoques en torno a las desigualdades. En su conjunto, este 
volumen constituye un insumo fundamental para la construcción de consensos sociales 
y de agendas políticas que promuevan la igualdad en nuestras sociedades. 
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relevar las novedades teóricas, metodológicas y temáticas en diversos campos del 
saber, tanto a través de perspectivas trans e interdisciplinares, como desde diferentes 
tradiciones intelectuales.
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dan cuenta de las transformaciones en relación con las temáticas, abordajes, enfoques 
teóricos, preguntas y objetos de investigación en los campos de las ciencias sociales y 
las humanidades, para poner en valor la originalidad, la relevancia y el impacto del 
conocimiento producido desde la región.

Otros títulos
Miradas latinoamericanas 
a los cuidados
Karina Batthyány (coord.)

Economía ecológica 
latinoamericana
Aleida Azamar Alonso, Jose 
Carlos Silva Macher y Federico 
Zuberman (coords.)

América Latina 
en la historia global
Carlos Riojas y Stefan Rinke 
(coords.)

Crisis política, autoritarismo 
y democracia
René Torres-Ruiz y Darío Salinas 
Figueredo (coords.)

Memoria y feminismos. 
Cuerpos, sentipensares 
y resistencias
Melody Fonseca Santos, Georgina 
Hernández Rivas y Tito Mitjans 
Alayón (coords.)

Migración y movilidad 
en las Américas
Alberto Hernández Hernández y 
Amalia Campos-Delgado (coords.)

Movilidades, control 
fronterizo y luchas migrantes
Liliana Rivera Sánchez, Gioconda 
Herrera y Eduardo Domenech 
(coords.)

La colonialidad y sus 
nombres: conceptos clave
Mario Rufer (coord.)

Am
érica Latina desigual. Preguntas, 

enfoques y tendencias recientes

América Latina 
desigual
Preguntas, enfoques 
y tendencias recientes 
—
Gonzalo Assusa 
Gabriela Benza 
(coords.)

MIRADAS 
LATINOAMERICANAS

Gonzalo Assusa
Sociólogo, investigador del Consejo Nacional de 
Investigaciones Científicas y Técnicas (Argentina) 
en el Instituto de Humanidades de la Universidad 
Nacional de Córdoba y profesor de la Facultad 
de Artes y la Facultad de Ciencias Sociales de la 
misma universidad. Ha trabajado sobre cultura 
del trabajo, desigualdad de clase y legitimación de 
la desigualdad. Sus publicaciones más recientes 
son:  El mito de la patria choriplanera. Una 
sociología de la cultura del trabajo en la 
Argentina contemporánea (Teseo, 2019) y De la 
grieta a las brechas. Pistas para estudiar las 
desigualdades en nuestras sociedades contem-
poráneas (Eduvim, 2021), en coautoría con Alicia 
Gutiérrez y Héctor Mansilla.

Gabriela Benza
Doctora en Ciencias Sociales por El Colegio de 
México, magíster en Sociología Económica por la 
Universidad Nacional de San Martín, Argentina, 
y licenciada en Sociología por la Universidad de 
Buenos Aires. Investigadora del Centro de Estudios 
e Investigación en Políticas Sociales, Universidad 
Nacional de Tres de Febrero, Argentina. Profesora 
regular de la Carrera de Sociología de la Universidad 
Nacional de San Martín. Ha publicado en coautoría 
con Gabriel Kessler Uneven Trajectories. Latin 
American Society in the XXI Century (Cambridge 
University Press, 2020) y La ¿nueva? estructura 
social de América Latina (Siglo XXI, 2021). 

Gonzalo Assusa 
Gabriela Benza 
(coords.)





miradas
latinoamericanas



Colección Miradas Latinoamericanas

Karina Batthyány - Dirección de la colección
Fernanda Pampín - Coordinación editorial
clacso Secretaría Ejecutiva

Karina Batthyány - Directora ejecutiva
María Fernanda Pampín - Directora de publicaciones

Equipo editorial

Lucas Sablich - Coordinador editorial
Solange Victory y Marcela Alemandi - Producción editorial

Mujeres indígenas y afrodescendientes ante el discurso del derecho moderno 
(Buenos Aires/México: clacso / Siglo XXI Editores, noviembre de 2023).
ISBN: 978-987-813-863-3

CC BY-NC-ND 4.0

La responsabilidad por las opiniones expresadas en los libros, artículos, estudios y otras co-
laboraciones incumbe exclusivamente a los autores firmantes, y su publicación no necesaria-
mente refleja los puntos de vista de la Secretaría Ejecutiva de CLACSO.

CLACSO 
Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales 
Conselho Latino-americano de Ciências Sociais
Estados Unidos 1168 | C1023AAB Ciudad de Buenos Aires | Argentina
Tel [54 11] 4304 9145 | Fax [54 11] 4305 0875
<clacso@clacsoinst.edu.ar> | <www.clacso.org>

Los libros de clacso pueden descargarse en formato digital o adquirirse en versión 
impresa de cualquier lugar del mundo ingresando a www.libreriaclacso.org 

Colección Miradas Latinoamericanas

Karina Batthyány - Dirección de la colección
Fernanda Pampín - Coordinación editorial

CLACSO Secretaría Ejecutiva

Karina Batthyány - Directora ejecutiva
María Fernanda Pampín - Directora de publicaciones

Equipo editorial

Lucas Sablich - Coordinador editorial
Solange Victory y Marcela Alemandi - Producción editorial

América Latina desigual: preguntas, enfoques y tendencias actuales (Buenos Aires / México: 
clacso / Siglo XXI Editores, noviembre de 2023).

© Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales | Queda hecho el depósito que establece la 
Ley 11723.
El contenido de este libro expresa la posición de los autores y autoras y no necesariamente la 
de los centros e instituciones que componen la red internacional de clacso, su Comité Directi-
vo o su Secretaría Ejecutiva.

No se permite la reproducción total o parcial de este libro, ni su almacenamiento en un 
sistema informático, ni su transmisión en cualquier forma o por cualquier medio electrónico, 
mecánico, fotocopia u otros métodos, sin el permiso previo del editor.

La responsabilidad por las opiniones expresadas en los libros, artículos, estudios y otras co-
laboraciones incumbe exclusivamente a los autores firmantes, y su publicación no necesaria-
mente refleja los puntos de vista de la Secretaría Ejecutiva de clacso.

CLACSO
Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales - Conselho Latino-americano  
de Ciências Sociais
Estados Unidos 1168 | C1023AAB Ciudad de Buenos Aires | Argentina
Tel [54 11] 4304 9145 | Fax [54 11] 4305 0875 | clacso@clacsoinst.edu.ar | www.clacso.org

Los libros de clacso pueden descargarse en formato digital o adquirirse en versión 
impresa de cualquier lugar del mundo ingresando a www.libreriaclacso.org 



AMÉRICA LATINA DESIGUAL:
PREGUNTAS, ENFOQUES Y  

TENDENCIAS ACTUALES

coordinación
Gonzalo Assusa y Gabriela Benza

por
María José Álvarez Rivadulla  Gonzalo Assusa  

 Gabriela Benza  Lara Borin Campoli  Kevin  
Carrasco  Juan Carlos Castillo  Mayarí Castillo  

Gallardo  Eduardo Chávez Molina  Paula Contreras  
Rojas  Camila Cuevas Gutiérrez  Dayma Echevarría  

León.  Mayra EsPina Prieto  Fabiana Espíndola   
Enrique Fernández-Maldonado Mujica Juan Diego  
García-Castro  Luis Ortiz  Juan Pablo Pérez Sáinz  

Graziela Perosa  José Rodríguez de la Fuente   
Soledad Stoessel  servando valdés  Delfino Vargas  

Chanes  Carlos Augusto Viáfara López  ilana yaschine



América Latina desigual : preguntas, enfoques y tendencias actuales / 
María José Álvarez Rivadulla ... [et al.] ; Coordinación general de Gonzalo 
Assusa ; Gabriela Benza. - 1a ed - Ciudad Autónoma de Buenos Aires : 
CLACSO ; México : Siglo XXI,    2024.

   Libro digital, PDF - (Miradas latinoamericanas / Karina Batthyány)
   Archivo Digital: descarga y online
   ISBN 978-987-813-863-3
   1. América Latina. 2. Desigualdad. I. Álvarez Rivadulla, María José II. 

Assusa, Gonzalo, coord. III. Benza, Gabriela, coord. 
   CDD 305.51



[7]

PRESENTACIÓN DE MIRADAS LATINOAMERICANAS

La colección Miradas Latinoamericanas. Un Estado del Debate 
tiene como objetivo relevar las novedades teóricas, metodológi-
cas y temáticas en diversos campos del saber, tanto a través de 
perspectivas trans e interdisciplinares como desde diferentes tra-
diciones intelectuales.

Los libros que integran esta colección reúnen trabajos que ex-
ponen las novedades y dan cuenta de las transformaciones en re-
lación con las temáticas, abordajes, enfoques teóricos, preguntas 
y objetos de investigación en los campos de las ciencias sociales y 
las humanidades, para poner en valor la originalidad, la relevan-
cia y el impacto del conocimiento producido desde la región.

Clacso y Siglo XXI Editores, dos de las instituciones que más 
han contribuido a la producción y circulación del conocimiento 
y las ideas en América Latina y el Caribe, combinaron capacida-
des y voluntades para desarrollar un ambicioso programa edito-
rial que busca destacar los aportes teóricos y metodológicos de 
la comunidad académica de América Latina y el Caribe reco-
giendo el estado actual del debate en múltiples campos de las 
ciencias sociales y las humanidades.

Con esta iniciativa esperamos que tengan especial relevancia 
los estudios que aborden temas asociados a las desigualdades y 
las violencias, en especial las de género, los procesos de inestabi-
lidad política, económica y social, las alternativas frente a la cri-
sis ambiental, el derecho a la migración y la movilidad humana.

karina batthyány
Dirección de la colección

fernanda pampín
Coordinación editorial
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INTRODUCCIÓN

Gonzalo Assusa y Gabriela Benza

En ciencias sociales la desigualdad no es una mera subárea te-
mática. Antes bien, resulta un gesto epistemológico constituyen-
te de las disciplinas de la ciencia social, un modo de preguntarse 
sobre la realidad, desnaturalizarla y abordar problemas de inves-
tigación. La desigualdad es resultado de la propia reproducción 
de la vida social. En efecto, el mundo social se genera por la ac-
ción dialéctica de estructuras y de agentes que, dotados de dife-
rentes poderes y recursos y sin ser necesariamente conscientes 
de los mecanismos, producen y reproducen la desigualdad a tra-
vés de sus prácticas (Gutiérrez, Mansilla y Assusa, 2021).

Por la constitución histórica de sus sociedades, América Lati-
na ha resultado una usina de elaboraciones conceptuales, apor-
tes críticos e investigaciones en materia de desigualdad social. 
Sus mercados de trabajo, signados por la informalidad laboral, 
la alta concentración de la propiedad, la persistencia de la des-
igualdad distributiva y su inestabilidad político-institucional, 
además de su inserción dependiente, la pervivencia de estructu-
ras coloniales y poscoloniales y su conflictividad étnica, han he-
cho de los países latinoamericanos espacios fundamentales en la 
reflexión sobre los múltiples y diversos modos en los que la des-
igualdad social se reproduce en el tiempo.

La realidad social de nuestra región dio por tierra con las 
predicciones de finales de siglo XX que advertían un eclipsa-
miento de las disputas distributivas y una emergencia en primer 
plano de los conflictos de reconocimiento social (Motta, Jelin y 
Costa, 2020). Las brechas de desigualdad socioeconómica en 
América Latina no son sólo amplias, sino también persistentes y 
políticamente convocantes.
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Si bien las estructuras sociales latinoamericanas están signa-
das por procesos de larga data, las transformaciones sociopolíti-
cas que experimentó la región a principios del siglo XXI hicieron 
de ella un foco de particular interés. Como sostiene Nora Lustig 
(2020) América Latina fue, a la vez, la región del mundo con 
mayor desigualdad de ingresos y la que más disminuyó su in-
equidad distributiva durante los primeros 15 años del corriente 
siglo, en el marco de un giro político que condujo a que, en for-
ma inédita, en numerosos países de la región fueran elegidos go-
biernos de izquierda, centro izquierda o nacional-populares. Es-
tas intensas transformaciones no significaron necesariamente 
un cambio de matriz societal o productiva (Benza y Kessler, 2021), 
pero revitalizaron y repolitizaron los interrogantes sobre la cues-
tión social latinoamericana (Pérez Sáinz, 2019) e impulsaron 
nuevas reflexiones y análisis sobre la persistencia de la desigual-
dad en nuestra región.

En efecto, en las últimas décadas del siglo XX, en el marco del 
deterioro social que acompañó al ciclo neoliberal, las ciencias 
sociales de América Latina pusieron el foco fundamentalmente 
en los sectores que experimentaban pérdidas en sus condiciones 
de vida: los estudios se centraron en la parte baja de la estructu-
ra social, en los pobres, los excluidos y los vulnerables. El len-
guaje sobre las clases y la lucha de clases se opacó (Jelin, 2020), y 
fueron menos los que examinaron los procesos de concentra-
ción de la riqueza y del ingreso y, más en general, las reconfigu-
raciones en las desigualdades entre los distintos sectores socia-
les desde una mirada sobre el conjunto de la estructura social. 
Tras el cambio de siglo, la desigualdad volvió a estar en el centro 
de las preocupaciones. Esto ha dado lugar a una prolífica pro-
ducción empírica que retoma perspectivas y temáticas de larga 
tradición en las ciencias sociales latinoamericanas, así como 
también a nuevas preguntas y a elaboraciones teóricas origina-
les sobre las especificidades que asume la desigualdad en la re-
gión.
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Las transformaciones en el periodo 
del posneoliberalismo y las preguntas 
sobre la actualidad

El giro político hacia la izquierda que experimentó la región tras 
la llegada del nuevo siglo coincidió con una importante expan-
sión económica, impulsada por un contexto internacional favo-
rable — el denominado boom de los commodities — y también 
por la implementación, en varios países, de políticas macroeco-
nómicas que apuntalaron la expansión productiva.

En este nuevo escenario político y económico, la región asis-
tiría a un incremento en el bienestar de su población. Entre 2002 
y 2014, la desocupación disminuyó de 11.4% a 6.9%, el porcentaje 
de trabajadores cubiertos por sistemas de pensiones se incre-
mentó de 38.3% a 50.3%, aumentaron los salarios, apuntalados 
por políticas de ingresos específicas por parte de los gobiernos y 
por la reactivación de las negociaciones colectivas en el mercado 
de trabajo, la población en situación de pobreza cayó en forma 
significativa, de 43.9% a 28.2%, y también disminuyó la desigual-
dad de ingresos, lo que se tradujo en una caída del índice de 
Gini de 0.547 a 0.491 (cepal, 2018). Asimismo, durante este pe-
riodo los Estados de la región incrementaron sus presupuestos 
en educación, salud y vivienda, beneficiando a sectores históri-
camente marginados, y dotaron de recursos económicos a los 
hogares más desfavorecidos, fundamentalmente a través de la 
implementación de extensos programas de transferencias condi-
cionadas de ingresos y de pensiones a la vejez.

Estas tendencias se expresaron en un incremento en los nive-
les de vida que benefició a numerosos hogares latinoamericanos. 
Mientras algunos autores enfatizaron que el acceso de crecientes 
franjas de la población a bienes y servicios que históricamente 
les habían estado vedados estaba produciendo en la región una 
verdadera “democratización del consumo”, el incremento de los es-
tratos de ingresos medios fue interpretado como indicador de la 
emergencia de “nuevas clases medias”, que parecían significar un pun-
to de inflexión en la histórica polarización social latinoamericana 



12 gonzalo asussa y gabriela benza

(Birdsall, 2007; Castellani, Parent y Zenteno, 2014; López-Calva y 
Ortiz-Juárez, 2014).

El proceso de mejora social tuvo, sin embargo. límites. No 
sólo porque en cada país persistieron núcleos de exclusión im-
portantes, población sin acceso a servicios sociales básicos, en 
actividades laborales por fuera de las regulaciones estatales y con 
ingresos por debajo de la línea de pobreza. También porque una 
parte considerable de quienes lograron mejorar sus condiciones 
de vida permanecieron en una situación de vulnerabilidad so-
cial: ampliaron su capacidad de consumo en un ciclo favorable, 
pero su posición continuó siendo inestable, lo que los volvía alta-
mente propensos a caer en la pobreza en contextos de deterioro 
social (Barozet et  al., 2021; Birdsall, Lustig y Meyer, 2014). En 
esta línea, el relato celebratorio sobre el surgimiento de una nue-
va clase media fue prontamente puesto en cuestión. Más que un 
cambio sustantivo en la composición de las clases sociales, la nue-
va clase media reflejaba, sobre todo, nuevos accesos y prácticas de 
consumo de algunas fracciones de la clase trabajadora, que rom-
pieron por momentos los procesos de clausura social de los secto-
res medios, trayendo aparejados conflictos y corrimientos de 
fronteras, reacciones y reordenamiento de alianzas para construir 
nuevas barreras de distinción social (Álvarez-Rivadulla et al., 2022; 
Benza y Kessler, 2021; Costa, 2021; Pérez Sáinz, 2021).

Si, a pesar de estos límites, el periodo posneoliberal destaca 
en la historia de la región por un impulso hacia la construcción 
de una red de protección básica y un piso mínimo de bienestar 
para los sectores más desfavorecidos, los avances en materia de 
desigualdad fueron más modestos (Benza y Kessler, 2021). En ge-
neral los gobiernos del periodo modificaron poco las bases es-
tructurales de las desigualdades persistentes de América Latina. 
No hubo casi transformación en las estructuras productivas ni 
muchas alternativas a los modelos extractivistas; y mientras el 
sector informal continuó teniendo un peso importante en el mer-
cado laboral, las élites económicas de la región continuaron acu-
mulando y concentrando riquezas, sin ver afectada su capacidad 
de apropiación y acaparamiento del excedente (Pérez Sáinz, 2016). 
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Asimismo, a pesar de algunos avances, no hubo reformas impo-
sitivas integrales que dieran a los sistemas tributarios un carácter 
más progresivo (Jiménez, 2017). En este marco, finalizado el ciclo 
posneoliberal, América Latina continuaba siendo la región más 
desigual del mundo en materia de distribución de ingresos: el ín-
dice de Gini para el promedio regional se ubicaba en valores por 
encima de los registrados para la misma época en los países de 
ingresos altos, pero también en Oriente Medio y en África Subsa-
hariana (Indicadores de Desarrollo Mundial, onu).

Con posterioridad a la etapa posneoliberal el crecimiento eco-
nómico de la región se desaceleró y los indicadores sociales ten-
dieron a estancarse o empeoraron, un escenario que se vio seria-
mente agravado durante la crisis desatada por la pandemia de 
covid-19. Como muestran Benza y Kessler (2021), América Lati-
na fue uno de los epicentros de la pandemia por sus condiciones 
estructurales de desigualdad y exclusión y, a su vez, la pandemia 
produjo un incremento de la desigualdad y muy particularmen-
te retrocesos sociales. Si bien tras el fin de la pandemia hubo 
una recuperación, las mejoras han tenido límites (cepal, 2022). 
No obstante, el modo en que estas tendencias recientes se han 
plasmado y se plasman en la actualidad en la estructura social, 
en la configuración de las desigualdades entre las distintas clases 
y sectores sociales, así como en las disputas distributivas y en las 
experiencias subjetivas respecto de estos procesos, ha sido toda-
vía poco explorado.

En relación con la dimensión simbólica de la desigualdad so-
cial, América Latina parece mostrarse como una región parado-
jal. Investigaciones para algunos países han encontrado una ten-
dencia reciente — relativamente global — a sobrerrepresentar a 
los sectores medios en términos de estatus social subjetivo 
— “todos somos clase media” — (Castillo et  al., 2013). Mientras 
tanto, otros trabajos han puesto el acento en el arreglo “realista” 
de las identidades de clase respecto de las posiciones en la es-
tructura social en un sentido “objetivo” (Jorrat, 2013; Elbert y Pé-
rez, 2018). Avanzar sobre esta dimensión es fundamental para 
explicar la denominada paradoja de Robin Hood (Choi, 2019). 
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Si bien es esperable que, tanto a nivel agregado como a nivel in-
dividual, la mayor desigualdad y privación material encarnen 
mayores demandas de igualdad y una polarización socioestruc-
tural de las preferencias redistributivas, las particularidades de 
las culturas políticas, los programas bienestaristas truncos 
(Holland, 2018) y una estructura de desigualdad simbólicamen-
te “desclasada” (Roberts, 2002) complejizan la explicación lati-
noamericana sobre la relación entre la desigualdad y la priva-
ción material y el apoyo a las políticas redistributivas. Resolver 
esta aparente paradoja resulta fundamental para la construcción 
de estrategias de relegitimación de las políticas de igualdad en 
nuestros países.

Si las tendencias generales reseñadas recorren la historia de 
nuestra región desde principios del siglo XXI, también hay dife-
rencias nacionales considerables que alertan sobre las dificulta-
des de trazar patrones comunes. Esto, en primer lugar, porque 
los puntos de partida fueron muy diferentes: sin dudas, las dis-
tintas configuraciones de sus estructuras sociales, conformadas 
a través de procesos históricos de largo plazo, las características 
de sus mercados de trabajo, la extensión de sus programas bien-
estaristas y las trayectorias económicas y políticas previas, con-
dicionaron las tendencias en materia de bienestar social y, en 
particular, de desigualdad que se registraron en cada uno de los 
países desde comienzos de siglo. Por otro lado, los avances so-
ciales generalizados que se observaron durante el periodo pos-
neoliberal fueron de muy distinta magnitud y ocurrieron en el 
marco de diferentes procesos sociopolíticos a nivel nacional. Al-
gunos países como Colombia, México o Perú se mantuvieron al 
margen del giro a la izquierda durante los primeros años del si-
glo, y si bien en esta etapa también registraron ciertas mejoras 
en indicadores como los de pobreza o desigualdad de ingresos, 
el andamiaje institucional heredado del periodo neoliberal pre-
vio se mantuvo intacto. Por su parte, entre los países que experi-
mentaron el giro a la izquierda hay diferencias importantes en la 
orientación y las políticas implementadas por los gobiernos, así 
como en los consensos concitados por las agendas redistributivas 
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en la población de cada país. Si en algunos de estos países, como 
Bolivia, los avances sociales durante el periodo fueron notables, 
en muchos otros fueron más modestos.

Finalmente, la heterogeneidad de trayectorias dentro de la 
región parece acentuarse en los últimos años: tras la pandemia, 
algunos países han experimentado una mejora económica y so-
cial, pero en otros la crisis parece prolongarse. Mientras tanto, 
en lo político emerge un panorama signado por un avance de las 
ideas y los proyectos electorales de derecha, pero también por la 
llegada o el regreso de fuerzas progresistas a los gobiernos en al-
gunos países como Chile, Colombia, México y Brasil, lo que 
plantea interrogantes sobre la manera en que estos nuevos ali-
neamientos políticos se traducen en los posicionamientos, de-
mandas sociales y políticas concretas en torno a la desigualdad 
en cada uno de los casos nacionales.

En suma, la heterogeneidad interna es tan constitutiva de la 
región como su carácter desigual. Los ciclos neoliberales, pos-
neoliberales y sus respectivas crisis y agotamientos sintetizan 
temporalidades solapadas y movimientos en tensión, cuando no 
contradictorios. Proponer diagnósticos e identificar tendencias 
sobre la desigualdad en América Latina requiere reconocer la 
singularidad de los procesos y construir herramientas analíticas 
precisas para la descripción de fenómenos sociales complejos.

La necesidad de comprender:  
avances en investigación sobre  
desigualdad social en América Latina

Los giros históricos y sociopolíticos que describimos en la sec-
ción anterior tuvieron también impacto en el pensamiento y la 
producción académica sobre desigualdad en la región. Como 
mencionamos al inicio de esta introducción, tras el cambio de 
siglo la preocupación por la desigualdad no sólo tomó cierto 
protagonismo en las promesas de los nuevos gobiernos posneo-
liberales y en las demandas de movimientos sociales y partidos 
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políticos, sino que además se transformó en un tema central en 
la agenda de investigación latinoamericana sobre la cuestión so-
cial. Este resurgimiento de los estudios sobre desigualdad con-
trastó con lo sucedido en la región durante la década de 1980 y, 
sobre todo, 1990, cuando la escasa producción sobre desigualda-
des se centró fundamentalmente en estudios económicos sobre 
la distribución personal de los ingresos.

El pensamiento y los estudios sobre las desigualdades sociales 
en América Latina cuentan sin embargo con una larga trayecto-
ria. Las ciencias sociales latinoamericanas de mediados del siglo 
XX fueron testigos de elaboraciones conceptuales de gran riqueza 
que, lejos de reproducir formulaciones teóricas pensadas en otras 
latitudes, brindaron herramientas originales para explicar las for-
mas específicas de la desigualdad en la región. Estos desarrollos 
quedaron plasmados en las obras de autores diversos como Flo-
restan Fernandes, Anibal Quijano, Gino Germani, José Medina 
Echavarría o Rodolfo Stavenhagen. En forma paralela, se realiza-
ron numerosos análisis empíricos que permitieron conocer la di-
námica de la desigualdad, sus características y magnitud en las 
sociedades de aquel entonces (entre otros, Balán, Browning y 
Jelin, 1977; Costa Pinto, 1964; Filgueira y Geneletti, 1981; Germa-
ni, 1955; Muñoz y Oliveira, 1973; Pastore, 1979; Solari, 1956). 

En la producción intelectual entre las décadas de 1950 y 1970, 
la consideración de las desigualdades estaba anclada en preocu-
paciones más amplias sobre el tipo de desarrollo capitalista, que 
se nutrieron de miradas diversas como el estructural-funciona-
lismo, la teoría de la dependencia, la perspectiva de la heteroge-
neidad estructural o las teorías de la marginalidad. El eje analíti-
co principal estaba centrado en las clases sociales como la fuerza 
detrás de la estructura y la distribución de las desigualdades 
(Jelin, 2020). Si bien los trabajos clásicos elaborados en estos 
años divergían en sus miradas acerca de los factores que daban 
origen a las desigualdades de clase, relaciones de explotación o 
poder, valoración social de las posiciones, etcétera, así como en 
el papel que atribuían a otras dimensiones en su formación, coin-
cidían en la centralidad que otorgaban a la estructura de clases, 
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entendida como emergente de las relaciones que se entablan en 
el ámbito laboral, como factor explicativo fundamental de las 
desigualdades sociales (Benza, 2014). Como menciona Jelin (2020), 
la centralidad otorgada a las clases sociales no impidió que tam-
bién se prestara atención a otros ejes de desigualdad, en particu-
lar la etnicidad, la raza y las desigualdades espaciales (estas últi-
mas sobre todo en relación con el contraste urbano-rural) y, en 
mucha menor medida, las desigualdades de género (entendidas 
en aquel entonces como relaciones entre los sexos, y con foco 
sobre todo en el lugar social de la mujer). Pero la estructura de 
clases sociales estaba en el centro: el análisis de estos otros ejes 
de desigualdad aparecía en general en su articulación con las di-
námicas de clase.

El renovado interés por las desigualdades que se registró des-
de principios de este siglo en las ciencias sociales latinoamerica-
nas se plasmó, en primer lugar, en el desarrollo de numerosas 
investigaciones que retomaron algunas de las perspectivas y te-
máticas de los estudios clásicos. Entre estas destacan los análisis 
que abordan la desigualdad recuperando miradas clásicas sobre 
estratificación social o estructura de clases (entre otros, Atria, 
2004; Benza, Dalle y Maceira, 2022; Boado, 2008; Espinoza, Ba-
rozet y Méndez, 2013; Gutiérrez, Mansilla y Assusa, 2021; Solís, 
2007), así como las indagaciones sobre la heterogeneidad es-
tructural que distingue a la región y sus consecuencias sobre las 
desigualdades en materia laboral y de ingresos (Cortés y Salvia, 
2019). En esta línea, algunos trabajos han elaborado propuestas 
teórico-metodológicas que buscan captar las especificidades de 
las estructuras de clase latinoamericanas, teniendo en cuenta, 
fundamentalmente, la manera en que la alta heterogeneidad es-
tructural e informalidad laboral de la región actúan producien-
do clivajes de desigualdad específicos entre clases (Solís, Chávez 
Molina y Cobos, 2019).

Asimismo, si los estudios sobre la cuestión social de las últi-
mas décadas del siglo XX habían puesto el foco fundamental-
mente en la pobreza y en quienes ocupan las posiciones más 
bajas de la estructura social, en este siglo la preocupación por 
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la desigualdad ha sido acompañada por nuevos estudios sobre 
los ricos y las élites. Siguiendo una tendencia que también se 
registra a nivel internacional (por ejemplo, en los influyentes 
trabajos de Thomas Piketty), las ciencias sociales locales han 
vuelto a dirigir la mirada a quienes ocupan las posiciones socia-
les más altas, a través de análisis que abordan distintas dimen-
siones de la riqueza y el poder desde variadas aproximaciones 
teóricas y metodológicas (entre otros, Cárdenas, 2015; Ce-
rón-Anaya, 2019; Flores et al., 2020; Reis, 2011; Heredia, 2022; 
Ramos-Zayas, 2020).

El resurgimiento de los estudios sobre desigualdad ha dado 
lugar también a nuevas preguntas y enfoques, que ofrecen nove-
dosas respuestas a los dos interrogantes básicos involucrados en 
el análisis de la desigualdad: ¿desigualdad entre quiénes? ¿y de 
qué? Si en las décadas de 1980 y 1990 la respuesta predominante 
a estas interrogantes fueron individuos (u hogares) e ingresos, en 
los desarrollos actuales toman protagonismo las desigualdades 
entre diversos sectores o grupos sociales y en múltiples esferas.

De un lado, mientras el retorno de los estudios sobre la des-
igualdad entre clases sociales ya implicó priorizar una unidad de 
análisis grupal (y no individual), lo característico de esta etapa 
ha sido el énfasis en la relevancia de otros clivajes que, en combi-
nación con las clases, pero también en forma independiente de 
aquellas, son fundamentales en la generación de desigualdades. 
En este marco, la centralidad que ha adquirido la preocupación 
por las desigualdades de género, y la multiplicación de estudios 
sobre esta temática, constituye tal vez una de las grandes nove-
dades de las ciencias sociales latinoamericanas de este siglo. Al 
mismo tiempo, se han consolidado líneas de estudio sobre las 
formas específicas en que otros clivajes actúan en la producción 
y reproducción de las desigualdades, tales como el territorio, y 
en particular, la condición étnico-racial (esto último facilitado 
por la disponibilidad de datos estadísticos a partir de la inclu-
sión de preguntas específicas en los censos y encuestas de hoga-
res oficiales de la región). Muchos de estos trabajos tienen como 
punto de partida la interseccionalidad entre los distintos ejes de 
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desigualdad. El enfoque de la interseccionalidad, derivado de las 
perspectivas feministas, es hoy parte del sentido común de las 
ciencias sociales (Motta, Jelin y Costa, 2020), y remite a la idea 
de que distintos ejes como la clase, el género, la etnia, la raza o el 
territorio operan de manera simultánea y articulada en el proce-
so de producción de las desigualdades. Desde esta mirada, el 
análisis de las posiciones sociales de los individuos en las jerar-
quías sociales requiere, necesariamente, examinar a los distintos 
ejes generadores de desigualdad en sus entramados y simulta-
neidades.

La pregunta “desigualdad de qué” también ha implicado 
avances importantes. Los estudios actuales destacan por la con-
sideración de desigualdades de distinto tipo y en múltiples esfe-
ras. Esto se evidencia, en primer lugar, en la profusión de estu-
dios que examinan la desigualdad de posiciones, pero también 
de oportunidades (en este último caso, sobre todo a partir de 
trabajos que retoman perspectivas clásicas sobre el papel de fac-
tores adscriptivos como la clase de origen, el género o la condi-
ción étnico-racial en las oportunidades de movilidad social intra 
e intergeneracional). Pero también, y fundamentalmente, en las 
dimensiones — es decir, en los activos o recursos socialmente 
valiosos— que son considerados en el análisis. En este sentido, 
la investigación actual enfatiza el carácter multidimensional de 
las desigualdades, poniendo el foco en otras dimensiones vincu-
ladas con el bienestar, los recursos y el poder, más allá de los in-
gresos (riqueza, educación, salud, vivienda, etcétera), cuyas di-
námicas y temporalidades no son necesariamente las mismas 
(Kessler, 2019).

Las preocupaciones clásicas sobre las desigualdades estructu-
rales están siendo a su vez enriquecidas con incipientes miradas 
sobre la dimensión cognitivo-narrativa de la desigualdad: los 
posicionamientos, principios de justicia distributiva y narrativas 
de legitimación que ocupan un lugar clave en la reproducción de 
las desigualdades, pero también en su generación (Álvarez-Ri-
vadulla, 2014; Bayón y Saraví, 2019; Castillo et al., 2013; Reyga-
das, 2015). En esta materia, además, se han hecho importantes 
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innovaciones metodológicas (Mac-Clure et al., 2014), como así 
también aportes desde perspectivas cualitativas en diseños com-
parativos (Álvarez Rivadulla, 2014).

La centralidad adquirida por la desigualdad en la agenda de 
la investigación social de América Latina ha tenido también im-
pacto en la producción teórica, a partir de elaboraciones concep-
tuales que brindan miradas comprensivas sobre las especificida-
des que asumen las desigualdades en la región. Entre estos 
aportes, destacan las propuestas de Pérez Sáinz (2016) y Reyga-
das (2008). El primero recupera aspectos del marco teórico de 
Charles Tilly para ofrecer una propuesta original sobre las des-
igualdades multidimensionales que se traman en dinámicas de 
acumulación de excedente y desempoderamiento en América 
Latina, abordando de manera simultánea los llamados mercados 
de poder (trabajo, capitales, tierras y conocimiento) y la diversi-
dad de sujetos de la desigualdad (individuos, clases sociales y pa-
res categoriales). Por su parte, Reygadas se centra en los procesos 
simbólicos que intervienen en la configuración de las desigual-
dades. A través de la reconstrucción del modo en que actúan es-
tos procesos —que ocurren en diferentes niveles y esferas socia-
les— y de sus relaciones, el autor propone un marco interpretativo 
acerca del papel de lo simbólico en la producción y reproducción 
de las desigualdades, pero también en su cuestionamiento. Al 
brindar herramientas para pensar de manera integral las des-
igualdades, estos aportes resultan de gran relevancia para el de-
sarrollo de estudios comparativos que, a partir del análisis de las 
combinaciones y pesos relativos de los recursos de los agentes de 
la desigualdad y de las formas específicas que adquieren los pro-
cesos simbólicos en cada sociedad, permitan identificar patrones 
comunes, así como divergencias nacionales, en el modo en que 
se configuran las desigualdades sociales en la región.
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Los desafíos para este libro

Las nuevas preguntas y el acuerdo en ciencias sociales sobre el ca-
rácter integral, interseccional y multidimensional de la desigualdad 
social (y sobre su abordaje) mueven la línea del horizonte de los 
desafíos hacia nuevas direcciones.

1) Si bien la construcción de esquemas de clase social propios 
y contextualizados ha sido uno de los leitmotiv de la elaboración 
teórica en el sur global, hasta el día de hoy las teorías de J. Gold-
thorpe y E. O. Wright, elaboradas para dar cuenta de estructuras 
sociales diferentes a las de América Latina, dominan los estu-
dios empíricos a nivel regional. Como mencionamos antes, las 
propuestas teórico-metodológicas desarrolladas para captar 
las especificidades de las clases en la región son escasas en la in-
vestigación reciente. Con importantes antecedentes, las elabora-
ciones actuales necesitan dialogar con tendencias a nivel global, 
pero reconociendo las dinámicas propias de las estructuras la-
borales locales y las insuficiencias de los esquemas de clase im-
portados. A su vez, la necesidad de avanzar en análisis de ca-
rácter comparativo resulta fundamental para comprender las 
dinámicas a nivel de una región por momentos fragmentada y 
con tendencias sociopolíticas contrapuestas y en distintas tem-
poralidades, procesos que sin duda impactan en las distintas es-
tructuras sociales nacionales. 

2) En los últimos años el campo de investigaciones sociológi-
cas y económicas comenzó a cuestionar la asunción de un pasa-
do homogéneo de desigualdad en nuestra región. La historia 
económica ha desafiado el consenso en torno al periodo y pro-
ceso de inicio de las desigualdades persistentes. Sin embargo, 
aún hacen falta estudios con mucha mayor profundidad sobre la 
configuración histórica de las estructuras sociales, particular-
mente en aquellos países en los que el desarrollo de los estudios 
sobre estratificación social y desigualdad ha sido más modesto:

se trata de repensar la temporalidad y la historicidad de la desigualdad y 
sus implicaciones para el presente: cuáles son las inercias del pasado que 
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perduran, pero también qué significa una inercia en cada dimensión; las 
asincronías entre las dimensiones, puesto que no todas tienen las mismas tem-
poralidades y puntos de inflexión; cómo se expresan las “dependencias del 
pasado”. Esto nos obliga a revisar nuestra mirada sobre las “desigualdades 
persistentes”, por supuesto, no para negarlas, sino para evitar sinonimias 
entre persistencias y procesos sin matices, resistencias ni configuraciones 
heterogéneas (Kessler, 2019: 89).

3) Es sabido que tradicionalmente los estudios sobre desigual-
dad social han estado concentrados en su medición “objetiva”, 
desde una perspectiva estructural. Sin embargo, como mencio-
namos con anterioridad, en el último tiempo el campo de estu-
dios sobre la dimensión cognitivo-narrativa de la desigualdad ha 
tomado cada vez más relevancia. Las nociones como economía 
moral de la desigualdad (Sachweh, 2012) o cultura de la desigual-
dad (Saraví, 2016) han orientado nuevas indagaciones sobre 
cuestiones tan diversas como la percepción y tolerancia de la 
desigualdad, los principios de justicia distributiva predominan-
tes en cada cultura política nacional y las preferencias redistribu-
tivas (Reyes y Gasparini, 2017; Assusa, 2022). Esta dimensión 
toma aún más centralidad en el proceso político más reciente en 
América Latina, particularmente para repensar de manera arti-
culada las últimas transformaciones en la estructura social y la 
reemergencia de las derechas en la región: la asociación entre 
tendencias objetivas, percepción de la desigualdad y la renovada 
adhesión al ideario meritocrático (afín a los proyectos neolibera-
les del último quinquenio) resulta un interrogante fundamental.

4) Existe también cierto consenso en torno a la idea de que 
los Estados latinoamericanos (a partir de múltiples dispositivos, 
pero particularmente mediante la ampliación de los mecanis-
mos de transferencias monetarias y la revitalización de las regu-
laciones laborales) fueron protagonistas fundamentales del achi-
camiento de las brechas de desigualdad durante el “giro hacia la 
izquierda” en América Latina. Sin embargo, todavía necesitamos 
mayor información y análisis más complejos sobre cómo los Es-
tados han protagonizado también procesos contrapuestos, de 
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cristalización de desigualdades, desciudadanización, precariza-
ción, degradación simbólica y categorización discriminante. El 
modo en el que las políticas nacionales y subnacionales limitan 
y fomentan, tensionan y se alían a las dinámicas de mercado y sus 
agentes, es un campo que necesitamos seguir desarrollando en 
aras de comprender acabadamente la rapidez con la que muchos 
de los logros del posneoliberalismo se desestructuraron o se vol-
vieron endebles en un muy corto plazo en toda la región.

5) El consenso acerca del carácter multidimensional de la 
desigualdad plantea el desafío de definir analíticamente cuáles 
son las dimensiones centrales de la desigualdad actual —frente 
al riesgo de su multiplicación indefinida (Kessler, 2014)—, así 
como de examinar empíricamente sus dinámicas específicas e 
interdependencias en contextos sociales concretos. En este mar-
co, dos dimensiones han mostrado especial actualidad y rele-
vancia: las desigualdades socioambientales y las brechas digita-
les. De un lado, la consolidación de modelos extractivistas o 
neoextractivistas durante el presente siglo en América Latina 
puso en primer plano la problemática de sus consecuencias so-
cioambientales. Como ha sido enfatizado, recursos naturales 
como el agua, la tierra o los bosques constituyen bienes sociales 
significativos que están mediados por relaciones de poder (Motta, 
Jelin y Costa, 2020). En este marco, los análisis actuales sobre los 
conflictos asociados al acceso desigual a estos recursos, así como 
sobre la distribución asimétrica de los daños ambientales, apare-
cen como líneas de investigación centrales. De otro lado, si bien 
los debates sobre la “brecha digital” y la posterior problematiza-
ción sobre las apropiaciones y los conocimientos informáticos se 
vienen desarrollando desde hace varios años (Rivoir, 2020), la 
crisis provocada por la pandemia del covid-19 puso de manifies-
to el carácter mediador de los dispositivos digitales y los servi-
cios de conectividad en el acceso y el ejercicio de derechos como 
la educación y el trabajo. En las sociedades postpandémicas, la 
persistencia de algunas transformaciones como el crecimiento 
de la economía de plataformas, el aumento de la demanda labo-
ral de programación y el aumento del trabajo remoto, pero tam-



24 gonzalo asussa y gabriela benza

bién de las brechas de acceso a dispositivos digitales y de déficits 
infraestructurales de conectividad, vuelven a las desigualdades 
digitales un importante emergente para comprender las dinámi-
cas de la estratificación social contemporánea.

6) Si bien las elaboraciones teóricas sobre la desigualdad social 
en América Latina presentan hoy un fuerte consenso en torno al 
reconocimiento de que las desigualdades sociales, y sus espacios 
de construcción y definición, son múltiples, la interseccionalidad 
ha sido mucho más objeto de reflexión teórico-conceptual que de 
articulación en investigaciones empíricas. Es necesario avanzar 
con mayor claridad sobre estrategias metodológicas y estudios de 
casos en los que pongamos en acto las configuraciones de las des-
igualdades sociales como efectos estructurales de las dimensiones 
de la clase social, la etnia, la raza y el género. Estas indagaciones 
resultan indispensables para conocer la manera concreta en que 
los distintos clivajes actúan en forma independiente y simultánea 
en la configuración de las desigualdades sociales.

El libro, sus aportes y sus capítulos

En este marco, el presente libro busca aportar en tres líneas. 
Por un lado, un primer conjunto de capítulos pone el foco en 
las características distintivas y en las transformaciones históri-
cas y recientes de las estructuras sociales de América Latina. 
Con ese fin, Chávez Molina y Rodríguez de la Fuente presentan 
un análisis comparativo sobre las estructuras de clase de la re-
gión, a partir de una propuesta conceptual y metodológica que 
busca dar cuenta de las particularidades de las relaciones labo-
rales en América Latina, partiendo de la heterogeneidad estruc-
tural como variable explicativa de los procesos distributivos. 
Los siguientes capítulos de esta primera sección profundizan 
en análisis para distintos casos nacionales, que permiten echar 
luz sobre rasgos propios de las estructuras sociales de cada país 
desde variadas perspectivas. Ortiz, a partir de una mirada com-
prensiva y de largo plazo centrada en el papel de factores eco-
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nómicos, políticos y sociales en la generación de las desigual-
dades, da cuenta de cómo se configura la estructura social 
paraguaya a lo largo de distintas etapas históricas. Yaschine, Var-
gas y Valdés parten de una mirada centrada en la heterogeneidad 
estructural para detenerse en los efectos más recientes de la 
pandemia sobre las desigualdades laborales y de ingresos a ni-
vel local en la Ciudad de México. El modelo agroexportador 
peruano es el foco del capítulo de Fernández-Maldonado. A 
partir del análisis de las agroindustrias en la región de Ica, re-
construye el tipo de relaciones laborales y las condiciones de 
trabajo que se encuentran tras el éxito económico de este sec-
tor. Espina Prieto y Echevarría León abordan el caso de Cuba 
para mostrar el modelo de estructura social implícito en la re-
forma denominada “proceso de actualización del modelo eco-
nómico y social” de 2007, así como sus efectos sobre el cuadro 
socioestructural precedente. Espíndola, con base en un estu-
dio situado en Montevideo, Uruguay, propone un modelo ana-
lítico para comprender los procesos de integración-desafilia-
ción social así como el modo en que opera el llamado “efecto 
segregación”.

Por otro lado, un segundo conjunto de capítulos se centra en 
las experiencias, identidades, preferencias políticas y biografías 
desiguales en la región. Desde abordajes que ponen el foco prin-
cipalmente en la dimensión cognitivo-narrativa de la desigual-
dad, los trabajos de Assusa y Benza, Carrasco, García-Castro y 
Castillo, y Álvarez-Rivadulla abordan temáticas diversas, pero 
vinculadas: las preferencias redistributivas y, en particular, las 
impositivas, las percepciones sobre la desigualdad, los significa-
dos y los límites asociados a las clases sociales y la creencia en la 
meritocracia.

Finalmente, los capítulos que se reúnen en la tercera parte 
del libro abordan nuevas preguntas, dimensiones y enfoques en 
torno a las desigualdades. En esta línea, Pérez Sáinz profundiza 
en las desigualdades digitales y su papel en la acentuación de las 
desigualdades de excedente en la región. Stoessel reflexiona so-
bre el modo en que los Estados de América Latina, en particular 
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de Ecuador, incidieron en los procesos de atenuación o de cris-
talización de desigualdades durante el ciclo posneoliberal. Por 
su parte, Viáfara aborda las formas específicas en que la condi-
ción étnico-racial actúa generando procesos de estratificación 
social, a partir de una revisión analítica de estudios sobre las 
desigualdades en oportunidades de vida de la población afro-
descendiente latinoamericana. Por su parte, Castillo, Contreras 
y Cuevas indagan en los procesos de conflictividad frente a las 
desigualdades socioambientales, poniendo el foco en las dispu-
tas por la apropiación y uso del agua en Chile. Finalmente, Cam-
poli y Peroza examinan la manera en que se pone en acto la in-
terseccionalidad de las desigualdades, a partir de un estudio de 
caso sobre los efectos combinados de la clase social, la condición 
étnico-racial y el género.

A través de estas contribuciones, el libro propone brindar un 
panorama de las indagaciones y miradas que han acompañado 
al renovado interés por la desigualdad en América Latina desde 
principios de siglo. Sus capítulos reconstruyen las tendencias re-
cientes en desigualdades de distinto tipo, dando cuenta de espe-
cificidades para un amplio número de casos nacionales, pero 
también de patrones regionales comunes. En conjunto, los análi-
sis permiten conocer las principales interrogantes y enfoques 
conceptuales que guían la investigación actual sobre desigual-
dad en la región, al tiempo que plantean líneas de análisis y de-
safíos a futuro para este campo de estudios. Los aportes de estos 
capítulos buscan contribuir a la comprensión de los heterogé-
neos procesos sociohistóricos de igualdad/desigualdad en Amé-
rica Latina, lo que constituye un insumo fundamental para la 
construcción de consensos sociales y de agendas políticas que 
promuevan la igualdad en nuestras sociedades.
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Introducción

El estudio de las clases sociales, en su dimensión teórica lo mis-
mo que en la metodológica, guarda vigencia en la actualidad 
como modo de acceso a las indagaciones sobre los factores ge-
neradores de desigualdad social. En este sentido, en el plano in-
ternacional, el debate sobre cómo medir empíricamente a los 
diversos grupos poblacionales en función de su posicionamien-
to, fundamentalmente en la esfera económica, tiene una larga 
tradición con más desencuentros que consensos, derivando en 
lo que el sociólogo británico Mike Savage (2016) tituló como 
“guerra de clases” (class wars).

De este modo, a mediados del siglo XX, conceptos sociológi-
cos tales como clase trabajadora, clase media, pequeña burguesía, 
trabajadores de cuello blanco / cuello azul, manual / no manual, 
entre otros, fueron operacionalizados para su medición y trata-
miento a partir de las sucesivas encuestas de hogares que se reali-
zaban en los distintos países y ciudades del mundo occidental.

La sociología latinoamericana no estuvo exenta de la partici-
pación en dichos debates, identificando las limitaciones que la 
aplicación directa de estas nociones podía presentar para el es-
tudio de las realidades sociales de la región. Sociedad depen-
diente, heterogeneidad estructural, centro-periferia, marginali-
dad o pobreza fueron conceptos que se han mixturado con 
aquellos de la sociología occidental y que permearon las discu-
siones acerca de la configuración que estaban asumiendo las es-
tructuras sociales nacionales en el marco de las transformacio-
nes económicas del siglo XX.
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En este capítulo retomamos algunas de las discusiones plan-
teadas sobre el estudio empírico de las clases sociales proponiendo 
un esquema de clasificación para su observación. En un primer 
lugar, repasamos aquellas perspectivas clásicas frecuentemente 
utilizadas en los estudios internacionales o comparativos sobre 
las clases sociales. Posteriormente, revisamos algunas de las pro-
puestas aplicadas en América Latina que han intentado superar 
las limitaciones de las clasificaciones foráneas. En tercer lugar, 
presentamos las fuentes de datos utilizadas y los principales li-
neamientos metodológicos del esquema de clasificación propues-
to para el estudio de la estructura de clase latinoamericana. En 
cuarto lugar, tomando como ejemplo cinco países de la región, 
analizamos algunos indicadores de la estructura de clases y su 
vínculo con las condiciones de vida. Por último, a modo de conclu-
sión, recuperamos los principales hitos de las discusiones plan-
teadas y de los resultados a los que hemos llegado.

Las mediciones empíricas de las clases sociales

Los enfoques clásicos para el estudio  
de las clases sociales

Estudiar las clases sociales implica la realización de un recorte 
sobre las complejas relaciones que conforman la realidad. Sin 
embargo, el establecimiento de criterios para operar sobre di-
chas relaciones es una invitación a sumergirse en discusiones 
teóricas clásicas aún no saldadas: relaciones de producción ver-
sus relaciones de mercado, estratos versus clases, micro-clases 
versus macro-clases, entre otras. Como toda conceptualización, 
las diferencias entre las distintas propuestas responden no sólo 
al marco teórico de partida, sino también a las tradiciones meto-
dológicas que se instalan en las distintas comunidades académi-
cas. Por ejemplo, mientras que en la sociología norteamericana 
primaron los usos de escalas socioeconómicas (Blau y Duncan, 
1967) o de prestigio ocupacional (Treiman, 1977), en el Reino 
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Unido la ocupación se ponderó como la dimensión por excelen-
cia para conocer el lugar que ocupaban las personas en la estra-
tificación social (Savage, 2016).

Específicamente, el enfoque de clases, deudor tanto de las tra-
diciones marxistas como weberianas, y de los debates abiertos 
desde mediados de siglo XX, se constituye como una de las prin-
cipales formas de acceso al estudio de la estructura social debido 
al papel crucial que las mismas tienen en la definición de un ré-
gimen o sistema de desigualdades sociales (Dubet, 2015). Esta 
concepción llevó, en términos extremos, a considerar a la clase so-
cial como la variable independiente por excelencia a la hora de 
explicar los más vastos fenómenos sociales (ingresos, voto, orien-
taciones culturales, consumos), poniendo en un rol secundario 
u omitiendo otros factores de diferenciación.

Ahora bien, dentro del universo existente de propuestas teó-
rico-metodológicas para el estudio de la estratificación y las cla-
ses sociales,1 en este trabajo nos interesa hacer foco en aquellas 
que aún mantienen relevancia y son utilizadas frecuentemente 
en la construcción de esquemas de clases a partir de fuentes de 
datos provenientes de encuestas de hogares. Nos referimos bre-
vemente a la propuesta neo-marxista de Erik Olin Wright y a la 
neo-weberiana de John Goldthorpe.

Wright asumió la tarea de construir un esquema de clases so-
ciales, factible de ser operacionalizado, basado únicamente en 
el corpus teórico marxista. Respetando dichos límites, la propues-
ta debía ser 1) relacional, 2) expresar relaciones antagónicas, 
3) tener su origen en la idea de explotación y 4) estar basada en 
las relaciones de producción (Wright, 1994: 37). Esto llevó a que 
el enfoque planteado por el autor transitara diversas fases y osci-
laciones, caracterizadas por el intento de superar las sucesi-
vas complejidades y limitaciones que presentaba dicha empresa. 
Básicamente pueden distinguirse dos esquemas de clasificación 

1 Para un panorama completo sobre las distintas propuestas de clase oc-
cidentales, véanse Bergman y Joye (2001), González (1992), Grusky (2008) y 
Wright (2005).
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elaborados por el sociólogo estadounidense: el enfoque basado 
en las posiciones contradictorias en las relaciones de clase y el 
enfoque de las explotaciones múltiples.

Dentro del primer enfoque, su principal objetivo radicó en 
complejizar la mirada dicotómica de clase propuesta en el mar-
xismo clásico (burguesía y proletariado), planteando la existen-
cia de posiciones con un carácter múltiple de clase (Wright, 
1994: 49). De este modo, surgían categorías como la de directi-
vos, pequeños empleadores y empleados semiautónomos, que 
compartían la característica de no poder ser ubicadas en una 
única posición de clase fundamental. Sin embargo, una serie de 
críticas (Crompton, 1994: 101) llevaron a que Wright reformula-
ra su propuesta e, influenciado por el marxismo analítico y la 
teoría de los juegos, propusiera un nuevo esquema de clases.

Esta nueva propuesta partía de la idea de que la explotación 
se traducía en los diferentes tipos de derechos y poderes (recur-
sos tangibles e intangibles) que tienen los sujetos sobre los inputs 
y outputs de la producción. En la medida en que estos dere-
chos y poderes están desigualmente distribuidos, puede hablar-
se de relaciones de clase. En este sentido, las estructuras de clases 
se caracterizan por estar conformadas por diversas relaciones de 
explotación, una por cada modo de producción coexistente. Una 
clase puede ser explotadora en una dimensión, pero asimismo 
ser explotada en otra; así surge la noción de “explotaciones múl-
tiples” (Wright, 1994: 101). Wright identifica cuatro tipos de bie-
nes que son distribuidos desigualmente en función del tipo de 
estructura de clases a la que se haga referencia: la fuerza de tra-
bajo (feudalismo), los medios de producción (capitalismo), los 
bienes de organización (estatalismo) y las cualificaciones (socia-
lismo) (Wright, 1994: 95). El cruce entre todas las formas de ex-
plotación da lugar a una tipología de 12 clases que tiene en sus 
extremos a la burguesía y al proletariado.

Por el contrario, el enfoque de John Goldthorpe suele ser cata-
logado dentro de la tradición neo-weberiana, más allá de que el autor 
inglés haya reconocido también la influencia marxista y, posterior-
mente, de otras escuelas como la nueva economía institucional 
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(Goldthorpe, 2010). El esquema de clases elaborado por el autor, 
comúnmente denominado egp2 o casmin,3 es uno de los más uti-
lizados en estudios estratificación y movilidad social comparati-
vos a nivel internacional. Respecto a la modelización de la estruc-
tura de clases, el autor propone que el esquema no debe 
considerarse como un mapa definitivo de la estructura de clases, 
sino como instrumento de trabajo, remarcando el carácter no de-
finitivo del esquema y sus posibilidades de reacomodo y adapta-
ción según los objetivos y datos disponibles con que se cuenten.

En la construcción del esquema se consideran, al menos, cua-
tro criterios operacionales (Méndez y Gayo, 2007: 146): 1) la pro-
piedad de los medios de producción, 2) la existencia y número de 
empleados (para aquellos que no son asalariados), 3) la distinción 
no manual-manual-agrícola, y 4) el tipo de relación de empleo 
(de servicios o relación de contrato de trabajo). Es en el cuarto 
criterio en donde el autor ha enfocado más la atención, enten-
diendo que, en las sociedades occidentales de finales del siglo XX, 
la mayor parte del mercado de trabajo estaba conformado por el 
empleo asalariado (Erikson y Goldthorpe, 1992; Goldthorpe, 
2010). La relación de servicio da lugar a lo que el autor denomina 
“clase de servicios” y que se caracteriza por estar conformada por 
empleados profesionales, administradores y directivos. Dentro 
de las principales características de este tipo de relación se en-
cuentra el hecho de que se desarrollan en un ámbito burocrático, 
tanto en el sector público como privado. Los contratos suelen 
pautarse a largo plazo y el modo de intercambio empleador-em-
pleado suele ser difuso, en el sentido de que no sólo actúa el sala-
rio como forma de pago, sino que también ciertos elementos 
prospectivos (aumentos, seguros sociales, pensiones, etc.) que 
garantizan la estabilidad y el sostenimiento del empleo. Sin em-
bargo, el rasgo principal de este tipo de relación es que está fun-
dada en la confianza que el empleador tiene sobre el empleado, al 
delegar autoridad y/o buscar conocimiento experto y especializado. 

2 Siglas de Erikson, Goldthorpe y Portocarero.
3 Siglas de Comparative Analysis of Social Mobility in Industrial Nations.
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De esta forma, el empleado “de servicios” obtiene autonomía y 
discrecionalidad, dependiendo de su rendimiento, del “acuerdo 
moral” que existe con el empleador y no de sanciones externas. 
En contraposición, la relación basada en el contrato de trabajo 
remite a lo que en términos agregados puede entenderse como 
“clase obrera”. A diferencia de la relación de servicio, los contratos 
suelen ser de menor término y se realiza un intercambio de dine-
ro por esfuerzo, calculado en función de las horas trabajadas. La 
discrecionalidad y autonomía suelen ser bajas, ya que el rendi-
miento del trabajador está atado a una mayor supervisión sobre 
el mismo y a condicionamientos externos en forma de sanciones.

Es importante remarcar que esta diferenciación se utiliza en 
forma típico-ideal (Erikson y Goldthorpe, 1992: 43) y que mu-
chas ocupaciones pueden situarse en una situación ambigua en-
tre ambos tipos. Dentro de estos casos puede nombrarse a aque-
llos posicionamientos que se sitúan en un matiz intermedio: los 
trabajadores de rutina no manuales, es decir, trabajadores de ofi-
cina, ventas o servicios personales y los técnicos de menor califi-
cación junto con los supervisores de empleo manual. En estos 
casos es problemático determinar qué tipo de contrato prevalece.

El análisis empírico de las clases sociales  
desde América Latina

El debate en torno a las clases sociales en América Latina ha te-
nido lugar en forma contemporánea al que se daba en Estados 
Unidos y Europa. Por citar un hito central, entre 1959 y 1961 se 
llevaba adelante en el cono sur la primera investigación compa-
rativa en esta temática, denominada “Estratificación y movilidad 
en cuatro ciudades latinoamericanas”, que implicaba un abordaje 
por encuesta en las ciudades de Río de Janeiro, Buenos Aires, 
Montevideo y Santiago de Chile (Filgueira, 2001; Iutaka, 1965).4

4 Este estudio estuvo impulsado por el Centro Latinoamericano de Investi-
gaciones en Ciencias Sociales con sede en Río de Janeiro, siendo presentado en 
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Años después, en 1971 se llevó a cabo en México el “Semina-
rio de Mérida”, en el que se discutió la problemática de las clases 
sociales entre teóricos europeos y latinoamericanos.5 Entre los 
participantes estuvieron los intelectuales y académicos de mayor 
relevancia a nivel regional e internacional: Florestán Fernandes, 
Nicos Poulantzas, Alain Touraine, F. H. Cardoso, Manuel Cas-
tells, Jorge Graciarena, Jorge Martínez Ríos, José Calixto Rangel 
Contla, Rodolfo Stavenhagen, Edelberto Torres Rivas, Francisco 
Weffort y Gino Germani. Las discusiones allí planteadas pusie-
ron en relieve una de las características centrales que tuvieron 
las ciencias sociales en América Latina en general, y en el estudio 
de la estratificación, en particular: la combinación de distintas 
vertientes teóricas (Atria, 2004; Filgueira, 2001). Conceptos típi-
camente de raigambre estructural-funcionalista (función, equi-
librio, estratificación, sector, etc.) se entremezclaban con otros 
de origen marxista-weberiano (clases sociales, conflicto, poder, 
dominación, etc.), siendo ejemplo de esto autores como Gino 
Germani, Florestán Fernandes y José María Echavarría.

A esta mixtura conceptual deben sumársele los desarrollos 
teóricos propios de la región, que se gestaron a la par de las dis-
cusiones que se daban internacionalmente. Enfoques como el 
estructuralismo, impulsado por Prebisch desde la cepal (Rodrí-
guez, 2001), las teorías de la dependencia (Borón, 2008; Cardoso 
y Faletto, 1996; Marini, 2008), las teorías de la marginalidad 
(Nun, Murmis, y Marín, 1968; Quijano, 1972) y el enfoque de la 
heterogeneidad estructural (Pinto, 1973; Sturm y Nohlen, 1982) 
alimentaron los desarrollos analíticos y metodológicos para el 
estudio de las clases sociales a nivel teórico y empírico. En este 
sentido, a continuación repasaremos, sin pretensiones de exhaus-
tividad, algunos de los enfoques de clase que se han planteado 

1959 ante el Subcomité de Estratificación y Movilidad Social de la Asociación 
Internacional de Sociología (Costa Pinto, 1964).

5 Los trabajos y discusiones que surgieron en dicho seminario fueron com-
pilados en el libro Las clases sociales en América Latina por Benítez Zenteno 
(1973).
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desde aquellos tiempos hasta nuestros días, identificando los 
principales aportes que han permitido el estudio de la estructura 
social latinoamericana.

Gino Germani fue uno de los primeros y principales expo-
nentes, desde los años cincuenta hasta los setenta, en el estudio 
de la estructura de clases, con una principal preocupación en su 
forma de medición. Su enfoque sobre las clases sociales combina 
elementos provenientes del marxismo y el funcionalismo, aun-
que su punto de orientación siempre fueron los estudios estadou-
nidenses de estratificación y su posibilidad de análisis estadístico 
(Murmis, 2010: 70). Estructura social de la Argentina (Germani, 
1955) es quizás el intento de mayor sistematización por parte del 
sociólogo ítalo-argentino de una propuesta de análisis de la es-
tructura de clases. Teóricamente, las clases eran definidas por el 
autor a partir de una dimensión estructural (estructura ocupa-
cional, jerarquía, tipo de existencia) y otra psicosocial (autoi-
dentificación y sistema de actitudes, normas y valores), más allá 
que el estudio estadístico de esta última se tornaba más dificul-
toso con las fuentes de datos disponibles en ese entonces. A pe-
sar de los cambios producidos a lo largo de su obra, el autor acu-
dió a “la convencional clasificación tripartita” de clase alta, 
media y popular (1955: 146). La clase alta, debido a su bajo peso 
poblacional, es incluida dentro de las clases medias. Asimismo, 
tanto las clases populares como las clases medias son desagrega-
das según sector de actividad (sector urbano y sector rural) y de 
acuerdo a su estatus legal (trabajadores dependientes e indepen-
dientes) (1955: 146-147). La frontera entre ambas clases se basaba 
en la distinción manual / no manual del trabajo, existiendo una 
amplia heterogeneidad dentro de cada agregado.

Susana Torrado fue una de las continuadoras del legado es-
tablecido por Gino Germani en los estudios demográficos y de 
la estructura de clases. Sus principales trabajos en la temática se 
originan en los años setenta (de Ipola y Torrado, 1976), con el 
estudio de las clases sociales en Chile, consolidándose con la pu-
blicación de Estructura social de la Argentina, 1945-1983 (1992). 
Los basamentos teóricos de su esquema de clases propuesto se 
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ubican dentro del marxismo, aunque la autora aclare posterior-
mente que en términos utilitarios su clasificación pueda ser 
trabajada desde otras tradiciones teóricas (Torrado, 1998: 224). 
A los fines de esta discusión, uno de los principales aportes teó-
rico-metodológicos de la autora fue su punto de partida al con-
siderar a la formación social argentina (aplicable también al 
resto de la región) a partir de la articulación entre el modo de 
producción capitalista (dominante, en su estadio monopólico y 
con carácter dependiente) y la forma de producción mercantil 
simple. A diferencia de los enfoques de clase occidentales, esto 
llevó a la ponderación de una serie de posiciones de clase cen-
trales en la estructura social latinoamericana (Torrado, 1992: 
107-112):

• Los pequeños productores independientes relacionados a 
actividades de la producción y comercialización de bienes y 
servicios, y que establecen relaciones de intercambio entre 
sí y con los agentes insertos en la esfera capitalista.

• El servicio doméstico, cuya posición está definida por rela-
ciones que no son propias ni del modo de producción capi-
talista ni de la forma de producción mercantil simple.

• El empleo marginal, que es definido como un conjunto de 
ocupaciones emergentes de la forma de producción capita-
lista en sociedades periféricas, recuperando así los aportes 
de las teorías de la dependencia.

Mientras que los pequeños productores forman parte de lo 
que la autora denominó clase media autónoma, el servicio do-
méstico y el empleo autónomo de baja calificación formarán 
parte del estrato no calificado de la clase obrera.

En línea con los planteamientos de Torrado en la década de 
los setenta y ochenta, Alejandro Portes y Kelly Hoffman elabora-
ron una propuesta de esquema de clases que también buscó la 
superación de las limitaciones que la aplicación de enfoques 
foráneos presentaba ante la realidad social latinoamericana. Estas 
propuestas fallaban en que no podían distinguir a una proporción 
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importante de la población que no ha sido incorporada a rela-
ciones de trabajo legalmente reglamentadas, que sobrevive en la 
marginalidad, desarrollando una gran variedad de actividades 
económicas de subsistencia cuasi clandestinas (Portes y Hoff-
man, 2003: 10). Nuevamente, la influencia de las teorías de la de-
pendencia y la marginalidad aparecen para afinar la mirada em-
pírica que se tenía sobre las clases sociales.

Al igual que en el enfoque propuesto por Torrado, hay dos 
posiciones de clase en donde se observan rasgos típicos propios 
de la formación social latinoamericana. Por un lado, la categoría 
marxista de “pequeña burguesía” asume en la región una forma 
distinta, producto de la superposición de los modos de produc-
ción capitalistas modernos y otros sistemas informales de orga-
nización económica (Portes y Hoffman, 2003: 14). Esta clase está 
conformada fundamentalmente por lo que se ha denominado 
microempresarios y que tradicionalmente han desempeñado la 
función de nexo entre la economía moderna capitalista y la gran 
masa de trabajadores informales. Por otro lado, tiene lugar lo que 
los autores dieron en llamar como proletariado informal. Según 
éstos, una definición de proletariado que referencie únicamente 
a aquellos sujetos que no tienen acceso a los medios de produc-
ción y deben vender su fuerza de trabajo resulta incompleta, de-
bido a la vasta masa de trabajadores excluidos del núcleo del ca-
pitalismo moderno y que deben procurarse su sustento a partir 
del empleo no reglamentado o con actividades directas de sub-
sistencia (2003: 15). 

Sin embargo, en muchas situaciones los fines comparativos 
que tienen las investigaciones llevan a que se utilicen esquemas 
de clasificación clásicos a la hora de analizar las fuentes de datos. 
Como bien señalamos anteriormente, el esquema egp no fue la 
excepción en estas latitudes y su uso se ha extendido, no sin 
adaptaciones realizadas a las particularidades de nuestras socie-
dades. Considerando la importancia que el trabajo por cuenta 
propia y empleo no registrado tiene en la región (Torche, 2006), 
algunos autores han planteado reacomodamientos dentro de la pro-
puesta de Goldthorpe. Por ejemplo, algunos trabajos (Espinoza, 
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Barozet, y Méndez, 2013; Solís y Boado, 2016) consideraron al 
trabajo por cuenta propia no calificado como un elemento cons-
titutivo de la clase trabajadora no calificada y no como parte de 
la pequeña burguesía, tal como marcaría la aplicación directa 
del esquema egp. Otras propuestas, como la de Solís, Chávez 
Molina y Cobos (2019), implicaron una revisión total del esque-
ma egp. En este sentido, y tomando como válidas las críticas 
planteadas por los intentos de adaptación anteriores, los autores 
van más lejos aún al plantear que el carácter heterogéneo de la 
estructura social genera fragmentaciones en las posiciones de 
clase asalariadas. Por un lado, inserciones de tipo formal, ligadas 
a establecimientos de mayor productividad, mayor regulación 
laboral, mejores salarios y condiciones laborales. Por el otro, in-
serciones de tipo informal, de baja productividad, con trabaja-
dores de baja calificación y en donde priman los bajos salarios y 
ocupaciones de subsistencia.

El enfoque de clases ocupacionales  
basado en la heterogeneidad estructural

En este apartado proponemos la aplicación de un esquema de 
clasificación propio que, si bien retoma algunos de los criterios 
identificados en las páginas previas, plantea otras divisiones de 
clase posibles. Respecto a la tradición marxista y weberiana en el 
análisis de clase, partimos desde la consideración de las relacio-
nes laborales como el criterio principal de clasificación, pero en-
tendemos que estas, en América Latina, tienen un carácter hete-
rogéneo.

El sector de alta productividad se ve beneficiado por salarios 
y condiciones de trabajo relativamente mejores, a fin de retener 
la fuerza laboral más productiva, y con ello reducir los conflic-
tos, aumentar las habilidades y, a través de estas medidas, au-
mentar la productividad (Weller, 2000: 33). Por el contrario, en 
el sector de baja productividad las relaciones laborales no están 
guiadas por las exigencias de productividad o un interés para 
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retener trabajadores cualificados o experimentados, sino por 
factores de oferta y estrategias de supervivencia. La distinción 
entre ambos sectores es particularmente relevante entre los tra-
bajadores asalariados manuales, pero también se aplica a los traba-
jadores no manuales de rutina, específicamente a los empleados 
de comercios, donde la heterogeneidad de las unidades produc-
tivas y las condiciones de trabajo ha sido ampliamente docu-
mentada en los estudios sobre el sector informal en América 
Latina. Aproximadamente, tomando una muestra de países eu-
ropeos y latinoamericanos, Marqués Perales y Chavéz Molina 
(2019) cuantifican que las fracciones de clase correspondientes a 
los sectores de baja productividad son del orden del 4% para el 
primer caso, mientras que en nuestra región ascienden al 20%, 
en promedio.

Una segunda característica que retomamos en el esquema es 
que los mercados de trabajo en la región presentan cada vez una 
mayor expansión del trabajo por cuenta propia, que en el grueso 
de las clasificaciones occidentales es tomado como una categoría 
cuasi residual. Este rasgo también tiene una causalidad en la he-
terogeneidad estructural, ya que el trabajo por cuenta propia re-
presenta en muchos casos una actividad de refugio para los tra-
bajadores que no encuentran lugar en el sector formal. No 
obstante, las actividades y condiciones laborales de los trabaja-
dores por cuenta propia son muy diversas, por lo que sería equi-
vocado clasificarlos a todos por igual.

Nuestra propuesta de clasificación ocupacional, basada en la 
heterogeneidad estructural (cobhe), recupera entonces la im-
portancia que el enfoque egp sostiene al diferenciar el mundo 
asalariado a partir de las distintas relaciones de empleo que pue-
den establecerse, pero enfocándose en el estudio de la inserción 
ocupacional en una estructura heterogéneamente configurada, 
en donde conviven sectores de mayor y menor productividad. 
Asimismo, se hace énfasis también en el estudio del trabajo por 
cuenta propia desde una óptica distinta a la planteada desde los 
enfoques de clase tradicionales. Este grupo no debería entender-
se en América Latina como una clase asimilable a la pequeña 
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burguesía de los países capitalistas avanzados (Solís y Boado, 
2016: 36), sino como un segmento fragmentado con ocupacio-
nes de alta y baja calificación, algunas con un mayor nivel de re-
gistro y otras que forman el núcleo del trabajo informal.

De este modo, la cobhe identifica ocho posiciones de clase:

1) Propietarios, directivos, gerentes (grandes establecimientos)
2) Propietarios, directivos, gerentes (pequeños establecimientos)
3) Cuenta propia profesionales / calificados
4) Trabajadores no manuales (grandes establecimientos)
5) Trabajadores manuales (grandes establecimientos)
6) Trabajadores no manuales (pequeños establecimientos)
7) Trabajadores manuales (pequeños establecimientos)
8) Cuenta propia no calificados

Fuentes de datos y variables

En este capítulo tomaremos como universo de estudio a la po-
blación ocupada mayor de 18 años. Para llevar adelante el análi-
sis empírico utilizaremos cinco fuentes de datos correspondien-
tes a encuestas de hogares de distintos países de la región que 
realizan los organismos de estadísticas nacionales en forma pe-
riódica (cuadro 1).

Tomando como punto de partida los países abordados por 
Solís, Chávez Molina y Cobos (2019) para el estudio la estructu-
ra de clases latinoamericana, hemos seleccionado aquellas en-
cuestas que, por un lado, se encontraban actualizadas y, por otro 
lado, codifican las variables que miden el tipo de ocupación en 
forma estandarizada, utilizando el Clasificador Internacional 
Unificado de Ocupaciones (ciuo) de la oit, en su versión 88 
(Chile) o 08. Únicamente para el caso de Argentina, que cuenta 
con un clasificador propio, fue necesario realizar una conver-
sión de la variable, pudiéndose trabajar al nivel de dos dígitos 
del ciuo-08 (Chávez Molina, Bernasconi y Rodríguez de la 
Fuente, 2020).
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Cuadro 1. Fuentes de datos utilizadas

País Fuente año de 
relevamiento

Cobertura

Argentina Encuesta Permanente 
de Hogares (ePh)

2022* Urbana

Chile Encuesta de 
Caracterización 
Socioeconómica 
Nacional (Casen)

2017 Urbano-Rural

Ecuador Encuesta Nacional de 
Empleo, Desempleo y 
Subempleo (enemdu)

2022 Urbano-Rural

El Salvador Encuesta de Hogares de 
Propósitos Múltiples 
(ehPm)

2021 Urbano-Rural

Uruguay Encuesta Continua de 
Hogares (eCh)

2022 Urbano-Rural

Fuente: elaboración propia.
* Correspondiente al tercer trimestre. 

Además del tipo de ocupación se utilizaron las variables ca-
tegoría ocupacional y tamaño del establecimiento en el que tra-
baja el encuestado para poder construir el esquema de clases 
propuesto en el apartado anterior. Esta última variable permite 
distinguir, en forma aproximada, a los grandes establecimientos 
(más de cinco ocupados) de los pequeños (cinco o menos ocu-
pados).6

Por otro lado, se buscó una serie de variables comunes en to-
das las bases de datos que permitieran la caracterización de la 
estructura de clases. En este sentido, se trabajó con la variable 
sexo, existencia de aportes a los sistemas de seguridad social e 
ingresos laborales.

6 En el caso de Uruguay, debido a cómo se ha preguntado dicho indicador 
en el cuestionario, consideramos como pequeños establecimientos aquellos 
que tienen cuatro o menos ocupados y grandes establecimientos los que tienen 
cinco o más.
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Análisis de la estructura de clases

Presentada ya la discusión sobre los distintos enfoques opera-
cionales de clase que se han utilizado tanto para los estudios in-
ternacionales como regionales, aplicamos nuestra propuesta a 
una serie de datos provenientes de encuestas de hogares de paí-
ses latinoamericanos. En la gráfica 1 observamos la distribución 
de la población ocupada mayor de 18 años.
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Una primera mirada permite observar que en la muestra de 
países seleccionada existen dos perfiles nacionales diferencia-
dos. Por un lado, Argentina, Chile y Uruguay mantienen una 
estructura de clases con un importante peso de la clase de tra-
bajadores no manuales de grandes establecimientos (un 34% 
aproximadamente), lo que daría cuenta de la fuerza que el sec-
tor servicios más dinámico tiene en la estructura económica. 
La clase de cuenta propia profesional / calificada también tiene 
un importante peso relativo en la estructura de clases. Por el 
contrario, en países como Ecuador y El Salvador la población 
se inserta en posicionas con mayor exposición a la informali-
dad y la precariedad laboral. La clase de cuenta propia no cali-
ficado representa entre un 31% y un 34% de la población ocu-
pada, mientras que la clase de trabajadores manuales de 
pequeños establecimientos oscila entre un 21% y un 24 por 
ciento.

Si se pone el foco a nivel ocupación en la clase cuenta propia 
no calificada (gráfica 2), podemos identificar que las posiciones 

Gráfica 2. Composición ocupacional de la clase de trabajadores 
por cuenta propia no calificados. Países seleccionados. 2017-2022
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más desaventajadas de la estructura son también heterogéneas 
por país. Mientras que en Argentina y El Salvador casi la mitad 
de dicho grupo se compone de vendedores (grupo 52 del ciuo), 
en Ecuador los trabajadores agropecuarios explican casi al 32% 
de dicha clase.

En la gráfica 3 analizamos el índice de masculinidad por clase 
social, que mide la cantidad de varones existentes por cada 100 
mujeres. Más allá de los matices que se presentan en cada una de 
las sociedades, hay un patrón que se repite en la distribución. 
Las clases con mayor sesgo masculino son aquellas ligadas al 
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empleo manual en grandes establecimientos (fábricas e indus-
trias): los casos paradigmáticos se encuentran en Ecuador (402) 
y El Salvador (534). También observamos una mayor presencia 
masculina en posiciones de dirección y propiedad, tanto en 
grandes empresas como en pequeños establecimientos (comer-
cios, negocios, etc.), habiendo en promedio el doble de varones 
que de mujeres. Por el contrario, observamos que las clases con 
mayor presencia femenina son aquellas vinculadas al empleo no 
manual, en grandes y pequeñas empresa.
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Las últimas dos gráficas intentan abordar algunas de las di-
mensiones de la desigualdad social desde las condiciones labo-
rales y económicas de la población. En este sentido, la gráfica 4 
muestra la distribución de la población que aporta o cotiza en el 
sistema de seguridad social. Dicha variable ha sido frecuente-
mente utilizada como aproximación a la noción de informalidad 
laboral. A excepción de Argentina, en donde la Encuesta Perma-
nente de Hogares sólo consulta sobre el aporte a la seguridad 
social a los trabajadores asalariados, en el resto de los releva-
mientos se indaga a todo el mundo del trabajo.

De este modo, puede observarse que Chile, principalmente, y 
Uruguay son los países que mantienen un porcentaje promedio 
más elevado de población aportante al sistema. En el primer 
caso, aún la clase más desaventajada mantiene un promedio de 
casi el 70% de población afiliada a algún sistema de seguridad 
social. En todos los casos, son las clases asalariadas y directivas 
ligadas al sector modernos de la economía (grandes empresas) 
las que muestran mayores niveles de formalidad, tal como se ha 
observado en otros trabajos (Solís, Chávez Medina y Cobos, 
2019). Centrándonos en las clases asalariadas de pequeños esta-
blecimientos, la proporción de trabajadores que no cuentan con 
aportes a la seguridad social aumenta para el caso argentino, 
pero principalmente para Ecuador y El Salvador.

A modo de aproximación al estudio de las condiciones de 
vida de las clases sociales, analizamos las brechas de ingresos la-
borales, es decir, las distancias existentes entre los ingresos pro-
medio de cada posición respecto a la media general. Con el fin 
de captar los ingresos más altos de la distribución, no se recorta-
ron los valores extremos. Como puede observarse en la gráfica 5, 
en todos los casos la clase de propietarios, directivos y gerentes 
de grandes establecimientos se apropian de ingresos que repre-
sentan entre el doble y el triple del promedio general, siendo 
Chile y Ecuador los casos más extremos.

Este modo de observar la desigualdad social permite identificar 
una primera diferencia central que es la enorme distancia existen-
te entre la clase mejor posicionada, propietaria y/o organizadora 
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del capital, y el resto de las clases. Estas últimas se mantienen 
más cercanas al promedio de ingresos, y los posicionamientos y 
solapamientos entre las clases responden a cada una de las parti-
cularidades nacionales. Mientras que en Chile, Uruguay, Argen-
tina y El Salvador las clases de propietarios y directivos de pe-
queños establecimientos, la cuenta propia profesional /calificada 
y los trabajadores no manuales de grandes establecimientos, se 
encuentran por encima o cercanos al ingreso promedio, en 
Ecuador los trabajadores independientes se hallan peor posicio-
nados en la distribución económica. Por su parte, en Argentina 
y El Salvador la clase de trabajadores manuales de grandes esta-
blecimientos presenta ingresos algo por debajo del promedio, 
pero en mejor posición relativa que respecto a la misma clase en 
los otros países.

Gráfica 5. Distribución de los ingresos laborales según clase social. 
Países seleccionados. 2017-2022
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Respecto a las posiciones más desaventajadas, en todos los 
países observamos que las clases con peor posicionamiento rela-
tivo son las asalariadas de pequeños establecimientos y la de 
cuenta propia no calificada, con ingresos laborales que represen-
tan la mitad de los ingresos medios de cada nación.

Finalmente, una serie de trabajos (González, 1992; Jorrat, 2000) 
han intentado medir el rendimiento empírico de los esquemas 
de clase utilizando los ingresos como variable objetivo. Es decir, 
se recurre a la utilización de diversas pruebas estadísticas para 
calcular en qué medida las clases sociales resultan explicativas 
de las condiciones de vida, en este caso, en la dimensión econó-
mica. En este sentido, el análisis de varianza nos permite cono-
cer, en primer lugar, cuán homogéneas son las categorías de los 
esquemas de clase a nivel interno y cuán heterogéneas son entre 
sí en relación con la distribución de ingresos (o la variable obje-
tivo que estemos utilizando), para comprender el nivel de va-
rianza explicada. En segundo lugar, nos permite indagar en qué 
países el esquema permite una mejor representación de la es-
tructura de clases.

El cuadro 2 presenta los principales coeficientes del análisis 
de la varianza. El hecho que los estadísticos F sean significativos, 
nos indica que hay diferencias en los ingresos poblacionales por-
que existen diferencias en el nivel de agregación, es decir, por clase 
social. Por otro lado, el valor de eta2, que mide la proporción de 

País F signiFiCaCión 
estadístiCa

eta2

Argentina 564.72 0.000 0.19
Chile 1 593.15 0.000 0.12
Ecuador 6 469.36 0.000 0.23
El Salvador 514.79 0.000 0.13
Uruguay 887.66 0.000 0.20

Cuadro 2. Análisis de la varianza. Países seleccionados. 2017-2022

Fuente: elaboración propia en base a encuestas de hogares.
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varianza explicada, nos indicaría en la mayoría de los países que 
el esquema propuesto explica entre un 19% y un 23% las diferen-
cias en los ingresos. En el caso de Chile y El Salvador, el ajuste 
que se presenta no es del todo óptimo, ya que la varianza expli-
cada es del 12% y 13 por ciento. Si observamos la gráfica 5, donde 
presentamos las brechas de ingresos laborales, en el caso de Chi-
le podemos visualizar que, en términos de distribución del in-
greso, las ocho clases propuestas se concentran en tres grupos, a 
diferencia del resto de los países. Esto indicaría que, para dicho 
país, las agrupaciones propuestas muestran menor heterogenei-
dad entre sí y mayor heterogeneidad al interior. Para El Salvador 
lo que se identifica es que, quitando a la clase superior, la distan-
cia entre el resto de las clases no está tan marcada como en el 
resto de los países.

Palabras finales

En este artículo nos propusimos revisar algunas de las distintas 
propuestas existentes para el análisis empírico de la estructura de 
clases en América Latina. Comenzando con los enfoques clási-
cos, presentamos las propuestas de Wright y Goldthorpe, fre-
cuentemente utilizadas en los estudios internacionales. Posterior-
mente nos centramos en los debates sobre el concepto de clase 
que ocurrieron en la región y los diversos instrumentos de medi-
ción empírica que emergieron. En este sentido, los distintos enfo-
ques concuerdan en que la aplicación directa de esquemas de cla-
se planteados para las sociedades capitalistas occidentales podría 
generar algunos sesgos en la representación de la realidad social 
latinoamericana, pero a la luz de datos de los últimos años, dicha 
heterogeneidad también puede observarse en los países desarro-
llados (Marqués Perales y Chávez Molina, 2019; Standing, 2013).

Las principales modificaciones planteadas por dichas pro-
puestas implican, por un lado, la consideración de los efectos 
que la informalidad o los procesos de heterogeneidad estructu-
ral pueden tener en la estructura de clases, fragmentando al mundo 
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asalariado en función del tipo de inserción ocupacional. Por 
otro lado, la existencia de un perfil de trabajador por cuenta 
propia no asociado a la imagen de pequeño productor o peque-
ño burgués más típico de las sociedades capitalistas avanzadas, 
sino más bien ligada a la idea de microempresario con bajo nivel 
de capitalización o del pequeño comerciante.

A partir de estas advertencias presentamos el clasificador 
ocupacional basado en la heterogeneidad estructural, que ade-
más de utilizar como criterio central la posición ocupada por 
la población en las relaciones de producción y el tipo de traba-
jo realizado, incorpora al tamaño del establecimiento como va-
riable proxy para distinguir diversos tipos de inserciones en 
segmentos de la economía. La aplicación de dicho esquema 
para observar la realidad social en una muestra de encuestas 
nacionales seleccionada nos permitió identificar una estructu-
ra de clases diferenciada entre los países del cono sur y Ecua-
dor y El Salvador. Finalmente, al analizar la distribución de los 
ingresos laborales, el esquema permite captar, con mayor fuerza 
en algunos países, un porcentaje importante de varianza expli-
cada. Para todos los casos se identifica una clase superior privi-
legiada en términos de captación de ingresos, registrando el do-
ble o más que el promedio general. Para el resto de las clases, las 
distancias se acortan, aunque manteniendo ciertos espacios di-
ferenciados en la distribución económica, situación que, si es 
observada en evolución temporal, muestra claros signos de au-
mentos de desigualdad social entre las clases y en su interior.
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LA ESTRUCTURA SOCIAL EN PARAGUAY:  
DUALIDAD SOCIOLÓGICA Y CORPORATIVIZACIÓN

Luis Ortiz

Introducción

Este capítulo expone de manera sucinta el proceso histórico de 
formación de la estructura social paraguaya proponiendo una 
interpretación de su especificidad y de sus cambios, así como 
planteando algunos principios explicativos del problema de la 
desigualdad social y su reproducción de larga duración.

Los escasos estudios sobre el desarrollo capitalista en Para-
guay, aunque hicieron aportes importantes, no implicaron una 
ruptura con la tradición de la teoría de la modernización, limi-
tándose a describir la estructuración social a través de categorías 
que evocan tímidamente o incluso disimulan las clases sociales. 
Por esta razón, este trabajo reconstruye un trayecto de largo pla-
zo estableciendo una matriz de análisis del problema de la des-
igualdad social coligado estrechamente a la estructura de clases.

El argumento principal es que la estructura productiva y el 
mercado de trabajo se imbrican dinámicamente con las relacio-
nes en la estructura social, articulando la lógica específica del 
poder político bajo el condicionamiento de la desigualdad, tra-
duciendo tanto institucional como culturalmente un modelo de 
desarrollo y de organización del Estado nacional. Con la conso-
lidación del modo de producción capitalista durante el siglo XX, 
subordinado al mercado internacional, las políticas públicas 
conformaron una estructura social adecuada a un régimen de 
dominación que se basó, dualmente, en una estructura de clases 
y una organización estamental de base etnocultural.

La resolución del conflicto social debido al agotamiento del 
sistema extractivista que inició en el siglo XIX implicó un largo 
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proceso de desgaste de las relaciones políticas y de la confianza 
en el poder público en Paraguay. Por lo tanto, después de recu-
rrentes crisis e inestabilidad económica, la entrada de las fuer-
zas armadas como árbitro en la reorganización del sistema po-
lítico concluyó la disputa por el control del Estado e instaló un 
férreo sistema de disciplinamiento social, subsumiendo a los 
sectores sociales desfavorecidos en relaciones políticas corpo-
rativistas cuyo corolario fue el régimen autoritario que tuvo 
lugar de 1954 a 1989, y que se proyectó después durante el de-
nominado proceso de democratización que continúa hasta la 
actualidad.

Premisas teóricas

La producción teórica sobre la estructura social y las desigualda-
des en América Latina tiene un largo recorrido que se remonta a 
las teorías estructuralistas del desarrollo económico de la cepal 
(Prebish, 1949) y la sociología del desarrollo de la mano de la 
teoría de la dependencia (Gunder Frank, 1965; Cardoso-Faletto, 
1967; Marini, 1973). Esta vasta y variada bibliografía propiamen-
te latinoamericana discurrió en torno a la cuestión de si el desa-
rrollo capitalista tendría los suficientes márgenes de maniobra 
para marchar hacia bases industrialistas que apuntalaran la pro-
gresiva homogeneización de la estructura productiva, como las 
sociedades industriales de Europa y Norteamérica.

El debate que concitó la sociología del desarrollo convergió 
en algunos puntos, tres de los cuales se consideran centrales 
para entender los procesos de transformación económica y so-
cial en países con cierta “vocación industrial”, pero que no avan-
zaron sino hasta cierto punto en la reconversión integral de sus 
bases estructurales, como es el caso de Paraguay (Ortiz, 2016; 
Fogel, 2005; Schvartzman, 1989).

En primer lugar, la presunción de que el proceso de desarrollo 
capitalista en América Latina tendría una base precapitalista de 
tipo feudal, sobre la cual se erigirían las condiciones, los actores y 
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las instituciones del capitalismo, no se correspondió a la historia 
regional concreta, donde las modalidades coloniales de explota-
ción y dominación se erigían sobre el auge del capitalismo en Eu-
ropa que llevó, en el proceso de la división internacional del tra-
bajo, a extender su dominio a escala mundial. A este respecto, 
América Latina se insertó en el modo de producción capitalista a 
través de una función específica en esa división del trabajo, ajus-
tándose por vía coercitiva en connivencia de sus oligarquías loca-
les (Cueva, 1998). La estructura productiva se definió dualmente 
en torno a la coexistencia de pocos sectores de alta productividad 
vinculados al mercado internacional — como enclaves producti-
vos concentrados en la capital y ciertas localidades del país— , 
con sectores de baja productividad e informalidad extendidos a 
lo largo del territorio nacional (Cardoso y Faletto, 1967).

En segundo lugar, la estructura social latinoamericana resul-
tante de ese proceso no tuvo en el doble conflicto de clases, pro-
pio del desarrollo capitalista europeo, su orientación: una bur-
guesía industrial y comercial enfrentada a la aristocracia 
terrateniente primero y una clase trabajadora constituida en tor-
no a la industria enfrentada a la clase burguesa después. En 
América Latina, una oligarquía terrateniente se impuso como 
clase dominante durante el proceso de inserción regional al ca-
pitalismo mundial y subsumió — así como continúa haciéndo-
lo — a las burguesías industriales a sus intereses, adquiriendo 
éstas una posición subalterna en la clase dominante. De la mis-
ma manera, las clases trabajadoras tardía y parcialmente deveni-
das en clase obrera industrial, no tuvieron la fuerza de un sector 
que lograra presionar por una transformación de la estructura 
de clases, sino que, en disputas con los sectores minifundistas de 
la estructura agraria, se insertaron de manera corporativa al 
mercado de trabajo de modo que sus demandas y luchas fueron 
cooptadas por organizaciones corporativistas del poder político 
(Collier, 1985).

En tercer lugar, el poder político se caracterizó por adminis-
trar el sector articulado con el mercado internacional, aseguran-
do la infraestructura, la gestión de la población trabajadora, una 



64 luis ortiz

fiscalidad favorable, entre otros, pero en tensión con la presión 
social que las clases populares interpusieron históricamente al 
Estado y a la sociedad. A este respecto, el aumento de la pobla-
ción, la adaptación del sistema de enclave, la urbanización y 
otros procesos, repercutieron también en un tipo de Estado be-
nefactor corporativista, que tomó formas populistas en diferen-
tes países y diferentes periodos, cumpliendo la función de regu-
lación del mercado, con ciertos niveles redistributivos y sobre 
todo el control de la conflictividad social en formaciones socia-
les con estructuras de clase plenamente establecidas (Germani, 
Di Tella e Ianni, 1977; Borón, 1991).

Durante la segunda mitad del siglo XX la estructuración so-
cial en Paraguay no tomó una forma típica de estructura de cla-
ses propia del capitalismo industrialista, por lo que no tuvo lugar 
un orden social competitivo (Fernandes, 1983), es decir, una es-
tructura social con las articulaciones básicas entre los sectores, 
un sistema de movilidad basado en la distribución de calificacio-
nes educativas y el acceso a derechos sociales de un régimen de-
mocrático. Asimismo, la capacidad cohesionadora de la sociedad 
dependió de las distancias relativas entre las categorías sociales 
según los niveles de desigualdad que la estructura productiva ge-
nera, razón por la cual estructuras sociales — como la paragua-
ya — con mercados de trabajo de extensa informalidad, se carac-
terizan por una marcada desigualdad (Pérez-Sainz, 2004).

Por lo tanto, las relaciones políticas en países con dicha ca-
racterística tienden a adoptar lógicas clientelares, con la hetero-
geneidad estructural como fundamento, a la manera de lo que 
Pereyra, refiriendo a Etchemendy y Collier, denomina “neocor-
porativismo segmentado” (Pereyra, 2016, p.  240). Si bien esta 
forma es propia de estructuras productivas que históricamente 
desarrollaron un sector industrial relativamente importante y 
que luego se desindustrializaron, su referencia aporta elementos 
heurísticos para comprender la lógica política que despunta en 
sociedades en las que la dualidad estructural es su rasgo caracte-
rístico — incluso en el caso de Paraguay, en el que el sector se-
cundario estuvo históricamente rezagado —.
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El capital y el trabajo en la postguerra:  
acumulación originaria y génesis estructural

La finalización de la Guerra de la Triple Alianza (1864-1870) 
marcó la debacle del proceso mercantilista de constitución del 
Estado nacional paraguayo y la antesala del proceso de acumu-
lación originaria del capitalismo en Paraguay. La presión ejerci-
da por los Estados vencedores para la compensación por eroga-
ciones de guerra, sumado a la necesidad de la sociedad civil de 
refundar el poder púbico, de reconstruir las instituciones políti-
cas, así como de legitimar la inserción en el modo de produc-
ción capitalista, empujó a la decisión de enajenación del princi-
pal recurso del Estado nacional: la tierra.

Lo que se conoció como “la venta de tierras públicas”, por la 
cual en la década de 1880 del siglo XIX se transfirió a empresas 
internacionales cerca del 80% de la propiedad rural del país, lle-
vó a la constitución de relaciones forzosas de clase entre los nue-
vos propietarios terratenientes y una pequeña masa de trabaja-
dores agrícolas desposeídos de sus medios de producción, de 
bosques, de chacras y de pasturas que disponían en diferentes 
zonas del país, en ambas regiones, la oriental y la occidental 
(véase el cuadro 1).

Para ese entonces, si bien la población rural que trabajaba la 
tierra era reducida, se hizo posible abrir paso a procesos de ex-
tracción directa de recursos naturales que sirvieron como mate-
rias primas exportables. Igualmente, dos procesos tuvieron lu-
gar en la conformación del mercado de trabajo desde el año 
1870: la inmigración de población europea, y en parte conosure-
ña, a través de la cual se conformaron las ramas económicas 
profesionales en la capital (Asunción) y en algunas ciudades del 
interior del país como Concepción y Villarrica, conjuntamente 
con la lenta ocupación de las áreas rurales durante el proceso de 
recuperación demográfica (Pastore, 1972).

Según un relevamiento de 1886, una importante proporción 
de la población ocupada no se hallaba en las categorías de ocu-
pación más frecuentes del mercado laboral de postguerra, a saber:
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Cuadro 1. Tierras fiscales y yerbales del Estado paraguayo  
vendidos entre 1881 y 1914

montes y tierras de Pastoreo yerbales

año suPerFiCie 
ha

% reCibos $F suPerFiCie 
ha

% reCibos $F

1881 * --- 10 522.11 --- --- ---
1882 * --- 6 601.46 --- --- ---
1883 * --- 4 749.84 --- --- ---
1884 * --- 52 641.30 --- --- ---
1885 7 178 322 30.9 609 543.27
1886 6 499 788 28.0 1 268 795.40 204 050 13.5 491 625.31
1887 2 506 946 10.8 1 179 941.60 118 766 7, 8 506 302.42
1888 3 577 328 15.4 1 393 147.77 192 634 12.7 395 155.22
1889 1 521 301 6.5 710 001.32 62 905 4.2 129 342.20
1890 479 293 2.1 84 740.26 92 609 6.1 240 133.53
1891 206 919 0.9 126 104.98 24 806 1.6 39 850.62
1892 473 464 2.0 87 505.08 149 725 9.9 275 606.89
1893 146 562 0.6 42 034.13 207 343 13.7 897 156.45
1894 179 319 0.8 37 871.31 152 137 10.1 450 836.85
1895 42 795 0.2 22 405.90 7 828 0.5 67 071.07
1896 28 713 0.1 22 350.60 47 473 3.1 466 058.21
1897 79 026 0.3 35 191.69 108 736 7.2 285 724.21
1898 18 503 0.1 9 644.18 53 399 3.5 104 048.99
1899 11 969 0.1 6 734.73 85 638 5.7 233 844.75
1900 23 605 0.1 12 380.99 --- --- ---
1901 5 464 0.0 21 189.40 --- --- ---
1902 29 999 0.1 24 165.65 --- --- ---
1903 12 346 0.1 79 568.93 1 670 0.1 42 000.00
1904 1 846 0.0 4 921.66 3 878 0.3 11 380.00
1905 25 0.0 411.80 --- --- ---
1906 3 235 0.0 36 149.20 --- --- ---
1907 1 603 0.0 26 482.53 --- --- ---
1908 279 0.0 4 670.90 --- --- ---
1909 5 431 0.0 24 677.04 --- --- ---
1910 334 0.0 3 565.20 --- --- ---
1911 189 878 0.8 31 474.71 --- --- ---
1912 589 0.0 8 877.35 --- --- ---
1913 6 680 0.0 18 776.50 --- --- ---
1914 1 600 0.0 19 276.65 --- --- ---
Total 23 233 164.00 100 6 027 205.60 1 513 598 100 4 606 136.72

Fuente: Kleinpenning, J. (2014, p. 203), con base en las siguientes referencias: Datos oficiales, 
Departamento de Estadística (1951, XI, pp. 3-4). Un peso fuerte equivalía nominalmente a 
US$1. Los porcentajes en las columnas 3 y 6 se refieren al periodo 1885/86-1914.
* No hay datos oficiales disponibles sobre la superficie de montes y tierras de pastura 
vendidas entre los años 1880-1884, pero según Bareiro (1997, p. 42) se vendieron 3 294 
hectáreas en 1880, 819 hectáreas en 1882 y 2 146 hectáreas en 1883. Zárate calculó la 
superficie enajenada en 1884 en 69 692 hectáreas.
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propietarios terratenientes, trabajadores rurales, además de po-
cos campesinos minifundiarios. Esa proporción de población 
emergente hacía parte de un visible conjunto de categorías ocu-
pacionales de tipo profesional que diversificó el mercado de tra-
bajo, sobre todo citadino, cuyo empleo requirió el acceso educa-
tivo medio y superior estableciendo una estratificación social 
basada en el mercado (Rivarola, 2016).

La conformación de un mercado de trabajo, así como de un 
mercado de bienes y servicios que se consolidó a finales del siglo 
XIX e inicios del siglo XX, se expresó políticamente en la funda-
ción de los partidos políticos y en la legitimación del capitalismo 
en auge. Los partidos se fundaron sobre todo con el propósito 
de canalizar la diversificación estructural hacia el acceso y cap-
tura de la administración pública, base crucial de acumulación 
por la vía burocrática y de control de recursos que el mercado 
capitalista transfería al Estado en concepto de tributos: explota-
ción de recursos naturales, licencia profesional, impuesto inmo-
biliario y otros (Campos, 2010).

Desde entonces ya se vería la vocación articuladora de los 
partidos políticos con el Estado y el capitalismo internacional, 
asegurando una institucionalidad pública que facilitara la legisla-
ción y el control de la población, resguardando la propiedad pri-
vada, en contrapartida de pocos ingresos fiscales que el mercado 
capitalista en proceso de consolidación transferiría al Estado. La 
estructura social pergeñada por la enajenación de la tierra al ca-
pital internacional tomó, en varios niveles, los rasgos de una es-
tructura de clases, con una marcada desigualdad entre propieta-
rios terratenientes y de trabajadores rurales (en su mayoría) que, 
enajenados de condiciones de producción y autosubsistencia, se 
subordinaron al modelo extractivista, base de la cuestión social.

En conjunción con este proceso, en las regiones de la apoca-
da campiña paraguaya no apropiada por el capital internacional, 
se sostenían formas estamentales de estructuración social te-
niendo por base la identidad étnica de residencia rural, la lengua 
guaraní y la religión católica, que hacía difícil la penetración de 
una forma mercantilizada de estructura social debido a que las 
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relaciones capitalistas de producción cobraban aun en las zonas 
dispersas y alejadas bajos niveles de desarrollo de las fuerzas 
productivas y de diferenciación del mercado (Rivarola, 2016).

La forma abrupta y traumática —por medio de la guerra— 
de la transición de un modo de producción a otro o, dicho de 
otro modo, la instauración a cañonazos del modo de producción 
capitalista en Paraguay, conllevó una difícil y no plenamente lo-
grada transformación de las formas estamentales de estructura 
social. A este respecto, la sociedad arrastrada a insertarse com-
pulsivamente en el capitalismo conservó sus propensiones de 
rasgos comunitarios.

Si bien la población paraguaya remanente en la postguerra 
fue de sólo 116 351 habitantes (de los cuales 29% hombres y 71% 
mujeres), según el censo levantado por el gobierno provisional 
en 1870, las mujeres — a cargo de la reconstrucción — reproduje-
ron las mismas instituciones sociales de la fase anterior al con-
flicto, es decir, se retomaron las instituciones sociales de repro-
ducción biológica, se replicaron los esquemas patriarcales de 
organización y los criterios estamentales de estructuración social 
se actualizaron a la nueva situación (Potthast, 1996; Whigham y 
Potthast, 1998).

En efecto, instituciones tradicionales primaron durante el 
proceso de reconstrucción del país en la constitución del Estado 
y en la formación de la nueva estructura productiva: si durante 
el Estado de los López la fuerza de trabajo fue domesticada para 
una función acumulativa centralista (Rivarola, 1994) en la que 
su reproducción se aseguraba por la “pertenencia” a una forma 
de dominio que combinaba la participación laboral mercantil 
con la autosubsistencia (es decir, un régimen híbrido corporati-
vo y mercantil estatal), en el proceso de instalación del capitalis-
mo, en la postguerra persistieron identidades rurales atávicas de 
tipo estamental, en particular las que tenían a la lengua guaraní 
como predominante —si no como único— código de comuni-
cación, incluso en los espacios urbanos.

Es decir, la relación de explotación de la fuerza de trabajo que 
marcó al Estado antes de la guerra se redefinió después en una 
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lógica propiamente capitalista donde el mercado de trabajo ya se 
basaba en la propiedad privada, aunque conservó sus formas es-
tamentales debido al carácter agrícola y forestal de los sistemas 
productivos (Fogel, 2002). Con la destrucción del Estado mer-
cantilista tras la guerra de la Triple Alianza y la privatización de 
la propiedad rural, la estructura productiva se redefinió con la 
aparición de propietarios privados que protagonizaron la usur-
pación y la acumulación fundiaria, desarrollándose la división 
social del trabajo por la instauración de vinculaciones salariales 
de dependencia laboral en sistemas de enclave establecidos para 
la explotación de recursos naturales, agrícolas y forestales.

La inserción orgánica en el capitalismo  
y la consolidación del modelo extractivista

La desigualdad social que se consolidó en el ocaso del siglo XIX 
se extendió en el periodo posterior  — hasta 1940 aproximada-
mente — bajo una forma estructural dual: la población fue des-
poseída progresivamente de sus medios de producción, por un 
lado, y se mantuvieron formas de organización social en las zo-
nas rurales donde el sistema minifundista cobró fuerza, por el 
otro, desembocando en una estructura social complementaria-
mente de clases y estamental.

La institucionalidad pública de 1870 a 1940 se basó en una 
constitución política liberal que de facto permitió al capital ac-
tuar con total arbitrariedad en las relaciones de producción, con 
escasa regulación pública y con niveles superlativos de tasas de 
ganancia, otorgando legitimidad a la sobreexplotación y a las 
fuertes desigualdades económicas y sociales. Esta institucionali-
dad generó las condiciones de varios golpes de Estado entre 
1904 y 1936, que buscaron reorganizar las relaciones políticas 
para dirigir y controlar el sistema extractivista.

El conflicto bélico entre Bolivia y Paraguay (1932-1935), conoci-
do como la Guerra del Chaco — causada por la disputa sobre recursos 
energéticos del subsuelo (petróleo)— tuvo algunas implicaciones 
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clave para entender tanto la estructura social paraguaya, la insti-
tucionalidad pública y el sistema político, como las tendencias 
de la acumulación capitalista que llevaron a una crisis económi-
ca en el periodo postbélico.

La guerra se desenvolvió después de cinco décadas de instala-
do plenamente el mercado capitalista en Paraguay y del modelo 
extractivista, con relaciones de trabajo que emulaban la enco-
mienda. La última década del referido modelo (1930-1940) se ca-
racterizó por el crecimiento demográfico y la disponibilidad de 
un contingente importante de población masculina, joven y adul-
ta. En este proceso emergió una población de productores agríco-
las en la región central (adyacente a la capital) donde las empresas 
internacionales no extendían sus dominios territoriales. En una 
fase de agotamiento de la economía extractivista, la presión de la 
población por acceso a ingresos, a servicios públicos, en suma, a 
bienestar, devino un problema público que el Estado era incapaz 
de resolver y que el modelo económico no podía regular.

La estructura social ya tenía una relativa diversificación, con 
la emergencia de algunas clases constituidas en torno a las acti-
vidades manufactureras del modelo extractivista, las actividades 
comerciales y de logística que estructuraban las relaciones socia-
les de producción conjuntamente con los mensú de los bosques 
densos y con los productores parcelarios de la región central del 
país (Rivarola, 1993). El ocaso de las relaciones de trabajo en las 
ciudades portuarias fue estrepitoso con el debilitamiento de las ac-
tividades extractivas y el paulatino retiro de las empresas inter-
nacionales del país. De la misma manera, en las regiones bosco-
sas mermaron las contrataciones para la extracción de yerba 
mate con el agotamiento de ese recurso, restando sólo la pobla-
ción rural autosubsistente y una población urbana dedicada al 
comercio, a ciertas ramas artesanales de manufactura y a la ad-
ministración pública (Schvartzman, 1989).

La guerra del Chaco, por lo tanto, respondió estructuralmen-
te a dos problemas: 1) la búsqueda de alternativas al modelo eco-
nómico basado en la extracción de recursos forestales y 2) la 
descompresión política de la población rural de la región central 
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sobre un Estado liberal de reducida capacidad de respuesta a la 
cuestión social. Esta población, en efecto, constituyó la base de 
la conscripción para la guerra y fue empujada a la defensa del 
territorio chaqueño, lejos de sus lugares de residencia.

El proceso de concentración del capital y de la fuerza laboral 
durante el periodo de 1870 a 1947 tomó una forma colonial, pero 
bajo el régimen capitalista. La reconversión de la estructura pro-
ductiva, de impronta extranjera, fue extractivista primaria básica 
dada la escasez de fuerza laboral (véase el cuadro 2). El modelo re-
quirió la sobreexplotación de la fuerza laboral hasta niveles esclavi-
zantes, cuyo agotamiento conllevó una larga disputa, desde proyec-
tos políticos de tipo nacional-popular (revolución febrerista de 
1936-1937), despunte autoritario (dictadura de 1940-1947), una gue-
rra civil (1946-1947) y el caos, a mediados del siglo XX (1947-1954).

Durante todo este proceso histórico, el poder político se arti-
culó siempre en torno a un partido que controlara el Estado y 
asegurara la estabilidad del capital internacional, monopolizan-
do el gobierno y generando una dependencia despótica de la po-
blación trabajadora a su respecto. El acceso a algunos servicios y 
derechos tenía lugar a través de un cierre social de las políticas 
públicas a los grupos de la población leales al partido gobernan-
te. Esta forma de relación política de impronta más corporativa 
que ciudadana, inaugurada por la Asociación Nacional Republi-
cana (Partido Republicano) en el siglo XIX, sostenida por el Par-
tido Liberal durante la primera mitad del siglo XX y luego apun-
talada por el Partido Republicano nuevamente desde 1947, se 
cristalizó como un sistema político corporativista bajo el régi-
men autoritario desde 1954.

En suma, los cambios morfológicos de la estructura social 
durante la descomposición de la estructura productiva del mo-
delo extractivista que llevaron a una fuerte presión social sobre 
el Estado, desembocaron en movimientos que, tras la victoria 
bélica de la Guerra del Chaco, apoyaron un golpe de Estado mi-
litar en 1936, de impronta fascista, y con un programa político 
que encaminó las demandas sociales de la población trabajadora 
a través de relaciones políticas corporativistas.
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Cuadro 2. Propiedades existentes en Paraguay, 1946
ProPietarios

número de 
FinCas

suPerFiCie 
(en has.)

región oriental

Grandes latifundios (100 000 ha o más)
1) La industrial paraguaya S.A. --- 2 647 727
2) S.A. Domingo Barthe I y C --- 881 442
3) S.A. Argentino-Paraguaya de Maderas --- 49 945
4) S.A. Montes, Yerbales y Estancias --- 425 568
5) Comercial e inmobiliaria Paraguay-Argentina  
    (ex- S.a. Fonciere du Paraguay)

--- 419 760

6) Joaquín de Casal Pereira --- 288 723
7) Jose Fassardi y Compañia --- 153 214
8) B. Quevedo y Compañia --- 144 480
9) Compañía Industrial de Maderas --- 136 609
10) Benjamín Fontao --- 136 029
11) Montes y compañía --- 117 947
Todos los propietarios de 100 000 ha o más 11 5 548 444
Latifundios (1 875-100 000 ha) 1 199 8 961 874
Pequeños y medianos propietarios (<1 875 ha) 109 780 607 780
Todos los propietarios 110 990 15 118 098
Tierras fiscales (calculadas) --- 864 602
Total superficie región oriental --- 15 982 700

región oCCidental

1. Carlos Casado y Cía S.A. --- 2 467 227
2. Sociedad P.I.A. --- 1 580 653
3. International Products Corporation --- 620 825
4. Sociedad de tierras y maderas --- 468 750
5. The American Quebracho Company --- 446 250
6. Campos y Quebtachales puerto Sastre --- 371 078
7. Marcelino Escalada --- 292 198
8. Roberto Cano (Cairo?) --- 262 500
9. Pablo Frangenheim --- 253 321
10. Paraguayan Cattlr Farms Ltd. --- 202 106
11. Jorge Dickinson --- 185 625
12. Quebrachales fusionados --- 168 750
13. Banco Inglés de Río de Janeiro --- 131 250
14. Nicolás Mihanovich --- 166 874
Todos los propietarios de 100 000 ha o más 14 7 567 457
Latifundios (1 875-100 000 ha) 327 5 644 819
Pequeños y medianos propietarios (<1 875 ha) 926 1 332 079
Todos los propietarios 1 267.00 14 544 355
Tierras fiscales (calculadas) --- 10 148 145
Total superficie región Occidental --- 24 692 500
Paraguay 112 257 40 675 200
Fuente: Kleinpenning (2014, p. 203), con base en las siguientes referencias: Campos 
(1946, pp. 33-34); Fleitas y Peralta (1950, pp. 71-72); Nickson (1993, p. 337); Pastore 
(1972, p. 458); Quiroz (1944, p. 45); Romero (1956, p. 260); Ugarte Centurión (1983, p. 
138). Las cifras de estas publicaciones tienen discrepancias. Los resultados de tierras 
fiscales también. Según Pastore, había apenas entre 324 000 y 343 000 hectáreas de 
tierras fiscales en el Paraguay oriental, mientras que en el Paraguay occidental (Chaco) 
según Campos, éstas sumaban 8 720 715 hectáreas. Con base en datos oficiales de 
1945, Warren (1946, p. 105) sostiene que había un total de 1 381 144 hectáras en el 
Paraguay oriental y 8 919 181 hectáreas en el Chaco. La superficie que aparece en el 
cuadro se calculó sobre la base de la superficie oficial de ambas regiones del país.



la estructura social en paraguay 73

La estratificación por impulso autoritario

El largo proceso de agotamiento de la estructura productiva ex-
tractivista, desde las décadas de 1930 y 1940 del siglo XX, se tra-
dujo en una redefinición autoritaria de la institucionalidad pú-
blica. El Estado, incapaz de financiarse y dar respuestas a 
demandas sociales crecientes, inició un proceso de reorganiza-
ción tanto constitucional como administrativa. Con la legitimi-
dad que podía tener solamente el comandante en jefe de las 
fuerzas armadas, victorioso en la Guerra del Chaco, se elaboró, 
sancionó y promulgó una nueva Constitución Nacional en el 
año 1940. Un Estado de claro rasgo autoritario dio vía legal a un 
gobierno fuerte que, entre sus primeras medidas, contrajo un en-
deudamiento externo para invertir en el sistema vial nacional, 
modernizarlo y generar empleo durante las obras públicas de 
construcción.

El temprano deceso del mariscal Estigarribia y su sucesión 
por el comandante del ejército, el general Higinio Morínigo, in-
auguró ocho años de una dictadura basada en la constitución 
recientemente promulgada. El ejercicio autoritario del gobierno 
no cumplió solamente funciones de activación económica, sino 
que también canalizó las demandas de previsión social de varias 
décadas, lo que se hizo viable con el auge de ramas de actividad 
y ocupaciones que implicaron relaciones de dependencia y retri-
bución salarial de la mano de obra (Rivarola, 1993). En 1943 se 
fundó el Instituto de Previsión Social, instituyendo un sistema 
básico de seguridad social de base contributiva.

De cualquier manera, la constitución promulgada y el go-
bierno nacional militar no resolvieron el conflicto social y políti-
co ya manifiesto en el país, lo que desembocó en una guerra civil 
en 1947. El enfrentamiento entre los sectores oligárquicos liga-
dos al modelo extractivista en decadencia y los grupos militares 
emergentes de la Guerra del Chaco — en articulación con los 
nuevos sectores sociales de pequeños productores rurales — des-
embocó en la victoria del Partido Republicano (que desde en-
tonces se denomina Partido Colorado), desplazando a los gru-
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pos políticos tradicionales del periodo “liberal”. La disputa por 
el control de la administración pública desembocó en un caos 
de gobernabilidad entre 1947 y 1954, sumado al aumento demo-
gráfico de la región central, generando una fuerte presión de la 
población rural y pobre sobre el Estado.

El final del modelo extractivista de mediados del siglo XX y la 
transición a un sistema agroexportador fueron testigos de mu-
cha inestabilidad política y una sangrienta guerra civil preparán-
dose las condiciones para los cambios que experimentó la es-
tructura productiva bajo la dictadura desde 1954. El sistema 
productivo en proceso de instauración no supuso la separación 
decisiva de los productores agrícolas de sus medios de produc-
ción, sino que implicó un proceso en el que el Estado consolidó, 
de un lado, un sistema de producción minifundista bajo el régi-
men de agricultura familiar campesina, excluida de la acumula-
ción capitalista y, de otro lado, un extenso segmento del merca-
do de trabajo no mercantilizado con población trabajadora 
sobrante, excluida de la formalización laboral, que se urbanizó y 
se marginalizó.

Las políticas agrarias de mediados del siglo XX destinaron 
tierras a los diferentes sectores como parte de la transformación 
capitalista de la agricultura: extensas superficies a funcionarios y 
militares leales al régimen, que constituyeron los propietarios 
terratenientes y cuya actividad principal fue la ganadería para la 
exportación, deviniendo además los agentes dominantes articu-
ladores del gobierno autoritario con las bases sociales; tierras de 
extensión media a los agricultores empresariales, cuya actividad 
principal fue la producción de cereales y oleaginosas y su fun-
ción fue la articulación de la estructura agraria local al mercado 
mundial; y, finalmente, exiguas superficies de tierra a los campe-
sinos minifundistas, productores de bastimentos de consumo 
que se insertaron en el mercado capitalista a través de la produc-
ción mercantil simple y destinaban algunos rubros agrícolas a la 
generación de ingresos en un régimen de intermediación. Estos 
últimos cumplieron una función política crucial en el proceso, a 
saber, de constituir la base social de la dictadura. De este modo, 
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las políticas públicas conformaron una estructura social adecua-
da a un régimen de dominación que por una parte se basaba en 
una estructura de clases, y por otra, en una organización esta-
mental, de base etnocultural.

La política agraria redefinió la estructura social y reorganizó 
el territorio nacional reubicando a las clases populares en regio-
nes alejadas e inhóspitas para descongestionar la presión social 
sobre el Estado de la población de la región central (Galeano, 
1993). La articulación de esa oligarquía terrateniente con un sec-
tor profesional de la burocracia pública, sobre la base corporati-
vista de afiliación al Partido Colorado, se afianzó en el sector 
externo con el apoyo de Brasil y Estados Unidos, a través de em-
préstitos y la producción de mercancías de bajo valor agregado 
para el mercado internacional.

El acceso a la propiedad de la tierra fue un factor gravitante 
en la estructura productiva paraguaya y el conflicto en torno a 
ese recurso se mantiene en la actualidad, generando, por lo mis-
mo, las bases de una conformación dual, de clases y estamentos, 
de la estructura social. Como sostiene Galeano (2016), la con-
centración de la tierra intensificó la descomposición social cam-
pesina y presionó sobre su diferenciación interna. Esto afectó su 
“identificación de clase”, persistiendo sólo las formas etnocultu-
rales de identidad que nunca fueron desestructuradas por el ca-
pitalismo. De esta manera, la transformación capitalista de la 
agricultura durante la segunda mitad del siglo XX no mantuvo 
modos precapitalistas de producción sino que subsumió los sis-
temas productivos anteriores a la estructura agraria capitalista 
en un modo de producción integrado con relaciones sociales de 
carácter dual.

El rasgo característico de este proceso es la redefinición de 
los mecanismos de integración social que pasaron de la familia 
extendida tradicional a la combinación de esta unidad social 
con las redes políticas clientelares, articulando a la población 
con el sistema corporativista del poder político. Esto es conse-
cuente con el auge de relaciones de producción que redefinen la 
organización social basada en el parentesco para precautelar en 
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varios niveles una impronta personalista de la estructura pro-
ductiva. Al respecto, la personalización de las relaciones de 
producción es salvaguardada por medio de las relaciones políti-
cas, lo que asegura que los sectores sociales que se insertan en el 
mercado combinan lógicas de producción mercantil con lógicas 
de reproducción no mercantil. Despunta entonces una estructu-
ra social dual en la que la acumulación capitalista agropecuaria 
y la desposesión de los productores de la agricultura familiar 
campesina se articulan desde el poder político como régimen de 
dominación en base a formas estamentales que emergen con-
juntamente con la estructura de clases (Ortiz, 2016).

Desde la década de 1970, la industria basada en la inversión 
tecnológica y en la generación ingente de empleo se asoció a los 
emprendimientos hidroeléctricos de la represa de Itaipú, pero su 
expansión y predominancia en la estructura productiva fue li-
mitada debido a que el gobierno apuntaló otras ramas, especial-
mente la financiera y la inmobiliaria, a favor de una burguesía 
fraudulenta conformada por el mismo régimen y que constituyó 
una de sus bases sociales de sustentación (Herken, 1975). Este 
sector de la clase dominante priorizó la especulación en el mer-
cado financiero e inmobiliario con los que aumentó su fortuna a 
expensas de una modesta generación de empleo, limitando así la 
emergencia de una clase obrera nacional (Fogel, 2005).

Consolidado el régimen autoritario a mediados de la década 
de 1970, el capitalismo alcanzó también un nivel de desarrollo de 
su fuerza productiva expresada en una heterogeneidad estructu-
ral, según la cual la estructura productiva alberga ramas de acti-
vidad económica en las que la productividad del trabajo es eleva-
da por la dotación tecnológica disponible, así como acoge 
también ramas de actividad con reducidos niveles de productivi-
dad. En consecuencia, la estructura ocupacional es asimétrica y 
explica la desigualdad social en la población económicamente 
activa ya que dispone, por una parte, de una población trabajado-
ra empleada en condiciones de formalidad y con retribuciones 
suficientes para asegurar condiciones de vida por encima de los 
requerimientos básicos de reproducción y, por otra parte, una 
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población trabajadora con bajos niveles de productividad que se 
emplea en condiciones de informalidad, excluida de la seguridad 
social y con reducidos niveles de retribución, que no basta siquie-
ra para asegurar esas condiciones básicas (Cortés y Cuéllar, 1990).

Articulación burocrático-autoritaria 
y reproducción social

Durante el proceso de democratización que inició en 1989, la es-
tructura productiva, la estructura socio-ocupacional y las tensio-
nes políticas por el control del Estado se articularon en torno a 
un modelo de acumulación cuya base social y política es hereda-
da de la dictadura. El monopolio de la administración pública 
por parte del Partido Colorado hizo posible una subordinación 
política corporativista, redefiniendo el modelo de acumulación 
por medio de la captura del Estado por los grupos fácticos que se 
insertaron instrumentalmente en dicha asociación partidaria. 
Este proceso tuvo lugar entre 1989 y 2022, periodo durante el 
cual los rasgos de la estructura de clases estuvieron marcados por 
procesos de expulsión rural, aumento del credencialismo educa-
tivo y la aparición de algunos nichos industriales de la economía, 
como el sector de la construcción, que redefinieron la estratifica-
ción social en consonancia con la recomposición del sector 
agroexportador, recurrentemente como el de mayor dinamismo.

En el transcurso del periodo, la población de la agricultura 
familiar campesina y la población horticultura indígena fueron 
expulsadas progresivamente hacia los espacios urbanos, convir-
tiéndose en trabajadores precarios asentados en el sector tercia-
rio de la economía (comercio y servicios) y cuya reproducción 
tenía lugar a través del trabajo informal (Ortiz, 2016). La paula-
tina expulsión de la población rural se constata en la disminu-
ción entre 1991 y 2008 de las fincas de menos de 100 hectáreas 
— donde se concentra la agricultura familiar campesina — y el 
incremento de las fincas de más de 100 hectáreas, donde se con-
centra la agricultura empresarial (cuadro 3).
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El proceso de liberación de la fuerza de trabajo y la estructura-
ción de las clases en las zonas urbanas conllevó la conformación 
de “trabajadores independientes” que movilizaron su fuerza de 
trabajo principalmente en el autoempleo, sin poder enajenarla 
formalmente en el mercado de trabajo. Si bien una parte de esos 
trabajadores conformaron los sectores con calificaciones nego-
ciables, el sector preponderante lo conformó la población exclui-
da de la mercantilización del trabajo, es decir, en condiciones de 
informalidad. Debido a su baja productividad, la población eco-
nómicamente activa, rural y urbana, que apenas lograba repro-
ducir su existencia en condiciones de baja productividad e infor-
malidad, se insertó en la estructura productiva en condiciones de 
subexplotación, proceso que Schvartzman (1989) denominó 
como población de reserva “itinerante” y que, en consecuencia, 
conformó la base social de las relaciones políticas corporativistas.

El aumento de la técnica y de la escala productiva repercutió 
en la composición del mercado de trabajo, selectivo en algunas 
ramas de actividad como la agropecuaria y de la manufactura, 
en ocupaciones que requieren niveles intermedios y elevados de 
calificación. De esta manera, las calificaciones laborales asocia-
das a la productividad elevada adquirieron importancia y tiraron 
abajo las retribuciones y las condiciones de vida de los trabaja-
dores subocupados e insertos en la informalidad (Ortiz, Paredes 
y Gómez, 2018). Estos cambios se concentraron en las ramas de 
actividad de comercio y servicios, cuya expansión marcó la di-
namización de la estructura económica y comportó el aumento 
creciente de ocupaciones administrativas, al igual que las demás 
ocupaciones con demanda de calificaciones educativas.

El sistema educativo cumplió un papel central en el acceso a 
las cualificaciones que otorgan acceso al mercado de trabajo, así 
que su expansión desde la última década del siglo XX llevó al de-
nominado proceso credencialista según el cual la sociedad valoriza 
crecientemente la educación y los diplomas educativos, repercu-
tiendo en la redefinición de la estructura social (Collins, 1989). La 
aspiración general de acceso a las credenciales educativas (dada la 
restricción de acceso a la propiedad de medios de producción) Cu

ad
ro

 3
. S

up
er

fic
ie

 d
e 

fin
ca

s a
gr

oe
pe

cu
ar

ia
s p

or
 e

st
ra

to
s d

e 
ta

m
añ

o 
de

 la
 p

ro
pi

ed
ad

, 1
99

1 
- 2

00
8

e
st

ra
to

s 
(e

n
 h

eC
tá

re
a

s)

su
Pe

rF
iC

ie
 

to
ta

l 
d

e 
la

s 
Fi

n
C

a
s

m
en

o
s 

d
e 

5
d

e
 5

 a
 

m
en

o
s 

d
e 

10

d
e 

10
 a

 
m

en
o

s 
d

e 
20

d
e
 2

0 
a
 

m
en

o
s 

d
e 

50

d
e
 5

0 
a
 

m
en

o
s 

d
e 

10
0

d
e
 1

00
 a

 
m

en
o

s 
d

e 
50

0

d
e
 5

00
 y

 
m

á
s

to
ta

l 
Pa

ís
 2

00
8

32
 5

27
 0

75
23

8 
01

3
41

6 
70

2
68

5 
38

1
62

0 
01

6
45

9 
55

5
2 

30
0 

19
3

27
 8

07
 2

15

to
ta

l 
Pa

ís
 1

99
1

23
 8

17
 7

37
23

1 
30

5
43

0 
65

8
80

6 
80

2
85

7 
90

9
50

2 
64

8
1 

61
9 

20
3

19
 3

69
 2

13

va
ri

a
C

ió
n

 (%
)

36
.6

2.
9

-3
.2

-1
5.

0
-2

7.
7

-8
.6

42
.1

43
.6

re
g

ió
n

 o
ri

en
ta

l 
20

08
13

 7
82

 4
64

23
6 

95
4

41
6 

06
4

68
3 

31
8

60
7 

86
3

41
5 

62
3

1 
65

8 
92

5
9 

76
3 

71
6

re
g

ió
n

 o
ri

en
ta

l 
19

91
11

 4
28

 7
50

23
0.

28
42

9 
11

4
80

3 
18

2
84

5 
10

2
46

4 
07

3
1 

11
2 

83
0

7 
54

4 
16

9

va
ri

a
C

ió
n

 (%
)

20
.6

2.
9

-3
.0

-1
4.

9
-2

8.
1

-1
0.

4
49

.1
29

.4

re
g

ió
n

 o
C

C
id

en
ta

l 
20

08
18

 7
44

 6
12

1 
05

8
63

8
2 

06
3

12
 1

53
43

 9
33

64
1 

26
8

18
 0

43
 5

00

r
eg

ió
n

 o
C

C
id

en
ta

l 
19

91
12

 3
88

 9
87

1 
02

4
1 

54
4

3.
62

12
 8

06
38

 5
76

50
6 

37
2

11
 8

25
 0

45

v
a

ri
a

C
ió

n
 (%

)
51

.3
3.

4
-5

8.
7

-4
3.

0
-5

.1
13

.9
26

.6
52

.6

Fu
en

te
: M

in
is

te
rio

 d
e 

A
g

ric
ul

tu
ra

 y
 G

an
ad

er
ía

, D
ire

cc
ió

n 
d

e 
C

en
so

 y
 E

st
ad

ís
tic

a 
A

g
ro

p
ec

ua
ria

, C
en

so
 A

g
ro

p
ec

ua
rio

 N
ac

io
na

l 2
00

8.



80 luis ortiz

contribuyó a redefinir los mecanismos de la división del trabajo y 
a extender la estructura de clases en la sociedad paraguaya.

Los sectores sociales que experimentaron el aumento de sus 
niveles educativos (en la educación superior) fueron los de las 
categorías socio-ocupacionales intermedias y, por supuesto, los 
de las categorías superiores, de manera que la estructura social 
adquirió progresivamente mayor fuerza en su conformación tri-
partita dado el peso relativo más elevado de la clase media en 
comparación con finales del siglo XX (gráfica 1).

El reclutamiento corporativista de una parte de la población 
económicamente activa en la función pública, durante el proce-
so de democratización que dio inicio en 1989, consolidó la base 
clientelista del Partido Colorado, constituyendo al empleo pú-
blico, de facto, en una institución prebendaria de asistencia y de 
fortalecimiento de la base social de la asociación de dominación 
(Weber, 1964). Dicho proceso conllevó cierta pluralidad política, 
haciendo también posible el acceso de afiliados de los diferentes 
partidos políticos a la burocracia para tomar la apariencia de 
una apertura del Estado (Schuster, 2013). En cualquier caso, el 
acceso a la función pública requirió la disponibilidad de creden-
ciales como un sistema de filtro social, adquiriendo el prebenda-
rismo una forma credencialista que contribuyó a la expansión 
de las demandas educativas de la población, en un país donde el 
empleo público es percibido como una institución de protección 
social. Por esta razón, la clase media, constituida en parte gra-
cias al empleo público, opera en consecuencia con la lógica cor-
porativista de las relaciones políticas.

Por su parte, las clases superiores que conforman una oligar-
quía económica basan su poder en negocios con el Estado (a tra-
vés del sistema de compras públicas) y en la canalización estatal 
de actividades ilícitas a través de variados mecanismos. El siste-
ma educativo hizo posible la definición de las relaciones sociales 
por el acceso a cierto prestigio que las credenciales educativas 
favorecían y que hacen visible a los sujetos la posibilidad de ac-
ceso a ciertos grupos de estatus basados en el consumo (Fogel, 
2016), proceso que imprime en las clases medias y superiores los 
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criterios simbólicos de diferenciación social a través de los esti-
los de vida (Bourdieu, 2000).

El conflicto distributivo, de esta manera, se asocia a dos prin-
cipales factores: 1) el escaso dinamismo de la estructura produc-
tiva para extender la productividad hacia las ramas de actividad 
donde se emplea la mayoría de la población económicamente 
activa que sobrevive en condiciones de subocupación (subex-
plotación de su fuerza de trabajo) y 2) la incapacidad de las élites 
de articular un modelo institucional de integración social ex-
pandiendo derechos de ciudadanía, es decir, por mecanismos no 
corporativistas, por lo tanto, carentes de éxito en alentar la pre-
sión social por la formalización del mercado laboral y la amplia-
ción de la base contributiva de la previsión social.

Conclusión

La cuestión del rasgo principal de la estructura social paraguaya 
durante la transición al capitalismo y su última redefinición en 
el proceso de democratización, desde 1989, requiere atender las 
regularidades históricas de las relaciones dinámicas entre los 
tres niveles esbozados en este trabajo: la estructura productiva, 
la estructura social y el poder político.

Un patrón de larga duración de la estructura social paragua-
ya es su rasgo estamental, que se explica en parte por la conti-
nuidad de relaciones basadas en una estructura productiva de 
base agraria y en parte por la persistencia de identidades rurales, 
religiosas y sociolingüísticas en la población nacional (Melià, 
1997; Fogel, 2005; Rivarola, 2016). Todos estos factores se basa-
ron en formas atávicas de relaciones sociales durante la transi-
ción entre modos de producción: del encomendero (Fogel, 
2002) al fundiario-mercantil (Ortiz, 2016), y de éste al capitalis-
mo consolidado en el siglo XX.

El capitalismo paraguayo, de fuerte heterogeneidad estructu-
ral, hacía posible, en los extensos sectores sociales ligados a ramas 
de actividad económica de baja productividad e informalidad, el 
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mantenimiento de formas estamentales de la estructura social, 
propensas a mecanismos jerárquicos de control social sobre los 
que se basó el Estado autoritario. La cuestión central fue mantener 
la población bajo formas de estructuración social que solamente 
adquirían la forma de clases en procesos productivos que se vin-
culaban, por su competitividad, al mercado internacional, aunque 
tutelada por el partido gobernante que siempre actuó como rigu-
roso mediador de los flujos de poder económico y político.

Es por esta razón que el modelo corporativista de relaciones 
sociales pudo continuar y sostenerse inequívocamente después 
de derrocado el gobierno autoritario en 1989: las formas esta-
mentales persisten en varios sectores de la estructura social y no 
son desestructuradas por el capitalismo en tanto aseguran esque-
mas políticos corporativistas de relaciones, es decir, articulados 
socialmente y controlados ideológicamente en formas discursi-
vas conservadoras que tienen íntimas afinidades electivas con las 
atávicas identidades etnoculturales de la sociedad paraguaya.
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EFECTOS DE LA PANDEMIA POR COVID-19  
SOBRE LA HETEROGENEIDAD ESTRUCTURAL,  
LA DESIGUALDAD DEL INGRESO LABORAL  
Y LA POBREZA EN LA CIUDAD DE MÉXICO

Iliana Yaschine, Delfino Vargas 
Chanes y Servando Valdés

Introducción

La pandemia causada por el covid-19 generó una crisis a nivel 
global sin precedentes en el último siglo. A partir de su emer-
gencia en diciembre de 2019, se desencadenó un cambio de pa-
radigma a nivel mundial donde no sólo la salud humana se vio 
afectada, sino que se hicieron evidentes las consecuencias desas-
trosas en los sistemas económicos, laborales y sociales (Banco 
Mundial, 2020).

La pandemia llegó en un momento en que América Latina 
vivía un contexto de fragilidad política, económica y social des-
pués de los avances en bienestar generados por gobiernos aso-
ciados al llamado “giro de izquierda” a inicios del siglo XXI. Sus 
efectos colocaron a Latinoamérica como uno de los principales 
epicentros de la crisis del covid-19, generaron la peor caída del 
pib en su historia y acentuaron déficits y desigualdades preexis-
tentes a partir de retrocesos inequitativamente distribuidos en 
diversos indicadores sociales (Sanahuja, 2020; Benza y Kessler, 
2021; cepal, 2021, 2022).

El aumento de la desocupación, la reducción de los ingresos, 
el alza de los costos de vida, el incremento de la pobreza, entre 
otros elementos, pusieron a Latinoamérica en una situación es-
tructuralmente inestable (Soares y Berg, 2022). Ante esta situa-
ción, numerosos gobiernos de la región, así como lo hicieron 
otros a nivel internacional, destinaron cuantiosos recursos eco-
nómicos para la instrumentación de medidas de emergencia que 
amortiguaran las afectaciones de corto plazo sobre sus poblacio-
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nes (Gentilini, Almenfi y Dale, 2020; Benza y Kessler, 2021; cepal, 
2021, 2020).

México, que no fue parte del “giro a la izquierda” y sus bene-
ficios, se distinguió como uno de los países con mayor mortali-
dad por covid-19 y efectos económicos más críticos (Benza y 
Kessler, 2021). En el país las medidas de distanciamiento social 
y restricción de actividades económicas no esenciales generaron 
cambios en la composición de la demanda laboral, desaparición 
de empleos y establecimientos productivos, caída de ingresos la-
borales, y contracción de la actividad económica y del comercio 
(Campos-Vázquez, Esquivel y Badillo, 2020; EQUIDE, 2020a, 
2020b; Mendoza, 2020; insp, 2021; Martínez Soria, 2021). Asi-
mismo, entre otras dimensiones del bienestar, se afectaron la se-
guridad alimentaria de la población, la trayectoria educativa de 
niños y jóvenes, y la distribución del trabajo no remunerado en 
los hogares (insp, 2021; PRODEQ, 2021; Triano, Videgain y Teruel, 
2021; Videgain y Banegas, 2021).

También en México los efectos se distribuyeron de forma in-
equitativa, desfavoreciendo a la población de estratos socioeconó-
micos más bajos. No obstante, a diferencia de otros países latinoa-
mericanos, el gobierno federal mexicano en turno, polémicamente 
autodenominado como “posneoliberal”, distó mucho de instru-
mentar una estrategia de emergencia decidida para la protección 
de los puestos de trabajo no públicos y de la población afectada 
(Cortés, Vargas y Yaschine, 2021; Yaschine, 2021).

Si bien se han realizado numerosos estudios sobre cómo la 
crisis empeoró distintos indicadores nacionales en México, se 
han estudiado menos los cambios que ésta podría haber provo-
cado a nivel subnacional. Sobre la Ciudad de México sabemos 
que la desocupación en los primeros meses de la pandemia fue 
mayor que a nivel nacional y afectó principalmente a los traba-
jadores del sector informal, si bien la mayoría de la población 
reportó haber experimentado una reducción en sus ingresos. Asi-
mismo, se evidenciaron efectos negativos sobre la salud, la seguri-
dad alimentaria, la sobrecarga de trabajo no remunerado de las 
mujeres, y la educación de los niños y jóvenes, entre otros (Eva-
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lúa cdmx, Equide, unicef, 2020a). Hacia finales de 2020, los ni-
veles de desocupación ya habían disminuido, aunque la pobla-
ción capitalina seguía reportando tener ingresos menores a 
partir de la pandemia, así como afectaciones en las demás di-
mensiones de bienestar mencionadas (Evalúa cdmx, Equide, 
unicef, 2020b).

En este capítulo nos proponemos complementar el conoci-
miento existente sobre los efectos de la pandemia en la Ciudad 
de México. En particular, nuestro objetivo es analizar, desde una 
perspectiva basada en el estructuralismo latinoamericano, el 
efecto de corto plazo de la pandemia por covid-19 sobre la es-
tructura económico-ocupacional, la desigualdad en la distribu-
ción del ingreso laboral y la pobreza en la capital mexicana. Bus-
camos mostrar que la pandemia en la Ciudad de México generó 
en el corto plazo efectos negativos sobre el ingreso de la pobla-
ción ocupada, los cuales no se distribuyeron de forma equitati-
va, con lo cual se afectó la desigualdad en la distribución del in-
greso laboral y se incrementó la pobreza.

El capítulo se estructura en cuatro apartados, empezando por 
esta introducción. En el siguiente se presenta la mirada teóri-
co-conceptual a partir de la descripción del concepto de hetero-
geneidad estructural y se sintetiza el conocimiento acumulado 
sobre la heterogeneidad estructural en México y la Ciudad de 
México. En el tercero se tratan las fuentes de información, varia-
bles y medidas de desigualdad y pobreza utilizadas. El cuarto 
apartado se aboca a exponer los resultados del análisis y el quin-
to refiere algunas reflexiones finales.

El relajamiento y posterior cese de las medidas de distancia-
miento permitieron la reactivación de las actividades económi-
cas y sociales a nivel internacional, regional y nacional. No obs-
tante, aún queda por verse el alcance que tendrá la recuperación 
económica y los efectos de la pandemia sobre el bienestar de la 
población en el mediano y largo plazo. En gran medida, esto 
dependerá de la forma en que los gobiernos nacionales y sub-
nacionales pongan en práctica medidas económicas y sociales 
eficaces.
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Heterogeneidad estructural  
y desigualdad del ingreso en México

En este apartado describimos, en primera instancia, el enfoque 
estructuralista latinoamericano que, a partir del concepto de he-
terogeneidad estructural, nos permite acercarnos al análisis de 
los cambios generados por la pandemia en la estructura produc-
tiva de la Ciudad de México, en la desigualdad de la distribución 
del ingreso laboral y en la pobreza. En segunda instancia presen-
tamos una síntesis del estado del conocimiento sobre la hetero-
geneidad estructural y su relación con la desigualdad en la dis-
tribución del ingreso en México y en la Ciudad de México.

Heterogeneidad estructural  
como perspectiva analítica

La tradición estructuralista Latinoamérica ha señalado cómo el 
patrón de desarrollo de las economías periféricas limita sus po-
tencialidades de crecimiento e integración social. Dicho patrón 
se caracteriza, por un lado, por una brecha externa que se sostie-
ne sobre la distancia tecnológica de las economías periféricas 
respecto a las avanzadas (Bárcena y Prado, 2016). La dispersión 
del desarrollo tecnológico genera una estructura productiva ca-
racterizada por su heterogeneidad estructural (Pinto, 1970), es 
decir, conformada por un sector de alta productividad vincula-
do al mercado externo, que concentra los recursos económicos y 
los puestos de trabajo de mayor calidad, y tiene baja capacidad 
de absorción de fuerza de trabajo, así como por sectores de me-
dia y baja productividad asociados al mercado interno, con 
puestos de trabajos precarios, que sirven como refugio a la fuer-
za laboral redundante.

Acorde con esta mirada teórica, la heterogeneidad estructu-
ral se configura como una de las principales causas de la des-
igualdad en la distribución del ingreso, principalmente a partir 
de su incidencia sobre la desigualdad en la calidad de los empleos 
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(Bárcena y Prado, 2016; Pinto, 1970; Salvia, Poy y Vera, 2015). El 
vínculo entre heterogeneidad productiva y segmentación del 
mercado laboral es estrecho. La capacidad de acumulación de 
las unidades económicas desempeña un papel clave en la calidad 
de los empleos generados en términos de estabilidad, remunera-
ciones y protecciones, lo que propicia una estratificación del 
mercado laboral (Salvia, 2012). Es así como la estructura hete-
rogénea de las economías en desarrollo se materializa en la 
existencia de sectores productivos y categorías ocupacionales 
que difieren significativamente en términos de productividad, 
condiciones laborales y salarios. Esta estructura da cabida tam-
bién a la generación y reproducción de situaciones de pobreza 
de quienes habitan en hogares cuyos ingresos laborales provie-
nen de puestos de baja productividad y condiciones laborales 
precarias.

Heterogeneidad de la estructura productiva y desigualdad  
del ingreso en México y en la Ciudad de México

El proceso de globalización y la aplicación de políticas de aper-
tura económica y ajuste estructural que siguieron los países lati-
noamericanos a partir de la década de 1980 fomentaron una ma-
yor heterogeneidad productiva, en tanto que se desarticularon 
los sectores internos de baja competitividad internacional y se 
desintegraron los tejidos productivos (Pérez-Sainz y Mora, 2004). 
Esto ha sido patente en el caso de México, donde desde media-
dos de los ochenta del siglo pasado se ha instrumentado de for-
ma ininterrumpida un modelo de desarrollo neoliberal, a dife-
rencia de otros países de la región que en ese lapso alternaron 
con políticas económicas heterodoxas, como fue el caso de Ar-
gentina (Cortés y Salvia 2019). Los efectos de la aplicación conti-
nua de políticas económicas neoliberales en México se han visto 
reflejados en el bajo crecimiento, la profundización de la hete-
rogeneidad de la estructura productiva, la precarización del 
empleo, así como una tendencia al alza en la desigualdad en la 
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distribución del ingreso total (Cortés y Salvia, 2019) y del ingreso 
laboral (Yaschine, 2023).1

La Ciudad de México, denominada Distrito Federal hasta 
2016, ha sido escenario de significativas transformaciones de-
mográficas, económicas y sociales en el último siglo a partir del 
enorme flujo de inmigración, de su desarrollo industrial, comer-
cial y en los servicios, la expansión de los micronegocios y la 
precarización del mercado laboral (Pacheco, 2004; García, 2009; 
Santiago, 2010). Dichos cambios, tanto durante el periodo de in-
dustrialización por sustitución de importaciones (ISI), como a 
partir de la década de 1980 con la aplicación del modelo econó-
mico neoliberal, han moldeado al mayor centro urbano del país 
como un espacio con desigualdades socioeconómicas profundas. 
Esta situación ha sido foco, al menos en términos discursivos, de 
la acción pública de los gobiernos locales, los cuales, desde 1997 
que son electos por voto democrático, han tenido autodenomi-
naciones de izquierda.

Estudios recientes muestran que los trabajadores de la Ciudad 
de México enfrentan una estructura productiva heterogénea que 
estratifica los sectores y categorías económico-ocupacionales. 
Esto se manifiesta en la desigualdad de la calidad de los puestos de 
trabajo que se ofrecen, la cual incide directamente sobre la des-
igualdad del ingreso laboral de los trabajadores. Los sectores for-
males (privado y público) ofrecen mejores condiciones tales como 
contratos escritos, prestaciones laborales, jornadas de trabajo que 
no exceden el límite establecido y salarios adecuados para satisfa-
cer necesidades básicas familiares. Por su parte, el sector microin-
formal ofrece los trabajos de menor calidad y remuneración (Var-
gas et al., 2019; Vargas, 2020; Yaschine, Vargas y Valdés, 2022).

La década entre 2008 y 2018 fue un periodo de estancamien-
to en la Ciudad de México en cuanto a la heterogeneidad de la 

1 Los hallazgos se refieren al periodo desde mediados de los ochenta has-
ta 2014. Los análisis desde esta perspectiva teórica para el caso de México no 
abarcan los años más recientes, si bien no ha habido modificaciones relevantes 
en los rasgos de la política económica nacional.
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estructura económico-ocupacional, las características socioeco-
nómicas de sus ocupantes, el bajo ingreso laboral promedio, la 
elevada desigualdad en la distribución de dicho ingreso, así 
como la existencia de brechas entre los sectores formales y el mi-
croinformal en la calidad de los puestos de trabajo. La excepción 
fueron el proceso de feminización y el incremento en la escolari-
dad de la fuerza de trabajo a lo largo de toda la estructura pro-
ductiva, conservándose las brechas de desigualdad preexisten-
tes. Se encontró que el ingreso laboral se asocia con el sector o 
categoría del puesto de trabajo, el sexo, la edad y la escolaridad: 
un nivel más bajo de ingreso laboral está asociado con ocupar 
puestos de trabajo en el sector microinformal, ser mujer, ser jo-
ven o adulto mayor, y tener baja escolaridad (Yaschine, Vargas y 
Valdés, 2022).

La ausencia de una mejoría sustantiva del ingreso laboral en 
la Ciudad de México y la persistencia del alto nivel de desigual-
dad en su distribución en esta etapa son indicadores de una si-
tuación de precariedad que ha limitado de forma significativa el 
papel del trabajo como mecanismo para garantizar el bienestar 
generalizado de los habitantes de la Ciudad de México.

Fuentes de información y variables

En este apartado se describen las fuentes de información utiliza-
das, seguidas por la presentación de las variables que se usaron 
en el análisis. Por último, describimos las medidas que usamos 
para calcular la desigualdad del ingreso laboral.

Fuentes de información

Para describir la evolución de la tasa de ocupación en la Ciudad 
de México en el periodo 2016-2022 usamos los tabulados de la 
Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (enoe) para la Ciu-
dad de México, la cual es levantada por el Instituto Nacional de 
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Estadística, Geografía e Informática (inegi). La enoe propor-
ciona información pública trimestral sobre variables asociadas a 
la ocupación y el empleo de la población nacional. Sin embargo, 
no incluye la información necesaria para construir las variables 
de pobreza multidimensional.

Por lo tanto, para analizar los efectos de corto plazo de la crisis 
sobre le estructura económico-ocupacional, el ingreso laboral, la 
desigualdad en su distribución y la pobreza utilizamos los micro-
datos para la Ciudad de México de los últimos tres levantamien-
tos bienales disponibles de la Encuesta Nacional de Ingresos y 
Gastos en los Hogares (enigh) de México: 2016, 2018 y 2020. La 
ronda 2022, cuando se publique el 26 de julio de 2023, será crucial 
para observar los indicadores de interés tras la recuperación eco-
nómica que se vivió después del primer año de la pandemia.

La enigh la levanta el inegi en forma bienal de junio a no-
viembre y contiene un análisis detallado de los ingresos y gastos 
de los hogares para cada una de las rondas de medición, con in-
dicadores como el monto, la procedencia y la distribución de los 
recursos. Además, contiene información sobre la composición 
sociodemográfica y laboral de los miembros de la familia, así 
como sobre la infraestructura de la vivienda y el equipamiento 
de los hogares.2

El conjunto de información de la enigh permite construir las 
variables relevantes para el análisis, como son el ingreso laboral, 
la estructura económico-ocupacional, los indicadores necesa-
rios para la medida oficial de pobreza multidimensional y carac-
terísticas sociodemográficas adicionales. Los datos de la enigh 
2016 y 2018 proporcionan un panorama de las características de 
interés antes de la pandemia, mientras que la enigh 2020 nos 
aporta la información de los cambios generados en los primeros 
meses después de haberse iniciado la pandemia en México en 
marzo de 2020.

2 Distintos cambios en la captación del ingreso de la enigh generaron que 
se iniciara una “nueva serie” comparable de la encuesta a partir de 2016.
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Variables

Se reporta la tasa de ocupación, con base en los datos de la enoe, 
que se define como la proporción de la población ocupada res-
pecto a la población económicamente. En este caso se considera 
como población ocupada a aquellas personas de 15 y más años 
que realizaron una actividad económica al menos durante una 
hora en la semana de referencia.

El análisis de los efectos de corto plazo de la pandemia se 
centra en la población de 12 o más años ocupada en el mercado 
de trabajo, la cual, con base en la información de la enigh, con-
sidera a las personas que en el mes de referencia realizaron algu-
na actividad económica durante al menos una hora. Respecto a 
estos individuos, recuperamos la información necesaria para 
construir las variables que se describen a continuación.

La variable de interés para medir el ingreso laboral es el ingre-
so monetario mensual del trabajo principal deflactado a precios 
constantes de agosto de 2020. Asimismo, nos aproximamos al 
concepto de heterogeneidad estructural a partir de una tipología 
de tres sectores y cinco categorías económico-ocupacionales que 
dan cuenta de niveles diferenciados de productividad, de calidad 
del empleo y de remuneraciones, según se aprecia en el cuadro 1 
(Salvia, 2012; Vera, Salvia, Poy 2015). El sector formal privado in-
cluye las actividades laborales con elevada productividad, que 
conforman el mercado laboral más estructurado, estable y que se 
ajusta a las normas de regulación del empleo. El sector formal pú-
blico incorpora las actividades laborales vinculadas a las funcio-
nes del Estado, con un nivel intermedio de productividad, en ge-
neral estables y desarrolladas dentro de la normatividad laboral. 
Por último, el sector microinformal está conformado por activida-
des laborales dominadas por la baja productividad, inestabilidad y 
que se realizan al margen de las normas laborales (Salvia, 2012).

La variable de pobreza se construye con base en la metodolo-
gía oficial mexicana que define a la pobreza de forma multidimen-
sional. Para la identificación de las personas en condición de pobre-
za se utiliza el ingreso total per cápita del hogar y las siguientes 
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Cuadro 1. Tipos de inserción económico-ocupacional de la fuerza 
de trabajo

Sectores  Categorías Definición operativa

Formal  
privado

No asalariados del 
sector formal 
privado  

Patrones profesionales  
y técnicos que trabajan  
en el sector privado en 
establecimientos de 
cualquier tamaño.

Trabajadores por cuenta 
propia profesionales  
o técnicos.

Asalariados del 
sector formal 
privado

Asalariados profesionales  
y no profesionales que 
trabajan en el sector privado 
en establecimientos  
de 5 o más personas. 

Formal  
público

Empleados del 
sector público

Asalariados profesionales  
y no profesionales que 
trabajan en el sector público. 

Microinformal 

No asalariados del 
sector 
microinformal   

Patrones no profesionales  
y no técnicos en el sector 
privado en establecimientos 
de cualquier tamaño.

Trabajador por cuenta propia 
no profesionales y no 
técnicos.

Asalariados del 
sector 
microinformal 

Asalariados profesionales  
y no profesionales en 
establecimientos  
de 5 o menos personas.

Trabajadores familiares 
profesionales y no 
profesionales en 
establecimientos propiedad 
del hogar de 5 o menos 
personas.

Fuente: adaptado de Salvia (2012) y Salvia, Vera y Poy (2015).
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seis variables relacionadas con los derechos sociales: acceso a la 
seguridad social, acceso a los servicios de salud, acceso a la ali-
mentación, rezago educativo, calidad y espacios de la vivienda, y 
acceso a los servicios básicos en la vivienda. Se considera que 
una persona se encuentra en situación de pobreza cuando su in-
greso total per cápita es menor a la línea de bienestar (que repre-
senta el ingreso necesario para adquirir los bienes y servicios 
que se requieren para satisfacer sus necesidades alimentarias y 
no alimentarias) y es carente en al menos uno de los seis indica-
dores asociados a los derechos sociales (Coneval, 2019). En el 
análisis retomamos la incidencia de personas en pobreza multi-
dimensional, así como la proporción de personas con ingreso 
debajo de la línea de bienestar o con carencia en el acceso a se-
guridad social, servicios de salud o alimentación.

Medidas de desigualdad

Como medidas de desigualdad, utilizamos el coeficiente de Gini 
y el cociente de quintiles. El primero mide la desigualdad econó-
mica de una sociedad, mediante la exploración del nivel de con-
centración que existe en la distribución de los ingresos entre la 
población. El coeficiente de Gini toma valores entre 0 y 1; un 
valor que tiende a la unidad refleja mayor desigualdad en la dis-
tribución del ingreso. Por el contrario, si el valor tiende a cero, 
existen mayores condiciones de equidad en la distribución del 
ingreso (Cortés, Rubalcava y Fernández, 2014).

La razón de quintiles mide la brecha de ingresos entre los ex-
tremos, es decir, cuál es la proporción del ingreso del primer 
quintil respecto del ingreso del quinto quintil o, dicho de otra 
forma, cuántos pesos concentran los individuos del quinto quin-
til por cada peso concentrado por los del primero (Cortés, Ru-
valcaba y Fernández, 2014).3

3 El análisis se realiza por quintiles de ingreso, dado que el tamaño de 
muestra para la Ciudad de México no permite utilizar deciles.

Cuadro 1. Tipos de inserción económico-ocupacional de la fuerza 
de trabajo

Sectores  Categorías Definición operativa

Formal  
privado

No asalariados del 
sector formal 
privado  

Patrones profesionales  
y técnicos que trabajan  
en el sector privado en 
establecimientos de 
cualquier tamaño.

Trabajadores por cuenta 
propia profesionales  
o técnicos.

Asalariados del 
sector formal 
privado

Asalariados profesionales  
y no profesionales que 
trabajan en el sector privado 
en establecimientos  
de 5 o más personas. 

Formal  
público

Empleados del 
sector público

Asalariados profesionales  
y no profesionales que 
trabajan en el sector público. 

Microinformal 

No asalariados del 
sector 
microinformal   

Patrones no profesionales  
y no técnicos en el sector 
privado en establecimientos 
de cualquier tamaño.

Trabajador por cuenta propia 
no profesionales y no 
técnicos.

Asalariados del 
sector 
microinformal 

Asalariados profesionales  
y no profesionales en 
establecimientos  
de 5 o menos personas.

Trabajadores familiares 
profesionales y no 
profesionales en 
establecimientos propiedad 
del hogar de 5 o menos 
personas.

Fuente: adaptado de Salvia (2012) y Salvia, Vera y Poy (2015).
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Efecto de la pandemia sobre la estructura  
económica-ocupacional, la desigualdad  
del ingreso laboral y la pobreza

Como se ha mencionado, las medidas asociadas con el inicio de 
la pandemia provocaron un choque importante en la actividad 
económica. La tasa de ocupación de Ciudad de México cayó de 
95.0% a 93.2% entre 2019 y 2020 como consecuencia de la crisis, 
y mostró una recuperación a partir de 2021, hasta llegar a 94.9% 
en 2022 (gráfica 1).4 Esta afectación fue mayor sobre el trabajo 
informal que sobre el formal (Evalúa cdmx, Equide y unicef, 
2020a y 2020b).

4 La tasa de ocupación ha sido históricamente baja en México por el rol 
preponderante del sector informal para absorber a quienes no están incorpo-
rados en el sector formal.

Gráfica 1. Tasa de población ocupada. Ciudad de México, 
2016-2022 (porcentaje)

Fuente: tabulados de la enoe 2016-2022, disponibles en https://www.inegi.org.
mx/programas/enoe/15ymas/#Tabulados. La tasa de población ocupada se 
refiere a la proporción de población de 15 y más años que realizó alguna 
actividad económica durante al menos una hora en la semana de referencia, 
respecto a la población económicamente activa.
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La distribución de la población que se mantuvo ocupada en-
tre sectores y categorías económico-ocupacionales experimentó 
pocos cambios (gráfica 2), con lo cual se mantuvo hasta cierto 
punto la estabilidad de la estructura que se había reportado para 
el decenio entre 2008 y 2018 (Yaschine, Vargas y Valdés, 2022). La 
proporción de puestos en los tres sectores se mantuvieron cons-
tantes, así como en las categorías de los sectores formales; única-
mente se observan efectos en las categorías del sector microin-
formal. La proporción de puestos asalariados microinformales 
experimentó un achicamiento entre 2018 y 2020 de alrededor de 
un punto porcentual, proporción que absorbieron en su mayor 
parte los no asalariados microinformales. Así, quienes perdieron 
sus empleos asalariados microinformales y se mantuvieron ocu-
pados tendieron a refugiarse en puestos no asalariados microin-
formales, los cuales, según documentaron Yaschine, Vargas y 
Valdés (2022), son aquellos con las condiciones laborales más 
precarias y con mayor flexibilidad en la Ciudad de México.

Gráfica 2. Población ocupada por sectores y categorías  
ocupacionales. Ciudad de México, 2016-2020 (porcentaje)

Fuente: elaboración propia con base en la enigh 2016, 2018 y 2020.
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La caída en la población ocupada y el incremento de los puestos 
no asalariados microinformales entre 2018 y 2020 estuvo acompa-
ñada por una disminución generalizada del ingreso laboral de un 
28.9% que afectó de forma desigual a los sectores económico-ocu-
pacionales. El formal privado y el microinformal fueron los sectores 
que experimentaron la mayor caída en el ingreso laboral promedio, 
con reducciones de 32.3% y 31.1%, respectivamente, mientras que el 
decremento del sector público fue de un 14.5% (cuadro 2). Cabe 
contrastar esta caída con el alza del 7.1% en el bienio anterior, la cual 
estuvo motivada por la mejora en los ingresos laborales de los pues-
tos no asalariados microinformales (18.4%) y formales (114.4%).5

5 Los datos de la categoría de no asalariados formales deben tomarse con 
cautela, ya que la estimación tiene un nivel moderado de precisión derivado del 
reducido tamaño de muestra.

seCtores y 
Categorías

ingreso laboral

 2016 2018 2020 2016-2018 2018-2020
Sector formal 
privado

16 801 18 716 12 676 11.40% -32.3% *

No asalariados 
formalesa 20 917 44 856 20 425 114.4% * -54.5% *

Asalariados 
formales privados

16 556 17 041 12 147 2.90% -28.7% *

Sector público 17 491 15 394 13 168 -12.00% -14.5% *

Empleados del 
sector público

17 491 15 394 13 168 -12.00% -14.5% *

Sector 
microinformal

6 152 7 182 4 946 16.7% * -31.1% *

No asalariados 
microinformales

5 676 6 959 4 677 18.4% * -32.8% *

Asalariados 
microinformales

6 701 7 468 5 309 11.40% -28.9% *

total 12 099 12 961 9 218 7.1% * -28.9% *

Fuente: estimaciones propias con base en enigh 2016, 2018 y 2020. Ingreso deflactado 
a precios constantes de agosto de 2020.
a Estimación con nivel moderado de precisión tomando como referencia el coeficiente 
de variación, el cual está en el rango de 15 a 30 por ciento.
* Diferencias estadísticamente significativas al 90% de confianza del ingreso laboral.

Cuadro 2. Ingreso laboral promedio de los sectores y categorías  
económico-ocupacionales. Ciudad de México, 2016-2020
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Los decrementos diferenciados del ingreso laboral entre 2018 
y 2020 se tradujeron en una reducción del ingreso relativo del 
sector formal privado, particularmente de los no asalariados 
formales, vis a vis una mejora del sector público que implicó un 
cierre en la brecha salarial entre ambos sectores formales (cua-
dro 3). No obstante, los dos sectores formales siguieron teniendo 
ventajas salariales importantes sobre el sector microinformal, el 
cual mantuvo constante la brecha salarial respecto al ingreso 
promedio. Mientras que el ingreso laboral promedio de los 
puestos formales privados y públicos en 2020 era 38% y 43% su-
perior al promedio de la Ciudad de México, respectivamente, el 
de los puestos microinformales era 46% menor al promedio.

Al analizar el efecto sobre la desigualdad del ingreso laboral, 
sin aludir específicamente a las diferencias entre sectores y ca-
tegorías, podemos observar cambios relevantes derivados de la 

seCtores y 
Categorías

ingreso laboral

 2016 2018 2020 2016-2018 2018-2020
Sector formal 
privado

16 801 18 716 12 676 11.40% -32.3% *

No asalariados 
formalesa 20 917 44 856 20 425 114.4% * -54.5% *

Asalariados 
formales privados

16 556 17 041 12 147 2.90% -28.7% *

Sector público 17 491 15 394 13 168 -12.00% -14.5% *

Empleados del 
sector público

17 491 15 394 13 168 -12.00% -14.5% *

Sector 
microinformal

6 152 7 182 4 946 16.7% * -31.1% *

No asalariados 
microinformales

5 676 6 959 4 677 18.4% * -32.8% *

Asalariados 
microinformales

6 701 7 468 5 309 11.40% -28.9% *

total 12 099 12 961 9 218 7.1% * -28.9% *

 2016 2018 2020
Sector formal 
privado

1.39 1.44 1.38

No asalariados 
formalesa 1.73 3.46 2.22

Asalariados 
formales 
privados

1.37 1.31 1.32

Sector público 1.45 1.19 1.43

emPleados del 
seCtor PúbliCo

1.45 1.19 1.43

Sector 
miroinformal

0.51 0.55 0.54

No asalariados 
microinformales

0.47 0.54 0.51

Asalariados 
microinformales

0.55 0.58 0.58

total 1.00 1.00 1.00

Fuente: estimaciones propias con base en enigh 2016, 2018 y 2020.
a Estimación con nivel moderado de precisión tomando como referencia el coeficiente 
de variación, el cual está en el rango de 15 a 30 por ciento.

Cuadro 3. Brecha del ingreso laboral promedio de los sectores  
y categorías económico-ocupacionales. Ciudad de México,  
2016-2020. (Ingreso laboral promedio = 1)
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pandemia (gráfica 3). En los años prepandemia, entre 2016 y 
2018 se registró un ligero aumento de la desigualdad del ingreso 
laboral, como se refleja en los incrementos del coeficiente de 
Gini (de 0.51 a 0.53) y de la razón de quintiles (de 7.2 a 7.5); es 
decir, en 2018 el 25% de la población con mayor ingreso laboral 
ganaba 7.5 veces más que el 25% de la población con menor in-
greso. No obstante, quizás de forma contraintuitiva, a raíz de la 
pandemia se redujo la desigualdad de forma significativa debido 
a la reducción proporcionalmente mayor del ingreso laboral del 
quintil más alto (donde su ubican mayoritariamente los trabaja-
dores del sector formal privado). En 2020 el coeficiente de Gini 
alcanzó 0.47 y la razón de quintiles se acortó a 6.6. Esto coincide 
con los hallazgos de otros estudios que han documentado cómo 
en México, en tiempos de crisis económica, la desigualdad en el 
ingreso se reduce debido a lo que se ha denominado “equidad 
por empobrecimiento” (Cortés y Rubalcava, 1991).

Los cambios en el ingreso laboral no tuvieron efectos única-
mente en la desigualdad de su distribución, sino también en la 
pobreza multidimensional. La pobreza en la Ciudad de México 
se incrementó en 5.5 puntos porcentuales entre 2018 y 2020, de 

Gráfica 3. Razón de quintiles y coeficiente de Gini del ingreso 
laboral. Ciudad de México, 2016-2020

Fuente: estimaciones propias con base en la enigh 2016, 2018 y 2020.
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24.6 a 30.1 por ciento. Este aumento tampoco se distribuyó por 
parejo entre los sectores económico-ocupacionales, mientras 
que el sector público no se vio afectado, los sectores formal pri-
vado y microinformal registraron un alza de 6.3 pp (12.1% a 
18.4%) y 6.5 pp (41.1% a 47.6%), respectivamente (gráfica 4).

Entre los componentes de la pobreza multidimensional, el que 
recibió la mayor afectación fue la proporción de la población de la 
Ciudad de México con ingreso menor a la línea de bienestar, es 
decir, quienes no tienen ingreso suficiente para cubrir sus necesi-
dades alimentarias y no alimentarias. Si bien entre 2016 y 2018 esta 
proporción se había mantenido estable, para 2020 se elevó en 7 pp 
(29.9% a 36.9%). Este aumento también se distribuyó de forma 
desigual. El sector público no sufrió afectaciones, mientras que 
en el sector formal privado la proporción de personas ocupadas 
en esta situación creció 8.5 pp (16.9% a 25.4%) y en el sector mi-
croinformal el aumento fue de 7.3 pp (46.5% a 53.8%) (gráfica 4).

Gráfica 4. Pobreza multidimensional y población debajo de la 
línea de bienestar. Ciudad de México, 2016-2020 (porcentaje)

Fuente: estimaciones propias con base en la enigh 2016, 2018 y 2020.
Pobreza se refiere a pobreza multidimensional y Plb a población con ingreso inferior 
a la línea de bienestar. 
Los cambios en pobreza y Plb entre 2018-2020 son todos estadísticamente 
significativos con una significancia del 90%, salvo en el caso del sector público. 
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También se vieron afectados aquellos componentes de la po-
breza que se relacionan directamente con la situación laboral y el 
ingreso, como es el caso del acceso a la seguridad social, a los ser-
vicios de salud y a la alimentación (cuadro 4), los cuales no habían 
presentado cambios estadísticamente significativos en el bienio 
previo.6 Entre 2018 y 2020 las personas sin acceso a la seguridad 
social aumentaron 5.3 puntos porcentuales (21.6% a 26.9%), si 
bien este incremento se concentró en el sector microinformal 
donde aumentó 11.5 puntos porcentuales (32.7% a 44.2%). Por su 
parte, la proporción de personas sin acceso a los servicios de salud 
se mantuvo sin cambios en la Ciudad de México, con excepción 
de los empleados del sector público que experimentaron un incre-
mento de 7.2 pp (18.8% a 26.0%). El acceso a la alimentación tam-

6 En el texto se reportan sólo los cambios estadísticamente significativos.

CarenCia Por 
aCCeso a seguridad 

soCial

CarenCia Por 
aCCeso a serviCios 

de salud

CarenCia Por 
aCCeso a 

alimentaCión

2016 2018 2020 2016 2018 2020 2016 2018 2020

seCtor Formal 
Privado (%) 15.8 14.7 15.6 35 39.8 39.7 6.6 7.9 9.6

seCtor  
PúbliCo (%) 5.9 4.3 3.1 19.3 18.8 26 5.7 8.8 7.2

seCtor miCro- 
inFormal (%) 30.5 32.7 44.2 69.3 70.7 71.8 15.4 18 22.2

total (%) 21.1 21.6 26.9 48.4 51.2 52.2 10.4 12.7 15.0

Fuente: estimaciones propias con base en enigh 2016, 2018 y 2020.
a Estimación con nivel moderado de precisión tomando como referencia el coeficiente 
de variación, el cual está en el rango de 15 a 30 por ciento.
b Diferencias estadísticamente significativas al 90% de confianza del ingreso laboral 
entre 2016 y 2018.
c Diferencias estadísticamente significativas al 90% de confianza del ingreso laboral 
entre 2018 y 2020.

Cuadro 4. Carencias por acceso a seguridad social, a salud y a 
alimentación. Ciudad de México, 2016-2020 (porcentaje)
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bién se mantuvo constante en la capital del país, con excepción de 
los asalariados microinformales que engrosaron la proporción de per-
sonas con inseguridad alimentaria en 7.8 pp (16.0% a 23.8%).

Reflexiones finales

La pandemia por covid-19 tuvo consecuencias negativas de gran 
impacto a nivel internacional, en la región latinoamericana y en 
México. En este capítulo analizamos particularmente el efecto 
en la Ciudad de México sobre la estructura económico-ocupa-
cional, la desigualdad en la distribución del ingreso laboral, la 
pobreza multidimensional, así como las carencias por ingreso, 
seguridad social, servicios de salud y alimentación.

La Ciudad de México se caracterizaba ya en el periodo pre-
pandemia por tener una estructura económico-ocupacional he-
terogénea y estratificada que contribuía a reproducir desigual-
dades en las condiciones laborales y, por ende, en el bienestar de 
los trabajadores y sus familias. Durante la década previa a la 
pandemia, el ingreso laboral promedio en la capital mexicana 
fue bajo, insuficiente para garantizar condiciones de vida ade-
cuadas de forma generalizada y su muy desigual distribución se 
mantuvo constante. Esta desigualdad se asocia con el sector o 
categoría económico-ocupacional del puesto de trabajo, el sexo, 
la edad y la escolaridad (Yaschine, Vargas y Valdés, 2022).

El choque que significó el surgimiento del covid-19 sobre la 
actividad económica de la Ciudad de México generó, como en 
todos los demás casos, un escenario de pérdidas importantes de 
empleo, con más afectación para los trabajos informales, que se 
reflejaron en una caída importante de la tasa de ocupación du-
rante los primeros meses después de que en marzo 2020 se reco-
nociera oficialmente el inicio de la pandemia en el país. El análi-
sis de la estructura económico-ocupacional muestra que la 
distribución de los puestos de trabajo registró pocos cambios. El 
efecto de la pandemia en esta dimensión se restringió a la com-
posición del sector microinformal, donde la proporción de los 
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puestos asalariados microinformales se achicó ligeramente entre 
2018 y 2020, mientras que los no asalariados microinformales se 
expandieron en espejo. Cabe plantearse que la pérdida de pues-
tos asalariados en este sector fue subsanada por la creación de 
emprendimientos microinformales precarios.

La caída en la población ocupada entre 2018 y 2020 y el incre-
mento de la proporción de puestos no asalariados microinforma-
les estuvo acompañada por una disminución generalizada del in-
greso laboral que afectó de forma desigual a los puestos dentro de 
la estructura productiva, con una reducción mayor en los sectores 
formal privado y el microinformal. Las afectaciones diferenciadas 
en el ingreso, a su vez, generaron una quizás inesperada caída en 
la desigualdad en la distribución del ingreso por trabajo y un in-
cremento de la incidencia de pobreza multidimensional entre la 
población ocupada. El cierre de la brecha de desigualdad se expli-
ca por una reducción mayor de ingreso laboral del quintil más 
alto, particularmente de los puestos en el sector formal privado, lo 
cual coincide con un fenómeno que en México se ha denominado 
“equidad por empobrecimiento” (Cortés y Rubalcava, 1991).

Por su parte, el incremento de la pobreza multidimensional 
se generó principalmente a raíz de la caída del ingreso de los ho-
gares, del cual el laboral es el predominante. La pobreza se elevó 
únicamente entre las personas ocupadas en los sectores formal 
privado y microinformal, los dos con las caídas más altas en su 
ingreso laboral, mientras que la incidencia al interior del sector 
público se mantuvo constante. Los componentes de la pobreza 
multidimensional más afectados fueron el ingreso y el acceso a 
la seguridad social. En el primer caso, se manifestó en el aumen-
to de la proporción de población ocupada con ingreso inferior a 
la línea de bienestar mínimo, específicamente de los sectores 
formal privado y microinformal. En el segundo, se incrementó 
la incidencia de la población ocupada sin acceso a seguridad so-
cial, primordialmente en el sector microinformal. Adicional-
mente, se incrementó la proporción de población ocupada en el 
sector público sin acceso a los servicios de salud y la de los asala-
riados microinformales con inseguridad alimentaria.
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Las características de la estructura económico-ocupacional y 
del papel del ingreso laboral como garante del bienestar eran ya 
preocupantes en la Ciudad de México antes de la pandemia. Los 
efectos nocivos generados por este choque inesperado agudiza-
ron dicha problemática, entre otros, a través de la caída de la ac-
tividad económica, del empleo y del ingreso laboral, con rasgos 
que profundizaron las barreras para garantizar la calidad de vida 
de la población de la capital mexicana.

Como hemos visto, estos efectos no se repartieron de forma 
equitativa. Los trabajadores del sector público fueron los menos 
afectados, seguramente porque el Estado fungió como garante 
de la estabilidad laboral y remuneraciones de sus empleados. 
Mientras tanto, los trabajadores del sector privado, tanto formal 
como microinformal, sufrieron las consecuencias más nocivas 
en un contexto en el que el gobierno federal evitó intervenir 
para proteger sus puestos de trabajo y sus ingresos, así como 
tampoco instrumentó medidas para compensar la pérdida o re-
ducción de remuneraciones laborales.

La situación recién descrita se refiere a la coyuntura de ma-
yor impacto de la pandemia en la Ciudad de México. La reacti-
vación económica que se fue produciendo posteriormente hace 
previsible una mejora en este escenario. Sin embargo, las des-
igualdades estructurales y su consiguiente efecto socioeconómi-
co no se modificarán si no se instrumentan políticas guberna-
mentales decisivas para generar condiciones que permitan que 
el trabajo se constituya en fuente indisputable de bienestar para 
toda la población y que proporcionen mecanismos de protec-
ción en coyunturas de crisis.
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AGROEXPORTACIÓN Y MODERNIZACIÓN  
EXCLUYENTES EN EL PERÚ. AUGE Y CRISIS  
DE UN MODELO PARA (RE)ARMAR

Enrique Fernández-Maldonado Mujica

Introducción

Diciembre de 2020 fue un mes crítico y dramático para los 
peruanos. A pocos días de haberse instalado el gobierno de tran-
sición de Francisco Sagasti,1 luego de un intenso proceso de mo-
vilización ciudadana, la sociedad peruana fue remecida nue-
vamente por un inesperado estallido social. Ubicada a 300 
kilómetros al sur de Lima, la ciudad de Ica fue el epicentro de un 
fuerte conflicto sociolaboral que tuvo como protagonistas a los 
trabajadores de la agroindustria. El móvil de la protesta —dirigi-
da contra el gobierno nacional y las empresas agroindustriales— 
giraba en torno a la exigencia de mejores condiciones laborales y 
salariales. Contra lo que inicialmente podía esperarse, el males-
tar rápidamente se expandió a otras regiones agroindustriales, 
principalmente de la costa norte, donde la paralización fue res-
pondida desde el Estado con armas letales, ocasionando la pér-
dida de tres vidas humanas. El conflicto se levantó con la deroga-
toria del régimen laboral que regulaba la actividad agroindustrial 
(Ley 27 360) y la aprobación de una nueva norma para el sector 
(Ley 31 110).

1 El 17 de noviembre de 2022 el Parlamento peruano designó como pre-
sidente de la república al congresista Francisco Sagasti, luego de que una am-
plia protesta ciudadana forzara la destitución del también congresista Manuel 
Merino, que ejerció la presidencia sólo seis días, luego de que el mismo par-
lamento aprobara la vacancia del ex presidente Martín Vizcarra, acusándolo 
de incapacidad moral. Estos cambios dramáticos —que implicaron la sucesión 
constitucional de tres presidentes en una semana— se dieron en el marco de 
una profunda crisis política e institucional que arrastra el Perú desde 2016.
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¿Cómo explicarnos el repentino descontento social en una 
región considerada como uno de los principales polos de desa-
rrollo económico del país? ¿Qué hizo posible que un importante 
número de obreros agrícolas decidiera plegarse a la huelga en 
plena temporada de cosecha, cuando se pagan los mayores sala-
rios? ¿Qué factores favorecieron la rápida expansión de la protes-
ta a otras regiones, movilizando a miles de trabajadores sin con-
tar con una estructura básica de organización o convocatoria? El 
denominado “paro agrario” duró 10 días. Pero en ese corto lapso 
de tiempo se definieron aspectos claves para la actividad agroin-
dustrial. Por un lado, la muerte de tres manifestantes como con-
secuencia de la represión estatal significó un alto costo para el 
movimiento social, pues acentuó la sensación —preexistente en 
la población— de vulnerabilidad, impunidad y criminalización 
de la protesta. Pero, por otro lado, la información e imágenes que 
circularon en diversos medios posibilitaron una visibilidad in-
édita de las reivindicaciones de los trabajadores agrícolas, colo-
cando el conflicto laboral en el centro de la agenda política. Pre-
cisamente, fue la intensidad del conflicto —y su exposición 
pública— la que incidió en la decisión del parlamento de derogar 
el régimen “promocional” para el sector agrícola (Ley 27 360); el 
mismo poder del Estado que dos meses atrás había prorrogado 
este régimen por 10 años más, hasta 2031, perpetuando un con-
junto de incentivos tributarios y laborales que favorecían princi-
palmente a las grandes empresas agroindustriales (Sánchez, 
2020; Cuadros, 2020). La toma de conciencia de que se estaba 
convirtiendo en permanente un régimen “promocional” que na-
ció como “temporal” terminó desatando el descontento de los 
obreros agrícolas que iniciaron la protesta y movilización social.

Este hecho merece analizarse con especial atención, pues pone a 
contraluz una de las disputas políticas más relevantes en el siglo XXI 
peruano: la continuidad —o cambio— de la Constitución de 1993 
como expresión de un modelo económico que prioriza el mercado, 
por sobre la acción del Estado, como agente distribuidor de la ri-
queza. El estallido social originado en Ica, que se extendió a otras 
regiones, coloca el foco de la discusión en un sector considerado la 
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“niña bonita” del “milagro económico peruano”2 —la agroindustria 
de exportación—. La protesta desnudó los efectos sociales de un 
modelo de relaciones de trabajo que limita la afiliación sindical, 
acentuando con ello la desigualdad social y económica.

En el presente ensayo abordaremos la crisis de la “narrativa 
exitista” que se construyó alrededor del modelo agroindustrial 
peruano. Las protestas de 2020 desmontaron el velo de “prospe-
ridad” generado alrededor del crecimiento agroexportador, que 
en realidad comprendía a un acotado conjunto de empresas co-
nectadas a las cadenas de valor global, en coexistencia con un 
amplio sector de trabajadores que son empleados en condicio-
nes de trabajo precario y con serias dificultades para organizarse 
sindicalmente. En este escenario, la desigualdad económica ge-
nerada por un sistema de relaciones laborales profundamente 
asimétrico es cuestionada violentamente por una masa crítica 
que encarnó la protesta social de diciembre de 2020, motivando 
un debate político sobre los modelos de desarrollo que se re-
quieren implementar en el país.

La agroexportación como desenlace  
de una contrarreforma

El sector agrario peruano viene experimentando importantes 
transformaciones estructurales desde la década de 1960. Uno de 
los cambios fundamentales se centró en el control de la tierra 
productiva y tuvo como principal hito la Reforma Agraria de-
cretada en 1969 por el gobierno militar del general Juan Velasco 
Alvarado (1968-1975), una de las más radicales y profundas de la 
región (Del Castillo, 2003). Esta reforma significó la desapari-
ción del sistema de haciendas que concentraba la propiedad 
agrícola en una pequeña oligarquía terrateniente, y el traspaso 

2 “Las agroexportaciones, un caso de desarrollo económico y social”, en-
trevista a Víctor Fuentes, economista jefe del Instituto Peruano de Economía 
(IPE), 18 de noviembre de 2022, disponible en http://bitly.ws/JYRF.
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de millones de hectáreas a las comunidades campesinas.3 El pro-
ceso implicó el cierre de un ciclo histórico basado en la econo-
mía latifundista y el gamonalismo4 como mecanismo de domi-
nación social del campesinado. Sin embargo, los cambios 
sociopolíticos y económicos introducidos con la reforma agraria 
de Velasco se agotaron prontamente con su salida del gobierno. 
Su sucesor, el también general Francisco Morales Bermúdez 
(1975-1980), emprendió una “contrarreforma” que fue continua-
da por los gobiernos civiles posteriores y completada durante el 
periodo de Alberto Fujimori (1990-2000), en el marco de un se-
vero ajuste estructural y la implementación de profundas refor-
mas neoliberales que modificaron la estructura social peruana 
(Tanaka 1999). De esta forma, se propició un acelerado proceso 
de liberalización y reconcentración de la propiedad agrícola, lle-
gando incluso a niveles mayores de los registrados en el periodo 
previo a la reforma agraria velasquista (Eguren, 2022).

Actualmente el agro peruano se caracteriza por tener una es-
tructura dual: por un lado, está el sector tradicional compuesto 
por la pequeña agricultura familiar o campesina (cuatro millones 
y medio de personas), caracterizado por su baja productividad y 
tecnificación, así como por concentrar la población en pobreza 
extrema. Por otro, el sector de la agroexportación (o agronego-
cios), actividad relativamente reciente y con una menor partici-
pación laboral (se estima en 500 000), pero con mayores niveles 
de desarrollo tecnológico, productividad y rentabilidad. En este 
artículo centraremos nuestro análisis en este subsegmento de la 
agricultura peruana, que si bien es minoritario en términos de 
población ocupada y área producida, tiene un impacto relevante 
en cuanto a divisas y poder económico del actor empresarial.

3 Entre junio de 1969 y junio de 1979 se expropiaron 15 826 fundos y más 
de nueve millones de hectáreas. La mayor parte de esta área fue adjudicada a 
370 000 beneficiarios (Eguren, 2006).

4 Este término hace referencia al sujeto político que ejerce poder local en 
la sociedad rural; el gamonalismo representa en la práctica la privatización de la 
política, la fragmentación del dominio y su ejercicio a escala de un pueblo o de 
una provincia (Flores Galindo, 1984).
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Posicionamiento global  
de la agroindustria peruana

La expansión y posicionamiento del sector agroindustrial pe-
ruano se inició en la década de 1990, con la alta demanda de 
algunos productos específicos en los mercados del norte. No 
obstante, sería en los primeros años del nuevo siglo que la agroex-
portación peruana se consolidó como la punta de lanza de las 
exportaciones no tradicionales (ENT). En algo contribuyó que la 
gastronomía peruana —otro eslabón en la cadena de produc-
ción-consumo—, comenzara a ocupar un lugar expectante como 
una de las principales cocinas del mundo. Entre 2000 y 2018 la 
exportación de bienes agropecuarios se multiplicó por 10, con 
una tasa de crecimiento promedio anual de 14% (muy por enci-
ma del 6.5% que reportó la economía peruana entre 2004 y 
2012), lo que representó un 830% en términos acumulados. En 
este periodo, el Perú se posicionó como uno de los países con 
mayor crecimiento en la región, por encima de otras economías 
con larga tradición agroexportadora.

El “éxito” del modelo agroindustrial puede explicarse por la 
confluencia de un conjunto de factores económicos, tecnológi-
cos y normativos diseñados para promover la inversión priva-
da e integrar la producción agrícola local a los mercados inter-
nacionales. La estrategia utilizada para apuntalar ese objetivo 
fue, en primer lugar, la aprobación de leyes que favorecieron la 
tenencia y concentración de tierras agrícolas en manos de gran-
des corporaciones y empresas agroindustriales. La Ley de Tie-
rras, aprobada en 1995, favoreció un rápido proceso de privati-
zación, especialmente de terrenos en la costa, donde un 
reducido grupo de empresas tomó control de amplias exten-
siones en zonas aledañas a las grandes obras de irrigaciones. 
Asimismo, se aprobaron leyes promocionales que introduje-
ron regímenes tributarios y laborales “especiales” para “pro-
mover la inversión y formalización”, que en la práctica signifi-
caron subsidios directos a las grandes agroexportadoras. Un 
tercer aspecto lo constituye la tecnologización de la actividad 
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agroindustrial, lo que incrementó, en algunos segmentos, la 
productividad por hectárea sembrada, el tiempo de empaque, 
conservación y traslado de los productos a los mercados de 
destino.

Un cuarto elemento está relacionado con la suscripción de 
tratados de libre comercio en las primeras décadas del presente 
siglo, lo que significó el ingreso de las exportaciones peruanas a 
los mercados de destino exoneradas del pago de aranceles (Ca-
nessa, 2017). Según el Ministerio de Comercio Exterior y Turismo 
(Mincetur), en 2009 —periodo en que entró en vigencia el pri-
mer acuerdo comercial con los Estados Unidos— las exporta-
ciones agropecuarias peruanas alcanzaron un valor de 275 millo-
nes de dólares. Para 2018, este monto aumentó hasta 1 530 
millones de dólares, representando un crecimiento de 456% 
(Fernández-Maldonado, 2020).

Existen otros factores —de carácter estructural— que hicie-
ron posible el acelerado crecimiento de la agroexportación pe-
ruana. Por un lado, una geografía y clima que favorecen la pro-
ducción todo el año y a escala, con altos rendimientos por 
hectárea (Aznarán, 2003). Por otro, la disponibilidad de mano 
de obra permanente, tanto local como estacional-migrante, que 
permite a las empresas seguirle el ritmo a la demanda externa de 
manera ininterrumpida.

La llegada de la agroindustria dio lugar a una serie de trans-
formaciones demográficas y geográficas a lo largo de la costa pe-
ruana, que se expresaron en la formación de un proletariado 
agrícola rural-urbano conformado, en gran medida, por inmi-
grantes “estacionales” provenientes de regiones de la sierra, 
atraídos por las oportunidades de empleo alrededor de la agroex-
portación. El crecimiento acelerado del sector propició la crea-
ción de asentamientos humanos alrededor de las capitales de 
provincia, reconfigurando la fisonomía de las sociedades locales. 
Este proceso generó una presión sobre los servicios básicos 
(centros de salud, colegios, comisarías, etc.) que no lograron ser 
provistos por los gobiernos regionales y locales, como tampoco 
reducir la atmósfera de inseguridad ciudadana que se instaló 
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ante la falta de oportunidades (más allá de la agroindustria) y 
precariedad predominante en estos distritos (Araujo, 2021).

Sostenibilidad del modelo

Algunas lecturas fundamentan la “solidez del modelo agroin-
dustrial” en el desempeño mostrado en los últimos años a pesar del 
impacto económico de la crisis sanitaria del covid-19 (Althaus, 
2020). En este periodo difícil y complejo a nivel global y nacio-
nal, la agroindustria peruana logró mantener los niveles de pro-
ducción y exportación logrados en dos décadas de crecimiento 
sostenido, dado el creciente consumo mundial de commodities 
agrícolas. Según AGAP, las agroexportaciones no dejaron de au-
mentar en los últimos siete años (2015-2022), alcanzando un 
pico de crecimiento en el 2021 (17.7%), y una posterior desacele-
ración en el 2022 (13.6%), aunque el crecimiento sigue siendo de 
los más altos comparados con otros sectores.5 En la narrativa 
empresarial el crecimiento del sector agroindustrial responde a 
la asociación estratégica entre el sector público y el privado, en 
el marco de una política comercial que promueve, prioritaria-
mente, las exportaciones y la libertad de empresa.6

Con el estallido social de 2020 se abrió una discusión nacio-
nal sobre la calidad y calado del “éxito” económico alcanzado 
por el sector agroindustrial; cuál ha sido —y es— su aporte real 
al desarrollo local y regional. El paro protagonizado por trabaja-
dores de la agroindustria logró posar los reflectores de la opi-
nión pública nacional e internacional en las condiciones labora-
les y salariales de miles de trabajadores de empresas que reportan 
millonarias utilidades (Noriega, 2021).

A este proceso se le ha calificado como “crecimiento sin de-
sarrollo” (Araujo, 2021) o “modernización excluyente” (Barbeito 

5 “Crecimiento de agroexportaciones pierde velocidad y hay riesgos por El 
Niño”, Gestión, 3 de mayo de 2023. Disponible en: http://bitly.ws/KnUv.

6 ADEX. https://www.adexperu.org.pe/sector/agroexportaciones/.
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y Lo Vuolo, 1995). Este proceso se define por la paradójica re-
lación que emerge de la esfera de la macroeconomía, donde el 
sector de la agroexportación registra altos niveles de competi-
tividad, crecimiento y acumulación en el marco de un merca-
do global en expansión, en tensión con el ámbito de la micro-
economía, particularmente con el sistema de relaciones de 
trabajo, cuestionado por las condiciones laborales imperantes 
y las restricciones impuestas a la libertad sindical y negocia-
ción colectiva. La legitimidad de este modelo entró en crisis 
con el paro agrario, cuando miles de trabajadores de la agroin-
dustria emprendieron una huelga general en protesta contra la 
ampliación, por 10 años más, del régimen legal que establecía 
derechos reducidos para los trabajadores agrícolas, al tiempo 
que otorgaba beneficios tributarios a las empresas exportado-
ras. Esta protesta constituyó el mayor cuestionamiento frontal 
— desde su aprobación— al régimen agrario. Su difusión en 
medios y redes sociales favoreció el surgimiento de una masa 
crítica que no se reconocía en la “narrativa” empresarial a fa-
vor de una reducción de “costos laborales” como fuente de 
productividad y competitividad empresarial. La aparición de 
líderes sociales con un discurso crítico compartido facilitó el 
proceso de “liberación cognitiva” de los trabajadores agrícolas, 
que los llevó a emprender una acción colectiva en señal de 
protesta.

El otro lado de la moneda:  
empleo precario, vulnerabilidad social

Los primeros estudios sobre la situación laboral de los trabaja-
dores agroindustriales se remontan a fines de la década de 1990, 
cuando la agroexportación comenzaba a destacar y disputar a la 
industria textil-confecciones el liderazgo en el ranking de las 
ent. Pero fue en la primera década del 2000 cuando se multipli-
caron los estudios sobre el sector. El crecimiento acelerado de la 
producción, extensión y diversificación de los cultivos, volúmenes 
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de venta y divisas generadas puso los reflectores en una activi-
dad que “legitimaba” el modelo de libre mercado en un contexto 
de transición democrática. La forma que se adoptó para ello fue 
la suscripción de acuerdos bilaterales con algunos países (Esta-
dos Unidos) y bloques económicos (Unión Europea) con los que 
tenía vigentes convenios de cooperación interestatal que otorga-
ban preferencias arancelarias a las exportaciones peruanas (sien-
do el atpdea o el sgp los casos más conocidos).7 Desde 2007, el 
Perú ha firmado más de 20 acuerdos comerciales con similar 
número de países y foros económicos, siendo los más importan-
tes el Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos (sus-
crito en 2007), el acuerdo comercial con la Unión Europea 
(2009), con Canadá (2010) y China (2010). En los tres primeros 
casos se trata de acuerdos que incluyen compromisos y estánda-
res laborales y ambientales que los Estados están obligados a 
cumplir y promover para no incurrir en penalidades y sanciones 
comerciales, aunque su eficacia sea discutida en diversos foros 
(Canessa, 2017).

En este contexto, un conjunto de investigaciones de campo, 
donde se articulan esfuerzos conjuntos entre la academia, sindi-
catos y organizaciones no gubernamentales (Orellana, 2006), 
alertaron sobre el impacto de la agroindustria en el desarrollo 
social y ambiental en las zonas de producción, específicamente 
en materia de “trabajo decente” (oit, 1999). La evidencia reco-
gida pone de manifiesto una de las principales contradicciones 
del modelo global del agronegocio, expresada en la persistente 
desigualdad social y económica registrada en el sector (la otra 
está vinculada con el estrés hídrico en zonas desérticas, como 
Ica). Los niveles de desigualdad en el ámbito de la actividad 

7 Tanto la Ley de Preferencias Arancelarias Andinas (atpa por sus siglas 
en inglés) como la Ley de Promoción Comercial y Erradicación de la Droga 
(atpdea, por sus siglas en inglés) firmados con los Estados Unidos, como el 
“Régimen especial de estímulo del desarrollo sostenible y la gobernanza” (SGP 
Plus) suscrito con la Unión Europea, fueron los modelos de cooperación e in-
tercambio comercial que antecedieron a los posteriores tratados de libre co-
mercio suscritos con ambos países y bloques económicos.
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agroindustrial son resultado de un sistema de relaciones de tra-
bajo basado en la flexibilización extrema de las condiciones la-
borales y la prácticamente nula sindicalización.

Un informe publicado en 2006 por el Programa Laboral de 
Desarrollo (Plades), cuando la actividad agroindustrial había 
despegado y era considerada el motor de las ent, puso de mani-
fiesto el otro lado de la moneda: el escaso impulso al desarrollo 
local y a la reducción de la desigualdad social y económica a tra-
vés del trabajo decente. Un caso emblemático era, precisamente, 
el de Ica. En esa región el 80% de la PEA ocupada se dedicaba al 
trabajo agrícola y agroindustrial, sumando 38 500 trabajadores 
en el sector. Fue una época en la que se hablaba de “pleno em-
pleo” (por la baja tasa de desempleo abierto, alrededor del 3%), 
del “enverdecimiento” del desierto (por la ampliación del área 
productiva) y la introducción de nuevas tecnologías (riego tec-
nificado, procesamiento industrial de los productos).

No obstante, un problema detectado desde el inicio del boom 
fueron los bajos salarios percibidos en el sector. De acuerdo a la 
investigación de Plades, el 70% de los encuestados contaba con 
remuneraciones mensuales cercanas al salario mínimo estable-
cido legalmente. Así, para una mayoría de trabajadores del sec-
tor el ingreso obtenido no alcanzaba para cubrir el costo de una 
canasta básica familiar, situación que se agravó considerando 
que, de acuerdo a estadísticas oficiales, apenas 1.6 trabajadores 
contribuían al ingreso familiar, lo que los ubicaba por debajo de 
la línea de pobreza.

Un segundo aspecto es la relación formalidad, informalidad 
y vulnerabilidad laboral. Por esos años el 80.5% de los encuesta-
dos respondieron estar planilla, 81.4% firmar un contrato de tra-
bajo y 75.9% recibir copia de su boleta. Sin embargo, el 71.2% de 
los que firmaron contrato y emitían recibos no accedían a una 
copia de su contrato, mientras que el 80.7% no recibía sus bole-
tas de pago. De esta forma se invisibilizaba el vínculo contrac-
tual de los trabajadores con la empresa, haciéndolos más vulne-
rables a abusos diversos. En este contexto, el 30% manifestó haber 
sido objeto de discriminación por ser migrantes y/o mujeres. Al 
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momento de aplicar la encuesta no existían sindicatos, básica-
mente por temor a la represalia del despido (por la alta rotación 
laboral).

Otras aproximaciones confirman tendencias similares a las re-
gistradas por las primeras investigaciones. En primer lugar, la ex-
tendida flexibilización en las relaciones laborales devino en ines-
tabilidad y vulnerabilidad para el trabajador agrícola. Asimismo, 
se registró una mayor participación de mano de obra femenina en 
labores como la cosecha o el control de calidad del producto que 
demanda habilidades relacionadas con labores propias del sector 
agroindustrial (uso de tecnologías que privilegian habilidades 
motoras finas, destreza manual y meticulosidad asociada al traba-
jo femenino). Finalmente, se confirmó la ausencia de organiza-
ciones sindicales en el área estudiada, limitando la posibilidad de 
acceder a mejores condiciones de trabajo a través de la negocia-
ción colectiva (Córdova et al., 2010).

En la misma línea, la investigación hecha por la Asociación 
Aurora Vivar (2010) coincide en el escaso aporte de la agroin-
dustria de exportación al desarrollo social de las poblaciones y 
en el entorno ambiental del sector. La excesiva exposición a ries-
gos ocupacionales es otro rasgo reportado. Estas van desde pro-
blemas ergonómicos, excesiva exposición a químicos y a la ra-
diación solar, así como un alto riesgo de accidentes de trabajo, 
que ponen de manifiesto la vulnerabilidad inherente en la activi-
dad agroindustrial (Arroyo et al., 2005).

Ica y un desafío ineludible:  
el diálogo social y la sindicalización

Investigaciones más recientes dan cuenta de cambios y continui-
dades en el ámbito del trabajo agroindustrial. Por un lado, Arau-
jo (2021) estudió el impacto de la agroexportación en la Provin-
cia de Virú, en la costa norte. Tres son las tendencias que 
identifica: el crecimiento de la agroindustria tiene bases precarias 
que sólo atraen a los trabajadores más pobres, reproduciendo su 
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situación de vulnerabilidad intergeneracional; el crecimiento po-
blacional que acompañó a la expansión de la agroindustria des-
bordó los servicios y esquemas de protección social a nivel sub-
nacional (gobiernos locales); en este contexto, las familias tienen 
poca capacidad para desarrollarse y escapar del riesgo de caer en 
situación de pobreza (Araujo, 2021, pp. 50-54).

Otro estudio, realizado durante la pandemia, promovido por 
un espacio multiactor constituido en Ica, puso el foco en la si-
tuación actual de las condiciones laborales y su relación con las 
iniciativas de debida diligencia implementadas en la región 
(CCITI, Codehica y Perú Equidad, 2023). Entre los principales 
hallazgos están los de carácter demográfico. Si en los primeros 
años del boom agroindustrial el crecimiento acelerado de las 
áreas de cultivo y del número de empresas implicó una demanda 
importante de mano de obra, cubierta en gran medida por mi-
grantes estacionales provenientes de zonas alto andinas, en esta 
investigación la totalidad de encuestados indicó residir en la re-
gión. También manifestaron tener como única ocupación la ac-
tividad agroindustrial (88.3%). Se puede decir, en comparación a 
épocas precedentes, que para un sector de trabajadores de Ica la 
condición de asalariados agrarios pasó a convertirse en una acti-
vidad permanente o única fuente de ingresos.

Un segundo cambio identificado es que la casi totalidad de 
encuestados manifestó ocuparse en empresas consideradas “for-
males” (99.4%). Este no es un dato menor. Primero, porque re-
presenta un avance comparado con lo registrado en estudios 
anteriores, donde la informalidad laboral en el sector “formal” 
de empresas es significativa (20%). Es relevante, además, porque 
en el Perú el 50% de la PEA asalariada trabaja en empresas “in-
formales” y, por tanto, en condiciones de informalidad laboral, 
porcentaje que se incrementa al 80% en el caso de las pequeñas 
y micro empresas. Si bien la formalidad laboral en sí misma no 
implica necesariamente el acceso a condiciones de trabajo de-
cente, permite que los trabajadores cuenten con un vínculo con-
tractual que asegure el acceso a salud y seguridad previsional. 
En la misma línea, el acceso a agua potable (100%) y a enferme-
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rías en los centros de labores (95%) representan una novedad 
respecto de la etapa auroral de la agroexportación.

Ahora bien, lo que desde una perspectiva general puede ser 
leído como progresos o mejoras, al mismo tiempo alberga pun-
tos de opacidad en dos de los rasgos más cuestionados de la 
agroexportación peruana: la extendida inestabilidad laboral 
contractual, abrumadora en el sector, y vinculado a ello, la débil 
organización sindical en las principales regiones productoras.

Sobre el primer punto, el 93.7% de los encuestados contaba 
con contratos de trabajo a plazo fijo o temporales. De este gru-
po, 50% tenía contratos de tres meses, 41% contratos “regulares” 
(sic.) de un mes de duración, y 9% de seis meses de duración. 
Sólo un pequeño porcentaje (6%) reportó contratos a plazo in-
determinado.

Las implicaciones de esta situación están largamente docu-
mentadas en investigaciones académicas, en denuncias ante au-
toridades locales, en las quejas presentadas ante los órganos de 
control de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), así 
como a los puntos de contacto de los principales socios comer-
ciales del Perú (Estados Unidos y la Unión Europea). El uso ex-
tensivo de los contratos temporales de trabajo ejerce efectos per-
niciosos sobre las condiciones de trabajo que hacen posible la 
sindicalización y libertad sindical, como es la continuidad en el 
puesto de trabajo (estabilidad laboral). En ese sentido, resulta 
elocuente que ninguno de los 351 encuestados manifestara estar 
sindicalizado. Ello a pesar de que 13.7% indicó que sí le gustaría 
estarlo y que 9% reconocía la existencia de un sindicato en la 
empresa para la que trabajaba.

Las dificultades para formar sindicatos no sólo están vincula-
das con la precariedad del vínculo contractual.8 Se han reporta-

8 Son varios los factores que explicarían la decisión individual de formar 
parte o no de una organización sindical. Éstos pueden ser desde el apego a una 
tradición familiar, experiencias personales particulares, la cultura política de 
determinadas regiones, u otras motivaciones individuales o colectivas, como 
el ser víctima de un maltrato laboral. En cualquier caso, esta decisión se da 
bajo un contexto ideológico hegemónico en el que los modelos y proyectos de 
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do acciones de hostigamiento y amedrentamiento contra diri-
gentes sindicales alentados por algunas empresas. Ejemplos de 
ellos son la aparición de listas “negras” de trabajadores que lide-
ran asambleas, organizan sindicatos y reclaman derechos, que 
circulan entre las empresas para vetar el reclutamiento de perso-
nal “problemático”. O casos extremos como el ocurrido en el paro 
agrario de 2020, cuando un empresario agroindustrial amenazó 
con una ametralladora a los trabajadores que acataron la huelga 
en su fundo. Años antes, un exministro de Agricultura y recono-
cido empresario agroexportador “conminó” públicamente a las 
autoridades peruanas a levantar una huelga de estibadores a 
punta de balazos.

Este tipo de conductas pueden explicar por qué el 39% de los 
trabajadores encuestados reportó haber sido objeto o testigo de 
maltrato físico o verbal en su centro de labores. Estos abusos se-
rían ejercidos por los llamados “capataces” o “caporales”. Aun-
que este tipo de situaciones pueden repetirse con mayor fre-
cuencia en las empresas menos expuestas a la fiscalización y a 
auditorías externas, no deja de ser notoria la ausencia de un sis-
tema de relaciones laborales basado en el diálogo social y el re-
conocimiento mutuo de las partes.

Desigualdad salarial:  
el lado perverso de la ecuación

Una de las principales consecuencias de la ausencia de diálogo 
social y de negociaciones colectivas en la agroindustria es el es-
tancamiento de los niveles remunerativos y la desigualdad so-
cioeconómica que media entre las partes. De hecho, la evolución 
del salario promedio en la agroindustria sólo aumentó cuando, 

vida están “moldeados” por lógicas individualistas donde la acción colectiva 
no representa una opción conveniente, segura u oportuna para lograr metas 
personales. Bajo este esquema, la labor sindical ha sido estigmatizada durante 
años como radical, burocrática e ineficiente.
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desde el gobierno nacional, se decretaron incrementos a la re-
muneración mínima vital (Cuadros, 2020). Es en esas coyuntu-
ras que el salario agrícola cambia, siempre en la misma propor-
ción que el ajuste del salario básico, sin que existan otros 
mecanismos que favorezcan una mejor distribución del ingreso 
en el sector.

Con la nueva norma aprobada en enero de 2020 se mantiene 
el criterio de utilizar el salario mínimo vital como base del jornal 
agrícola, dejando al trabajador la alternativa de optar por la re-
muneración anual integral (RIA), que adiciona al ingreso básico 
una fracción correspondiente a la compensación por tiempos de 
servicios (9.7%) y de las dos gratificaciones semestrales (16.6%), 
que en la práctica significa el pago adelantado de sus beneficios 
sociales, incrementando “ficticiamente” los ingresos mensuales. 
Esta misma ley adiciona una bonificación extra no remunerativa 
denominada “Beta” (equivalente al 30% del salario básico), obte-
nida en el contexto del paro agrario.

En este contexto, 70% de los trabajadores encuestados repor-
tó ingresos mensuales ligeramente por debajo al costo de una 
canasta básica familiar. Por otro lado, 96% señaló destinar sus 
ingresos principalmente a la alimentación, 88% indicó combinar 
ese rubro con el pago de los servicios del hogar, 74% con gastos 
en educación y 66% con el alquiler de vivienda. Un 29% mencio-
nó destinar parte de sus ingresos al pago de préstamos o créditos 
bancarios. Sólo 27% incluyó gastos de “entretenimiento”.

Las desigualdades estructurales del ingreso agroindustrial 
son mayores cuando se analiza la variable sexo. Mientras que el 
58.7% de los encuestados hombres refirió ingresos semanales 
que oscilan entre S/326 y S/400, en el caso de las mujeres el 62% 
se ubicó en ese rango de ingresos. Sin embargo, el porcentaje de 
mujeres (26.4%) que indicó recibir ingresos semanales entre 
S/251 y S/325 (los más bajos en la escala remunerativa), supera al 
de los hombres (21.6%) con ingresos similares. Bastidas y Balbin 
(2011) recomiendan prestar especial atención a las desigualdades 
de género en un sector con una importante participación feme-
nina en la fuerza de trabajo.
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Resulta pertinente, por tanto, interrogarnos sobre cómo inci-
de el nivel de las remuneraciones en la condición de vulnerabili-
dad de la población ocupada en la agroindustria. Zegarra (2018) 
ha identificado que las tasas de pobreza en los distritos rurales se 
han mantenido estables (esto es, en proporciones similares) en 
aquellas regiones que experimentaron el boom agroindustrial. 
Con ello sugiere que el modelo agroexportador, tal como es im-
plementado en el Perú, encuentra serias dificultades para apor-
tar al desarrollo económico y social de los trabajadores agrícolas.

Otra relación problemática ocurre entre el nivel remunerati-
vo y el acceso a los servicios básicos. Por ejemplo, en el caso de 
acceso a saneamiento, se tiene que la falta de este servicio es ma-
yor en el intervalo de trabajadores con ingresos de hasta a S/550 
semanales. Situación similar se registra en el caso de acceso a la 
electricidad. El 16% de los encuestados indicó no contar con ese 
servicio, mientras que del 96% que reportó contar con un teléfo-
no celular propio, 62% no disponía de conectividad permanente.

Apogeo y crisis de un mito

La protesta social iniciada en Ica en diciembre de 2020 evidenció 
la latencia de un profundo descontento social de los trabajadores 
agroindustriales que llevaba años acumulado. Si bien el conflicto 
se originó con un móvil específico (relacionado con la ampliación 
de un régimen laboral considerado “injusto”, en una actividad 
considerada “exitosa”), este hecho puso en el centro de la discu-
sión el aporte real de la agroindustria al desarrollo social y am-
biental del país. Esta discusión adquirió relevancia en un contexto 
en que la población resentía aún el impacto de la crisis producida 
por el covid-19, particularmente la incapacidad estatal para brin-
dar protección social cuando más se requería.

En este capítulo hemos planteado que, aunque se registraron 
avances en las condiciones laborales en un conjunto de empre-
sas que comparten determinadas características (formalidad, 
conexión a los mercados internacionales, exposición a audito-
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rías externas), en términos generales persisten prácticas que re-
fuerzan la asimetría de poder en las relaciones de trabajo. Lle-
gando, en casos extremos, a conductas autoritarias que limitan 
el ejercicio de la libertad sindical y el derecho de los trabajadores 
a la negociación colectiva.

La débil presencia de sindicatos en el sector agroindustrial 
(en total no superan los 15) ha significado que la gran mayoría 
de trabajadores agroindustriales esté sujeto a los parámetros de 
productividad impuestos por sus empleadores, sin mayor inje-
rencia sobre su cálculo y definición. Hemos visto también, a par-
tir de las investigaciones realizadas en el “periodo de oro” de la 
agroexportación, que el nivel de ingresos promedio percibido en 
el sector reproduce las condiciones de vulnerabilidad y riesgo de 
caer en la pobreza monetaria. La escasa empleabilidad (por la 
falta de competencias ocupacionales) hacen de esta vulnerabili-
dad una condición permanente, dada la inestabilidad contrac-
tual a la que están expuestos y la limitada movilidad social que 
sus condiciones de trabajo les permiten.

Por eso, la protesta social de diciembre de 2020, más que una 
pugna distributiva, expresa el descontento general de la población 
frente al impacto limitado del modelo agroindustrial para procu-
rar bienestar y asegurar un futuro distinto. La aparición y consoli-
dación de decenas de empresas, la multiplicación de las áreas de 
cultivo, de los volúmenes de venta y de las utilidades, contrastan 
con los avances en materia de desarrollo. El aporte en puestos de 
trabajo generados contrasta con la condición de precariedad ines-
tabilidad, inseguridad y bajos ingresos que los caracteriza.

Sin embargo, aunque el móvil parece claro, es pertinente pre-
guntarse por el timing en que se desata el estallido social. ¿Por 
qué en ese momento? ¿Qué explica que este malestar frente al 
régimen laboral se expresara intempestivamente, y no antes, ha-
biendo transcurrido dos décadas de vigencia y aplicación?

Entre las posibles explicaciones está la “ventana de oportuni-
dad” que significó el contexto de crisis política que atravesó el 
Perú las semanas previas al paro agrario. Éste se desató a poco 
de haberse iniciado un accidentado proceso de transición en el 
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gobierno, tras varios días de protesta ciudadana y una represión 
desproporcionada de la policía. Una hipótesis es que la percep-
ción de “vacío de poder” pudo haber alentado la aparición de 
brotes disruptivos en la base de la sociedad.

Una segunda hipótesis plantearía que estamos ante un proce-
so colectivo de “liberación cognitiva”, surgido de la pérdida de 
legitimidad y credibilidad no sólo del modelo agroindustrial 
como fuente de desarrollo, sino del sistema político en su con-
junto. La narrativa alrededor de este mito se sustenta en los 
aportes de la agroexportación al desarrollo económico, ya sea 
por efecto de las divisas generadas por el comercio internacio-
nal, el cambio tecnológico en el sector o, sobre todo, la genera-
ción de empleo en las regiones productoras.

En el territorio, lejos de las cifras frías e impersonales de la 
estadística oficial, el “éxito” del modelo agroindustrial se expresa 
en una realidad distinta a la difundida en la propaganda oficial y 
empresarial. Lo que prima en las regiones es, por el contrario, 
una profusa concentración de la propiedad agrícola (en perjui-
cio de miles de productores sin acceso a la tierra); un importan-
te crecimiento empresarial subsidiado por el Estado a través de 
las políticas “promocionales” (acceso a obras de irrigación a bajo 
costo, trato tributario preferencial, depreciación adelantada) que 
no alcanzan a la pequeña agricultura; aportación reducida a la 
seguridad social (sin justificación técnica razonable); vulnera-
ción de derechos laborales fundamentales (libertad sindical, 
principalmente). A la dimensión social se suma el impacto am-
biental, expresado en el estrés hídrico reportado en algunas re-
giones como Ica, donde el uso intensivo de los pozos subterrá-
neos compromete el acceso al agua para consumo humano y la 
pequeña producción agrícola (Diakonia, CODEHICA y Swed-
watch, 2018). Estos elementos ponen en tela de juicio la sosteni-
bilidad de un modelo de crecimiento que es social y ambiental-
mente excluyente (en términos de gobernabilidad política, paz 
social, cuidado medioambiental, etc.), cuya viabilidad a futuro 
exige respuestas rápidas y concertadas por parte del poder pú-
blico, el empresariado y la sociedad civil organizada.
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CUBA, LA EQUIDAD SOCIAL EN TENSIÓN

Mayra Espina Prieto y  
Dayma Echevarría León

Introducción

Aproximadamente desde 2007 transcurre en Cuba el denomina-
do “proceso de actualización del modelo económico y social”,1 re-
forma que intenta el reflote económico a través del tránsito desde 
un socialismo estadocéntrico, hacia un modelo de planificación 
centralizada combinada con diversos grados de descentralización 
y regulación del mercado, mayor espacio para el sector privado y 
gestión pública con criterios de eficiencia y efectividad.

Evaluar el carácter regresivo o progresivo de los cambios en 
términos de su contribución a la superación de desigualdades, 
se revela como un eje imprescindible para la investigación social 
en Cuba hoy, por cuatro razones imperativas: la teoría del desa-
rrollo contemporánea reconoce la inclusión social como pilar 
del progreso; el socialismo cubano históricamente ha declarado 
la igualdad como una meta central; desde la década de 1990 la 
sociedad cubana experimenta un incremento de desigualdades y 
franjas de pobreza de muy difícil remoción (Zabala, Fundora 
y Echaverría, 2022); el país vive una profunda crisis económica y 
social, entre cuyos efectos se encuentra el debilitamiento de los 
espacios de amparo y los servicios sociales (Odriozola, 2021), lo 
que incrementa el deterioro de las condiciones de existencia de 
los grupos de menores ingresos y mayor vulnerabilidad.

1 Nombre oficial dado a los cambios liderados por el Partido Comunista 
de Cuba, cuya estrategia se aprobó en su VI Congreso y se refrendó y completó 
en el VII. Ver los documentos: Conceptualización del Modelo Económico y 
Social Cubano del Desarrollo Socialista (PCC, 2016a); Lineamientos de la Polí-
tica Económica y Social del Partido y la Revolución para el periodo 2016-2021 
(PCC, 2017); Bases del Plan Nacional de Desarrollo Económico y Social hasta 
2030. (PCC, 2016b).
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En esta lógica, el texto examina dos ángulos: el modelo de 
estructura social implícito en la reforma y su efecto de modifica-
ción sobre el cuadro socioestructural precedente.

La equidad en la reforma cubana

Observando la reforma desde su nivel estratégico —el enfoque 
general que guía las transformaciones— el primer elemento que 
destaca en términos del modelo socioestructural implícito es la 
centralidad de la equidad como horizonte de las políticas sociales. 
En etapas anteriores de la transición socialista el referente de las 
políticas sociales radicaba en la noción de igualdad (PCC, 1976 y 
1982). La reforma actual conserva dicha noción en calidad de 
principio del modelo de desarrollo socialista, pero operativa-
mente se decanta por la equidad y por superar desigualdades ex-
tremas o ilegítimas (PCC, 2016a).

Sostiene la preferencia por la equidad en los documentos 
programáticos una crítica al igualitarismo: se reconoce la legiti-
midad de desigualdades que provienen del trato equitativo no 
igualitarista y se enuncia como propósito de la política social 
que los servicios sociales sean prestados con calidad y sin iguali-
tarismo, a partir de los principios de equidad y justicia social. La 
equidad social es definida en referencia al equilibrio igualdad/
desigualdad a fin de disminuir brechas de desigualdades extre-
mas. La ilegitimidad de las desigualdades se asocia a diferencias 
que no provienen del principio de distribución según el trabajo 
aportado, la capacidad, el mérito por servicios prestados y el tra-
to equitativo no igualitarista (PCC, 2016a, cap. 4).

El texto constitucional de 2019 incluye la igualdad como prin-
cipio del disfrute de derechos y opta por la equidad en referencia 
a los fines del Estado, que debe promover un desarrollo sosteni-
ble que asegure la prosperidad individual y colectiva y mayores 
niveles de justicia social (Minjus, 2019, cap. 1, art. 13).

Un segundo elemento es el rediseño del sistema de propiedad. 
A diferencia del modelo socioestructural fomentado hasta la década 
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de 1980, basado en la propiedad estatal y en la tendencia política-
mente deseable de eliminación progresiva de cualquier otro tipo 
de propiedad sobre los medios de producción (PCC, 1982), se re-
conoce la necesidad de introducir formas no estatales de propie-
dad, en estatus de complemento, para ampliar opciones de em-
pleo e ingresos y facilitar la concentración del estado-propietario 
en actividades económicas de la mayor relevancia.

La Constitución reconoce diversos tipos de propiedad: socia-
lista de todo el pueblo, donde el Estado actúa en representación 
y beneficio de aquel; cooperativa, sustentada en el trabajo colec-
tivo de sus socios propietarios; de las organizaciones políticas y 
sociales; privada, ejercida sobre medios de producción por per-
sonas naturales o jurídicas cubanas o extranjeras; mixta, combi-
nación de dos o más formas de propiedad; de instituciones y 
asociaciones, sobre bienes para fines no lucrativos; personal, so-
bre bienes no productivos (art. 32).

Un tercer elemento es la descentralización de las políticas so-
ciales y activación de su escala local. Los lineamientos disponen 
descentralizar facultades, con énfasis en el municipio, consolidar 
un sistema de dirección de la economía con balance adecuado 
entre centralización y descentralización, planificación orientada 
al fortalecimiento de los territorios y a superar desproporciones 
entre ellos, con estrategias de desarrollo local y mayor autono-
mía institucional. Empresas y cooperativas pagarán un tributo 
territorial a la administración municipal donde operan.

La Constitución de 2019 reconoce al municipio como sociedad 
local organizada por la ley, unidad política-administrativa prima-
ria de la organización nacional, y le otorga autonomía y personali-
dad jurídica, ingresos propios y asignaciones del gobierno, para la 
función de satisfacer las necesidades locales e impulsar el desarro-
llo económico y social de su territorio (art. 168).

El cuarto elemento es la modificación del rol del Estado en la 
distribución, y del enfoque y el estilo de las políticas sociales.2 En 

2 El enfoque de una política social alude al ámbito de la conceptualización, 
al normativo y de los objetos y problemas sobre los cuales dichas políticas debe-
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virtud de la multiplicación de fuentes de empleo, el Estado deja 
de ser empleador y asegurador casi exclusivo de los ingresos de 
los trabajadores y de su seguridad social. La política social de la 
reforma otorga mayor peso al mercado y a los ingresos persona-
les y familiares en la redistribución, y propone eliminar subsi-
dios a productos y bienes para que el Estado se concentre en la 
atención a vulnerabilidades (PCC, 2016b; PCC, 2017).

El bienestar y la prosperidad de los ciudadanos se hace de-
pender de su condición de propietarios comunes, de los dere-
chos constitucionales, de los ingresos provenientes del trabajo y 
de la familia como sostén de sus miembros. Todo ello se com-
plementa con una aceptación (sin precedentes en etapas anterio-
res) de políticas públicas diferenciadas y focalizadas, como for-
ma adecuada para atender desigualdades ilegítimas. Como base 
de la focalización se identifican brechas, discriminaciones y vul-
nerabilidades prioritarias: las derivadas del color de la piel, gé-
nero, identidad de género, orientación sexual, origen territorial, 
discapacidad, creencia religiosa, edad, disparidad urbano-rural. 
Se definen también segmentos sociales específicos beneficiarios 
de estas prioridades: mujeres, adultos mayores, niños y jóvenes y 
personas con discapacidad (PCC, 2017).

La concepción de los/las receptores de política se mueve desde 
un sujeto universal, implícitamente homogéneo, hacia uno mixto, 
universal-focalizado, explícitamente heterogéneo, donde la consi-
deración de la diversidad de situaciones económicas, sociales, 
culturales, territoriales, de necesidades y demandas, debe consti-
tuir el punto de partida para la formulación de políticas sociales.

Es ostensible el corrimiento desde un enfoque integrador (polí-
ticas sociales generales para todos) de estilo universal (programas 
con poblaciones metas totales para el grupo de referencia, con in-
dependencia del nivel de ingresos de los beneficiarios, a partir del 
subsidio a productos y servicios), hacia un enfoque combinado in-
tegrador-territorializado de estilo universal-selectivo, que conserva 

rían actuar, y el estilo se refiere al campo de la aplicación, a los actores y técnicas 
de intervención sobre el cambio social.
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políticas y programas generales, pero introduce criterios de priori-
zación y focalización hacia vulnerabilidades y desventajas, lo que 
supone modificar la forma en que se asignan los recursos desde un 
universalismo crítico o sensible a la diversidad.

En términos de configuración de estructuras sociales, la es-
trategia de reforma predibuja un cuadro de elevada heterogenei-
dad y de distancias económicas crecientes entre los grupos so-
ciales. Este nuevo cuadro socioestructural, propio del socialismo 
multiactoral de economía mixta, es una respuesta a las fallas de 
sostenibilidad económica del proyecto social y a los excesos 
de estatalización en la garantía del acceso al bienestar, a la vez que 
constituye una contribución a la salida posible de la crisis que vive 
el país, por la vía de la disminución de gastos sociales y por la 
movilización de recursos de sujetos económicos no estatales y 
de la economía local.

Como fórmulas para gestionar ese escenario de heterogenei-
dad creciente, nuevas políticas sociales introducen instrumentos 
con alto potencial de fomento de inclusión social y superación 
de vulnerabilidades, a partir de la perspectiva de reparación y so-
lidaridad, el énfasis en la actuación de base territorial local y co-
munitaria, la autotransformación participativa, la movilización 
de recursos propios y las soluciones de proximidad.

Tres ejemplos ofrecen evidencia sobre la modificación sus-
tantiva del enfoque estratégico de la política social: el Programa 
de lucha contra el racismo y la discriminación racial (Mincult, 
2019), el Programa de transformación de comunidades vulnera-
bles (MTSS, 2022) y la Política para el Desarrollo Territorial Inte-
gral (MEP, 2019).

El primer ejemplo supera la interpretación del racismo restrin-
gida a herencia histórica instalada en las subjetividades y reconoce, 
por primera vez, como causas de desventajas asociadas a la raciali-
dad, la existencia de mecanismos estructurales de reproducción de 
exclusiones en el presente y los efectos fallidos de políticas que no 
logran superarlas. Desde este reconocimiento se formulan accio-
nes afirmativas, actuando al unísono con políticas de acceso a opor-
tunidades, de reconocimiento, de transformación y amparo.
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El segundo privilegia la intervención participativa sobre mi-
croespacios afectados por carencias múltiples: hábitat precario, 
barreras para el acceso a servicios sociales, desempleo, informa-
lidad. Opera a partir de un enfoque de vulnerabilidad, novedad 
para la política social cubana, entendido como la baja capacidad 
de una persona, hogar, grupo o comunidad para anticipar, lidiar, 
resistir y recuperarse del efecto de una amenaza (natural, econó-
mica, social, de salud), y para aprovechar las oportunidades, dis-
ponibles en distintos ámbitos socioeconómicos, para mejorar su 
situación de bienestar o impedir su deterioro. Desde esta visión 
se requieren acciones asistenciales, y, al mismo tiempo, dotar de 
activos a las personas en condición de vulnerabilidad para mo-
dificar la situación de partida y progresar.

El tercero identifica el territorio (el municipio, la provincia) 
como espacio de fomento de desarrollo que combina autonomía 
local con articulación entre niveles de gestión y sujetos econó-
micos, y prevé un lugar para las políticas y proyectos orientados 
a mejorar la situación de los grupos en desventaja, así como he-
rramientas participativas en la identificación de prioridades del 
desarrollo local.

Sin embargo, a más de 15 años de los primeros pasos de refor-
ma y a cuatro de aprobada la nueva Constitución, los avances de 
inclusión previstos se han visto frenados y revertidos por un 
complejo entramado de causas.

La crisis sanitaria de la covid-19, la política de bloqueo eco-
nómico de Estados Unidos y el entorno internacional crítico 
agudizan la restricción de recursos e inclinan a las autoridades 
hacia la implementación de medidas de emergencia, muchas ve-
ces carentes de visiones integrales y sistémicas. Se une a ello el 
difícil cambio de mentalidades en los operadores de políticas, 
entrampados en la inercia de las habituales prácticas sectoriales, 
centralistas, paternalistas.

El propio discurso estratégico contiene limitaciones que lace-
ran su potencial de inclusión y que, contrariamente a las intencio-
nes declaradas, fortalecen mecanismos estructurales que repro-
ducen desigualdades sociales. Entre las limitaciones más graves 
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puede señalarse la omisión de referencias a la situación de pobre-
za en que se encuentran amplios sectores poblacionales en el país. 
Si bien el concepto de pobreza acumula innumerables críticas, 
por su simplificación de las carencias y del bienestar al reducirlos 
a ingresos y consumo, en las circunstancias cubanas, en que los 
ingresos se han convertido en factor crítico del acceso al bienestar 
y del empobrecimiento (Anaya y García, 2021), desconocer esta 
variable supone subvalorar la gravedad de la situación real y sub 
identificar beneficiarios. La noción de vulnerabilidad no sustituye 
a la de pobreza, en todo caso serían complementarias.

En las políticas tomadas como ejemplo se percibe la ausencia 
de referencias a algunas de las concepciones avanzadas y con ma-
yores posibilidades de impacto para desmantelar mecanismos re-
productores de brechas de equidad, como los enfoques de matriz 
de desigualdad, interseccional y de ciclo de vida (cepal, 2020).

El lento ritmo de implementación de elementos de la arqui-
tectura institucional imprescindibles, como la ley de municipios 
y el otorgamiento de competencias a esa escala, así como la larga 
temporalidad de las metas (colocadas la mayoría en 2023, dejan-
do fuera a varias generaciones de sus posibles beneficios), la in-
definición de los presupuestos y sus fuentes, de los mecanismos 
de seguimiento y evaluación y la débil transparencia en su ejecu-
ción, predicen la baja efectividad esperable de tales políticas y el 
peligro de que sean absorbidas por los mecanismos reproducto-
res de inequidades.

Políticas de educación y empleo/salarios  
y desafíos para la equidad

Los mecanismos de funcionamiento de las políticas y programas 
sociales que introduce el “proceso de actualización” para regular 
la producción, distribución y redistribución de bienes tienen pi-
votes esenciales en la triada educación-empleo-salarios.

La educación ha sido, junto con la salud, una de las políticas so-
ciales que ha alcanzado excelentes resultados a lo largo del proceso 



140 mayra espina prieto y dayma echeverría león

revolucionario. Apostar por una educación universal y laica que 
contribuya a generar conocimientos como base del desarrollo, ha 
sido premisa en las diferentes etapas del proyecto socialista. Me-
dida por la acumulación de credenciales educativas, se ha consi-
derado uno de los canales de movilidad social más efectivo.

En Cuba, en la primera década de los años 2000 se promo-
vieron políticas de ampliación del acceso, que tuvieron efectos 
directos en la llegada a la educación superior de grupos rezaga-
dos de este canal de movilidad en décadas precedentes, lo que 
produjo un aumento de la proporción de negros y mulatos y de 
aquellos cuyos padres no eran profesionales o dirigentes (Mar-
tín y Leal, 2006).

Medidas adoptadas a finales de esta década detuvieron este 
efecto de inclusión y reforzaron los orígenes clasistas en el acce-
so a la educación superior: se priorizó el acceso al nivel técnico y 
profesional y se redujo la matrícula en todas las especialidades 
de nivel superior, especialmente en las ciencias sociales.

De forma general, los estudiantes de color de piel blanco es-
tuvieron sobrerrepresentados respecto a su grupo poblacional y 
los mestizos por debajo. Por sexo, predominan las mujeres, so-
brerrepresentadas respecto a su grupo etario, y los estudiantes 
hijos de padres universitarios y ocupados en actividades profe-
sionales o de dirección (Tejuca, Gutiérrez y García, 2015).

En la segunda década de este siglo, cambios en el procedi-
miento de ingreso a las modalidades de Cursos por Encuentro 
(CpE) y Educación a Distancia (EaDa) de nuevo ampliaron po-
sibilidades de acceso (Echevarría y Tejuca, 2017, p. 160). En el 
2020 se verificó un incremento de la matrícula a nivel de país, 
con un efecto favorable en la composición sociodemográfica de 
las modalidades CpE y EaD, aunque se mantuvieron accesos di-
ferenciados según modalidad de estudio, provincias y munici-
pios (Tejuca, 2021). Además, las modificaciones de acceso no 
fueron acompañadas de políticas que apoyaran la permanencia 
del estudiantado proveniente de grupos vulnerables, quienes 
muestran mayor propensión al abandono en los primeros años 
de universidad (Tejuca, 2023).
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El empleo constituye un eje central de estructuración social, 
en tanto mecanismo configurador de identidades y relaciones, en 
dependencia de la posición que se ocupe en el proceso de pro-
ducción, los roles ocupacionales y el acceso o no a recursos que 
empoderan. Este ha sido uno de los ámbitos de mayores trans-
formaciones dentro del proceso de reformas. Los cambios en la 
política de empleo se resumen en la ampliación del empleo en el 
sector no estatal y la reestructuración del aparato estatal, con el pro-
ceso de disponibilidad laboral asociado.

En 2021 se aprobó el Decreto Ley 46 sobre las micro, peque-
ñas y medianas empresas (mipymes) cuya implementación ha 
transformado con cierta radicalidad el escenario del empleo y 
de los sectores socioeconómicos que conviven en el contexto cu-
bano (Minjus, 2021).

El cuadro 1 muestra la sostenida tendencia al incremento de los 
grupos en el sector no estatal y confirma el cambio socioestructu-
ral presagiado por la reforma. Las estadísticas públicas sólo permi-
ten estas estimaciones gruesas e impiden distinguir entre emplea-
dos y propietarios, entre autónomos y asalariados, así como disponer 
de información sobre ingresos y consumo, para correlacionarlas 
con estas formaciones socioeconómicas, para un análisis de ventajas 
o desventajas en términos de acceso a bienestar material.

El perfil de las personas ocupadas es principalmente masculi-
no, entre 40-59 años, blanco, en correspondencia con su distribu-
ción a nivel de grupo etario. Predominan aquellos con nivel medio 
superior y medio, por lo que existe una fuerza de trabajo calificada, 
lo que contrasta en cierta medida con que la categoría ocupacional 
“Operarios” se ha mantenido creciendo y cubre el 43% del total.

Desde 2009 las mujeres constituyen la mayoría de las perso-
nas ocupadas con nivel superior (62% en 2021). Ellas se encuen-
tran principalmente en el empleo estatal presupuestado, com-
portamiento asociado a la división sexual del trabajo, pues en 
estas actividades hay una mayor proporción de aquellas “típica-
mente femeninas”, como salud y educación, donde además ellas 
son mayoría entre las graduadas. Por añadidura, no son los sec-
tores que reciben mejores salarios.
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En el sector privado, las personas ocupadas por cuenta pro-
pia han venido incrementándose de manera sostenida: pasaron 
de representar el 23% en 2007 hasta el 71% en 2021.

En el sector cooperativo, la principal novedad resulta la apro-
bación de Cooperativas no Agropecuarias (CnA), única modali-
dad que creció hasta 2017. Éstas provienen de diferentes fuentes: 
promovidas por el Estado en actividades de servicio (77%) y 
aquellas por voluntad de sus socios (Piñeiro, 2015). Aunque se 
observa un incremento sostenido de su peso dentro del sector 
cooperativo (los ocupados en la CnA pasaron de representar el 
1% del sector en 2013 al 3% en 2021), las mujeres representan me-
nos de la tercera parte de sus ocupados.

Estas cooperativas muestran algunos logros: aumento de la 
productividad y la eficiencia, incremento de los ingresos de sus 
trabajadores, contribución al desarrollo local. Sin embargo, en-
frentan numerosos desafíos: exceso de trabas en el proceso de 
aprobaciones, dificultades para acceder a materia prima y tecnolo-
gía, insuficiente educación cooperativa, asesoría y acompañamiento, 
inexistencia de instituciones de fomento, control y representación 
(Piñeiro, 2015; Piñeiro y Ojeda, 2017). En 2017 comenzó un proceso 
de revisión de las CnA que desencadenó la paralización de nuevas 
aprobaciones y un perfeccionamiento de las ya existentes. En 2021 
se reabren las aprobaciones y se verifica la existencia de 426 CnA 
en el país, con mayor presencia en La Habana, Artemisa y Matan-
zas. Se dedican en lo fundamental al comercio, reparación de 
efectos personales y a hoteles y restaurantes (ONEI, 2022).

El cooperativismo agropecuario, representado por las Unida-
des Básicas de Producción Cooperativas (UBPC) y las Cooperati-
vas de Producción Agropecuaria (CPA) disminuye en cantidad 
de unidades y las Cooperativas de Créditos y Servicios (CCS), 
luego de una ligera disminución, tienden a estabilizarse.

Los cambios en la gestión de la tierra, con la ampliación del 
usufructo gratuito e indefinido, han modificado también la es-
tructura sociocupacional del medio rural. Probablemente esta 
sea la transformación estructural más importante en este ámbito 
luego del drástico cambio producido por el cierre de numerosas 
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centrales azucareras a principios de los años 2000 (Abreu, Íñi-
guez y Pérez, 2015; Plasencia, 2017).

Estas modificaciones, unidas a procesos propios de transfor-
mación de las CPA y las CCS, han contribuido en gran medida a la 
diversificación de actores que gestionan la tierra en la actualidad. 
Como resultado, junto a los tenentes de tierra, asociados en CCS, a 
los aportadores iniciales y socios de las CPA, a los cooperativistas 
de las UBPC, aparecen nuevos usufructuarios,3 propietarios usu-
fructuarios,4 trabajadores asalariados y familiares (Leyva, 2018).

3 La categoría de usufructuarios incluye a quienes solicitaron tierra en usu-
fructo — gratuito — por alguno de los DL que se implementaron desde 2007: DL 
259, 300 y 312. Dada esta condición pueden poner en explotación la tierra, pero 
no son propietarios. Tiene una duración de 20 años, prorrogable. Estas per-
sonas deben asociarse a una de las cooperativas de la zona donde esté situado 
su tierra y con la cual establecen contratos de producción, comercialización y 
prestación de servicios. Según la investigación citada, los usufructuarios aso-
ciados a las CPA por el Decreto Ley 300, casi cuadriplicaron su presencia: de 743 
en 2011 hasta 2 708 en 2015. En las CCS en igual periodo ocurrió una disminu-
ción: pasaron de 150 091 a 137 244.

4 La categoría propietarios usufructuarios incluye a quienes tienen tierra en 
propiedad y además solicitaron y les fue concedido el usufructo de otras tierras.

Cuadro 1. Cuba. Estructura de la ocupación en la economía 
nacional por sector de propiedad, años seleccionados (%) 

Concepto Años

1988 1996 2000 2011 2021

Trabajadores estatales 94 81 78 77 68

Cooperativas agropecuarias 
y no agropecuarias

2 11 9 4 21

Campesinado privado 3 5 9 11 9

Sector privado nacional 
(Mipymes y trabajadores 
autónomos)

1 3 4 8 13

Fuente: elaboración de las autoras a partir de onei Anuario Estadístico de 
Cuba 1998, 2002, 2013 y 2022.
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Esta heterogeneidad de formas de empleo se expresa también 
en una elevada diversidad de ingresos, asociados o no al trabajo. 
Este es uno de los canales clásicos para desarrollar u obstaculizar 
procesos de movilidad. En Cuba, hasta la década de 1990, el sala-
rio constituía la principal fuente de acceso a los ingresos y por 
tanto, al bienestar (Domínguez, 2006). Diferentes medidas sala-
riales se han aplicado desde 2007, en la búsqueda de aumentar la 
eficiencia y la productividad. En julio de 2019 se aumentó alrede-
dor de un 68% los salarios en el sector estatal presupuestado. Sin 
embargo, la Tarea Ordenamiento —programa de unificación mo-
netaria y cambiaria, corrección de precios relativos en las perso-
nas jurídicas y eliminación de subsidios excesivos y gratuidades 
indebidas, aplicado en 2021— ha sido el proceso de mayor impac-
to en los salarios y los ingresos, como se observa en la gráfica 1.

En 2021 el fondo salarial se incrementó en casi cinco veces y las 
pensiones de seguridad social entre cuatro y cinco veces. Los 
montos dedicados a la asistencia social también se incrementaron.

Tal aumento se implementó como condición necesaria para 
afrontar el incremento de precios derivados del proceso inflacio-
nario previsto. Sin embargo, en el balance final se observa un 
deterioro del salario real, el cual ha continuado cayendo por la 
alta inflación, la escasez de oferta, los costos y los precios eleva-
dos de productos de primera necesidad. Un indicador proxy 

Gráfica 1. Cuba. Salario medio nominal mensual en entidades 
estatales y mixtas, 2011-2021

Fuente: onei (2022), Serie Estadística Empleo y Salarios.
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para estimar el deterioro del salario real es el Índice de Precios al 
Consumidor (IPC), que muestra un incremento sostenido y en 
abril de 2023 alcanzó el 45.36% respecto a igual fecha del año an-
terior, sin que se hayan modificado los salarios y las pensiones.

La des-salarización de los ingresos individuales5 y familiares 
se relaciona además con el aumento de las remesas a nivel de 
hogar, en frecuencia y monto.6 La flexibilización de la política 
migratoria ha favorecido la ampliación de las acciones de movi-
lidad internacional de la población cubana, con los posibles in-
gresos económicos a ella asociados. Por otra parte, la compleji-
dad de los efectos de los cambios en los ingresos requiere un 
análisis del valor del salario como satisfactor de la vida cotidia-
na. Anaya y García (2019) llaman la atención sobre el incremen-
to del costo de la canasta básica alimenticia en Cuba entre 2006, 
2011 y 2016, teniendo como referente el consumo de calorías re-
comendado por la Organización Mundial de la Salud y el regis-
trado por la ONEI y que coincide con los hábitos alimenticios de 
la población cubana. En el último año analizado, una familia de 
tres personas necesitaría un ingreso equivalente a tres salarios 
medios de ese año (740 pesos) o 10 salarios mínimos (225 CUP) 
para cubrir los requerimientos mínimos.

El índice de Gini pasó de 0.25 a finales de 1980, a valores en 
torno a 0.40 y 0.45 durante la crisis de los años 1990, y los cálcu-
los más recientes estiman que estos valores no se han reducido 
(Rodríguez, 2015).

Los cambios descritos están atravesados por nuevos arreglos 
entre el Estado, el mercado y las familias. El primero sale de for-

5 José Luis Rodríguez (2015) estimó que, en los últimos 30 años, los salarios 
nominales redujeron su peso dentro de los ingresos: de 80% en la década de 
1980 hasta 46% en los últimos años.

6 Se estima que en 2015 las remesas se situaron entre los 2 500 y 3 500 millo-
nes de dólares. Estas constituyen la principal fuente para la satisfacción de las 
necesidades de consumo e inversión privada del país (Triana, 2017); sin embar-
go, las restricciones adoptadas por el gobierno de Donald Trump y la pandemia 
trajeron una contracción de su monto que en 2021 se estimó en alrededor del 
30-40% de los 3 500 millones estimados en 2019 (Hidalgo y Triana, 2022).
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ma relativa en su rol de proveedor de empleos y servicios direc-
tos e indirectos de consumo, compartiendo o transfiriendo esta 
responsabilidad a actores privados y cooperativos. En este nuevo 
orden, mecanismos de mercado tanto en el plano laboral como 
en otros espacios se hacen más visibles. Las familias constituyen 
la variable de ajuste, la que debe desarrollar estrategias de inser-
ción en el mercado laboral para sus integrantes y suplir servicios 
que antes eran proporcionados por el Estado.

Cuadro socioestructural  
y estado de la desigualdad

Nuestra identificación de componentes socioestructurales asu-
me la centralidad de las relaciones clasistas (propiedad, lugar en 
la producción) y sus derivaciones (ingresos, bienestar, consumo) 
como núcleo de configuración de estructuras sociales, y parte 
del supuesto de que el proceso de reforma en curso acentúa el 
peso de esos factores y fortalece tendencias de heterogeneiza-
ción iniciadas en los años 1990. Ello sigue dos rutas de cambio: 
multiplicación de capas sociales y fragmentación interior de los 
componentes clasistas precedentes. Se infiere el siguiente cuadro 
socioestructural en configuración en la reforma cubana actual:

• Clase obrera: trabajadores asalariados en empleos de conte-
nido productivo, en la propiedad estatal, cooperativa, mixta 
o privada.

• Pequeña burguesía urbana: grupos de propietarios de mi-
cro, pequeños y medianos negocios privados, en régimen de 
economía de mercado, que emplean fuerza de trabajo adi-
cional y son ellos mismos trabajadores de sus negocios.

• Pequeña burguesía rural: campesinos privados o en coope-
rativas de crédito y servicios (no corporativizan propiedad); 
dueños de minindustrias de transformación de alimentos, 
productores de ganado menor o ceba de ganado, interme-
diarios y comercializadores de producción agropecuaria.
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• Cooperativistas: agropecuarios y en actividades no agrope-
cuarias.

• Trabajadores autoempleados: propietarios de medios de 
producción, se emplean a sí mismos y, eventualmente, fuer-
za familiar.

• Rentistas y beneficiarios de remesas: sus ingresos funda-
mentales no implican trabajo propio en alguna proporción.

• Capa de empleados administrativos y técnicos: trabajadores 
asalariados en empleos de contenido técnico intelectual ru-
tinario, sin alta exigencia de calificación, en la propiedad 
estatal, cooperativa, mixta o privada.

• Capa de intelectuales, artistas y especialistas: trabajadores 
asalariados o independientes, en empleos de contenido téc-
nico con alta exigencia de calificación y/o intelectual creati-
vo, vinculados a la propiedad estatal, cooperativa, mixta o 
privada o autoempleados o independientes.

• Capa de directivos, funcionarios y gerentes: trabajadores 
asalariados en tareas de dirección administrativa y gerencial.

Dentro de cada una de estas categorías se abren diversos ni-
veles de ingresos, desde ricos hasta grupos en situación de po-
breza. Estudios cualitativos en curso identificaron cuatro capas 
por ingresos y satisfacción de necesidades básicas bien configu-
radas en la sociedad cubana:7

• Capas medias, caracterizadas por ingresos altos (para la 
media nacional) estables, autonomía para satisfacer necesi-
dades básicas en relación con las políticas públicas, consu-
mo superior, satisfactores de mayor calidad, aspiraciones 
que rebasan necesidades básicas. Capacidad de ahorro, pre-
visión de riesgos. Resiliencia y ganancias en la crisis. Con-

7 Evidencias producidas por dos estudios cualitativos en curso: “Pandemia 
2020-21: cambios en la estructura y la movilidad social en Cuba”, colaboración 
de las autoras con Gabriel Vignoli (The New School, Nueva York), y “Vida co-
tidiana y entorno intersubjetivo crisis covid y pos covid”, con Daybel Pañellas 
(Facultad de Psicología, Universidad de La Habana).
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formadas por propietarios, socios y una parte de empleados 
en mipymes; autoempleo, cooperativas, empresas mixtas y 
grupos con acceso al sector internacional.

• Sectores de ingresos medio bajos (ingresos y activos aproxi-
madamente dos veces por encima de la línea de necesidades 
básicas). Medianamente vulnerables, baja autonomía de 
elección de satisfactores, dependencia alta de los servicios 
públicos. Integrada por trabajadores del sector presupuesta-
do estatal, así como en empresas estatales con pobres des-
empeños económicos.

• Grupos en situación de pobreza (en los alrededores de la lí-
nea). No datos públicos oficiales. Alta vulnerabilidad y muy 
alta dependencia de la esfera pública. Muy baja autonomía 
de decisión de satisfactores. Preferentemente personas jubi-
ladas o empleadas en ocupaciones de menor categoría ocu-
pacional — obreros agrícolas o industriales, personal de lim-
pieza en sector presupuestado y de baja productividad —.

• Población en situación de pobreza multidimensional 
(50 000 personas, aproximadamente 0.45% de la población 
cubana, cifra oficial según el último informe voluntario de 
Cuba sobre avance ODS). Altísima vulnerabilidad. Nula au-
tonomía de elección de satisfactores.

Esta lectura está atravesada de forma interseccional por una 
mirada de género, etaria, de raza y territorio, que le añade nue-
vas especificidades a lo descrito. El perfil sociodemográfica de 
las personas que componen las capas medias y de altos ingresos 
es fundamentalmente hombres blancos, que viven y/o se desem-
peñan en polos turísticos o cercanos a ellos, entre 30 y 60 años, 
con fuerte inserción en circuitos internacionales. En el extremo 
inferior, es alta la probabilidad de encontrar población no blan-
ca, mujeres de zonas rurales o urbanas deprimidas y con personas 
dependientes a su cargo, migrantes en asentamientos precarios y 
trabajadores rurales para trabajar en picos de cosecha, ancianos 
y ancianas viviendo solos y sin apoyo familiar.
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Conclusiones. Desafíos de equidad  
en la reforma cubana

Una evaluación cualitativa ex ante de la dimensión programáti-
ca-estratégica de la reforma presagiaba un alto potencial para la 
reducción de las desigualdades y las vulnerabilidades y el impul-
so a corrientes de movilidad social ascendente para los grupos 
en desventaja.

Este potencial se concentra en la aplicación del enfoque de 
equidad como principio rector de las políticas sociales, la supe-
ración del igualitarismo homogenista, la diversificación de fuen-
tes de empleo e ingresos, el balance universalidad-focalización, 
el protagonismo de la escala local, la orientación hacia la diver-
sidad de necesidades y demandas y hacia la atención prioritaria 
de desventajas sociales.

Sin embargo, a partir de los procesos de ensanchamiento de 
las desigualdades y las desventajas, empíricamente comproba-
bles, que acompañan la reforma y la crisis en Cuba, se concluye 
que las potencialidades de inclusión se ven lastradas por tres 
factores: operan con diagnósticos por debajo de la situación real, 
conservan enfoques y herramientas de baja capacidad para crear 
corrientes sostenidas de movilidad ascendente para los grupos 
en desventajas e identifican metas de muy larga temporalidad y 
financiamiento impreciso.

El cuadro socioestructural resultante alerta de un ensancha-
miento de las brechas de equidad y de la resistencia de la pobreza 
que las nuevas políticas sociales parecen subvalorar. La posibili-
dad de interrumpir la reproducción y trasmisión generacional de 
las desigualdades y las desventajas depende sustantivamente de la 
articulación de una política de fomento económico que dote de 
sostenibilidad a la política social, y de la capacidad de esta últi-
ma para identificar con realismo las precariedades y sus causas, 
actuar al unísono sobre el plano micro y macro social y con un 
repertorio múltiple de herramientas: asistencia, dotación de acti-
vos (incluyendo fórmulas financieras para grupos pobres como 
subsidios, microcréditos, cooperativas de financiamiento), prio-
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ridad de accesos (discriminación afirmativa), servicios locales y 
un espectro de prácticas participativas de promoción de equi-
dad, ajustado a la diversidad real de situaciones concretas.
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DESTINOS EN JUEGO. MEDIACIONES  
EN EL PROCESO DE INTEGRACIÓN-DESAFILIACIÓN  
SOCIAL DE JÓVENES EN BARRIOS ESTIGMATIZADOS

Fabiana Espíndola

Introducción

La ciudad latinoamericana se caracteriza históricamente por sus 
altos índices de desigualdad socioeconómica y segregación resi-
dencial. Para muchas personas, la vida cotidiana transcurre al 
margen del empleo formal y de la planificación urbana. En la 
región más urbanizada del mundo, grandes proporciones pobla-
cionales habitan lo que se ha denominado genéricamente como 
“zonas periféricas”. Más altos aún son los porcentajes de niñas, 
niños, adolescentes y jóvenes que crecen en las zonas y barrios 
con peores indicadores socio-económicos y culturales. Son, mu-
chas veces, descendientes de los antaño pobladores rurales, que 
llegaron a las ciudades con la “promesa” de la modernización y 
que, buscando un “lugar” en la ciudad, se asentaron en “cante-
griles”, “villas miseria”, “favelas”, “callampas”, “tugurios”: homó-
logas denominaciones para referir a lugares habitados por per-
sonas de escasos recursos que, en procura de una vivienda, 
conforman asentamientos en la ciudad o fueron re-alojados.

La preocupación por los efectos de vivir en contextos barria-
les con altos niveles de pobreza y segregación residencial fue ob-
jeto de muchos estudios empíricos, particularmente centrados en 
sus efectos negativos. Pero poco se sabe acerca de los mecanis-
mos por los que operan dichos efectos, explicativos de las dife-
rencias empíricamente observables en los resultados sociales entre 
los jóvenes. Small y Newman señalan que la pregunta no resuelta 
sobre los efectos del barrio es ¿cómo funcionan? (2001: 30). Que-
da pendiente precisar, antes, cuáles son específicamente esos efec-
tos y cuál su importancia relativa (Brooks-Gunn et al., 1997).
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En este trabajo nos proponemos comprender cuáles son las 
mediaciones por las que el contexto habitado incide en lo que 
denominamos como proceso de integración-desafiliación social 
(I-D), para conocer cómo opera ese tan mentado “efecto barrio”, 
y analizar si efectivamente acontece un proceso de desintegración 
social desde ámbitos barriales de relegación social que conduci-
rían inexorablemente a trayectorias de desafiliación y fractura 
social. Por ello, la estrategia metodológica es predominantemen-
te cualitativa, desarrollándose un trabajo de corte etnográfico 
en dos barrios que se constituyen como “paradigma empírico” 
(Elías y Scotson, 1994).

A partir de un estudio situado en barrios fuertemente estig-
matizados y con desiguales niveles de carencias materiales de 
Montevideo, capital del Uruguay, esclarecemos el vínculo entre 
los procesos de segregación residencial e I-D. Mediante la elabo-
ración de una tipología constructiva, observamos cuatro tipos 
resultantes en el proceso I-D que llamamos de integración lo-
grada (ILO), integración anhelada (IAN), desafiliación resistida 
(DER) y desafiliación consumada (DCO). Estos resultados nos 
orientan a rechazar la hipótesis acerca de un efecto mecánico de 
la segregación residencial en el proceso I-D. Evidenciamos que 
no hay determinación mecánica de los “destinos” de las expe-
riencias biográficas, para lo cual desarrollamos un modelo teóri-
co que, por una parte, subraya la relevancia de cuatro dimensio-
nes constitutivas de la integración social: educación, trabajo, 
respeto de normas básicas de convivencia y participación en 
grupos sociales, y de considerar tanto un plano material como 
uno simbólico en cada dimensión. Por otra parte, la elaboración 
teórica supone plantear las mediaciones relevantes por las que el 
barrio incide en el proceso I-D: las características de la comuni-
dad barrial, del grupo de pares, de las relaciones de familia, el 
vínculo con instituciones y la agencia de los sujetos.

Desde la década de 1990, Montevideo registra un aumento 
importante y sostenido de la segregación residencial, con una 
creciente concentración de población de bajos recursos en espa-
cios homogéneos: aumenta la homogeneidad intra-barrio y crece 
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la heterogeneidad inter-barrios (Kaztman, 1999; Macadar et al., 
2002). Focalizamos el estudio en jóvenes, buscando conocer si 
entre ellos haber nacido y crecido en contextos de relegación so-
cial supone la elaboración de un nuevo imaginario que plantea 
una ruptura con las claves de integración social tradicionales, 
particularmente con la idea de integración vía el logro educati-
vo, la integración al trabajo (concebido como empleo seguro, es-
table), y el derecho al ejercicio ciudadano. ¿Acontece un proceso 
de desintegración social desde los ámbitos de relegación — con-
textos barriales con fuerte concentración de desventajas socia-
les —? ¿Cómo acontece tal proceso?

En el primer apartado planteamos la pertinencia del trabajo 
y la lógica investigativa desarrollada. Seguidamente propone-
mos un modelo analítico para el análisis de las mediaciones y 
planteamos los ejes considerados relevantes. Analizamos luego 
cómo funciona la comunidad barrial entre aquellos jóvenes que 
se ubican en las situaciones polares en el continuo I-D, enten-
diendo que abocarnos al análisis de los “extremos” permite una 
comprensión más acabada del objeto.

De la investigación situada  
y sus contextos situacionales

Durante poco más de la primera mitad del siglo xx Uruguay se 
distinguió en el contexto latinoamericano por sus bajos niveles 
de pobreza y de desigualdad social. Montevideo, su ciudad capi-
tal, era considerada como un caso ejemplar de “mezcla social”. A 
diferencia de lo que ocurría en otras ciudades de América Latina 
(como Bogotá, Ciudad de México, São Paulo o Santiago de Chi-
le), se constataba una distribución relativamente heterogénea de 
personas de distintos estratos sociales en el territorio (Por-
tes, 1990; Kaztman, 1997).

Con la crisis económica que dio inicio a mediados de 1950, el 
giro desarrollista de carácter liberal que comenzó a gestarse ha-
cia 1970, la fractura política evidenciada en el proceso dictatorial 
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(1973-1985) y la destrucción definitiva del viejo modelo de desa-
rrollo que se consolidó a inicios de la década de 1990, se modifi-
can radicalmente la morfología laboral y la geografía urbana. 
Para el periodo intercensal 1996-2004 se observa la consolida-
ción del proceso de conurbanización signada por la asimetría 
territorial, que configura “barrios expulsores” y “barrios recep-
tores” de población (Kaztman y Retamoso, 2009), caracteriza-
dos los últimos por tener mayores proporciones de niños, mayor 
presencia de hogares pobres, de viviendas ubicadas en asenta-
mientos irregulares y de personas económicamente activas con 
bajas calificaciones. A su vez, sigue en aumento la heterogenei-
dad inter-barrios y la homogeneidad intra-barrio.

A inicios del presente siglo “la igualdad parecía posible” (Pé-
rez-Sáinz, 2021) para un conjunto de países de la región que vivie-
ron la “ola progresista”; en Uruguay se logró, por ejemplo, redu-
cir la desigualdad económica. No obstante, aumentó la desigualdad 
educativa y de la segregación por educación. El efecto negativo 
de la segregación se expresa en la concentración espacial de zo-
nas con altas necesidades básicas insatisfechas, bajos niveles 
educativos y altos guarismos de niños, niñas y adolescentes. 
También, como señala Álvarez-Rivadulla (2021, p. 30), “en la 
concentración territorial de barrios con problemas de violencia 
correlacionados espacialmente con alta pobreza y falta de opor-
tunidades”. La vida en algunos barrios del Área Metropolitana de 
Montevideo está signada por la conjunción de violencia cotidiana 
y violencia estructural, y en los casos más extremos, es una vida 
que se paga, precisamente, con la vida (Tenenbaum et al. 2021).

La lógica de investigación supuso la selección de dos escena-
rios barriales que permitieran observar las formas en que los jó-
venes habitan y significan sus experiencias biográficas, en un 
contraste entre jóvenes residentes en un enclave de pobreza es-
tructural y jóvenes residentes en un contexto popular más hete-
rogéneo; seleccionamos así los barrios de Casavalle y El Cerro.

Casavalle es históricamente el barrio montevideano peor po-
sicionado respecto de los indicadores de pobreza, niveles educa-
tivos y de la homogeneidad de las condiciones de privación de  
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sus habitantes. Caracterizado como “zona roja”, esto es, peligro-
sa, es considerado el barrio más inseguro de la capital uruguaya 
(Boggliaccini, 2005). A inicios del siglo XX Casavalle era una 
zona semi-rural con chacras y quintas, muchas de ellas en terre-
nos inundables. La zona se fue poblando producto de la migra-
ción campo-ciudad y, posteriormente, como consecuencia de 
planes estatales de desalojo de población pobre y en gran parte 
afrodescendiente, de zonas céntricas de la ciudad. A partir de la 
década de 1950, el desarrollo de la política de barrios de emer-
gencia para sectores sociales oprimidos mostraba relaciones de 
homología con otras políticas de vivienda implementadas en 
América Latina. Para el caso montevideano, la investigación de 
Bolaña (2018) evidencia cómo en algunos lugares como Casava-
lle dichos planes tuvieron expresiones muy concretas en con-
juntos habitacionales cuya construcción nunca fue finalizada 
conforme a lo planeado, o que fueron concebidos como solucio-
nes transitorias. Sin embargo, estos conjuntos habitacionales 
son, probablemente, los lugares más poblados y emblemáticos 
de una zona que se siguió poblando vía construcción de vivien-
das precarias, subdivisión de viviendas originales y ocupación 
de terrenos.

Figura 1. Modelo analítico

Situación de integración - Desafiliación social
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El Cerro, por su parte, fue poblado por migrantes que llegaban 
en su mayoría desde Europa escapando de los conflictos bélicos y 
la situación de escasez. El deterioro de las condiciones socioeco-
nómicas nacionales a partir de 1950 tuvo especiales repercusiones 
allí, por la crisis del mercado de carnes y la consiguiente depre-
sión de la actividad industrial. Durante la segunda mitad del siglo 
XX, los cerrenses vivieron un progresivo deterioro de su situación, 
agravada fundamentalmente a partir de 1970 por el cierre defini-
tivo de los frigoríficos que constituían la principal fuente de tra-
bajo local. Al menos a partir de 1985, los cerrenses registraron 
mayores niveles de carencias materiales y de desempleo y meno-
res logros educativos que los observados para el conjunto monte-
videano. El barrio tiene una fuerte identidad vinculada tradicio-
nalmente a la industria saladeril y más tarde frigorífica; luego del 
desmantelamiento de la actividad industrial que le caracterizaba 
han reabierto algunas iniciativas fabriles. Un criterio adicional 
para la selección del Cerro obedeció a que se trata de un barrio 
con centralidad en la vida política y cultural montevideana.

A partir del trabajo etnográfico en ambos barrios, realizamos 
más de media centena de entrevistas con jóvenes, de las que se-
leccionamos 46 para el análisis. También entrevistamos a fami-
liares de algunos jóvenes, vecinos y trabajadores en los territo-
rios (de organizaciones sociales, religiosas, de instituciones 
educativas y de salud); realizamos distintos recorridos y obser-
vaciones, y participamos de actividades zonales.

Ejes para el análisis de las mediaciones  
en las trayectorias de I-D

Con base en discusiones teóricas e investigaciones empíricas 
previas y en el análisis de los relatos de vida de los jóvenes, selec-
cionamos cinco ejes analíticos que nos permiten examinar las 
implicancias del “efecto barrio” en el “resultado” del proceso I-D: 
la comunidad barrial, el grupo de pares, las relaciones de fami-
lia, el relacionamiento institucional y la agencia de los sujetos. 
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Proponemos un modelo analítico para examinar cómo operan 
dichas mediaciones en el proceso I-D, el significado que los jó-
venes les atribuyen, y cómo dialogan con éstas (figura 1).

La comunidad barrial

Como señalan Small y Newman (2001), lo que se hace en el ba-
rrio y el tiempo que sus habitantes pasan dentro y fuera de éste 
es un elemento a menudo soslayado, aunque de fundamental 
consideración en los análisis que pretenden dar cuenta de los 
efectos barriales en los resultados, oportunidades y limitantes 
del desarrollo vital. Ahondamos en las rutinas de los jóvenes y 
discernimos en tres aspectos. Primero: la temporalidad de la ex-
periencia biográfica del joven en la zona; cómo es el entorno in-
mediato en donde ha pasado la mayor parte de su infancia y 
adolescencia; cuándo, desde dónde y por qué motivos llegó su 
familia al barrio. Segundo, los significados atribuidos al habitar 
en el barrio. Analizamos los sentimientos y experiencias de dis-
criminación y/o estigmatización que los jóvenes atribuyen a su 
procedencia barrial, identificamos eventuales ventajas y princi-
pales problemas que visualizan respecto a la vida en el barrio, y 
las estrategias que desarrollan en relación con los sentimientos y 
experiencias identificados. Tercero, el uso del espacio público 
que hacen en su barrio y cómo reflexionan acerca de éste: ¿cuáles 
son los lugares más frecuentados y qué actividades desarrollan 
allí? ¿En qué medida la experiencia biográfica queda mayor-
mente contenida dentro de los límites del barrio? ¿El uso fre-
cuente del espacio público barrial supone la participación en 
una “cultura de la calle”? (Whyte, 1993; Saraví, 2004).

El grupo de pares

Ámbito de interacción entre pequeños grupos con base en la 
cercanía social y geográfica, el “grupo de pares” ha sido conside-
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rado clave en la conformación de identidades por las que los jó-
venes se identifican y distinguen de “otros”; tiene además capaci-
dad de potencializar o inhibir las oportunidades de participación 
en instituciones de distinto orden.

Indagamos en tres aspectos. Primero, la continuidad o rup-
tura con el grupo de pares originario: ¿la procedencia del gru-
po de pares es barrial o se diversifican las relaciones, produ-
ciéndose una ampliación, sustitución o ruptura respecto del 
grupo original? Segundo, los lugares, tipos de encuentro, ruti-
nas y actividades desarrolladas: ¿qué hacen los jóvenes cuando 
se reúnen con sus pares?, ¿cuáles son los valores que atraen y 
cuáles generan rechazo?, ¿cómo eligen a sus amigos? Tercero, 
las identificaciones y auto-definiciones de “nosotros”, y distin-
ciones de “otros” (Hoggart, 2009): ¿de qué manera los jóvenes 
elaboran una imagen de sí mismos y en qué medida ésta puede 
incidir en el proceso I-D? ¿Quiénes son “ellos”, los “otros”, dife-
rentes, aquellos a quienes perciben distantes? ¿Hay un orgullo 
del nosotros contrapuesto al ellos? Abrimos la mirada a las for-
mas en que los jóvenes se perciben a sí mismos y a sus pares 
para conocer si experimentan una “identidad deteriorada” 
(Goffman, 1990).

Las relaciones de familia

La importancia explicativa de la familia en la orientación de las 
lógicas de acción que subyacen a las experiencias biográficas 
diferenciales de los jóvenes es conjeturada con base en investi-
gación empírica antecedente, que muestra que la familia juega 
un lugar clave en la transmisión de valores, en las proyecciones 
y expectativas de futuro (Paugam 2012; Mora y de Oliveira, 
2022). Procuramos identificar si la familia de origen se consti-
tuye como factor de protección o como factor de riesgo (Furlong 
et al., 2003).

Consideramos características de la composición del hogar 
de origen y del tipo de relacionamiento familiar predominante 
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durante la infancia y adolescencia. Resulta clave ahondar en las 
formas de convivencia y relacionamiento intrafamiliar. Priori-
zamos tres aspectos. Primero, las estrategias familiares orienta-
das a apoyar la experiencia biográfica del joven, durante la in-
fancia y adolescencia en el ámbito educativo y durante la 
juventud en el laboral. Segundo, la experiencia familiar de situa-
ciones de violencia que han pautado predominantemente el re-
lacionamiento en la familia de origen de los jóvenes. Tercero, los 
modelos negativos de rol, siendo que el joven ha convivido o tie-
ne en su entorno inmediato la experiencia de familiares que de-
linquen o han delinquido.

El vínculo con las instituciones

El relacionamiento que los jóvenes desarrollan con las institu-
ciones puede inhibir o potenciar la “trayectoria” hacia uno u 
otro polo del proceso I-D. Observamos los apoyos instituciona-
les a los que los jóvenes recurren o han recurrido. ¿Cuáles son 
las relaciones que los jóvenes establecen con distintas institucio-
nes sociales? Interesa discernir las trayectorias institucionales 
distinguiendo qué y cómo: tanto el tipo de institución(es) con 
la(s) que el joven desarrolla un vínculo predominante como la 
naturaleza del vínculo institucional. ¿Los lazos institucionales 
tienen lugar mayormente en torno a instituciones educativas o 
laborales, o predomina un vínculo con instituciones de protec-
ción o asociadas al control del respeto de la normatividad social 
(sistema de protección social, sistema judicial, policial, peniten-
ciario)? El tipo de institución con la que un joven se vincula ma-
yormente ofrece información valiosa cuando observamos cuáles 
son las causas que habilitan dicho vínculo, y las condiciones en 
que se despliega.

Finalmente, indagamos en el sentido de pertenencia ciuda-
dana, atendiendo a aquellas situaciones en donde se registra 
“desinterés ciudadano”: ni relatos ni prácticas dan cuenta de al-
gún interés por conocer, opinar o ejercer derechos.
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El principio de agencia

La perspectiva del curso de vida contribuye a otorgar centrali-
dad al contexto y la temporalidad (Elder y O’Rand, 1995), y a la 
interrelación entre estos y la capacidad de agencia. Según el 
principio de la agencia los individuos construyen sus propios 
cursos de vida a través de acciones y elecciones que toman den-
tro de oportunidades y constreñimientos de las circunstancias 
históricas y sociales; así, tienen capacidad de incidir en sus re-
sultados personales y sociales (Elder, 1994).

Ahora bien, las oportunidades y restricciones en las que los 
jóvenes se hallan situados constituyen condicionantes para el 
despliegue de la agencia: los individuos son “sujetos actuantes”, 
pero también “actores enclasados”, por lo que es preciso enfati-
zar la noción de “agencia limitada” (Evans 2002): ¿cómo se posi-
cionan y gestionan los riesgos que se presentan a lo largo de sus 
trayectorias biográficas? Indagamos el tipo de agencia (habitual, 
proyectiva o pragmática-evaluativa siguiendo a Emirbayer y 
Mische, 1998) que ha predominado en las experiencias, procu-
rando identificar “puntos de inflexión” o cambios contextuales 
que pudieran haber favorecido modificaciones.

Situaciones de integración lograda  
y de desafiliación consumada

Tipos construidos1

Con base en el análisis del material recabado en el trabajo de 
campo, construimos cuatro tipos empíricos que denominamos 
como integración lograda (ILO), integración anhelada (IAN), de-
safiliación resistida (DER) y desafiliación consumada (DCO).

1 La fundamentación teórico-metodológica que sustenta esta tipología 
puede consultarse en Espíndola (2013).
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Llamamos ILO al tipo conformado por aquellas situaciones 
que se caracterizan por reunir predominio de logro y de adhe-
sión al menos en las dimensiones educación, trabajo y normas 
básicas de convivencia. Los jóvenes que integran este tipo tienen 
una valoración positiva de los canales tradicionales de integra-
ción social. Como rasgos comunes a todos ellos, el plano factual 
y el plano simbólico aparecen reforzándose mutuamente en sus 
aspectos positivos.2

El tipo IAN queda conformado por aquellos jóvenes que com-
parten valoración positiva en educación, trabajo, normas básicas 
de convivencia y participación en grupos sociales, aunque su si-
tuación fáctica es endeble: registran ausencia de logro en al me-
nos dos dimensiones (o en una, cuando dicha ausencia es regis-
trada en la dimensión educativa o en la laboral). El IAN representa 
una situación de integración social intermedia, donde los logros 
obtenidos son inferiores a las aspiraciones y expectativas.3

Con el rótulo DER concebimos el tipo que conjuga aquellas 
situaciones en las que al menos en educación y/o en trabajo se 
registra ausencia de logro y/o ausencia de adhesión, pero sigue 
habiendo adhesión y respeto de las normas básicas de conviven-
cia social. El DER ilustra la situación de integración social débil, 
que podríamos referir también como de “desafiliación social”.4

Finalmente, en el DCO además de no registrarse predominio 
ni de logro ni de adhesión, tampoco se registra normas básicas 
de convivencia, porque no se las valora y/o porque efectivamen-
te se las transgrede. Representa el extremo de la desafiliación, 
esto es, una situación de “fractura social” en la que se registra 
transgresión.5 Se trata de jóvenes que —de acuerdo a los crite-

2 Tipo elaborado con base en 20 casos, 8 correspondientes a Casavalle y 
12 al Cerro.

3 Tipo elaborado con base en 10 casos, 6 correspondientes a Casavalle y 4 
al Cerro.

4 Tipo construido con base en ocho casos, cinco correspondientes a Ca-
savalle y tres al Cerro.

5 Tipo elaborado con base en ocho casos, seis correspondientes a Casavalle 
y dos al Cerro.
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Cuadro 1. Manifestaciones de las mediaciones  
en los tipos polares, según barrio

integraCión 
lograda

desaFiliaCión 
Consumada

Casavalle Cerro Casavalle Cerro

Comunidad 
barrial

Discriminación 

por barrio
× ∆ ∆ ∆

Uso frecuente 

del espacio 

público

ø … ■ ■

gruPo de Pares

Procedencia 

barrial
ø Ø ■ ■

Encuentros en 

barrio
ø Ø ■ ∆

"Nosotros" 

deteriorado
ø Ø ■ ∆

relaCiones de 
Familia

"Familias 

mono-

parentales"

× … ■ ■

Violencias … … ■ ■
Familiares 

cercanos en 

conflicto con 

NS

ø Ø ■ ■

relaCionamiento 
instituCional

Vínculo de 

"asistido"
ø … × ø

No 

predominan 

educación ni 

trabajo

ø Ø × ∆

Desinterés 

ciudadano
ø Ø × ■

tiPo de agenCia Predomina 

“dimensión 

iterativa”

ø Ø × ■

Fuente: elaboración propia
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rios que especificamos para la construcción de nuestra tipolo-
gía— registran conductas de transgresión social y/o las valoran 
favorablemente.

En suma, los tipos intermedios se caracterizan por las tensio-
nes entre las distintas dimensiones de análisis y el plano material 
y simbólico. En el tipo IAN, la adhesión en la dimensión educati-
va y/o laboral se halla en tensión con la ausencia de logro mate-
rial en dichas dimensiones. Por su parte, el tipo DER se caracteri-
za por ausencia de adhesión y/o logro, pero mantiene el respeto 
por normas básicas de convivencia. Esto último ya no está pre-
sente en el tipo ubicado en el polo de desafiliación social, el DCO. 
En el polo opuesto, el tipo ILO está caracterizado por adhesión y 
logro en las cuatro dimensiones.

El cuadro 1 sintetiza los resultados del análisis de algunos in-
dicadores seleccionados de las mediaciones entre los jóvenes ca-
savallenses y entre los cerrenses.

La “comunidad barrial”:  
espacio limitante vs. espacio habitado

Mostramos cómo las distintas mediaciones se acoplan en el cur-
so de vida de los jóvenes e inciden de manera diferenciada en el 
resultado del proceso de I-D. Para ello, concentramos el análisis 
en las situaciones “polares” de integración lograda y de desafilia-
ción consumada. Para cada tipo polar las mediaciones operan en 
sentidos muy distintos e incluso a veces contrastantes. Señalamos 
aquí los mecanismos más salientes que contribuyen mayormente 
al avance en la comprensión de cómo opera el “efecto barrio”.

Los jóvenes que componen el tipo ILO son quienes han resi-
dido más tiempo fuera de los contextos barriales considerados. 
Para la mayoría es necesario desplegar estrategias diversas para 
afrontar la vida cotidiana en el barrio. Encontramos al respecto 
importantes diferencias según contexto barrial. Entre los ca-
savallenses, el barrio es concebido como desventaja a la que 
es necesario hacer frente cotidianamente. Para ello es necesario 
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“salir” del barrio, lo que hacen diariamente. Desde muy tempra-
na edad, sus vidas transcurren fuera de los límites del entorno 
barrial. Se trata de jóvenes cuyas familias llegaron al barrio con 
la motivación de una vivienda económica “propia” y se instala-
ron en zonas que aún eran poco pobladas. La expectativa relati-
va al lugar de residencia está fuertemente marcada en la salida 
del barrio, lo cual resulta muy difícil. El barrio “está bravo”, seña-
la Tatiana, y agrega que “es una tranza salir de ahí, para todo, 
para estudiar, para poder pasear o disfrutar algo de la ciudad... 
cuesta salir, la gente se va quedando y hace su vida ahí”.

Los cerrenses comparten la opinión de que su barrio ha que-
dado relegado en el desarrollo de la ciudad. Pero a diferencia de 
los casavallenses, las características geográficas del lugar, la his-
toria barrial y la sociabilidad entre vecinos hacen una diferencia 
radical: mientras los casavallenses se quieren ir, los cerrenses se 
quieren quedar. El uso del espacio público barrial en este grupo 
es poco frecuente. Únicamente una minoría utiliza el espacio 
público de su barrio para reunirse con amigos, o más en general, 
como lugar de esparcimiento. Entre los casavallenses en cambio, 
ninguno frecuenta el espacio público barrial. Aquí, claramente 
ha habido una elección por evitar hacer uso de dichos espacios. 
Destaca además en este grupo una escasa vinculación con sus 
vecinos. Carmen, habitante de la zona más deprimida de Ca-
savalle desde que tenía año y medio, cuenta que aunque conoce 
a todos sus vecinos, no se vincula con nadie, que ya no frecuenta a 
quienes fueron sus amigas en la escuela primaria, y precisa: “no 
me meto con nadie ni quiero que nadie se meta conmigo.”

Bien contrastante es la experiencia de quienes integran el 
tipo de DCO, ya que desarrollan su vida cotidiana casi exclusiva-
mente en el entorno barrial. Esto no parece ser problema ni 
motiva quejas en estos jóvenes, que prefieren moverse en “su” 
territorio. La salida del barrio es, por lo general, vivida con ner-
viosismo y por ello estos jóvenes procuran evitarla. Entre los jó-
venes de ambos barrios observamos esta actitud de retraimiento 
ante la ciudad, que contrasta con el uso que realizan de los espa-
cios públicos del barrio. Se trata de jóvenes que se sienten a gusto 
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en sus comunidades, en donde, por lo general, son conocidos 
por sus vecinos, con quienes tienen relaciones de distinta índole, 
unas veces colaborativas, otras de confrontación; en todo caso, 
la constante es evitar la “salida”. La vida cotidiana se desarrolla 
predominantemente dentro de los límites del entorno barrial, lo 
que no parece ser problema ni es motivo de queja para estos jó-
venes, que prefieren moverse en “su” territorio. Álvaro, un joven 
cerrense cuenta: “Yo no salgo de acá, si salgo me pierdo. A veces 
voy acá, al muelle, a ver a los pescadores... Acá me encanta. Me 
gusta la zona, es tranquilo, y ahora que me enganché con la pes-
ca, yo no me muevo de acá”.

También respecto de las experiencias de discriminación, re-
gistramos contraste entre los jóvenes de ambos tipos polares. La 
mayoría de los jóvenes que integran el ILO relatan experiencias 
de discriminación personalmente vividas, además de situacio-
nes de discriminación experimentadas por familiares o amigos. 
Forman parte de una realidad común conocida y compartida, y 
suscita toda una serie de estrategias para afrontarlas. Este fenó-
meno aparece como resultado de un proceso de estigmatización 
del barrio en su conjunto, alimentado fuertemente por los me-
dios masivos de comunicación, que asocian a toda la zona con la 
carencia, no sólo material, sino de valores. En el imaginario so-
cial, Casavalle y el Cerro aparecen como “barrios pobres” y, ade-
más, “de delincuentes”.

La procedencia barrial pareciera influir de manera diferen-
cial por género. Para la mayoría de las mujeres, “el barrio” es vi-
vido como una carga que es necesario sortear, en tanto que para 
la mayor parte de los varones no parece implicar connotaciones 
negativas. Aunque predomina una sensación de saberse señala-
do por el lugar de residencia, ello no parece afectar mayormente 
lo que el tránsito por la ciudad implica. Todo lo contrario, estos 
jóvenes buscan promover su integración maximizando y diver-
sificando los contactos en otros lugares. Entre los cerrenses, la 
discriminación vivida se circunscribe en general a intercambios 
en el espacio educativo o laboral, y las reacciones ante dichas ex-
periencias denotan molestia e indignación. Pero además, traducen 



168 fabiana espíndola

disconformidad con algo que entienden no debiera ser así. Si los 
cerrenses dicen haber experimentado experiencias de discrimi-
nación, éstas son afrontadas mediante estrategias defensivas de 
“protección por identificación”: aunque desde una mirada exter-
na el barrio es “inseguro”, para los cerrenses no lo es más que 
otros barrios de la ciudad. Lejos de ser un problema, la proce-
dencia barrial es afirmada.

A diferencia de lo ocurrido en la mayor parte de las conver-
saciones entabladas con los jóvenes ubicados en situaciones más 
favorables en el proceso I-D, en donde el tema de la discrimina-
ción surge a partir de los relatos de los jóvenes, entre los jóvenes 
del tipo DCO es necesario explicitar y ejemplificar qué es lo que 
queremos saber. Por ejemplo, le contamos a Luis que varios jó-
venes nos han relatado que, buscando trabajo, sistemáticamente 
no son considerados para los puestos disponibles por su perte-
nencia barrial. “¿Discriminado cómo?” nos pregunta, “No, no, 
nunca”, responde.

El barrio condiciona en forma importante las posibilidades 
de conseguir trabajo. ¿De qué forma éste se yergue como sujeto 
social que marca una exclusión binaria y los deja fuera del mer-
cado de trabajo? Los jóvenes de Casavalle cuentan que en las 
solicitudes de búsqueda de empleo que llenan, cuando se les 
pregunta dónde viven, ya saben que no los van a llamar. “Capaz 
que era por eso que no me llaman de los trabajos, ¿o no?”, pien-
sa en voz alta Luis. En cambio, ninguno de los jóvenes cerrenses 
relata experiencias similares, ni considera que es probable que 
les suceda.

Pese a las dificultades que los jóvenes de Casavalle identifican 
como derivadas del lugar de residencia y del escaso equipamien-
to disponible en el espacio público, el barrio habitado se consti-
tuye como un territorio que les brinda seguridad en sus movi-
mientos cotidianos. Un lugar del que no quieren irse.“Me gusta 
el barrio, no sé qué es lo que me puede gustar, pero me gusta”, 
cuenta Lucía. La plaza y la esquina del pasaje del complejo habi-
tacional son lugares frecuentados por los jóvenes. Apreciamos 
aquí un comportamiento diferenciado de acuerdo al género: las 



destinos en juego 169

dos mujeres, ambas madres, utilizan el espacio público barrial 
casi exclusivamente con sus hijos: a la salida de los niños de la 
escuela es frecuente verlas acompañándolos en la plaza. Entre 
los varones, la mitad frecuentan algunos lugares del barrio —la 
cancha de fútbol, algunas esquinas específicas— en pequeños 
grupos, y la otra mitad prefieren “andar solos”.

En síntesis, entre los jóvenes en situación de desafiliación 
consumada la vida cotidiana se ha desarrollado, desde la infan-
cia, en el entorno barrial, siendo muy esporádicas las salidas del 
barrio. Tanto los cerrenses como los casavallenses utilizan coti-
dianamente los espacios públicos del barrio (plazas y esquinas); 
la zona habitada es el lugar donde estos jóvenes se sienten segu-
ros y cómodos. La salida del barrio se restringe a actividades 
puntuales en las que deben trasladarse generalmente, al centro 
de la ciudad. Así, parecen evitar la exposición a ser estigmatiza-
dos y a vivir situaciones de discriminación, por lo que sostene-
mos que utilizan estrategias de “protección por evitación”.

Consideraciones finales

La relación segregación residencial-integración social dista de 
ser directa y requiere ser analítica y empíricamente discutida. 
Aunque los trabajos abocados al estudio de la segregación resi-
dencial comparten el uso de amplios y sofisticados recursos es-
tadísticos que permiten medir su nivel, su evolución y sus efec-
tos negativos, infieren a partir de ello un efecto de igual signo en 
“la integración social” que queda desprovisto de definición y asi-
dero. Comprobar que en los barrios más pobres y con menor 
diferenciación socio-económica interna hay, en promedio, me-
nores niveles de logro educativo o mayor proporción de hogares 
con jefatura femenina, no nos permite concluir que se trata de 
contextos que favorecen la desafiliación social.

El carácter cualitativo de este estudio avanza en la compren-
sión de cómo se producen los efectos negativos constatados por 
investigaciones antecedentes, al tiempo que permite precisar y 
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discutir algunas consecuencias que estas anunciaran como “efec-
to segregación”, en particular, la incapacidad del sujeto de ser 
agente activo ante sus circunstancias. También, permiten acotar 
la importancia asignada a la composición familiar. En un amplio 
estudio con jóvenes residentes en distintas ciudades mexicanas, 
Mora y de Oliveira (2022) encuentran también que el amparo 
afectivo y las relaciones solidarias y armoniosas en las unidades 
domésticas fomentan la autoconfianza y la autoestima necesa-
rias para posicionarse de mejor manera ante los obstáculos del 
contexto espacio-temporal.

El modelo analítico aquí propuesto puede replicarse en otros 
contextos urbanos que también, y lamentablemente, condensan 
en algunos territorios marcas de las desigualdades persistentes. 
En un análisis regional acerca de cómo las dinámicas de desem-
poderamiento de quienes habitan orillando nuestras sociedades 
pueden conducir a una desafiliación social extrema y a la violen-
cia como “respuesta temida”, Pérez Sáinz (2019) retoma crítica-
mente los ejes propuestos para el análisis de las mediaciones 
(Espíndola, 2013). Y reintroduce la relevancia de procesos de 
afirmación identitaria alternativos a las clásicas vías de integra-
ción social: el consumismo, el resentimiento y la alternancia en-
tre lo legal y lo legítimo.

Concluimos este trabajo enfatizando que la incidencia de las 
mediaciones no es uniforme ni casual; tampoco lo es la imbrica-
ción entre estos procesos, pudiendo establecerse a grandes ras-
gos cierto patrón de acuerdo al tipo construido. Además, no 
siempre dichas mediaciones tienen una influencia común, ni ac-
túan en la misma dirección. Por ejemplo, en ciertas situaciones 
un relacionamiento familiar pautado por ausencias o violencias 
se concatena con un refugio en el grupo de pares que refuerza 
un distanciamiento del sujeto del interés por continuar sus estu-
dios u obtener un trabajo que le permita desarrollar sus aptitu-
des. En otros casos, ante un relacionamiento familiar homólogo, 
se observa la búsqueda del joven por revertir sus condiciones 
adversas procurando vínculos interpersonales y/o instituciona-
les que favorecen una continuidad educativa, una inserción la-
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boral que lo desafía a seguir desarrollando sus aptitudes, un in-
terés por lo que acontece en lo político-social, un respeto por las 
normas sociales que regulan la convivencia.

Entre los jóvenes que componen el tipo de integración lo-
grada, los lazos intra-barrio son escasos y escasamente cultiva-
dos, procurándose desde edades tempranas el relacionamiento 
fuera del barrio. Hallamos aquí una diferencia clave que habili-
tó la mirada comparada. Los casavallenses tienen una fuerte ex-
pectativa depositada en mudarse fuera de los límites barriales. 
Al igual que entre los cerrenses, la vida cotidiana ha transcurri-
do fuera del barrio, pero a diferencia de estos, el ocultamiento 
del lugar de residencia ha sido una estrategia fundamental. En-
tre los cerrenses, en cambio, hay una afirmación de la identi-
dad, y si la vida fuera del barrio también es necesaria como es-
trategia laboral, no por ello la expectativa se orienta a la salida 
del barrio.

Aunque la imbricación causal no es determinista, puede de-
cirse que la segregación residencial favorece procesos de acumu-
lación de desventajas sociales. Afirmamos la existencia de un 
“efecto segregación” que pesa sobre los habitantes de contextos 
barriales segregados: el estigma territorial de peligrosidad del 
barrio, que se constituye como una marca que se traslada de ma-
nera automática hacia sus habitantes. Lo que en términos esta-
dísticos se ha denominado como “falacia ecológica” aparece 
como un rasgo imperante en el estigma territorial. De la consi-
deración de peligrosidad del barrio se produce un salto lógico 
que confiere, a quienes residen en él, el mote de “personas peli-
grosas”. Con consecuencias negativas para la construcción de 
sociedades más igualitarias y justas, y claro está, para el desarro-
llo del ejercicio pleno de derechos. Esperamos que las ciencias 
sociales puedan renovar y afinar miradas analíticas, contrastar 
estudios empíricos que dialoguen y contribuyan, desde los ám-
bitos que estén a su alcance, a desmontar estereotipos y prácticas 
discriminatorias y a favorecer la construcción de esos otros “des-
tinos” que los que marca el dedo acusador. Porque los “destinos” 
están en juego.
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PREFERENCIAS IMPOSITIVAS Y DESIGUALDAD SOCIAL.  
ACTITUDES HACIA LOS IMPUESTOS PROGRESIVOS 
EN ARGENTINA Y AMÉRICA LATINA1

Gonzalo Assusa y Gabriela Benza

Introducción

El devenir de las sociedades de América Latina pone permanen-
temente en evidencia las limitaciones de la teoría de la elección 
racional para explicar la vida social realmente existente. Siendo 
la región más desigual del mundo, a priori existirían mayores in-
centivos instrumentales para que las grandes mayorías de la po-
blación demanden políticas progresivas que graven la extrema 
concentración de la riqueza y promuevan una distribución más 
igualitaria de los recursos económicos. Sin embargo, en nuestra 
región los impuestos tienen un muy bajo impacto redistributivo 
y el ordenamiento de la opinión pública presenta distribuciones 
poco o nada lineales desde la óptica de la estructura social.

En la primera parte de este siglo, durante el llamado “giro a la 
izquierda”, tanto los debates como las iniciativas políticas en tor-
no a la desigualdad en la región estuvieron concentrados en la 
dinámica del mercado laboral y en el crecimiento de la cobertu-
ra social de la población, particularmente a partir de transferen-
cias condicionadas de ingresos y pensiones no contributivas. En 
contraste, las reformas impositivas estuvieron entre las grandes 
ausencias del periodo (Benza y Kessler, 2021). Sin duda esto fun-
cionó como condición de posibilidad para que, incluso en un 

1 Este capítulo contó con el apoyo del proyecto PISAC COVID-19-00085 
“Programa de Investigación Regional Comparativa (PIRC): Cambios recientes 
en la estructura social argentina: trabajo, ingresos y desigualdad social en tiem-
pos de pandemia y postpandemia” y el proyecto PIBBA-CONICET “‘¡Yo pago mis 
impuestos!’ Prácticas tributarias, justicia distributiva y desigualdad social en la 
Argentina contemporánea”. Además, agradecemos las observaciones de Pauli-
na Santa Cruz sobre el borrador de este texto.



178 gonzalo assusa y gabriela benza

contexto de mejora generalizada de los indicadores sociales y 
distributivos, las élites económicas latinoamericanas hayan con-
tinuado acumulando y concentrando riquezas, sin ver afectada 
su capacidad de apropiación y acaparamiento del excedente (Pé-
rez Sáinz, 2016). A pesar de que en algunos países existieron ini-
ciativas para modificar impuestos (como el de la herencia) o 
para gravar a sectores de la economía con ganancia extraordina-
ria (como la exportación de productos primarios), estas y otras 
políticas afines fueron resistidas no solamente por las corpora-
ciones empresarias, sino también por buena parte de la opinión 
pública.

El contexto de la pandemia del virus covid-19 y la crisis que 
desató parecieron abrir una nueva oportunidad para incorporar 
la discusión sobre los sistemas impositivos en el centro de la 
agenda distributiva de la región. Algunos países presentaron ini-
ciativas en esta línea y sancionaron gravámenes extraordinarios 
a la riqueza y las grandes fortunas (Kessler et al., 2022). Sin em-
bargo, superado el marco de excepcionalidad, los posiciona-
mientos políticos tradicionales en materia impositiva se recom-
pusieron, y en la coyuntura actual incluso reina un clima de 
cierta restauración conservadora en clave redistributiva.

El interrogante se repite: ¿no sería esperable que la progresi-
vidad fiscal contara con amplios apoyos en la población latinoa-
mericana, particularmente entre sus sectores populares? Como 
sabemos, la transparencia perceptual de la estructura social no 
es tal para la ciudadanía. La traducción de posiciones de clase 
social y de indicadores de desigualdad en percepciones y de-
mandas de igualdad es siempre imperfecta. De hecho, incluso 
con mecanismos como el impuesto a las rentas personales en 
Argentina (comúnmente denominado “impuesto a las ganan-
cias”), existe desde hace años una gran oposición liderada por 
el movimiento obrero organizado, a pesar de que este impuesto 
no grava a las grandes mayorías como sí lo hacen los impuestos 
al consumo (Corral y Wyczykier, 2020). Las dificultades para 
avanzar políticamente con este tipo de medidas no han sido so-
lamente de correlación de fuerzas de los gobiernos con volun-
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tad para hacerlo, sino también para construir consensos y bases 
de legitimación más amplias sobre la bondad colectiva de estas 
políticas.

Retomando la expresión de Roberts (2002), las sociedades la-
tinoamericanas por momentos parecen vivir una desigualdad 
“sin clases”, cuyo imaginario define sujetos colectivos desdibuja-
dos y fragmentados, un proceso que sin dudas pesa en la confi-
guración de las disputas distributivas contemporáneas. En otras 
palabras, podemos decir que la expectativa de encontrar una co-
rrelación fuerte entre posición de clase y preferencias redistribu-
tivas en general, e impositivas en particular, se ve frecuentemente 
frustrada en América Latina, una región a todas luces paradojal. 
El actual avance de las derechas libertarias en la arena electoral 
ha corrido tanto el debate como las significaciones sociales, lo-
grando instalar por momentos una percepción colectiva de los 
impuestos casi como una forma de “robo” estatal.

El presente capítulo no pretende resolver este conjunto de 
problemas ni responder cada una de estas preguntas. Antes bien, 
su objetivo es reconstruir el estado actual de discusiones sobre la 
relación entre legitimación de la progresividad impositiva y des-
igualdad social, para explorar sus principales núcleos problemá-
ticos y vacancias y ensayar líneas de indagación que aporten a la 
construcción de una agenda de investigación sólida en esta te-
mática.

Con este horizonte, comenzamos reconstruyendo sintética-
mente el estado y las transformaciones en materia impositiva 
para América Latina y particularmente para Argentina, el caso 
nacional sobre el que nos enfocamos. A continuación, plantea-
mos los núcleos de debate sobre desigualdad, clases sociales y 
apoyo a la progresividad impositiva. Luego avanzamos en la des-
cripción de las principales tendencias en opinión pública sobre 
impuestos en Argentina en clave comparativa con el resto de los 
países de la región, para terminar analizando los principales fac-
tores asociados con el apoyo a la progresividad impositiva en 
nuestro país, a partir de una fuente estadística propia.
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Impuestos y desigualdad en América Latina:  
síntesis de una historia reciente

A pesar de la reducción en la concentración del ingreso experi-
mentada en los primeros 15 años de este siglo, durante el llamado 
“giro a la izquierda” América Latina continuó siendo la región 
con los niveles de desigualdad más altos del mundo. Los gobier-
nos posneoliberales lograron mejorar el bienestar de la población 
y reducir las brechas de ingresos entre los distintos sectores socia-
les, pero avanzaron poco en modificar las bases estructurales so-
bre las que se asientan las desigualdades históricas de la región 
(Benza y Kessler, 2021). Esto se evidencia en forma clara en el li-
mitado papel redistributivo que continuó teniendo el Estado en 
términos comparativos a lo que se observa en los países desarrolla-
dos: mientras en los países de la OCDE la desigualdad, medida por 
el coeficiente de Gini, cae un 35% como efecto de las políticas fis-
cales, en América Latina lo hace sólo un 6% (cepal, 2014). Estas 
diferencias se vinculan al menor peso de la inversión social en 
América Latina, pero también, y muy en particular, a la persisten-
cia de sistemas tributarios regresivos o con efectos progresivos 
muy débiles (Gómez Sabaini y Morán, 2017; Lustig, 2017).

Las mayores innovaciones en materia de política fiscal du-
rante el periodo posneoliberal se dieron a nivel del gasto social 
con perspectiva distributiva. La cuestión impositiva, en cambio, 
no sufrió la misma suerte, aunque esto tampoco significa que no 
haya experimentado transformaciones. Por un lado, la recauda-
ción tributaria registró un fuerte crecimiento, en línea con una 
tendencia ya iniciada en la última década del siglo XX: entre 
1990 y 2015 aumentó 44% para el promedio de la región, del 
15.8% al 22.8% del PBI (OCDE, 2017). Sin embargo, la situación es 
heterogénea entre los países. Argentina constituye uno de los 
que cuentan con mayor presión impositiva de la región (32.1% 
del PBI en 2015), ubicándose junto con Brasil (32.0%) en una si-
tuación cercana a la de los países de la OCDE (34.3%).

Durante el periodo posneoliberal también se registraron 
cambios en las estructuras impositivas de la región, pero estos 
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fueron de menor magnitud. Si durante la década de 1990 se im-
plementaron reformas que llevaron a que la recaudación se 
concentrara sobre todo en los impuestos indirectos sobre bie-
nes y servicios, en la etapa posneoliberal hubo esfuerzos para 
fortalecer los impuestos directos, de carácter más progresivo. 
Esto se reflejó, especialmente, en un mayor peso de los impues-
tos sobre las rentas: la implementación de reformas específicas, 
pero también un contexto económico expansivo y una mayor 
regulación sobre el mercado laboral, hicieron crecer la impor-
tancia recaudatoria de este impuesto. Al mismo tiempo, en un 
contexto de alza de los precios internacionales de los productos 
primarios, algunos países introdujeron reformas fiscales con el 
fin de incrementar la apropiación estatal de las rentas derivadas 
de su explotación económica. Los regímenes especiales aplica-
dos en Bolivia, Ecuador y Venezuela, pero también en Argenti-
na, Brasil y, en menor medida, Chile, Perú y Colombia, incre-
mentaron los ingresos fiscales tributarios y no tributarios, 
convirtiéndose en una fuente fundamental de financiamiento 
estatal para estos países (Gómez Sabaini, Jiménez y Morán, 
2017).

A pesar de estos cambios, los sistemas tributarios latinoame-
ricanos mantuvieron un marcado sesgo hacia la imposición in-
directa que grava el consumo, lo que se traduce en un efecto dis-
tributivo regresivo o poco progresivo. Si bien el peso de los 
impuestos sobre la renta se incrementó en forma notable en el 
conjunto de la región (en promedio, del 22.5% del total de ingre-
sos tributarios en 2000 al 27.2% en 2015), siguió siendo bastante 
menor que el observado en los países de la OCDE (33.7% en pro-
medio en 2015). Y mientras en estos últimos los impuestos indi-
rectos representaban el 32.6% del total de la recaudación en 2015, 
en América Latina daban cuenta de casi la mitad de la recauda-
ción: 49.6% (OCDE, 2017).

La persistencia de sistemas tributarios sesgados hacia los 
gravámenes indirectos también se observa en Argentina. La alta 
presión impositiva del país ha sido acompañada, no obstante, 
por una estructura tributaria caracterizada por el limitado peso 
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de los impuestos directos. Al igual que en otros países de la re-
gión, durante los gobiernos kirchneristas posneoliberales los 
impuestos sobre las rentas adquirieron mayor importancia rela-
tiva, y lo mismo sucedió con los impuestos extraordinarios, 
fundamentalmente a partir de la implementación de retencio-
nes al comercio exterior. A estas acciones se sumaron la estati-
zación de las AFJP y la mejora general de la capacidad recauda-
toria del Estado, pero en este periodo nunca se llegó a instalar 
un debate sobre la reforma fiscal en un sentido integral (Gagge-
ro, 2012; Strada y Valerde, 2021). La estructura impositiva del 
país continuó mostrando un peso mayoritario de los impuestos 
indirectos a los bienes y servicios, con valores apenas unos pun-
tos por debajo del promedio para América Latina (47.5% en 
2015). Por su parte, a pesar de su incremento, la recaudación 
proveniente de impuestos a la renta se mantuvo en niveles infe-
riores al correspondiente al conjunto de la región (20.5%). La 
limitada tendencia hacia una mayor progresividad impositiva 
durante el periodo, además, no estuvo exenta de conflictos. El 
incremento en los impuestos sobre las rentas y, en particular, 
sobre las rentas personales, que descansa fundamentalmente so-
bre los aportes de trabajadores formales, disparó altos niveles 
de conflictividad sociopolítica entre el gobierno y las organiza-
ciones sindicales (Corral y Wyczykier, 2020). Por su parte, uno 
de los componentes más relevantes del giro trunco en la estruc-
tura tributaria, las retenciones al comercio exterior, fue objeto 
de continuos debates y motivo del denominado “conflicto con 
el campo” en 2008.

Finalizado el ciclo posneoliberal en la región, las iniciativas 
gubernamentales hacia una mayor progresividad impositiva 
menguaron, e incluso, en algunos países como Argentina, se re-
gistraron tendencias en sentido opuesto. En efecto, durante la 
gestión de la Alianza Cambiemos en Argentina (2015-2019), los 
debates centrados en la cuestión impositiva adquirieron cierta 
relevancia, pero estuvieron orientados por nociones como la de 
“distorsión” y la de los “altos costos” del “impuesto al trabajo”. In-
cluso existió una iniciativa de reforma fiscal en 2017 y una serie de 
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cambios puntuales que resultaron en un proceso de reforma de 
facto, tendiente a una reversión de los exiguos logros del perio-
do previo, es decir, hacia la recomposición de una estructura im-
positiva más regresiva.

La crisis generada por la pandemia de covid-19 revitalizó las 
discusiones sobre la justicia fiscal a nivel global y también en la 
región. En Argentina, estos debates se expresaron en la aproba-
ción en 2021 de la Ley 27.605 de “Aporte solidario y extraordi-
nario para ayudar a morigerar los efectos de la pandemia”, tam-
bién conocida como “Impuesto a las grandes fortunas”. Nótese 
que la nominación parlamentaria en términos de “aporte” re-
viste una apuesta política por evitar resistencias tradicionales 
contra los impuestos. Si bien su instrumentación fue de carácter 
excepcional, fundada en el contexto extraordinario de la crisis de 
la pandemia, la iniciativa reinstaló la cuestión de la progresivi-
dad impositiva en la agenda pública. A pesar de que el debate 
en materia impositiva suele estar monopolizado por especialis-
tas como los tributaristas, tanto desde la economía como desde 
el derecho (mucho más, por ejemplo, que el debate sobre la in-
versión social del Estado), esta iniciativa tomó dimensión pú-
blica y fue procesada en el marco de matrices político-distri-
butivas más amplias e históricamente sedimentadas (Kessler, 
et al., 2022).

Más allá de esto, el devenir del conflicto estuvo basado en 
creencias y posicionamientos más generales sobre el nivel y las 
causas de la desigualdad, las preferencias en materia distributi-
va, pero también en materia de intervención estatal en la eco-
nomía, en la preocupación por la agenda productiva y en la re-
presentación simbólica de las élites como actores sociales y 
económicos (Kessler et al., 2022). En este sentido, indagar sobre 
los posicionamientos y las preferencias en materia impositiva 
contribuiría a comprender el modo en el que este problema so-
cial condensa disputas en torno a la desigualdad, la vigencia y 
legitimidad de los consensos distributivos y la construcción de 
bases para una programática política con horizonte de igualdad 
social.
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Sociología fiscal, desigualdad  
y preferencias redistributivas

El reciente resurgimiento del interés sociológico por los im-
puestos como objeto de estudio no responde exclusivamente a 
su impacto en la dinámica distributiva de los países. La cuestión 
impositiva funciona como una clave de acceso metodológico a 
la relación entre Estado y ciudadanías, a las ideas de legitimidad 
y justicia y a la construcción de capacidades estatales de diverso 
tipo (Atria, 2022).

En este sentido, ambos, el problema del consentimiento y el 
del cumplimiento impositivo, resultan vitales para comprender 
el carácter deteriorado del “lazo fiscal” en las flanqueadas demo-
cracias latinoamericanas y la erosión del contrato social bási-
co que implica el sesgo pro-elitista de las políticas tributarias a 
nivel regional. Como se observa en la evidencia histórica, el de-
sarrollo de las democracias en sociedades industrializadas estu-
vo profundamente vinculado a la demanda de los contribuyen-
tes-ciudadanos por ejercer control sobre el gasto público. La 
presunción de que se puedan “malgastar” los recursos surgidos 
de los impuestos ha resultado singularmente eficaz en desenca-
denar hitos políticos y conflictos ciudadanos (Martin y Prasad, 
2014).

Por todo esto, la pregunta por la relación entre impuestos y 
desigualdad no atañe exclusivamente al ámbito económico, sino 
que presenta —particularmente para nuestras sociedades— una 
significación política relevante, pues devela dimensiones subte-
rráneas (o para-electorales) de la conciencia ciudadana (contri-
buyentes, consumidores, confianza en el Estado, creencia en la 
meritocracia, etc.).

Si la arista más visible de la cuestión redistributiva está en el 
gasto social y las políticas de transferencias condicionadas de in-
gresos, los impuestos como infraestructura privilegiada de influen-
cia sobre el comportamiento de amplios sectores de la población 
han sido a menudo subutilizados (Martin y Prasad, 2014). En 
uno de sus libros clásicos, Habermas (2002) señala cómo el deli-
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cado equilibrio entre políticas de bienestar y los impuestos pro-
gresivos desencadenan una crisis sistémica justamente por el 
socavamiento de la legitimación (problema del consentimiento) 
de la apropiación de recursos monetarios privados por parte del 
Estado. En este sentido, una de las problemáticas sobresalientes 
en la actualidad es que existe una suerte de agenda distributiva 
fragmentada, sin articulación entre los posicionamientos, apo-
yos y preferencias en materia de transferencias de ingresos y en 
materia tributaria.

En esta clave de indagación, la cuestión de la moral fiscal o la 
motivación intrínseca al pago de impuestos en América Latina 
es de una relevancia fundamental, más aún en un contexto que 
combina una persistente proporción de la economía que funcio-
na en una dinámica informal, una no despreciable carga fiscal, 
con una estructura profundamente regresiva, con déficits de 
equidad tanto vertical como horizontal (Jiménez, 2017), y una 
construcción de la corrupción como esquema generalizable de 
lectura y pensamiento de toda la dinámica política en la opinión 
pública (Torgler, 2007).

Scartascini (2019) estima un promedio de evasión fiscal de 
50% en América Latina. Si este es uno de los problemas centrales 
para esta agenda de investigaciones, buena parte de los estudios 
encontraron evidencias de correlaciones en clave político-insti-
tucional: la confianza en las instituciones democráticas y en el 
cumplimiento de la ley favorece la moral tributaria, mientras 
que la subcultura evasora, la asociación con evasores o la pre-
sunción de evasión generalizada la corroe. Mientras tanto, los 
efectos de los ingresos económicos y de las posiciones de clase 
sobre las actitudes impositivas son mucho menos claros y a me-
nudo no son estadísticamente significativos (Torgler, 2007; Bo-
gliaccini y Luna, 2019).

Por otra parte, tanto la problemática del cumplimiento como 
la del consentimiento se ligan a nociones de justicia distributiva. 
Pero como la traducción entre desigualdad realmente existente y 
desigualdad percibida no es transparente, distintos estudios han 
formulado la idea de la paradoja de Robin Hood (Choi, 2019). Si 
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la tradición de la teoría de la acción racional predice que a ma-
yor desigualdad económica (a nivel agregado) y a mayor despo-
sesión material (a nivel individual) habrá mayor demanda y 
apoyo a políticas redistributivas (Meltzer y Richard, 1981), la evi-
dencia empírica ha mostrado que a menudo niveles de desigual-
dad, demanda redistributiva y esfuerzos distributivos estatales 
no coinciden (Choi, 2019). Las limitaciones de la teoría de la 
elección racional presentan una diversidad de problemas meto-
dológicos para explicar la vida social, empezando por el supues-
to de poblaciones plenamente informadas (Choi, 2019). Algunos 
estudios, de hecho, han encontrado esta inconsistencia en de-
mocracias industrializadas. El efecto del aumento de la desigual-
dad sobre el apoyo a políticas redistributivas se ve frecuente-
mente minado por la heterogeneidad étnica de la población y su 
fragmentación social (Alt y Iversen, 2017), ambos factores gene-
radores de procesos de abismo de empatía: las personas tienden 
a ser generosas en su apoyo al gasto social para pobres, siempre 
y cuando compartan una identidad común con ellos y no exis-
tan procesos de alterización intensa (Lupu y Pontusson, 2011). 
Sin dudas los procesos de estructuración de las clases sociales 
influyen en las dinámicas de fragmentación social, pero la gene-
ración de modelos explicativos que articulen elementos de la es-
tructura social y de adscripción política con las preferencias re-
distributivas, particularmente en relación a las prácticas y 
representaciones impositivas, han sido escasos en este campo de 
investigación.

Otros trabajos han avanzado en dirección a explicaciones ba-
sadas en creencias o sistemas culturales. Siguiendo la línea de 
trabajo de McCall (2013) sobre la relación entre creencia en la 
estructura de oportunidades y preferencias redistributivas, Cas-
tillo et  al. (2019) muestran que la creencia en la meritocracia 
engloba dos dimensiones distintas que influyen diferencialmen-
te en el apoyo a políticas redistributivas: la adhesión al ideal y la 
creencia sobre el funcionamiento real de la sociedad. En Chile, 
según muestra su estudio, se combinan alta creencia en el ideal 
meritocrático con una baja percepción de que dicho ideal se ma-
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nifieste en la realidad social. En este sentido, Chile puede apare-
cer como un país con altos niveles de desigualdad y altas de-
mandas igualitarias, en la medida en que la ciudadanía tiende a 
evaluar las desigualdades existentes como injustas (y no como 
producto del mérito individual). El caso chileno es también em-
blemático en clave del cumplimiento impositivo: Martin y Pra-
sad (2014) señalan que es un país con bajos niveles de evasión 
fundados en una percepción de cumplimiento generalizado y en 
altas posibilidades de ser descubiertos ante una infracción.

Entre los estudios enfocados en América Latina, el influjo de 
la informalidad económica y laboral de nuestras sociedades re-
sulta un factor sobresaliente. Si la correlación entre posición en 
la estructura social y apoyo a la progresividad impositiva es de 
por sí compleja, la existencia de países con más de la mitad de la 
fuerza de trabajo en condiciones de informalidad incluye en 
nuestra ecuación incentivos y motivaciones en tensión, cuando 
no contradictorias. Baker y Dorr (2022) adhieren al argumento 
de que los trabajadores informales, a pesar de presentar un alto 
solapamiento con condiciones de pobreza monetaria, no mani-
fiestan mayor apoyo a las políticas redistributivas que los traba-
jadores formales (globalmente con mejores posiciones en la es-
tructura social). En primera instancia, porque en la medida en 
que América Latina muestra severos déficits en sus programas 
bienestaristas y marcados sesgos a favor de la estructura del em-
pleo registrado, los trabajadores informales muy a menudo no 
se perciben como potenciales beneficiarios de las políticas redis-
tributivas, pues creen que el “derrame” redistributivo beneficia 
fundamentalmente a las clases medias (Altamirano, Berens y 
Deeg, 2022). En este sentido, Holland (2018) señala que los pro-
gramas bienestaristas más fuertes y amplios son los que produ-
cen una polarización de la opinión pública sobre la redistribu-
ción más claramente organizada en torno a su estructura social. 
Por ello, sería esperable que, al profundizar en el caso nacional 
argentino (uno de los países con mayor cobertura y gasto social 
en toda la región) pudieran encontrarse arreglos explicativos es-
perables entre desigualdad y apoyo a la redistribución.
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En referencia a la cuestión estrictamente impositiva, Altami-
rano (2019) y también Holland (2017) señalan que el tipo de 
ocupaciones en las que se desempeñan los trabajadores infor-
males (por ejemplo, vendedores callejeros) y la combinación en-
tre una relativa ausencia de los Estados en clave bienestarista y 
una presencia a menudo represiva contra estos trabajadores, ge-
nera a la vez procesos de baja expectativa en la provisión estatal, 
resentimiento contra el sector público e intereses objetivos que 
priorizan la tolerancia (forbearance) estatal por sobre las accio-
nes de regulación pública de la actividad económica. En este 
sentido, los incentivos para los trabajadores informales están 
más en la permisividad del Estado para la realización de sus ac-
tividades económicas que en su regulación a partir de gravar la 
economía, por lo que un impuesto progresivo puede ser evalua-
do subjetivamente como una potencial pérdida más que como 
un beneficio en su condición de subalternidad económica. Al 
mismo tiempo, como señala Hummel (2016), cada configura-
ción nacional ofrece distintos incentivos y condicionamientos 
para la organización colectiva de estos sectores y la definición de 
apoyos a distintos tipos de políticas. Junto a la mediación que 
establecen las adscripciones político-partidarias, evaluaremos si 
en el caso argentino este supuesto de preferencias pro-mercado 
y anti-regulacionistas de los sectores empobrecidos y los traba-
jadores informales se confirma.

Preferencias impositivas  
en Argentina y América Latina

A pesar de que la región presenta algunas regularidades en térmi-
nos distributivos, la heterogeneidad interna del funcionamiento, 
la legitimidad y la institucionalización de las sociedades latinoa-
mericanas y sus políticas redistributivas es bastante pronunciada.

En este contexto, ¿en qué medida las preferencias impositivas 
de la población están asociadas a los niveles objetivos de desigual-
dad (de los países), y al grado de desposesión material (de los indi-
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viduos)? ¿Cómo funcionan los factores contextuales como la pre-
sión impositiva y la capacidad redistributiva del Estado? ¿Cómo 
incorporar la dimensión diacrónica del fenómeno, teniendo en 
cuenta la historia de la desigualdad socioeconómica de los países?

Martín y Prasad (2014) toman los casos nacionales de Argen-
tina y Chile como arquetipos de configuraciones diferentes en 
cuanto al estado de sus lazos fiscales: Argentina como un país 
cuyas prácticas de evasión desbordan la capacidad de la admi-
nistración tributaria y Chile como un país con ciudadanía-con-
tribuyente, que percibe una alta capacidad estatal de sanción 
ante la falta de pago. Torgler (2007), a partir de datos de Latino-
barómetro de finales del siglo XX, propone que Argentina pre-
senta un perfil de resistencia al pago de impuestos fundado en el 
exceso de presión impositiva, mientras que Chile funda el in-
cumplimiento en la falta de honestidad. En todo caso, como sos-
tiene Atria (2022), la combinación de alta presión con un sesgo a 
favor de las élites (por su bajo impacto redistributivo) resulta 
profundamente lesiva para el lazo fiscal y para la legitimidad de-
mocrática en general.

¿Qué muestran los datos más recientes acerca de las prefe-
rencias impositivas de la población de América Latina y, en parti-
cular, de Argentina? El relevamiento de Latinobarómetro efec-
tuado en 2020, durante el contexto de la pandemia, incluye 
preguntas específicas que brindan algunos indicios en este senti-
do. Como muestra la gráfica 1, el apoyo ciudadano a la progresi-
vidad impositiva en la región parece mayoritario: en todos los 
países relevados más del 65% de los encuestados dice preferir un 
sistema tributario en donde paguen más quienes tienen más in-
gresos. Pero hay diferencias importantes entre los países. Argen-
tina destaca por el bajo apoyo a la progresividad impositiva en 
términos relativos: es el segundo con el menor porcentaje de 
apoyo, sólo por detrás de Honduras. En el otro extremo, se ubi-
can Costa Rica y Colombia, pero también Ecuador y Chile, con 
casi el 80% o más de apoyo a los impuestos progresivos.

¿Las personas con ingresos más bajos apoyan en mayor medi-
da los impuestos progresivos? Los datos para el promedio de los 
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países de la región considerados (incluida Argentina) muestran 
escasas diferencias en las preferencias impositivas de acuerdo al 
nivel de ingresos de los encuestados (gráfica 2). Sólo en Bolivia, 
Ecuador, Guatemala, México, Paraguay y República Dominicana 
se observa que el menor apoyo a sistemas progresivos ocurre en-
tre quienes tienen ingresos más altos. A su vez, que a menor po-
der económico haya mayor preferencia por una estructura impo-
sitiva progresiva, es decir, un ordenamiento claro entre estratos 
de ingresos y preferencias, es una condición que sólo se cumple 
con claridad en México y, en menor medida, en Paraguay.

En contraste, la percepción subjetiva de clase sí parece intro-
ducir diferencias en las preferencias distributivas: los datos para 
el promedio de los países muestran que quienes adscriben a las 
posiciones de clase más altas apoyan en mayor medida sistemas 
regresivos, mientras que quienes adscriben a las posiciones más 
bajas, apoyan más los sistemas progresivos (gráfica 3). Sin embar-
go, esta relación no ocurre en todos los países. En Argentina, al 

Gráfica 1. Apoyo a la progresividad impositiva*  
en países de América Latina, 2020

Fuente: elaboración propia con base en Latinobarómetro 2020.

* Incluye a quienes eligieron la segunda opción de la siguiente pregunta: 
“¿Cuál es su manera de pensar respecto de los impuestos que tienen que 
pagar los ciudadanos de (PAÍS)? (1) Que todos paguen impuestos por 
igual, por ejemplo, todos pagan $10 de cada $100 que ganan; (2) Que los 
que ganan más, pagan más, por ejemplo, los pobres pagan $10 de cada 
$100 y los ricos $30 de cada $100 que ganan”. 
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Gráfica 2. Estructura impositiva preferida según  
estrato de ingresos en países de América Latina, 2020

Fuente: elaboración propia con base en Latinobarómetro 2020.

Gráfica 3. Estructura impositiva preferida según clase social 
subjetiva en países de América Latina, 2020

Fuente: elaboración propia con base en Latinobarómetro 2020.
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igual que en Brasil, Ecuador, Perú y República Dominicana, no se 
observa una relación significativa entre preferencias impositivas 
e identidad de clase. Resultados similares se obtienen cuando se 
analiza el papel de la ideología (izquierda, centro o derecha) e in-
cluso con las prácticas de evasión (quienes evaden y quienes no 
evaden no presentan diferencias relevantes en cuanto a preferen-
cias regresivas o progresivas en materia impositiva) (gráfica 4).

Los datos presentados muestran que, como plantea la para-
doja de Robin Hood, no es posible encontrar un ordenamiento 
claro entre los niveles de desigualdad objetivos de los países y el 
grado de apoyo a la progresividad impositiva. Sin embargo, al-
gunos países presentan dinámicas interpretables a la luz de los 
condicionamientos de sus estructuras sociales: Argentina, con 
uno de los índices de desigualdad de ingresos más bajos en 
toda la región, presenta menor apoyo ciudadano a la progresi-
vidad impositiva, mientras que Chile, entre los más desiguales 

Fuente: elaboración propia con base en Latinobarómetro 2020.

Gráfica 4. Estructura impositiva preferida según  
evasión impositiva en países de América Latina, 2020
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en América Latina, muestra mayor apoyo a la redistribución 
económica, particularmente en materia impositiva. Más allá de 
esto, Argentina, y en mayor medida Chile, constituyen dos de los 
países más críticos en cuanto a la percepción de la desigualdad 
y la evaluación de injusticia distributiva: primero y tercero en 
ambas variables entre todos los países de la región (gráficas 5 y 6). 
Por esta razón, en la tipología propuesta por Bogliaccini y Luna 
(2019) ambos países están incluidos en el primer cluster, carac-
terizado por altas demandas redistributivas. Esto ilustra de qué 

Fuente: elaboración propia con base en Latinobarómetro 2020.

Gráfica 5. Percepción de la desigualdad como absolutamente 
inaceptable en países de América Latina, 2020

Fuente: elaboración propia con base en Latinobarómetro 2020.

Gráfica 6. Evaluación de la distribución del ingreso como “muy 
injusta” en países de América Latina, 2020
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modo no solamente los factores “objetivos” de la estructura so-
cial, sino también los “subjetivos”, presentan combinaciones di-
versas que sólo pueden comprenderse a partir de la agregación 
o del efecto estructural de dimensiones actuantes.

Por todas estas razones entendemos que Argentina constitu-
ye un caso nacional con una complejidad digna de profundizar 
analíticamente. Combina niveles de desigualdad relativamente 
bajos en términos regionales y una ciudadanía profundamente 
crítica en cuanto a percepción y evaluación subjetiva de la des-
igualdad, con una demanda política baja en cuanto a progresivi-
dad impositiva. A su vez, ni los ingresos económicos ni la clase 
social subjetiva parecen polarizar la opinión pública en materia 
impositiva — de acuerdo a los datos de Latinobarómetro —, mien-
tras que en otros países lo hacen al menos en parte.

¿Qué factores explican el apoyo a la progresividad 
impositiva en Argentina?

Volvamos a la pregunta nodal de este capítulo: ¿cómo interac-
túan estructura social y preferencias impositivas? ¿Ser pobre o 
estar posicionado en las regiones subalternas de la estructura 
social resulta un factor de apoyo a la progresividad impositiva? 
Para ensayar algunas respuestas a estos interrogantes trabajamos 
con el procesamiento de datos de la Encuesta Nacional sobre la 
Estructura social de Argentina y políticas públicas durante la pan-
demia por covid-19 (ESAyPP/PISAC-covid19) relevada en la Ar-
gentina urbana entre octubre y diciembre de 2021.2 La elección 

2 El universo de estudio de la ESAyPP/PISAC-covid19 son los hogares y la 
población adulta residente en localidades de Argentina mayores a 50 mil ha-
bitantes. El diseño muestral probabilístico, estratificado y por conglomerados 
permite tres dominios de estimación: a nivel nacional, por regiones y por ta-
maño de los aglomerados. El tamaño de la muestra relevada es de 5 239 hogares 
y personas adultas, combinando amplia escala y cobertura. Para más detalles 
de esta encuesta, elaborada por los equipos de investigación de los proyectos 
PISAC-covid19 085 y 021, véase Dalle y Di Virgilio (2022).
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de esta fuente con relación a otras (como la World Values Sur-
vey, Latinobarómetro o Barómetro de las Américas) se funda en 
tres cuestiones fundamentales: la cantidad de casos para Argen-
tina, la representatividad y calidad de la muestra a nivel nacio-
nal, y la calidad y el detalle de los datos disponibles para recons-
truir la estructura de clases en el país.

El cuestionario de esta encuesta incluyó toda una batería de 
preguntas de evaluación de políticas públicas. Seleccionamos la 
que indaga el acuerdo con el aumento de los impuestos a la ri-
queza como indicador de apoyo a la progresividad impositiva.3 
Como sabemos, este tipo de datos frecuentemente presenta pro-
blemas metodológicos: no plantea trade-off, sino que registra 
apoyo abstracto a una medida sin costos; no permite saber a 
quiénes consideran “ricos” (algo clave considerando el sesgo de 
identificación hacia los sectores medios, incluso entre posicio-
nes encumbradas en la estructura social), ni cuáles son los prin-
cipios de justicia que legitiman los posicionamientos. Sin em-
bargo, nos permite reconocer algunas tendencias generales a 
nivel societal con un grado de detalle sobre las posiciones en la 
estructura social con el que no contamos en otro tipo de fuentes 
de datos.

Lo primero que podemos señalar es que el apoyo a aumentar 
los gravámenes a la riqueza es superior al 50%, en línea con los 
resultados que muestra Latinobarómetro sobre el apoyo a los im-
puestos progresivos. En términos descriptivos, encontramos evi-
dencia de carácter paradojal en la relación entre estructura social 
y preferencias impositivas (gráfica 7). Cuando se evalúan los 
acuerdos por clase social —desde la perspectiva del esquema 
propuesto por Erikson, Godthorpe y Portocarrero (1979)—, no 
observamos diferencias significativas. De hecho, el porcentaje de 
acuerdo con el aumento de los impuestos a la riqueza entre la 
Clase de Servicios (la posición más alta) y los Trabajadores Ma-

3 “A continuación, le pedimos que nos indique su grado de acuerdo con 
mayores impuestos a la riqueza…”.
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nuales no calificados (la posición más baja) es muy similar.4 Con-
tra lo que sostiene una buena parte de la bibliografía (Baker y 
Dorr, 2022), los trabajadores informales no manifiestan una ten-
dencia hacia preferencias pro-mercado, sino mayor apoyo a esta 

4 Sin embargo, en investigaciones previas realizadas a partir de otro tipo de 
esquemas de clase social (Elbert y Morales, 2022), pueden identificarse efectos 
distintos. En este sentido, el trabajo de Chávez Molina y Rodríguez de la Fuente 
(en este libro) resulta un aporte fundamental para estas discusiones.

a. Acuerdo con aumentar el impuesto  
a la riqueza según clase social

c. Acuerdo con aumentar impuesto  
a la riqueza según sector ocupacional

d. Acuerdo con aumentar impuesto  
a la riqueza según afiliación sindical

b. Acuerdo con aumentar impuesto a la 
riqueza según condición de formalidad laboral

Gráfica 7. Acuerdo con aumentar el impuesto a la riqueza según 
clase social y condiciones laborales en Argentina, 2021

Fuente: elaboración propia con base en esayPP/PisaC-Covid19.
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política impositiva respecto a los trabajadores formales (aunque 
la diferencia tampoco es marcada). Los trabajadores insertos en 
el sector público —como es esperable por su interés objetivo en las 
finanzas estatales—, así como en otros sectores (mayormente coo-
perativas), manifiestan mayor acuerdo con esta medida que los 
trabajadores del sector privado, de la misma forma que los traba-
jadores sindicalizados —y, por lo tanto, con un espacio de socia-
lización política estable—, aunque ninguna de estas diferencias 
es demasiado relevante en términos porcentuales.

Como mencionamos previamente, la dinámica paradojal co-
mienza a desanudarse en términos analíticos al momento de 
examinar los efectos estructurales, multidimensionales, y la me-
diación de las identidades sobre las posiciones de clase. Para 
avanzar sobre este tipo de análisis construimos tres modelos de 
regresión logística binomial para dar cuenta del efecto de la po-
sición de clase, las condiciones laborales (formalidad, sector y 
afiliación sindical), y de dimensiones subjetivas (identidad de 
clase e identificación partidaria) sobre el apoyo a la progresivi-
dad impositiva (cuadro 1).

El primer modelo muestra el efecto de la clase social sobre el 
acuerdo con aumentar los impuestos a la riqueza. Controlando 
por sexo, edad, nivel educativo e ingresos, pertenecer a la clase de 
trabajadores manuales no calificados otorga apenas un 12% menos 
de oportunidades de acordar con la progresividad impositiva res-
pecto a aquellos que componen la clase de servicios (la posición 
más elevada del espacio social y, por lo tanto, la que, a priori, ten-
dría mayores incentivos para oponerse a esta política). Esta cate-
goría es la única (de la variable clase social) que muestra un efecto 
significativo sobre la variable dependiente de nuestro estudio.

En el segundo modelo agregamos las variables relativas a 
condiciones laborales. Esto no modificó los efectos de la variable 
clase social, pero mostró efectos relativamente esperables para la 
informalidad, la sindicalización y el empleo público: las tres va-
riables muestran un efecto positivo, probablemente por proce-
sos de subalternidad económica (conociendo el solapamiento que 
existe entre informalidad y pobreza en nuestra región), politización 



 Modelo 1 Modelo 2 Modelo 3
Variables 
independientes

Odds 
Ratios

CI Odds 
Ratios

CI Odds 
Ratios

CI

(Intercepto) 2.08 *** 1.66 – 2.61 1.53 *** 1.20 – 1.96 0.45 ** 0.27 – 0.74
Clase EGP: III 1.08 0.91 – 1.28 1.11 0.94 – 1.32 1.06 0.88 – 1.28
Clase EGP: IV 0.88 0.73 – 1.06 0.95 0.78 – 1.17 0.81 0.65 – 1.01
Clase EGP: V+VI 1.11 0.90 – 1.36 1.13 0.91 – 1.39 0.97 0.77 – 1.22
Clase EGP: VII 0.78 * 0.64 – 0.95 0.78 * 0.64 – 0.96 0.66 *** 0.53 – 0.82
Sexo: Mujer 0.94 0.84 – 1.06 0.92 0.82 – 1.04 0.92 0.80 – 1.05
Edad 1.00 ** 0.99 – 1.00 1.00 ** 0.99 – 1.00 1.00 1.00 – 1.00
Nivel Educativo: 
Primario

0.74 ** 0.61 – 0.89 0.75 ** 0.62 – 0.91 0.68 *** 0.56 – 0.84

Nivel Educativo: 
Secundario

0.86 * 0.74 – 0.99 0.86 * 0.74 – 1.00 0.89 0.76 – 1.04

Ingreso per 
cápita familiar

1.00 *** 1.00 – 1.00 1.00 *** 1.00 – 1.00 1.00 1.00 – 1.00

Condición 
laboral: informal

1.38 *** 1.20 – 1.59 1.10 0.95 – 1.29

Afiliado sindical 1.40 *** 1.20 – 1.64 1.25 ** 1.06 – 1.48
Ocupado en el 
sector público

1.34 *** 1.14 – 1.58 1.13 0.95 – 1.35

Ocupado en otro 
sector (ni público 
ni privado)

1.58 0.94 – 2.73 1.18 0.68 – 2.10

Clase social 
subjetiva: media

1.55 1.00 – 2.45

Clase social 
subjetiva: 
media-baja

2.06 ** 1.31 – 3.31

Clase social 
subjetiva: 
trabajadora

3.34 *** 2.15 – 5.30

Clase social 
subjetiva: baja

3.67 *** 2.28 – 6.02

Identificación 
política: 
Kirchnerismo

3.77 
***

3.16 – 4.51

Identificación 
política: 
Peronismo no K

1.21 0.95 – 1.54

Identificación 
política: UCR/
PRO

0.55 
***

0.45 – 0.66

Identificación 
política: 
Izquierda

5.87 
***

4.29 – 8.19

Identificación 
política: 
Libertarios

0.52 ** 0.32 – 0.80

N 4808 4808 4765
R2 Tjur 0.008 0.019 0.128
AIC 6363.134 6328.975 5610.236
Fuente: elaboración propia en base a encuesta esayPP/PisaC-covid19.
* p<0.05   ** p<0.01   *** p<0.001

Cuadro 1. Modelos de regresión logística binomial: efectos de la clase social, 
las condiciones laborales y de dimensiones subjetivas en el apoyo a impuestos 
progresivos. Argentina, 2021
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(afiliación sindical) y dependencia de los salarios de la capaci-
dad recaudatoria del Estado (asalariados del sector público). 
Cada una de estas categorías aumentan entre 34% y 40% las 
oportunidades de acordar con la progresividad impositiva y tie-
nen efectos estadísticamente significativos.

El último modelo suma al análisis dos variables relativas a 
condiciones subjetivas: identidad de clase e identificación parti-
daria. En este caso, las relaciones son más claras. La identidad de 
clase presenta el tipo de ordenamiento que resulta esperable en 
cuanto a la relación entre desigualdad social y preferencias impo-
sitivas. Mientras más abajo se autoperciben los encuestados en la 
escala social, mayor acuerdo prestan a la progresividad impositi-
va. Tomando como referencia quienes se identifican con la clase 
media-alta, los que se ubican en la clase trabajadora tienen 234% 
más de posibilidades de acordar con el aumento al impuesto a la 
riqueza, y quienes se ubican en la clase baja un 267 por ciento.

Finalmente, tomando como referencia a los “no-alineados” en 
términos partidarios, la identificación con el kirchnerismo — una 
fuerza política de raigambre nacional-popular— (277%) o la iz-
quierda (487%) aumenta sustancialmente las probabilidades de 
apoyar estas políticas, mientras que la identificación con la UCR-
PRO —de centro-derecha— las disminuye en un 45%. El ajuste de 
este tercer modelo de regresión logística es muy superior a los 
anteriores, debido a los efectos y el ordenamiento que provee 
para la interpretación la inclusión de las variables subjetivas.

Reflexiones finales

El examen de los posicionamientos y preferencias en materia 
impositiva adquiere particular importancia en América Latina, 
una región caracterizada por elevados niveles de desigualdad y 
sistemas tributarios regresivos o con pocos efectos progresivos. 
Lejos de aquellas perspectivas que suponen que tanto los países 
con mayor desigualdad económica como los sectores sociales 
más desposeídos tendrían mayores incentivos para una mayor 
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demanda y apoyo a políticas redistributivas, la evidencia empíri-
ca muestra que en la región no hay un ordenamiento claro entre 
niveles de desigualdad, demandas redistributivas y políticas es-
tatales. ¿Se trata de una excepcionalidad regional? ¿O más bien 
de insuficiencias en los supuestos teóricos de las miradas domi-
nantes sobre la temática?

El caso de Argentina muestra la complejidad que asumen los 
alineamientos en torno a las preferencias impositivas. En térmi-
nos relativos al resto de la región, el país combina bajos niveles de 
desigualdad y un alto grado de cobertura y gasto social, con un 
sistema impositivo con alta presión tributaria pero que, no obs-
tante, comparte con otros países latinoamericanos el exiguo peso 
de los impuestos directos de carácter progresivo. En este marco, 
Argentina constituye uno de los casos más críticos en cuanto a 
percepción de desigualdad y evaluación de justicia distributiva: 
en un país con un pasado de mayor igualdad, la inmensa mayoría 
de la población considera que la desigualdad actual es inacepta-
ble e injusta. Sin embargo, esto no se traduce en las preferencias 
en materia de impuestos. Por el contrario, Argentina se distingue 
en el contexto regional por el menor apoyo de la población a la 
progresividad impositiva. Las preferencias en materia impositiva 
en el país no parecen estar organizadas en torno a los clivajes de 
clase social: el apoyo a medidas impositivas que graven la riqueza 
no es significativamente mayor entre quienes ocupan posiciones 
subalternas que en otras clases sociales, al menos con el esquema 
de clases aquí utilizado. En contraste, otras dimensiones objeti-
vas vinculadas con las condiciones laborales —la informalidad, la 
sindicalización y el empleo público— y, muy especialmente, la 
autopercepción de clase y la identificación partidaria, se mues-
tran como factores que influyen mucho más claramente sobre el 
apoyo a políticas impositivas progresivas en el país.

La cuestión impositiva excede el ámbito fiscal. Condensa 
disputas en torno a la desigualdad y a la relación entre Estado y 
ciudadanías que impactan en forma decisiva sobre las oportu-
nidades de vida de las y los latinoamericanos. Profundizar en 
los hallazgos presentados en este trabajo y en una agenda de 
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investigación sobre los factores que explican las preferencias 
impositivas y los principios de justicia que las legitiman resulta 
central para avanzar en la construcción de alternativas políti-
cas que contrarresten la erosión del contrato social básico a 
causa del sesgo pro-elitista de los sistemas tributarios de nues-
tra región.
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LA SOCIALIZACIÓN DE LAS ACTITUDES HACIA  
LA DESIGUALDAD Y MERITOCRACIA  
EN LA ETAPA ESCOLAR EN CHILE1

Kevin Carrasco, Juan Diego García-Castro  
y Juan Carlos Castillo

Introducción

En la última década, una serie de investigaciones han generado 
evidencia de las diferencias existentes entre las actitudes hacia la 
desigualdad y la desigualdad objetiva (Osberg y Smeeding, 2006; 
Castillo, 2012a; García-Castro, García-Sánchez, et al., 2022). La 
evaluación de la desigualdad se refiere al grado en que las perso-
nas perciben la distribución desigual de riqueza, ingresos y otros 
recursos socioeconómicos dentro de una sociedad. Estas dife-
rencias muchas veces se producen por acceso diferencial a infor-
mación, pero también están asociadas a factores como valora-
ciones, creencias y percepciones sobre la sociedad que podrían 
minimizar o aumentar los niveles de desigualdad económica 
percibida.

La investigación sobre desigualdad subjetiva en América La-
tina es escasa y caracterizada por la dispersión (Imhoff, 2021), 
además de existir una perspectiva económica aún dominante en 
la agenda de discusión sobre desigualdad en la región (Kessler, 
2019). Esta complejidad se debe principalmente a la dificultad de 
pensar la desigualdad como un fenómeno único, ya que, como 
da cuenta Álvarez (2014), la evaluación del tipo de desigualdad 
varía entre países, grupos e incluso en las mismas personas, ya 
que ésta depende de, por ejemplo, si se evalúa la desigualdad de 
ingresos, oportunidades o educacionales. Aun así, lo que sucede 

1 Este capítulo cuenta con el apoyo del Centro de Estudios del Conflicto y 
Cohesión Social (COES) ANID/FONDAP/15130009; del FONDECYT núm. 1 210 847 
“meritocracia en la escuela” y del proyecto 540-C3-162 de la Universidad de 
Costa Rica.
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en América Latina en relación a la desigualdad y sus actitudes 
políticas es diferente a lo que sucede en el resto del mundo (Fra-
netovic y Castillo, 2022). La historia política de la región marca-
da por luchas de liberación y represión ha podido incidir en la 
forma en la que las personas se desarrollan a sí mismas y cons-
truyen sus ideas sobre el entorno (Krys et al., 2022).

Contrario a lo que sucede en otras partes del mundo, en 
América Latina las personas tienden a pensar que la riqueza y la 
desigualdad depende de méritos individuales en vez de las rígi-
das condiciones estructurales que caracterizan a la región (Buc-
ca, 2016). Lo anterior se podría explicar a partir del estado eco-
nómico en América Latina, caracterizado como el más desigual 
del mundo, lo que nos lleva hacia el individualismo para inten-
tar sobrevivir a la amenaza de la desigualdad (Krys et al., 2022).

Existen varias justificaciones para la desigualdad económica. 
Una de ellas es la meritocracia, que sostiene que las personas 
son recompensadas en función de sus esfuerzos y talentos 
(Young, 1958). Según este enfoque, la desigualdad económica es 
un resultado natural y justo de un sistema basado en el mérito, 
donde aquellos que contribuyen más a la sociedad merecen una 
mayor recompensa. Esta concepción de la meritocracia puede 
influir en cómo las personas evalúan la desigualdad económica, 
ya que aquellos que creen más en la meritocracia pueden ser 
más propensos a justificar y aceptar las disparidades económicas 
persistentes. De esta forma, quienes perciben un buen funciona-
miento de la meritocracia en la sociedad podrían contar con 
una actitud más tolerante o positiva hacia la desigualdad.

La escuela y la familia desempeñan un papel fundamental en 
la transmisión de valores, normas y creencias a las generaciones 
más jóvenes (Mortimer y McLaughlin, 2014). A través del currí-
culo escolar, los estudiantes pueden verse expuestos a diferentes 
perspectivas sobre la desigualdad y adquirir actitudes hacia la 
misma. Además, las escuelas pueden influir en la formación de 
creencias culturales y normas sociales que, a su vez, pueden 
afectar la evaluación de los estudiantes hacia la desigualdad (Ba-
truch et al., 2023). En cuanto a la familia, las experiencias y valo-
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res transmitidos dentro del entorno familiar pueden influir en la 
evaluación que los individuos hacen sobre la desigualdad eco-
nómica. La transmisión de creencias y actitudes dentro de la fa-
milia puede estar mediada por diversos factores, como el nivel 
socioeconómico, la educación de los padres y las experiencias 
personales en relación con la desigualdad. Comprender cómo se 
socializan estas actitudes en el entorno familiar resulta esencial 
para analizar en profundidad las actitudes hacia la desigualdad, 
en específico la evaluación que hacen los estudiantes sobre ella 
(Emler y Dickinson, 1985).

Actitudes hacia la desigualdad

Las actitudes hacia la desigualdad son las evaluaciones, creencias 
y sentimientos que las personas tienen respecto a la desigualdad 
económica. Las mismas se construyen a través de la socializa-
ción cotidiana en la familia, en los grupos sociales en los cuales 
las personas participan y en los lugares en los cuales transcurre 
la vida (García-Castro, García-Sánchez et al., 2022). De esta for-
ma, las personas ajustan sus ideales en relación a su percepción 
de la realidad.

Aunque puede ser un resultado paradójico, algunas investiga-
ciones han encontrado que entre más desigualdad existe, más 
desigualdad se percibe y consecuentemente más desigualdad se 
desea o se tolera (Castillo, 2011; Trump, 2018). Sin embargo, esto 
es cierto particularmente si las personas, o quienes se encuentran 
a su alrededor, cuentan con creencias de justificación del sistema 
como las creencias meritocráticas (García-Sánchez et al., 2018). 
En esta misma línea, algunas personas no solamente toleran la 
desigualdad, sino que además prefieren alguna desigualdad rela-
tiva. No por egoísmo o razones morales, sino porque la desigual-
dad es vista como una motivación psicológica que lleva al pro-
greso económico y al incremento del bienestar (Hing et al., 2019).

Las ideas sobre la desigualdad se pueden considerar dentro 
de un conjunto más o menos coherente de creencias sobre re-
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sultados en la vida. Aunque cada dominio puede tener sus par-
ticularidades, las actitudes sobre la desigualdad son de origen 
multidimensional (Mijs, 2018). Entre sus principales antece-
dentes se encuentran los asociados al contexto social (Castillo, 
2011; Castillo, 2012b) y a la ideología, en la cual se incluyen las 
creencias meritocráticas (Rodríguez-Bailón et al., 2017). Diver-
sas tradiciones teóricas documentan la relación entre las actitu-
des hacia la desigualdad y las circunstancias económicas y socia-
les de las personas. Por ejemplo, diversos contextos económicos 
producen diferentes imágenes de desigualdad (Steele y Brez-
nau, 2019).

De todas maneras, la evidencia al respecto es por lo menos 
contradictoria. Por un lado, se ha demostrado que mientras más 
abajo se encuentre una persona en la escala social, más conside-
ra que las diferencias de ingresos en su sociedad son muy gran-
des (Roex, Huijts y Sieben, 2019; Knell y Stix, 2020). Además, se 
ha propuesto que las personas que evalúan las diferencias de in-
greso como muy grandes lo hacen porque ven esta desigualdad 
como injusta (Hing et al., 2019). Por otro lado, otras investiga-
ciones sostienen que considerarse de clase social más alta au-
menta la percepción de que la actual distribución de recursos es 
justa, y esto reduce la extensión de que las personas consideren 
la sociedad como desigual (Rodríguez-Bailón et al., 2017).

La ideología entendida como un conjunto de creencias y re-
presentaciones sociales compartidas por un grupo de personas 
(García-Castro, 2010) es otro de los principales antecedentes de 
las actitudes hacia la desigualdad. Las personas conservadoras 
perciben menor desigualdad que las personas de izquierda fun-
damentalmente porque se encuentran más satisfechas con el sis-
tema, prefieren el principio de equidad (resultados proporciona-
les a las contribuciones), que el de igualdad (resultados iguales 
independientemente de las contribuciones), creen más fuerte-
mente que el éxito se debe a esfuerzos individuales y tienen una 
visión más optimista de la vida (Hing et al., 2019). Por ejemplo, 
quienes cuentan con mayores creencias meritocráticas perciben 
menos desigualdad (Hauser y Norton, 2017).
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Percepción de meritocracia

El concepto de meritocracia se originó en la novela distópica 
The Rise of Meritocracy (1958) del sociólogo Michael Young. En 
este contexto, la meritocracia se refiere a un sistema de organi-
zación social en el que se otorga mayor poder, estatus y prestigio 
a aquellos individuos que poseen más mérito, definido como 
una combinación de esfuerzo y talento. Este concepto implica 
que los bienes y las recompensas se distribuyen de manera pro-
porcional al esfuerzo y al talento de cada individuo, siguiendo el 
principio distributivo de justicia por equidad o igualdad propor-
cional. Sin embargo, los críticos argumentan que la meritocracia 
no siempre cumple con su propósito inicial y, en la práctica, se 
utiliza para ocultar y legitimar desigualdades y privilegios que 
no están necesariamente vinculados al esfuerzo o al talento. Por 
ejemplo, se ha señalado que factores como herencias, contactos 
y capital cultural también influyen en la obtención de bienes y 
privilegios en lugar del mérito individual. Esta discrepancia en-
tre el discurso de meritocracia y la realidad se ha descrito como 
“decir meritocracia y hacer privilegio” (Khan y Jerolmack, 2013).

Las investigaciones sociológicas han proporcionado eviden-
cia sólida en este ámbito. Por un lado, los estudios sobre movi-
lidad social intergeneracional han demostrado que las posicio-
nes sociales están fuertemente determinadas por el estatus 
familiar de origen en lugar del logro individual (Núñez y Pérez, 
2007). Esto pone en tela de juicio la promesa de igualdad de 
oportunidades de la meritocracia (Goldthorpe, 2003; Duru-Be-
llat y Tenret, 2012). Por otro lado, las encuestas muestran que la 
meritocracia es ampliamente valorada como principio distribu-
tivo a nivel internacional, a pesar de las percepciones de su fun-
cionamiento deficiente (Duru-Bellat y Tenret, 2012; Reynolds y 
Xian, 2014; Mijs, 2018). Esto indica que la meritocracia es con-
sensualmente apreciada por la población, aunque se reconoce 
que su implementación actual dista de ser óptima (Castillo 
et al., 2019). Recientemente se ha encontrado en Chile que las 
creencias meritocráticas son un antecedente de la percepción 
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de desigualdad económica (Castillo et  al., 2019). En aquellos 
países con mayores creencias meritocráticas, más fácil se legiti-
ma la desigualdad, y en estos países las personas de bajo estatus 
son quienes más se oponen a la desigualdad (Roex, Huijts y Sie-
ben, 2019). Una persona que ha construido una idea meritocrá-
tica puede que no cambie conociendo una experiencia cara a 
cara, al igual que una persona con una visión estructural de la 
desigualdad se posiciona de forma crítica ante el discurso indi-
vidualista. Estos cambios sólo se pueden lograr hasta que una 
importante cantidad de nueva información y experiencias se 
alcancen (Mijs, 2018).

En el contexto escolar, el concepto de mérito es central. A tra-
vés de las calificaciones, premios y diplomas, que son considera-
dos “certificados de mérito”, se premia y clasifica a los mejores 
estudiantes, bajo la premisa de que los incentivos y las penaliza-
ciones ejemplares conducirán a un mejor rendimiento colectivo. 
Sin embargo, la aparente aceptación generalizada del mérito ha 
llevado a que hasta ahora no se haya abordado claramente como 
objeto de estudio, ni en la población adulta ni en el ámbito esco-
lar (Hadjar, 2008). Uno de los pocos estudios sobre meritocracia 
en el contexto escolar es el trabajo de Khen Lampert en su libro 
Meritocratic Education and Social Worthlessness (2013). Lampert 
argumenta que un sistema educativo meritocrático premia y va-
lora sistemáticamente a una minoría, dejando a la mayoría en 
una posición de observadores con una sensación de desvaloriza-
ción personal, injusticia y frustración. Estos hallazgos están en 
línea con las investigaciones de Araujo y Martuccelli (2015), que 
exploran cómo la posición de las mujeres y las minorías étnicas 
dentro de la escuela se ve afectada por procesos de discrimina-
ción y desvalorización que se reflejan en desigualdades educati-
vas. En Bolivia en un estudio con escolares se encontró que las 
niñas y niños contaban con creencias que justifican el sistema, 
siendo una de las primeras evidencias en la región de que inclu-
so niñas y niños de corta edad y en condiciones de vulnerabi-
lidad social cuentan con creencias meritocráticas sobre la desigual-
dad económica (Henry y Saul, 2006).
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Para poder investigar la meritocracia en el ámbito escolar va-
mos a establecer dos distinciones principales. La primera es entre 
conceptos referidos a las creencias en la meritocracia y que mu-
chas veces se confunden: las percepciones y las preferencias 
(Castillo et al., 2019). Con percepciones nos referimos a cómo las 
personas visualizan en la sociedad el cumplimiento de los princi-
pios meritocráticos (lo que es), mientras las preferencias refieren 
al apoyo a ideales normativos (lo que debería ser). La segunda 
distinción, especialmente relevante al estudiar población escolar, 
se relaciona con si al preguntar sobre meritocracia se va a hacer 
referencia a la sociedad general o al contexto escolar. En el caso 
de la presente investigación, consideraremos ambas perspectivas 
(escuela y sociedad), ya que nos parece que ofrece elementos in-
teresantes a explorar en la etapa escolar. Para ello, tomamos un 
aspecto central asociado al mérito en la escuela, como son las 
calificaciones o notas (Resh, 2017; Resh y Sabbagh, 2014). Desde 
esta perspectiva, las calificaciones reflejan (o pretenden reflejar) 
el nivel de logro de cada estudiante, siendo una expresión de su 
mérito individual asociado a nociones de justicia distributiva. 
Además, las calificaciones también pueden relacionarse con la 
noción de justicia en el reconocimiento, debido a su carácter pú-
blico y comunicativo hacia diferentes actores dentro de la comu-
nidad escolar. Por lo tanto, más allá de centrarse únicamente en 
las calificaciones, es importante comprender en qué medida los 
estudiantes perciben que sus méritos son reconocidos de manera 
justa a través de las calificaciones (Resh, 2010).

Socialización de actitudes  
en la familia y la escuela

Entender la desigualdad requiere comprender dimensiones y 
conceptos como dinero, ingresos y riqueza, y poder cuantificar 
sus diferencias entre las personas (Dickinson, Leman y Easterbrook, 
2023). La investigación reciente señala que tan temprano como a 
los 3-5 años las personas pueden discriminar entre individuos 
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ricos y pobres a través de sus posesiones y ropa (Rauscher, Fried-
line y Banerjee, 2017) y que a los 8 años ya se cuenta con el sufi-
ciente desarrollo cognitivo para jerarquizar personas y trabajos 
en función de los ingresos (Burgard, Cheyne y Jahoda, 1989). A es-
tas edades se encuentra una asociación en las creencias que tra-
bajar mucho incide en contar con mucho dinero (Mistry y Yassine, 
2022). Es solamente a partir de los 10-11 años que las niñas y ni-
ños empiezan a utilizar un pensamiento más consciente de justi-
ficaciones psicológicas que incluyen conceptos como esfuerzo, 
educación e inteligencia (Sigelman, 2012).

Los antecedentes familiares y las prácticas de socialización 
que se realizan en cada una de las familias contribuyen a las eva-
luaciones de la desigualdad de los y las estudiantes. En este capí-
tulo, al referirnos a los integrantes de las familias lo haremos 
bajo el término de “adultos responsables” ya que no siempre los 
padres son los encargados de la educación de los estudiantes. En 
este contexto, los adolescentes de familias más educadas tienen 
más probabilidades de adjudicar explicaciones estructurales que 
individuales a las diferencias entre ricos y pobres (Flanagan et al. 
2014), lo que implicaría que quienes poseen un mayor estatus 
social serían más críticos sobre la desigualdad.

Por otro lado, analizar los procesos de socialización en las es-
cuelas resulta fundamental para el caso chileno. La segregación so-
cial es un fenómeno que atraviesa todo el sistema educacional, ya 
que los estudiantes de diferentes estratos socioeconómicos se dis-
tribuyen de acuerdo a los ingresos familiares en distintas escuelas 
según su tipo de dependencia administrativa (Bellei, 2013), es de-
cir, dependiendo de si el tipo de administración es municipal (con 
financiamiento completamente estatal), particular subvencionado 
(parte de financiamiento privado) o particular privado (financia-
miento completamente privado). En este sentido, investigaciones 
han dado cuenta de que, ante un marco de meritocracia fomenta-
do en la escuela, tanto las personas de bajo estatus socioeconómico 
como las personas de alto estatus creen que el éxito o fracaso esco-
lar se debe a las diferencias en los esfuerzos y talentos de los estu-
diantes y no a antecedentes familiares (Darnon et al., 2018).
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Método

La metodología propuesta para llevar a cabo esta investigación 
es de carácter cuantitativo con un énfasis descriptivo y explora-
torio. La principal fuente de datos para el análisis es el Primer 
Estudio de Educación Ciudadana en Chile, realizado por la 
Agencia de Calidad de la Educación del Ministerio de Educa-
ción en 2017. La población objetivo de este estudio son los estu-
diantes de octavo grado de 242 escuelas y contiene los datos de 
8 589 estudiantes y 6 770 adultos responsables. La muestra final 
utilizada en el análisis se basó en 4 697 respuestas completas de 
estudiantes y adultos responsables de 231 escuelas.

Las principales variables utilizadas en este estudio se dividen 
en cuatro grupos. Primero, la variable principal corresponde a 
las actitudes hacia la desigualdad que fue medida a partir de la 
evaluación de la magnitud de las diferencias de ingreso, basada 
en la pregunta sobre si “en Chile, las diferencias de ingreso son 
demasiado grandes”. La pregunta sobre si las diferencias de in-
greso son demasiado grandes en un inicio de esta línea de inves-
tigación fue conceptualizada como percepción de desigualdad. 
Sin embargo, a medida que el estudio de la desigualdad subjetiva 
ha avanzado en su conceptualización ha cambiado hacia una ac-
titud de la desigualdad marcada por su tolerancia y preocupa-
ción. Las personas deben evaluar si la desigualdad que existe y 
perciben es “demasiado” grande, lo cual conlleva una aprecia-
ción de que existe más desigualdad de la que debería haber, con-
virtiéndose en una medida actitudinal sobre el rechazo o acepta-
ción que genera la desigualdad percibida (Hing et  al., 2019; 
García-Castro, Frigolett, et  al., 2022). Numerosas investigacio-
nes internacionales respaldan el uso de esta medida como una 
actitud (Larsen, 2016; Litwiński, Iwański y Tomczak, 2023; Gon-
thier, 2017; Schröder, 2017).

Segundo, se utilizó la misma pregunta sobre evaluación de la 
desigualdad, pero a los adultos responsables, para así poder rela-
cionarla con las actitudes de los estudiantes. En tercer lugar, se 
analizan una serie de variables sobre percepción de meritocracia 
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en la sociedad (por ejemplo, con la pregunta “en Chile, las per-
sonas obtienen lo que merecen”) y con la percepción de merito-
cracia en la escuela (por ejemplo, con la pregunta “el esfuerzo es 
importante para obtener buenas notas”). Finalmente, se analiza 
la relación de estas variables con las características individuales 
de los estudiantes, de sus familias y de la escuela a la que acuden. 
Los principales estadísticos descriptivos de estas variables se 
presentan en el cuadro 1.

Resultados

A continuación se realizará un análisis descriptivo sobre la eva-
luación de la desigualdad en Chile. Para contextualizarla, en la 
gráfica 1 se muestra la distribución de esta variable en estudiantes 
y en sus adultos responsables. Atendiendo en primer lugar a los 
adultos, este gráfica da cuenta de que un 76.4% de ellos/ellas está 
de acuerdo o muy de acuerdo con que las diferencias de ingresos 
en el país son demasiado grandes. En cuanto a la evaluación de la 
desigualdad de los estudiantes, la gráfica 1 muestra que un 74.3% 
de los estudiantes está de acuerdo o muy de acuerdo con que las 
diferencias de ingresos son demasiado grandes en Chile. Llama 
la atención que la categoría más alta es “de acuerdo” (49.1%), a 
diferencia de los adultos responsables entre los que la categoría 
más alta era “muy de acuerdo” (49.5%). De la misma forma, entre 
quienes están en desacuerdo o muy en desacuerdo, la categoría 
más alta es “desacuerdo” (19.3%), mientras que en apoderados la más 
alta es “muy en desacuerdo” (12.6%). Estos resultados prelimina-
res dan cuenta de que los y las estudiantes tienden a posicionarse 
en las categorías intermedias de “en desacuerdo” y “de acuerdo”, 
en comparación con sus adultos responsables que eligen las op-
ciones más extremas “muy en desacuerdo” y “muy de acuerdo”, 
por lo que los y las estudiantes estarían evaluando menos polari-
zadamente.

La gráfica 2 muestra las diferencias de género de los estudian-
tes en la evaluación de la desigualdad. En este gráfica se puede 
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observar que en las categorías intermedias de “desacuerdo” y “de 
acuerdo” las niñas presentan una mayor asociación estadística, 
mientras que si miramos sólo la categoría más alta de “muy de 
acuerdo” los niños indican valores más altos (26.5%).

Al analizar las características de las familias de los estu-
diantes, un elemento central es el nivel educacional de los 
adultos responsables. La gráfica 3 muestra que en general no 
existen grandes diferencias entre provenir de una familia con 
adultos responsables con un mayor o menor nivel educacional, 
excepto para los estudiantes que están muy de acuerdo con 
que en Chile las diferencias de ingreso son demasiado grandes, 
ya que existe una tendencia hacia una mayor proporción de 
estudiantes que están muy de acuerdo con esta afirmación en 
la medida que aumenta el nivel educacional de los adultos res-
ponsables.

Al analizar las diferencias por escuela, existen dos elementos 
que se asocian a la evaluación de la desigualdad de los estudian-
tes. El primero, que se muestra en la gráfica 4, es la dependencia 
administrativa de la escuela. En este gráfica se evidencia que en 
las tres categorías más bajas de la evaluación de la desigualdad las 
escuelas de administración municipal tienen mayores porcenta-
jes. Por el contrario, entre quienes están muy de acuerdo con 
que en Chile las diferencias de ingresos son muy grandes, los 
estudiantes de escuelas con administración particular privada 
presentan valores más altos.

El segundo elemento de las escuelas que influye en la evalua-
ción de la desigualdad es su clasificación socioeconómica. La 
gráfica 5 muestra que en las tres categorías más bajas de la eva-
luación de la desigualdad, las escuelas de una clasificación so-
cioeconómica baja presentan valores más bajos, mientras que 
entre los y las estudiantes que están muy de acuerdo con que en 
Chile las diferencias de ingresos son muy grandes, los estudian-
tes de escuelas con una alta clasificación socioeconómica poseen 
porcentajes más altos.

Según indica la bibliografía, uno de los principales factores 
que afectan en la evaluación de la desigualdad que hacen las 
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Cuadro 1. Estadísticos descriptivos*

Variable Etiqueta Estadísticas / 
Valores

Frec. (% sobre 
válidos)

Válido

Evaluación 
desigualdad 
(estudiantes)

En Chile, las 
diferencias de 
ingreso son 
demasiado 
grandes

1. Muy en 
desacuerdo
2. Desacuerdo
3. De acuerdo
4. Muy de acuerdo

490 (6.4%)

1 481 (19.3%)
3 756 (49.1%)
1 930 (25.2%)

7 657
(91.0%)

Evaluación 
desigualdad 
(adulto 
responsable)

En Chile, las 
diferencias de 
ingreso son 
demasiado 
grandes

1. Muy en 
desacuerdo
2. Desacuerdo
3. De acuerdo
4. Muy de acuerdo

718 (12.6%)

627 (11.0%)
1 530 (26.9%)
2 815 (49.5%)

5 690
(67.6%)

Merecimiento En Chile, las 
personas 
obtienen lo que 
merecen

1. Muy en 
desacuerdo
2. Desacuerdo
3. De acuerdo
4. Muy de acuerdo

816 (10.6%)

2 610 (33.8%)
3 153 (40.8%)
1 143 (14.8%)

7 722
(91.7%)

Esfuerzo en la 
sociedad

En Chile, las 
personas son 
recompensadas 
por sus 
esfuerzos

1. Muy en 
desacuerdo
2. Desacuerdo
3. De acuerdo
4. Muy de acuerdo

709 (9.0%)

2330 (29.6%)
3461 (43.9%)
1375 (17.5%)

7875
(93.6%)

Talento en la 
sociedad

En Chile, las 
personas son 
recompensadas 
por su 
inteligencia y 
habilidad

1. Muy en 
desacuerdo
2. Desacuerdo
3. De acuerdo
4. Muy de acuerdo

698 (9.1%)

2 099 (27.3%)
3 578 (46.6%)
1 301 (16.9%)

7 676 
(91.2%)

Esfuerzo en la 
escuela

El esfuerzo es 
importante para 
obtener buenas 
notas

1. Muy en 
desacuerdo
2. Desacuerdo
3. De acuerdo
4. Muy de acuerdo

157 (1.9%)

127 (1.6%)
1964 (24.4%)
5817 (72.1%)

8 065 
(95.8%)

Talento en la 
escuela

La inteligencia 
es importante 
para obtener 
buenas notas

1. Muy en 
desacuerdo
2. Desacuerdo
3. De acuerdo
4. Muy de acuerdo

510 (6.3%) 

1 263 (15.7%) 
3 960 (49.2%) 
2 321 (28.8%)

8 054 
(95.7%)

Sexo del 
estudiante

Sexo del 
estudiante

1. Niña 
2. Niño

4 034 (47.9%)
4 383 (52.1%)

8 417 
(100.0%)

Nivel 
educacional 
del adulto 
responsable

Nivel 
educacional de 
los padres

1. 8vo grado o 
menos 
2. Educación 
secundaria 
3. Educación técnica 
4. Universidad o 
posgrado 
5. Ns/Nr

559 (6.6%) 
1 698 (20.2%)
960 (11.4%) 
1 080 (12.8%) 
4 120 (48.9%)

8 417
(100.0%)
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personas es la percepción de meritocracia. En este capítulo di-
vidimos la percepción de meritocracia según sea en la sociedad 
o en la escuela. La gráfica 6 muestra la distribución de la per-
cepción de meritocracia que tienen los estudiantes, siendo las 
tres primeras variables sobre la percepción de la meritocracia 
en la sociedad y las dos últimas sobre la percepción de merito-
cracia en la escuela. Este gráfica muestra un amplio grado de 
acuerdo con la meritocracia tanto en la sociedad como en la 
escuela. Más precisamente, al menos un 55% de los estudiantes 
están “de acuerdo” o “muy de acuerdo” con que en Chile las 
personas obtienen lo que merecen, son recompensadas por su 
inteligencia y habilidad o por sus esfuerzos. Pero, sobre todo, 
un 78% de los estudiantes está “de acuerdo” o “muy de acuerdo” 
con que la inteligencia es importante para obtener buenas no-
tas y un 96.4% con que el esfuerzo es importante para conse-
guirlas. Lo anterior da cuenta de importantes diferencias entre 
ambas dimensiones de la meritocracia, principalmente porque 
incluso cuando los y las estudiantes perciben que la meritocra-
cia funciona, esta no lo haría de la misma manera en todos los 
contextos.

Para profundizar en la percepción de meritocracia de los es-
tudiantes, la gráfica 7 muestra la correlación de las variables de 

Dependencia 
administrativa 
de la escuela

Dependencia 
administrativa

1. Municipal 

2. Part. 
subvencionado 

3. Part. privado

3 584 (42.6%)

4 224 (50.2%)

609 ( 7.2%)

8 417
(100.0%)

Clasificación 
socioeco- 
nómica de la 
escuela 

Categorización 
socioeconómica

1. Bajo 

2. Medio 

3. Alto

3 969 (47.2%) 

1 930 (22.9%) 

2        518 (29.9%)

8 417
(100.0%)

*Las variables “Evaluación desigualdad (adulto responsable)” y “Nivel 
educacional del adulto responsable” provienen del cuestionario de 
apoderados (N=6 770) y además poseen una considerable cantidad de datos 
perdidos. Para no disminuir demasiado el N utilizado en el análisis de 
regresión se tomó la decisión de agrupar los casos perdidos del nivel 
educacional de los adultos responsables en una nueva categoría Ns/Nr, que 
agrupa el 48% de las respuestas de adultos responsables.
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meritocracia en la sociedad y en la escuela, es decir, el grado de 
asociación que existe entre cada una de estas variables. En tér-
minos generales, existe una alta correlación entre las variables 
de meritocracia en la sociedad, mientras que la asociación de las 
variables de meritocracia en la escuela es baja. Entre las varia-
bles de meritocracia en la escuela y en la sociedad esta asocia-
ción es más baja aún. Estos resultados permiten nuevamente co-
rroborar la importancia de distinguir la percepción de los 
estudiantes en la escuela y en la sociedad.

La gráfica 8 es del tipo mosaico, que permite tener una repre-
sentación visual de la distribución porcentual de las categorías de 
las variables. Para simplificar esta visualización, las categorías de 

Gráfica 1. Evaluación de la desigualdad en Chile  
en adultos responsables y estudiantes

Fuente: elaboración propia.
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“muy de acuerdo” y “de acuerdo” fueron agrupadas en la catego-
ría “de acuerdo” y las categorías “muy en desacuerdo” y “des-
acuerdo” fueron agrupadas en la categoría “desacuerdo”. Cada 
recuadro (o mosaico) representa el tamaño de la asociación de 
las distintas categorías de dos variables. Por ejemplo, el primer 
mosaico de arriba a la derecha indica que un 47.9% de los estu-
diantes está de acuerdo con que en Chile las personas obtienen lo 
que merecen y que las diferencias de ingresos son demasiado 
grandes.

La gráfica 8 permite visualizar una tendencia general de una 
mayor asociación entre las categorías “de acuerdo” de las tres va-
riables de meritocracia en la sociedad y la categoría “de acuerdo” 

Gráfica 2. Evaluación de la desigualdad en Chile  
según sexo del estudiante

Fuente: elaboración propia.
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con que en Chile las diferencias de ingreso son demasiado gran-
des. La mayor asociación de estas categorías se da entre la per-
cepción de que las personas son recompensadas por su inteli-
gencia y habilidad y la evaluación de que las diferencias de 
ingresos son demasiado grandes, con un 54.9%. La gráfica 9 si-
gue la misma tendencia que la gráfica anterior. En ambas varia-
bles de percepción de meritocracia en la escuela la asociación 
entre las categorías “de acuerdo” con las categorías “de acuerdo” 
de la evaluación de la desigualdad es mayor que con las variables 
de percepción de meritocracia en la escuela. Destaca particular-
mente que un 72.1% de los estudiantes está de acuerdo con que el 
esfuerzo es importante para obtener buenas notas y que las dife-
rencias de ingresos son demasiado grandes en Chile.

Gráfica 3. Evaluación de la desigualdad en Chile  
según nivel educacional del adulto responsable

Fuente: elaboración propia.
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Modelos de regresión lineal

Finalmente, resulta relevante analizar en conjunto el rol de la 
evaluación de la desigualdad de los adultos responsables, la per-
cepción de meritocracia de los estudiantes, el nivel educacional 
de los adultos responsables y el tipo de escuela de los estudiantes. 
Para ello, y de manera exploratoria, en esta sección se estimaron 
una serie de modelos de regresión multinivel para estimar en 
qué medida estas variables influyen en la evaluación de la des-
igualdad de los estudiantes a nivel individual y a nivel escolar.

El cuadro 2 muestra los resultados de esta estimación. El sen-
tido de la presentación secuencial de los modelos es seguir en 
parte el orden en que fueron presentados anteriormente los aná-
lisis descriptivos, comenzando con ingresar la evaluación de la 
desigualdad de los adultos responsables, luego la percepción de 
meritocracia en la escuela, seguida por la percepción de merito-

Gráfica 4. Evaluación de la desigualdad en Chile  
según dependencia administrativa de la escuela

Fuente: elaboración propia.
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cracia en la sociedad. Posteriormente, en el Modelo 4 se incluye 
el nivel educacional de los adultos responsables y finalmente se 
incluyen dos características estructurales de las escuelas.

Comenzando con los resultados de la estimación del Modelo 1, 
se observa que la evaluación de la desigualdad de los adultos 
responsables tiene un pequeño efecto sobre la evaluación que 
hacen los estudiantes (b=.03), resultado que además es estadísti-
camente significativo en este modelo y en los siguientes (p<.05). 
En el Modelo 2 se incluye la percepción de meritocracia en la 
escuela, que indica que ambas variables tienen un efecto positi-
vo en la evaluación de la desigualdad, siendo el talento en la es-
cuela la que tiene un mayor efecto y mayor significación estadís-
tica (b=.07; p<.001), sin embargo, estos efectos dejan de ser 
significativos al controlar por el resto de las variables en los mo-
delos 3 y 4. En el Modelo 3 se incluyen las variables de percep-

Gráfica 5. Evaluación de la desigualdad en Chile según  
clasificación socioeconómica de la escuela

Fuente: elaboración propia.
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Gráfica 6. Distribución de la percepción 
de meritocracia en estudiantes

Gráfica 7. Correlación entre las variables de percepción de 
meritocracia en estudiantes de meritocracia en estudiantes

Fuente: elaboración propia.

Fuente: elaboración propia.
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ción de meritocracia en la sociedad, siendo todas estadística-
mente significativas (p<.001) y variando sus efectos entre b=.08 
para el esfuerzo en la sociedad y b=.26 para el talento en la so-
ciedad. Estos efectos se mantienen constantes y conservan su 
significación al controlar por el resto de las variables en los de-
más modelos, además, el efecto del talento en la sociedad es el 
mayor de todos los modelos.

El Modelo 4 incluye como predictor el nivel educacional de 
los adultos responsables, siendo la categoría de educación uni-
versitaria o de posgrado la que posee un mayor efecto y que ade-
más es estadísticamente significativa (b=.19; p<.001). Esto da 
cuenta de que los estudiantes que tienen adultos responsables 
con un nivel educacional de universidad o posgrado evalúan en 
mayor medida que en Chile las diferencias de ingresos son de-
masiado grandes, en comparación con sus pares que tienen 
adultos responsables con un nivel de educación de 8vo grado o 
menos. En el siguiente modelo esta relación disminuye tanto en 
su tamaño de efecto como en su significación estadística (b=.12; 
p<.05). Este resultado permite ahondar en el efecto ilustrador de 
la educación, es decir, que el poseer un mayor nivel educacional 
permite adquirir mayor información sobre las diferencias socia-
les, lo que permitiría evaluar de mejor forma la magnitud de la 
desigualdad en la sociedad.

Finalmente, en el Modelo 5 se incluyen dos características es-
tructurales de las escuelas: su dependencia administrativa y su 
clasificación socioeconómica. De estas variables, la única que 
tiene un efecto estadísticamente significativo es la de aquellos 
que asisten a una escuela con una clasificación socioeconómica 
alta, en comparación con quienes van a una escuela de clasifica-
ción socioeconómica baja (b=.16; p<.01). Esto quiere decir que 
los/las estudiantes de escuelas con una clasificación socioeconó-
mica alta evalúan en mayor medida que en Chile las diferencias 
de ingresos son demasiado altas, en comparación con sus pares 
de escuelas de clasificación socioeconómica baja. Este resultado, 
sumado al anterior, es relevante ya que establece importantes di-
ferencias entre el nivel socioeconómico de las familias a la hora 
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Gráfica 8. Evaluación de la desigualdad según  
percepción de meritocracia en la sociedad

Fuente: elaboración propia.
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Gráfica 9. Evaluación de la desigualdad según  
percepción de meritocracia en la escuela

Fuente: elaboración propia.
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de evaluar las diferencias de ingresos en Chile. Es conocido en la 
literatura que en Chile las familias tienden a segregarse en es-
cuelas de estatus similar, por lo que tanto el nivel educacional de 
los adultos responsables como el nivel socioeconómico de las es-
cuelas pueden estar relacionados.

Conclusiones

En este capítulo profundizamos en las actitudes hacia la des-
igualdad de los y las estudiantes de 8vo grado en Chile, centrán-
donos específicamente en su evaluación de si las diferencias de 
ingresos en el país son demasiado grandes. Se pone un énfasis 
principal en los factores que influyen en el proceso de formación 
de estas actitudes, siendo el más destacado la percepción de me-
ritocracia tanto en la escuela como en la sociedad. Además, se 
consideran los factores individuales de las familias y las caracte-
rísticas estructurales de las escuelas. Un hallazgo relevante es 
confirmar la importancia de distinguir entre las dimensiones so-
cial y escolar de la meritocracia, ya que si bien existe un amplio 
acuerdo en que la meritocracia funciona de manera correcta, 
esto no sería igual en todos los contextos. Los resultados indican 
principalmente que existe una relación positiva entre la percep-
ción de meritocracia en la sociedad y una mayor evaluación de 
que en el país las diferencias de ingresos son demasiado grandes. 
Las variables de meritocracia en la escuela no poseen una aso-
ciación significativa al controlar por el resto de las variables ana-
lizadas. Una posible explicación de la relación entre meritocracia 
y evaluación de desigualdad es que la percepción de meritocra-
cia poseería un carácter ideológico, conllevando una mayor 
creencia en las posibilidades individuales de movilidad social y, 
por lo tanto, permitiría percibir y tolerar una mayor desigualdad.

En cuanto al resto de factores analizados, tanto la evaluación 
que los/as adultos responsables hacen sobre que en Chile las di-
ferencias de ingresos son demasiado grandes y poseer un nivel 
educacional de universidad o posgrado influyen positivamente 
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en la evaluación de la desigualdad que hacen los estudiantes. 
Asimismo, aquellos/as estudiantes que asisten a escuelas con un 
nivel socioeconómico alto evalúan en mayor medida que en 
Chile las diferencias de ingresos son demasiado grandes que sus 
pares de escuelas de nivel socioeconómico bajo. La dependencia 
administrativa de las escuelas no tiene un efecto significativo so-
bre la evaluación de la desigualdad de los estudiantes. El impac-
to del nivel educacional de los adultos responsables sobre la eva-
luación de la desigualdad de los/as estudiantes podría deberse a 
que existe mayor información sobre las diferencias sociales, lo 
que permitiría evaluar y justificar más precisamente la magnitud 
de la desigualdad (Castillo, 2011; Castillo et al., 2014). En el mis-
mo sentido, también es importante destacar que aquellas fami-
lias de mayor nivel educacional o estatus socioeconómico tien-
den a segregarse en un mismo tipo de escuelas de clasificación 
socioeconómica alta y de dependencia administrativa privada.

 modelo 1 modelo 2 modelo 3 modelo 4 modelo 5

interCePto 2.85 *** 2.49 *** 1.47 *** 1.38 *** 1.36 ***
 (0.04)   (0.09)   (0.09)   (0.09)   (0.09)   
evaluaCión 
desigualdad 

(adulto 
resPonsable)

0.03 *  0.03 *  0.04 *** 0.03 ** 0.03 *  

 (0.01)   (0.01)   (0.01)   (0.01)   (0.01)   
esFuerzo esCuela        0.04 *  0,02 0,02 0,01
        (0.02)   (0.02)   (0.02)   (0.02)   
talento esCuela        0.07 *** 0,02 0,03 0.03 *  
        (0.01)   (0.01)   (0.01)   (0.01)   
esFuerzo 
soCiedad

              0.08 *** 0.08 *** 0.08 ***

               (0.02)   (0.02)   (0.02)   
mereCimiento               0.11 *** 0.11 *** 0.11 ***
               (0.02)   (0.02)   (0.02)   
talento 
soCiedad

              0.26 *** 0.26 *** 0.26 ***

               (0.02)   (0.02)   (0.02)   
eduCaCión 
seCundaria

Cuadro 2. Modelos de regresión lineal
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Si bien la desigualdad objetiva posee aspectos económicos y 
políticos que son importantes de discutir, no deja de ser relevan-
te analizar los aspectos culturales que subyacen en la evaluación 
que las personas hacen sobre la desigualdad (García-Castro, Fri-
golett, et al., 2022). Los resultados de este capítulo dan cuenta de 
aquellos estudiantes que perciben en mayor medida que la meri-
tocracia funciona en la sociedad, evalúan también en mayor me-
dida que las diferencias de ingresos son demasiado grandes en 

(reF. 8vo grado 
o menos)

                     0.08 0.07

                      (0.04)   (0.04)   
eduCaCión 
téCniCa

                     0.09 0.05

                      (0.05)   (0.05)   
universidad o 
Posgrado

                     0.19 *** 0.12 *  

                      (0.05)   (0.05)   
eduCaCión ns/
nr

                     0.13 ** 0.09 *  

                      (0.04)   (0.04)   
Part. Privado 
(reF. muniCiPal)                             0.00
                             (0.03)   
Part. Privado                             0.01
                             (0.06)   
ses esCuela 
medio

(reF. bajo)                             0.04
                             (0.04)   
ses esCuela 
alto

                            0.16 ***

                             (0.04)   
aiC 11 500.2 11 485,18 10 656.22 10 666.16 10 668.92
biC 11 526.01 11 523.91 10 714.31 10 750.07 10 778.65
log likelihood -5 746.1 -5 736.59 -5 319.11 -5 320.08 -5 317.46
num. obs. 4 697 4 697 4 697 4 697 4 697
num. grouPs: 
mrbd

231 231 231 231 231

var: mrbd 
(interCePt)

0.01 0.01 0.01 0.01 0.01

var: residual 0.67 0.66 0.55 0.55 0.55

Fuente: elaboración propia.
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Chile, lo que abre una línea de investigación importante sobre 
otros factores que podrían estar influyendo en la justificación 
sobre esta desigualdad percibida.

El estudio en torno a las actitudes hacia la desigualdad y la 
meritocracia es todavía escaso en América Latina (Imhoff, 
2021), especialmente en niñas y niños en etapa escolar. Es ne-
cesario profundizar aún más en los estudios subjetivos sobre la 
desigualdad en América Latina con el fin de ahondar en cómo 
la historia regional de lucha y represión incide en la naturali-
zación e ideología referente a la desigualdad. Posiblemente, 
existen otras características culturales como la religión, las re-
vueltas sociales y los conflictos políticos de cada país que tam-
bién influyen en la evaluación que las personas hacen sobre la 
desigualdad. Con este trabajo contribuimos aportando evi-
dencia sobre un tema especialmente relevante en la región, se-
ñalando cómo desde edades tempranas se construyen las ideas 
en torno a la evaluación de la desigualdad económica y su jus-
tificación.
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CLASES MEDIAS EN BOGOTÁ Y MONTEVIDEO1

María José Álvarez-Rivadulla

Introducción

“Y  hoy podemos decir, con mucho  orgullo, que ya  somos un 
país de clase media”, dijo el presidente Santos de Colombia en 
2015 al presentar sus logros durante su primera presidencia. Ci-
tando al BID, dijo que “el 55% de la población colombiana ya per-
tenece a la clase media”.2 Tres meses después, en marzo de 2016, 
en una reunión con expe rtos y funcionarios sobre la erradica-
ción de la pobreza, dijo que la clase media ya había aumentado 
al 70%, si contamos los hogares que acaban de salir de la pobre-
za.3 Efectivamente durante las dos primeras décadas del siglo 
XXI, en el marco del boom de las commodities, los países de 
América Latina disminuyeron su pobreza, aumentaron los sec-
tores de ingresos medios y creció el optimismo generalizado so-
bre la región (Franco et al., 2011, Ferreira et al., 2013). Este opti-
mismo se enfrenta hoy al f in del boom, así como a la recesión 
postpandemia con nuevas cifras altas de pobreza en la región 
(cepal, 2020). Y es que el aumento de los ingresos de las capas 
medias fue significativo, pero sobre bases inestables del mercado 
de empleo y una estructura productiva con enormes sectores de 
baja productividad que no han cambiado sustantivamente, como 

1 Este proyecto fue financiado por la Universidad del Rosario. Conté con 
el invaluable apoyo de cuatro asistentes de investigación, hoy colegas, en Bogo-
tá (Ivette González, Laura Díaz y Katherine Gaitán) y en Montevideo (Denise 
Courtoisie).

2 “Santos: Colombia es un país de clase media”, La fm, 12 de mayo de 2015.
3 “El 70% de los colombianos son de clase media: Santos”, El Colombiano, 

2 de marzo de 2016.
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señalan varios trabajos (Benza y Kessler, 2020; Álvarez-Rivadu-
lla et al., 2022a; Güemes y Paramio, 2020).

Tener una clase media más amplia se ha asociado a resultados 
positivos, por considerarla una fuerza pacificadora, cohesiona-
dora, democratizadora y modernizadora; esto desde la década 
de 1960, durante la Guerra Fría, y hasta el presente. De hecho, 
esto está detrás del discurso de Santos que abre este capítulo: la 
clase media como pacificadora y democrática en la Colombia de 
la paz. Sin embargo, la evidencia sobre estos efectos es ambigua. 
El ejemplo tal vez más claro de esto es que hubo sectores medios 
que en Alemania apoyaron el nazismo y otros que lo rechazaron 
(Adamovsky et al., 2015). Lo mismo puede decirse de las dicta-
duras en los países de la región. Y es que ser de clase media pue-
de significar cosas muy distintas en distintos contextos. Estos 
significados no coinciden necesariamente ni con los rangos de 
ingresos de los economistas ni con las ocupaciones de los soció-
logos ni con las esperanzas de los gobiernos y organismos inter-
nacionales. De hecho, estos significados han sido poco explora-
dos. ¿Qué significa ser de clase media para las personas que 
dicen serlo? 

Este capítulo se pregunta por esta apropiación en dos con-
textos distintos dentro de la región de América Latina. Uru-
guay, que tradicionalmente ha tenido unas clases medias ex-
tendidas, y Colombia, donde la clase media aumentó más 
recientemente, según distintos tipos de mediciones (Fresneda 
Bautista, 2017; Rama, 1960; Franco et al., 2010). ¿Quiénes son 
los que se identifican con la clase media y qué entienden por 
clase media? ¿Están esos significados asociados a lo que en-
tienden los políticos y los académicos? ¿Cuáles son los crite-
rios que utilizan para situarse en la clase media y otros por de-
bajo o por encima? ¿Tienen estas clasificaciones consecuencias 
en términos de toma de decisiones o de procesos de exclusión? 
Existe una interesante e incipiente literatura antropológica, 
histórica y sociológica en la región sobre la ambigüedad y la 
creación histórica de la categoría de clase media (Adamovsky 
et al., 2015; López-Pedreros, 2008; López-Pedreros y Weinstein, 
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2012). Sabemos menos sobre los significados que las personas 
le dan a la categoría, pero hay interesantes antecedentes en la 
región sobre todo para el caso chileno (Méndez y Gayo, 2018; 
Castillo et al., 2013; Méndez 2008; Barozet y Espinoza, 2009). 
Aquí me baso en estos estudios pioneros añadiendo una di-
mensión comparativa, inspirada en el trabajo seminal de Mi-
chele Lamont (1994, 2002) sobre las fronteras simbólicas de 
clase comparando Francia y Estados Unidos, a su vez estimula-
do por el ya clásico trabajo de Pierre Bourdieu (1988) sobre las 
distinciones de clase.

A través de 86 entrevistas con personas que por ocupación 
se ubicaban en las clases alta, media y baja, este capítulo exami-
na si la clase significa algo para ellas, y en particular las clases 
medias, así como sus consecuencias en prácticas y decisiones 
claves para la producción y reproducción de la desigualdad, 
como la educación de los hijos. En ambos contextos la clase 
importa para las personas que se consideran a sí mismas de 
clase media y, si bien se asocia con los ingresos, se trata en am-
bos casos más de la estabilidad de estos, asociada a la estabili-
dad del empleo (versus la herencia o los subsidios), que de un 
monto en particular. Pero las personas van mucho más allá del 
ingreso para determinar su clase, enfocándose en límites cultu-
rales, morales y residenciales. Más allá de estas similitudes, hay 
interesantes diferencias en la intensidad y la forma de estos lí-
mites simbólicos. Las distinciones de clase media basadas en 
educación fueron mucho más salientes en Bogotá que en Mon-
tevideo. Y los límites morales con los de abajo, y en particular 
con los que reciben ayudas del gobierno, fueron más salientes 
en Montevideo. Estos límites simbólicos no son sólo ideas. 
Crean grupos. Se transforman en límites y distinciones sociales 
a través de importantes decisiones familiares como las relativas a 
la educación o a la residencia. Así, mientras que en Bogotá ser 
de clase media se asocia con brindar a los hijos educación pri-
vada, en Montevideo se relaciona con brindar o tener nostalgia 
por la educación pública.
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Conciencia de clase  
y la ambigüedad de las clases medias

Las clases medias son las más ambiguas en su definición objeti-
va y suelen serlo aún más en sus definiciones subjetivas, entre 
otras por los significados positivos que históricamente se les ha 
atribuido. En sociología, se suele asociar a las clases medias con 
las ocupaciones no manuales que requieren cierta educación, en 
calidad de empleado o pequeño propietario. Se distinguen de 
quienes realizan ocupaciones sin calificación, sobre todo ma-
nuales, y en las economías como las nuestras de los trabajadores 
sin contrato o informales, y de quienes son los dueños de los 
medios de producción o tienen cargos gerenciales altos (Wright, 
2005; Portes y Hoffman, 2003; Goldthorpe y Erikson, 1992; Wri-
ght, 1985). En la mayoría de los países de la región, las clases 
medias han aumentado en la segunda mitad del siglo XX, sobre 
todo por el cambio estructural de empleos rurales a empleos ur-
banos y, posteriormente, de empleos industriales a empleos en 
servicios (Solís y Boado, 2014). Sin embargo, el sector de servi-
cios es tan heterogéneo, con grandes sectores muy poco remu-
nerados, que esos cambios no necesariamente se reflejan en me-
joras en el nivel de bienestar.

El grado de correspondencia entre las medidas objetivas y 
subjetivas de clase varía en las distintas sociedades (Wright, 
1997). Demostrarlo a nivel individual es un gran reto porque, si 
bien las encuestas nacionales de hogares son relativamente bue-
nas para medir los ingresos, la ocupación y la educación, no pre-
guntan por la identificación subjetiva de clase. Por su parte, las 
encuestas de opinión representativas a nivel nacional, como el 
Barómetro de las Américas, han preguntado sobre la clase subje-
tiva en determinados años, pero no son precisas en las medidas 
ocupación o bienestar socioeconómico. Sin embargo, en una es-
timación realizada con esta última, pudimos ver que colombia-
nos y uruguayos alinean sus condiciones objetivas y subjetivas 
de clase. Cuanto mayor el nivel educativo y la riqueza, más alta 
es la clase con la que el individuo se autoidentifica (Álvarez- 
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Rivadulla y Queirolo, 2013). De forma interesante, en ese análi-
sis, la educación pesa menos en Uruguay que en Colombia en la 
autoidentificación de clase.

Más allá de la existencia de datos para examinar la corres-
pondencia entre indicadores objetivos y subjetivos, Savage et al. 
(2001) nos advierten sobre los resultados diferentes que se obtie-
nen sobre identificaciones de clase si se usan entrevistas en lugar 
de encuestas. Aunque las encuestas muestran que las personas 
pueden definirse fácilmente en términos de clase, no está claro 
que esta autoidentificación signifique mucho para los encuesta-
dos. En sus entrevistas en Inglaterra encontraron mucha resis-
tencia de los individuos a definirse en términos de clase, gran 
ambigüedad, y una asociación de ser de clase media con ser 
“normal” u “ordinario” y evitar distinguirse de los otros, algo 
bien distinto a lo que Bourdieu (1988) había señalado para el Pa-
rís de los años setenta, donde las distinciones de los sectores me-
dios eran muy importantes, sobre todo en términos culturales.

Algo similar sucede en el caso más estudiado en América La-
tina, el chileno, donde el “todos somos de clase media” (Barozet, 
2017; Castillo et al., 2013) parece ser la respuesta a una sociedad 
muy desigual, pero que logró bajar enormemente los índices de 
pobreza y generó, al menos hasta el reciente estallido, aspiracio-
nes de movilidad social fundamentalmente vía el mercado de 
educación y residencial (Gayo et al., 2013; Méndez y Gayo, 2018).

Además de que existen pocos estudios de caso, no se halla 
hasta el momento ningún estudio comparado sobre significados 
de clase en la región. Para abordar la relevancia y los significa-
dos de las clases medias en América Latina decidí utilizar una 
comparación de casos inspirada en el trabajo de Lamont (1994, 
2002) en el que examina las clases media trabajadora (2002) y 
media alta (1994) en Francia y Estados Unidos. El diseño compa-
rativo es útil para descubrir similitudes y diferencias en los signi-
ficados de clase, así como para comprender las razones socioeco-
nómicas y culturales de dichos significados. Elegí dos contextos 
que conozco en profundidad y que son extremos en grados de 
desigualdad y en tamaño de las clases medias en la región.
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Los casos

Éste es un estudio cualitativo comparado de la clase subjetiva en 
las ciudades capitales de Colombia, que ya he descrito como 
uno de los países más desiguales del mundo, con un Gini de 
0.523 en 2021, y Uruguay, históricamente entre los países más 
igualitarios de la región, con un coeficiente de Gini de 0.386 en 
2021.4 Según las medidas de grupos de ingresos medios usadas 
por el BID, de personas que ganan entre 12.4 y 62 dólares al día, 
mientras Colombia alcanzó un 30% de su población esa catego-
ría durante el boom (en 2015), Uruguay tenía el doble en ese 
mismo momento, 62 por ciento.5 Tomando una medida un poco 
más relativa como la de la OECD, como se ve en el cuadro 1, Co-
lombia tenía 38.53% de su población en sectores medios y Uru-
guay 55.51% (datos circa 2010). Las proporciones de personas 
que se consideran de clase media son similares a las objetivas. 
Mientras en Colombia un 38.5% se ve a sí mismo de clase media, 
un 53% lo hace en Uruguay. Los datos sociológicos de clase por 
ocupación son de magnitudes más modestas, pero la propor-
ción se mantiene en casi el doble en Uruguay (casi un 40%) que 
en Colombia (alrededor de 20%). Todas estas cifras han cambia-
do con la recesión y la pandemia, pero el trabajo de campo se 
realizó durante el boom, en 2012.

Esta diferencia en el tamaño de las clases medias es parte de 
“matrices socioculturales nacionales” o matrices de desigualdad 
que varían en distintas sociedades de la región, es decir, combi-
naciones de grados reales de desigualdad y niveles de aislamien-
to y tipo de relaciones entre clases (Kaztman, 2007). La des-
igualdad y la segregación dependen de factores históricos tan 
lejanos como la colonización, sobre todo de la disponibilidad de 
mano de obra barata en ese momento, así como de procesos más 
recientes, pero relacionados, de construcción de los estados de 
bienestar (de Ferranti et al., 2003) y sus diversas reestructuraciones. 

4 Datos de INE y DANE, respectivamente, 2023.
5 IADB. Estadisticas de pobreza y desigualdad de ingresos en ALC.
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También de procesos de contestación tan diversos como revolu-
ciones, movimientos sociales o hasta el crimen organizado “en 
tanto formas que han cuestionado y cuestionan fuertemente las 
bases de legitimidad de las pretensiones de superioridad social 
de las élites tradicionales” (Kaztman, 2023).

Uruguay fue una sociedad pequeña, con homogeneidad so-
cial desde el momento de la colonización (después de haber ex-
terminado a la escasa población indígena y abolido la esclavi-
tud), con muy pocos ricos y una democracia temprana, estable e 

Clase basada en ingresos 
relativos a la mediana * 

(hogares)

Clase soCial subjetiva** (individuos) Clase soCial 
oCuPaCional 
(hogares)***

 desFavo-
reCidos

seCtores 
medios

aFluen-
tes

baja media-
baja

media media-
alta

alta baja media alta

uruguay 15.82 55.51 28.67 3.69 29.51 52.85 3.16 0.96 50.89 38.45 10.66
méxiCo 17.11 52.88 30 26.23 34.70 34.56 3.69 0.82    
Chile 18.67 49.14 32.19 22.54 34.99 37.48 3.18 1.80    
brasil 20.6 47.46 31.95 19.70 33.47 39.47 6.95 0.41    
Perú 21.64 46.86 31.5 21.79 25.61 46.52 5.12 0.96    
Costa riCa 21.92 45.68 32.41 21.15 30.91 41.90 5.36 0.69    
eCuador 22.28 44.9 32.82 15.28 30.86 46.29 6.66 0.91    
argentina 23.7 43.77 32.54 8.05 33.00 55.01 3.61 0.33    
Colombia 26.66 38.53 34.81 25.84 28.94 38.49 4.71 2.02 65.9 22.10 12.1
bolivia 27.57 36.72 35.71 9.50 23.79 62.07 4.29 0.35    

Fuentes: 
* oeCd, Latin American Economic Outlook 2011 (2010). Datos de 2006, basados en en-
cuestas continuas de hogares, disponibles en: http://dx.doi.org/10.1787/888932338060. 
Clase media son los hogares que están entre el 50 y el 150% de la mediana de ingresos. 
** Barómetro de las Américas-laPoP 2012. Encuestas nacionales representativas a ni-
vel individual. Procesamiento propio. Más información disponible en: http://www.
vanderbilt.edu/lapop/ab2012.php.
*** Para Uruguay, cálculos propios con base en ECH, del proyecto “Panorama de las 
Clases Medias en Uruguay”. Se consideraron clases medias los hogares con jefes: 
técnicos y profesionales de bajo rango, trabajadores no manuales de rutina, trabaja-
dores en venta de grandes y pequeños comercios, y pequeños patrones. Para Co-
lombia se tomó la estimación de Fresneda (2017) con una modificación. Mientras él 
pone a los profesionales y técnicos en la clase media, aquí se ubican en la alta, junto 
a directivos. No hay una comparación de clases por ocupación usando exactamente 
los mismos datos y clasificaciones que incluya a ambos países para circa 2010. La 
comparación más rigurosa de la estructura de clases por ocupación en América Lati-
na reciente no incluye a Colombia (Molina et al., 2022).

Cuadro 1. Clases sociales en América Latina, según ingresos, 
percepción y ocupación, circa 2010
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igualadora (Rama, 1960). La prematura expansión de la educa-
ción pública fue un mecanismo de incorporación de las clases me-
dias a la sociedad más amplia que funcionó como base de una 
ideología igualitaria. Los inmigrantes se incorporaron fácilmente 
a las clases medias y altas, y las clases medias ya estaban extendi-
das en 1908 (25% a 30% en todo el país y 40% en Montevideo) (So-
lari, 1965). Estas crecientes clases medias tuvieron un impacto 
político al defender el proyecto batllista que constituyó la base de 
uno de los estados de bienestar más generosos de la región. Tanto 
Rama como Solari relacionan la ideología igualitarista dominan-
te, al menos hasta los años sesenta, cuando realizaron sus estu-
dios, con el gran tamaño de las clases medias. Sin embargo, como 
observa Kaztman (2007), en los últimos años se están producien-
do grandes cambios en países tradicionalmente igualitarios 
como Argentina, Costa Rica o Uruguay. Por un lado, los estratos 
medios están abandonando los servicios públicos. Por otro, están 
dejando atrás el consumo autocontrolado por empatía, por nue-
vas aspiraciones de consumo en un mundo globalizado. En Uru-
guay en particular ha aumentado la fragmentación social, que se 
ve en la segregación en residencial y educativa (Kaztman et al., 
2004; Álvarez-Rivadulla et al., 2022b; INEED, 2018), independien-
temente de mejoras en la desigualdad de ingreso.

Colombia, en cambio, tuvo un patrón de colonización basado 
en la explotación de mano de obra indígena y negra, con alta 
desigualdad y clases medias pequeñas hasta mediados del siglo 
XX. Como señala Fresneda (2017), las clases medias medidas por 
ocupación aumentaron en Colombia sólo con la sustitución de 
importaciones, alrededor de 1960, y dejaron de crecer estabili-
zándose alrededor de 1990, con la apertura económica. El interés 
de la Alianza para el Progreso durante la Guerra Fría fue tam-
bién clave en esa formación de la clase media con ánimo pacifi-
cador en los años sesenta, vía políticas de vivienda por ejemplo 
(López-Pedreros, 2008). El estado de bienestar ha sido mucho 
más modesto que el de Uruguay, con un sistema educativo pú-
blico que nace para los más pobres y un sistema educativo priva-
do, aunque también muy estratificado al interior, para sectores 
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altos y medios (García-Villegas et al., 2021). Este “apartheid edu-
cativo” (García-Villegas y López, 2011), sumado a diferencias re-
gionales, raciales, residenciales y de acceso limitado al empleo 
formal, hacen de Colombia una sociedad extremadamente des-
igual, pero también fragmentada, es decir con pocas interaccio-
nes entre clase sociales distintas (Álvarez Rivadulla, 2013).

El proceso de investigación

El trabajo de campo para este estudio consistió en 86 entrevistas 
durante 2012 y 2013, 45 en Bogotá y 41 en Montevideo a adultos 
en la cima de su actividad económica vital (43 años en prome-
dio). En cada contexto, entrevistamos a personas que definimos 
como de clase alta o media alta por su ocupación y educación 
(gerentes, médicos, profesores universitarios, etc.), clase media 
(empleados y trabajadores independientes o pequeños empresa-
rios con alguna educación) y clase baja (en este caso eran todas 
trabajadoras domésticas, porque el proyecto más amplio tenía 
un interés particular en esta ocupación). No utilizamos tramos 
de ingresos para definirlos, sino definiciones sociológicas basa-
das en la ocupación, aunque sí preguntamos por los ingresos 
personales y familiares, por lo que en la presentación de las citas 
ofrecemos tanto los ingresos como la ocupación junto con la 
identificación subjetiva de la clase. La muestra de entrevistados 
no es representativa de ninguna de las dos ciudades, pero se 
tomó intentando captar la mayor variación posible. Empezamos 
con varias muestras de bola de nieve en cada ciudad, que abarca-
ban diferentes ubicaciones geográficas, sexo y ocupaciones. La 
mitad de los entrevistados en ambas ciudades se consideraron de 
clase media (o “en el medio”). En este capítulo, me centro en esta 
parte de la muestra que se autoidentificaba como clase media.

Las entrevistas duraron entre una hora y más de dos horas y, 
por lo general, se realizaron en los domicilios de los entrevista-
dos. Todas las entrevistas se grabaron y transcribieron, y poste-
riormente se codificaron y analizaron. Las entrevistas incluían 
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varias preguntas abiertas sobre cómo se definían las personas en 
general y económicamente, trayectorias laborales, educativas y 
residenciales, amigos, decisiones sobre la escuela y el barrio, ac-
titudes redistributivas, etc. Sólo una pregunta era cerrada y la 
formulamos únicamente al final de la entrevista: ¿De qué clase te 
consideras? Las opciones eran clase baja, media-baja, media, 
media-alta y alta. También había otras preguntas cerradas en un 
cuestionario autoadministrado, como los ingresos.

Conciencia de clase o visión realista  
(y relacional) de la clase

En las entrevistas, la clase social subjetiva aumentó con los in-
gresos del hogar de forma coherente. Las ocupaciones también 
tendían a correlacionarse con la identificación subjetiva de clase. 
Sin embargo, quienes se autoidentificaron como clase media 
constituyeron la categoría más heterogénea objetivamente. Esto 
no ocurría porque las personas no supieran dónde estaban, sino 
porque pensaban en su posición relacionalmente, respecto a los 
otros en el hogar (fundamentalmente las mujeres), los otros que 
están más arriba y más abajo, y, de forma interesante, respecto a 
su clase de origen. Así, encontré algunas trabajadoras domésti-
cas que se consideran de clase media porque “tengo todo lo que 
necesito”, “no paso hambre”, “trabajo y no vivo del Estado”, como 
me dijeron algunas de ellas fundamentalmente en Montevideo. 
Finalmente, casi todas las personas en ambos contextos tuvieron 
en cuenta su clase de origen a la hora de responder, y aunque en 
el momento de la entrevista tuvieran unos ingresos mucho más 
elevados o fueran profesionales de alto rango, se consideraron 
de clase media porque provenían de una familia de clase media.

Un ejemplo de coincidencia entre clase subjetiva y objetiva 
fue el de Liliana, vendedora de productos didácticos por su 
cuenta, quien antes trabajó para una editorial y, como maestra, 
tenía unos ingresos de 55 dólares (PPP) al día, vive con su esposo 
jubilado, y se consideró de clase media:
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-Y ahora, para terminar, me gustaría que me dijeras si te consideras perte-
neciente a alguna clase social.
R: Pues yo soy de un estrato de clase media, de clase media media.
- ¿Por qué media media?
R: Porque un estrato 3 y un estrato 4 son más o menos una clase media y 
yo me considero que estoy bien donde estoy, en el estrato 4. No me creo 
en uno superior. Viniendo de tantos años de estrato 3, no me creo de un 
estrato alto.

Aunque más adelante explicaremos la noción de estrato y 
su importancia en Colombia, su percepción coincide con la 
ubicación que hubiera señalado un sociólogo en base a la ocu-
pación y educación. Coincide también con la clasificación de 
clase por ingresos. Pero, además, su reflexión da cuenta del 
pasado. Aunque ahora viva en un barrio un poco mejor, se 
siente de clase media porque siempre ha sido de clase media o 
estrato tres.

Así, bogotanos y montevideanos parecen seguir el patrón de 
conciencia de clase que encontramos anteriormente en forma 
cuantitativa (Álvarez-Rivadulla y Queirolo, 2013) y que Jorrat 
detectó también en Argentina (2014). No expresan la ambigüe-
dad en la identificación de clase que Savage et al. encontraron en 
Inglaterra y Méndez en Chile. Tampoco se agrupan en torno a la 
respuesta “todos somos de clase media” como en el caso chileno 
(Castillo et al., 2013).

Lenguaje de clase: estrato versus clase

A pesar de la conciencia del lugar socioeconómico que se ocupa, 
en Bogotá la categoría de clase fue mucho menos saliente que en 
Montevideo. El lenguaje de clase resultó ajeno para muchos en-
trevistados en Bogotá mientras que en Montevideo aparecía 
como una categoría nativa, antes de preguntar por ella. Janeth, 
empleada doméstica de Bogotá, no pudo responder a la pregun-
ta, por ejemplo:
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- ¿Para terminar me gustaría preguntarle si usted se define como pertene-
ciente a alguna clase social?
J. No.
- Por qué?
J. Pues no. Mire que yo no he pensado en eso. Nunca me habían hecho una 
pregunta así, no.
- ¿Usted cree que existen clases?
J. Pues eso es lo que dice la gente, pero pues…
- ¿Que clases ha escuchado que existen?
J. La clase alta, la clase baja y la clase media y eso, pero igual eso yo no lo 
he… igual es la primera vez que me hacen esa pregunta entonces como 
que no.

En general, en Colombia el lenguaje de los estratos sustituye 
al lenguaje de clase (Uribe, 2008). Curiosamente, los estratos 
empezaron como una política redistributiva a finales de los 
ochenta que dividía las zonas urbanas en seis, de manera que las 
zonas urbanas más acomodadas (estratos 5 y 6) pagaban más 
por los servicios urbanos, subvencionando a las zonas más po-
bres (estratos 1, 2 y 3). El estrato 4 pagaba el precio “real”. Sin 
embargo, el término adquirió un uso social que va mucho más 
allá del lugar donde vive la gente e identifica a las personas por 
el estrato al que pertenecen, como vimos más arriba en la cita de 
Liliana. El estrato al que uno pertenece viene en la factura del 
teléfono y del agua; en múltiples formularios se pregunta por el 
estrato como indicador del nivel socioeconómico; algunas polí-
ticas públicas o becas en instituciones educativas privadas, se 
basan en estratos; y muchos análisis académicos utilizan el es-
trato como atajo para el nivel socioeconómico. En la actualidad, 
la mayoría de la gente lo utiliza indistintamente con clase y esto 
fue muy saliente en las entrevistas de este proyecto. Para los en-
trevistados, la clase baja no vive, sino que “es” de estratos 1 o 2, la 
clase media de estratos 3 o 4 y la clase alta en los estratos 5 o 6.

En Uruguay, por el contrario, el lenguaje de clase, y en parti-
cular el lenguaje de la clase media, apareció en las entrevistas 
mucho antes de preguntar por autoidentificación, por ejemplo, 
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como respuesta a la pregunta de a qué colegio fue o en qué ba-
rrio vivía cuando era pequeño. La respuesta “una escuela de cla-
se media” para referirse a una escuela pública, o “un barrio de 
clase media” fueron muy comunes en el inicio de la entrevista.

Ingresos estables y suficientes  
del trabajo, barrio, educación

Estudiar la clase social subjetiva con entrevistas en lugar de sólo 
con encuestas da mucha más textura, ofreciendo los significados 
y procesos de pensamiento en los que entran las personas cuan-
do se les pide que ubiquen a otros o a sí mismos en un esquema 
de clase. El primer hallazgo mencionado más arriba es la rela-
cionalidad de la ubicación subjetiva de clase. Pero hay ciertos 
criterios absolutos que las personas utilizan para ubicarse.

El primero tiene que ver con ingresos. Más que la cantidad 
de ingresos, que varían muchísimo entre los que se consideran 
de clase media, lo que definió a la clase media para los entrevis-
tados fue tener unos ingresos estables, procedentes del trabajo, 
que sean suficientes no sólo para cubrir las necesidades básicas, 
sino también para ahorrar, pagar deudas de una casa propia, o 
permitirse “algunos lujos” como unas vacaciones anuales, ir al 
cine o cenar fuera. Por el contrario, identificaron a la clase baja 
con no tener ingresos constantes y a las clases altas con tener 
muchos, pero no necesariamente procedentes de su propio es-
fuerzo y trabajo, sino de la herencia.

El segundo, casi tan importante como el primero y en los dos 
contextos, fue el barrio o lugar de residencia. En Montevideo los 
entrevistados sistemáticamente identificaron dos o tres barrios 
específicos con la clase alta (claramente Carrasco y para otros 
Punta Carretas y Pocitos), los asentamientos ilegales y algunos 
otros barrios más tradicionales de clase trabajadora (como El 
Cerro) como clase baja, y el resto de la ciudad como clase me-
dia, a veces dando nombres de barrios específicos. En Bogotá, 
los entrevistados equipararon vivir en un determinado estrato a 
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ser de una determinada clase. También identificaron un norte 
rico, un sur pobre y una ciudad de clase media en el occidente 
de Bogotá.

Esta dimensión espacial es interesante porque suele pensar-
se que el barrio está determinado por la clase, en función de la 
disponibilidad de ingresos, pero, según estos datos, parece ser 
también constitutivo de la clase. Esto se relaciona con el esque-
ma de clases de Bourdieu (1988), según el cual las prácticas de 
consumo y los estilos de vida son al mismo tiempo producto y 
constitutivos de la clase social como categoría significativa. Di-
ferentes autores señalan los componentes espaciales de la clase. 
Como afirma elocuentemente la geógrafa Doreen Massey 
(2013): “Esas relaciones de clase desiguales no existen, como 
dice el refrán, en la cabeza de un alfiler. Están organizadas es-
pacialmente”. Aunque los estudios históricos sobre la forma-
ción de la clase obrera analizaron la relevancia del barrio obre-
ro en la identidad de clase, cada vez hay más interés por las 
clases medias y una pluralidad de espacios, desde el barrio 
(Blokland y Savage, 2001; Butler y Robson, 2003; Méndez y 
Gayo, 2018) hasta el centro comercial (Dávila, 2016), pasando 
por los conjuntos residenciales “modernos” (Hurtado‐Tarazo-
na et al., 2020).

El tercer aspecto que los entrevistados de contextos usaron 
para definir la clase media fue tener cierta educación, tanto for-
mal (título) como informal (“saber hablar”, “saber relacionarse”). 
Sin embargo, el énfasis en el capital cultural o los límites cultura-
les fue mucho mayor en Bogotá, donde “ser profesional”, pero 
también “tener tema de conversación” o tener cierto “nivel cul-
tural”, se asoció repetidamente con la clase media en oposición a 
la clase baja.

- ¿Puede decirme cuáles son las características de la gente con la que le 
gusta relacionarse?
E. Gente de mi nivel. Gente con la que puedes hablar de publicidad, de 
educación, gente con la que puedes hablar de....
[…]
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- ¿Y quién vive en este barrio?
E. Cuando acabamos de llegar era estrato 4, era gente con ganas de iniciar 
cosas, gente profesional, gente iniciadora pero más hacia el tipo profesio-
nal. (...) Actualmente no hay tantos profesionales, hay más empleados. No 
hay tantos autónomos y profesionales.
[y más adelante en la entrevista, hablando de que no quieren que sus hijos 
se casen con alguien de nivel socioeconómico más bajo]
E. Si eres una profesional y tu marido es un empleado, si lo llevas al club 
de sociólogos de la ciudad y tu marido es un empleado, entonces no podrá 
hablar el mismo idioma. [Y la esposa interrumpe]
W. Te vas a sentir incómoda. Van a hablar de algo y él no podrá tocar esos 
temas ni nada, no podrá mantener una conversación y él se sentirá mal y 
tú te sentirás... bueno... peor.
[y un poco más adelante en la entrevista]
E.: ¿Qué tipo de lugares de la ciudad no te gusta visitar?
W: Los populares, los populachos, porque hay mucha gente, mucho ruido, 
mucha bulla.

(Eduardo, 52 años, publicista que estudió en una institución de edu-
cación terciaria no muy prestigiosa, actualmente administra su propio 
jardín infantil como negocio familiar (su esposa es maestra), y aspira a 
abrir tres más en un futuro cercano. Viven en un barrio residencial de 
estrato 4, pero en la localidad más pobre de Bogotá. Sus ingresos son 
de 101 dólares ppp per cápita y día (el doble del límite superior de la 
definición del BM). Se autoidentifica con la clase media y proviene de la 
clase baja).

Este mayor énfasis en los límites culturales entre mis entre-
vistados colombianos corresponde con los datos de encuesta de 
Álvarez-Rivadulla y Queirolo (2013), según los cuales hacen fal-
ta más años de educación para auto considerarse de clase media 
en Colombia que en Uruguay. Esto puede relacionarse con la 
mayor desigualdad en el acceso a educación profesional en Co-
lombia que en Uruguay. También con una fuerte creencia en 
Colombia en la movilidad social vía educación, que se hizo evi-
dente también en las entrevistas.
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En Uruguay, en cambio, los límites de la clase media hacia 
abajo fueron menos culturales y más morales. El ejemplo de Ca-
mila, una enfermera, madre soltera, ilustra esto:

R: La clase media somos nosotros, ¿no? Somos una clase media que no 
es ni rica ni pobre. Los pobres son... no sé. Los pobres son los que viven 
en el cantegril [asentamientos informales], que no tienen trabajo, tienen 
muchos hijos. Son los que ves que el gobierno mantiene actualmente. Les 
dan ese dinero, ese subsidio de comida, y tienen que vivir con eso. Es gente 
pobre. No tienen nada.

(48 años, hija de una empleada doméstica y de un camionero. Tiene dos 
trabajos en el mismo hospital, como enfermera titular y como instrumen-
tista. Sus ingresos diarios son de 21 dólares ppp per cápita).

Se distingue de los de abajo por la fuente de sus ingresos: su 
trabajo y su esfuerzo, y no las transferencias monetarias del go-
bierno. Aunque esta distinción está presente en la mayoría de 
mis entrevistas en Uruguay, está aún mucho más cargada moral-
mente entre los que pertenecen a la clase baja, pero trabajan. La 
condena de los beneficiarios como vagos y el desacuerdo con la 
política son altos entre los uruguayos, pero aumentan cuanto 
más baja es la clase social, o cuanto más cerca está la persona de 
los que reciben dinero del Estado (Álvarez-Rivadulla, 2014). Esto 
es interesante dado que en otros países el apoyo a estas políticas 
aumenta cuanto más pobre es la persona. Y es también intere-
sante porque Uruguay es uno de los países donde las personas 
creen más intensamente que el Estado debe disminuir la des-
igualdad de pobres y ricos. Esto indica las diferencias entre el 
apoyo difuso a una idea como eliminar la desigualdad y el apoyo 
específico a una forma de implementarlo (Cavaille y Trump, 
2012). En particular, esto puede explicarse por la ruptura que la 
pobreza y las transferencias focalizadas trajeron al contrato so-
cial batllista tradicional basado en empleo y un estado de bienes-
tar universal.



clases medias en bogotá y montevideo 251

Límites sociales: elecciones  
de colegio y reproducción de clase

El grado y las formas en que la conciencia de clase o las fronteras 
simbólicas se convierten en fronteras sociales o en decisiones rea-
les que incluyen y excluyen a otros se convierte en una cuestión 
empírica interesante y específica de cada contexto (Lamont y Mol-
nar, 2002). En los dos contextos estudiados, encontré correspon-
dencias interesantes entre los límites simbólicos y decisiones 
como la ya mencionada elección de barrio y la escuela de los hijos. 
Al mismo tiempo, esas decisiones pueden afectar, en el futuro, a la 
clase social objetiva. La escuela que las personas eligen para sus 
hijos puede influir en su acumulación de capital social, que a su 
vez puede actuar sobre sus oportunidades laborales en el futuro.

En Montevideo, la clase media está asociada a la escuela pú-
blica. Cuando Camila, la enfermera de Montevideo presentada 
antes, eligió la escuela para sus dos hijos, optó por la pública del 
barrio. No tenía dinero suficiente para pagar una matrícula pri-
vada, pero además, pensaba que una escuela privada implicaría 
un estilo de vida que no podía permitirse. Victoria, pediatra con 
unos ingresos similares a los de otros que envían a sus hijos a la 
escuela privada, y clasificada objetiva y subjetivamente como de 
clase media alta, también eligió la escuela pública del barrio, por 
razones diferentes, no por necesidad sino por convicción. “Como 
hay una buena escuela pública cerca, preferimos mandarlos ahí, 
porque creo que todo el mundo debería ir a un colegio público”, 
dijo. Además, aún entre los que han elegido escuelas privadas y 
se consideran de clase media, la nostalgia por la escuela pública 
está presente. Sienten la necesidad de justificar por qué no en-
vían a sus hijos a la escuela pública y lo hacen haciendo referen-
cia a grandes narrativas de cambio social. Lucía, una bibliotecó-
loga que vive en un barrio de clase media de Montevideo (Brazo 
Oriental), lo ejemplifica claramente:

Yo fui a escuela pública y era hincha de la escuela pública y pensé que 
iba a mandar a mis hijos a la escuela pública, pero bueno, las cosas han 
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cambiado y digo, tenés otras cosas que le faltan, no sólo de… capaz que 
hay escuelas muy buenas y las maestras son las mismas que de mañana 
van a la pública y de tarde a la privada, pero las condiciones, los recursos 
y las cosas que tienen son otras, y también lo que más me pesa en realidad 
es las juntas, ¿no? Pensando en que ta, lamentablemente van otro tipo de 
niños que, pobres, no es que los vas a discriminar ni nada, pero bueno, 
viven otras realidades y yo tampoco quiero que… no es que no quiera que 
se junten porque yo… es diferente, pero yo tenía amigos que no tenían 
un mango y mis padres podían por fuera pagarme el inglés y mandarme 
al club y bueno, y estudiábamos todos en la escuela pública, éramos un 
montón de hermanos, trabajaba mi padre, bueno, lo que pasaba en aquella 
época, vos compartías con el otro que era una persona pobre pero no por 
ser pobre, era otro ambiente… ahora hablamos de drogas, de un montón 
de cosas que ta, lamentablemente yo... cómo les explico de la vida que lle-
van esas familias cuando hay muchas cosas que yo no quiero que mis hijas 
las vivan, no es que comparta con otro que no tiene, eso no me importa, 
pero no cosas que no me parece que corresponde vivirlas. El otro niño no 
tiene la culpa, pero bueno, si yo puedo evitárselas...

(Lucía, trayectoria de clase media estable, 20 dólares ppp per cápita al día).

Esta decisión no es aislada. La escolarización pública entre 
los más pudientes, en particular entre los hijos de los profesio-
nales, ha disminuido en Uruguay en las últimas décadas. Pero la 
idealización de una escuela pública igualitaria del pasado está 
presente aún entre los que se fugan (Álvarez-Rivadulla et  al., 
2022b).

En Bogotá, en cambio, la pertenencia a la clase media está 
asociada más tradicionalmente a la escolarización privada. La 
asociación de que la escuela pública es sólo para los pobres, que 
empieza a dominar el discurso en Uruguay, es dominante en 
Colombia desde el inicio del sistema público (García-Villegas 
et al., 2021). Sin embargo, la elección allí es acerca de qué escuela 
privada. Esa decisión se basa en percepciones subjetivas de cla-
se, no sólo en los ingresos. Cuando Eduardo, el publicista recon-
vertido en empresario de guarderías, me habló de los colegios a 
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los que iban sus hijos, me explicó que nunca se planteó uno pú-
blico porque eso significaba quitar una oportunidad a los que 
realmente la necesitaban. En su mirada, las escuelas públicas 
son para los pobres. Y ellos buscaban una escuela que les diera 
“relaciones”, “el nivel socioeconómico en el que pudieran sentir-
se cómodos”. “Si la escuela fuera de un nivel inferior, perdería-
mos puntos para lo que buscamos: tranquilidad, estabilidad y 
progreso”. Sin embargo, cuando le pregunté por qué eligió los 
dos colegios de nivel medio que eligió, y no uno de los colegios 
bilingües de élite de la ciudad, me dijo: “Si el nivel fuera más 
alto, sería para escalar a un nivel que... Uno debe estar en el sitio 
indicado, siempre debe buscarse lo de uno”. Sus ingresos, sin 
embargo, eran superiores a los de muchos miembros de la clase 
alta que envían a sus hijos a los mismos pocos colegios bilingües 
de élite de la ciudad.

Observaciones finales

Este trabajo ha mostrado la relevancia de ser de clase media o de 
“estratos medios”, en dos contextos bien diferentes en sus matri-
ces históricas de desigualdad. Más allá de las claras diferencias 
objetivas en el tamaño de la clase media —Uruguay dobla a Co-
lombia sin importar la medida que tomemos—, sentirse de clase 
media está relacionado en ambos lugares con elementos comunes 
como la estabilidad de un ingreso que proviene del trabajo y es 
suficiente más allá de la sobrevivencia, el lugar de residencia y la 
educación. Además, en general las personas de distintas clases 
sociales se ubican en la estructura de clases teniendo en cuenta 
esas dimensiones objetivas, con una mirada en general realista de 
sus condiciones materiales, es decir, con “conciencia de clase” y 
no con la ambigüedad que aparece en otros contextos en relación 
con la categoría clase media. La clase es una dimensión estable, 
mucho más estable que los ingresos que pueden subir o bajar, tan 
estable que tiene en cuenta la trayectoria de clase de los indivi-
duos. Así, los no realistas entre los entrevistados, no lo eran por 
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evadir su condición de mejores ingresos, sino en general porque 
provenían de la clase con la que se identificaban. La autoidentifi-
cación de clase es relacional, con el pasado y con los otros, los 
otros dentro y fuera del hogar. Esto nos advierte sobre conclusio-
nes rápidas tanto acerca del “crecimiento de la clase media”, como 
vimos durante el boom en la región, basándose en el crecimiento 
del grupo de ingresos medios, como de quienes analizan sólo cla-
se subjetiva basándose en encuestas individuales.

Más allá de estas similitudes, este trabajo muestra diferencias 
en las formas contextuales en que ser de clase media se expresa y 
se transforma de clase en papel a clase en acción o en conforma-
ción de categorías o grupos más significativos. Entenderlas im-
plica adentrarse en las matrices de desigualdad de cada sociedad 
y compararlas rigurosamente, sin caer en el relativismo.

Estos contextos pueden tener incidencia histórica o más re-
ciente. Un ejemplo de la influencia de larga data es el nivel de 
segmentación del sistema educativo y del estado de bienestar 
más en general. Mientras en Colombia, por ejemplo, clase media 
se relaciona con educación privada, en Uruguay se vincula a 
educación pública o, más bien, con una nostalgia por la educa-
ción pública del pasado, asociada a una ideología igualitarista, 
aunque en la práctica haya fuga hacia la educación privada de 
los miembros más pudientes de la clase media. Por su parte, un 
cambio más reciente con alto impacto en la conformación de 
clase media en el Uruguay (y me animo a aventurar en Argenti-
na al menos también) es el surgimiento de las transferencias 
monetarias. Recibirlas marca moralmente a la pobreza como ne-
gativa, sobre todo desde la mirada de los pobres que se conside-
ran trabajadores y esforzados, y para la clase media. Recibir 
transferencias estaría entonces formando clase tanto para quie-
nes la reciben como para quienes no las reciben y desean distin-
guirse moral, cultural y socioeconómicamente de quienes sí, 
evitando la “sensación de promiscuidad” de la que hablaba 
Bourdieu (1999) entre aquellos que se sienten próximos espa-
cialmente, pero lejos socialmente o de los establecidos y foraste-
ros de Elias (2008 [1965]).
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El poder explicativo de los ingresos es muy alto. No hay du-
das. Pero si el objetivo de la clasificación de una población en 
clases es comprender las actitudes y prácticas que pueden re-
producir o reducir la desigualdad, facilitar la interacción entre 
clases (cohesión), permitir la movilidad social ascendente, dar 
forma a las reivindicaciones ante el Estado o generar pactos re-
distributivos, entonces debemos profundizar en los significa-
dos asociados a una posición social, los límites que la gente tra-
za con los de arriba y los de abajo y las prácticas que asocia a 
esa posición. Así, al tratar de entender los marcos de referencia 
desde los cuales las personas se ubican a sí mismos y a otros en 
la escala social es importante tomar en cuenta los contenidos de 
las “matrices socioculturales nacionales” o matrices de des-
igualdad de las que nos habla Kaztman (2007), es decir, de las 
configuraciones de desigualdad objetiva y fragmentación entre 
clases que van tomando forma a lo largo de la historia de cada 
contexto.
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REPENSAR LAS DESIGUALDADES DESDE  
LAS ASIMETRÍAS DIGITALES.  
RETOS ANALÍTICOS PARA AMÉRICA LATINA

Juan Pablo Pérez Sáinz

El presente texto se sustenta en una premisa. La crisis de los 
mercados financieros en 2008 y sus secuelas no han sido un 
evento menor. La denominada Gran Contracción representa 
una crisis del capitalismo de una categoría comparable a las de 
los años 1890 y 1970, y a la Gran Depresión de inicios de la déca-
da de 1930. Todas estas crisis han supuesto transformaciones en 
términos de las formas históricas asumidas por el capitalismo y, 
por tanto, parece razonable proponer que nos encontramos ante 
una situación similar. En esta nueva configuración del capitalis-
mo, las dinámicas de digitalización estarían desempeñando un 
papel clave. En este sentido, la pandemia del covid-19 ha repre-
sentado un laboratorio de experimentación para la digitaliza-
ción que ha incidido en ámbitos sociales claves: el trabajo, la 
educación y el consumo, por mencionar los más evidentes. Esta 
es nuestra premisa.

También es necesario aclarar cuáles tipos de desigualdades se 
quiere repensar. Optamos por las que hemos denominado des-
igualdades de excedente y que hemos trabajado durante varios 
años mostrando su manifestación histórica en América Latina 
(Pérez Sáinz, 2014, 2016). Hay que recordar que se está ante des-
igualdades que no son resultado del capitalismo, como las de in-
greso, sino que constituyen condiciones de su existencia en tanto 
que generan la posibilidad de crear excedente y apropiarse de él. 
Esto supone que el foco del análisis son las dinámicas de poder 
que configuran las condiciones de explotación de fuerza de traba-
jo y de acaparamiento de oportunidades de acumulación. Si bien 
estas problemáticas aluden a asimetrías entre clases sociales, esta 
propuesta analítica incorpora también a los individuos y a los pa-
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res categoriales. Esto supone que las dinámicas de individualiza-
ción y de procesamiento de diferencias son igualmente claves 
para entender las desigualdades de excedente. Se está ante asime-
trías que marcan el desarrollo histórico del capitalismo en la re-
gión y, por tanto, tienen una naturaleza profunda y estructural.

Hechas estas dos precisiones, señalemos que el presente texto 
tiene tres apartados. Se inicia con las asimetrías generadas por la 
digitalización para ver cómo afectan el proceso de individualiza-
ción y también para apreciar cómo se acoplan a desigualdades 
ya existentes, tanto las individuales como las referidas a pares 
categoriales. En un segundo apartado se aborda el impacto de la 
digitalización en el acaparamiento de oportunidades de acumu-
lación para, en un siguiente acápite, ver su incidencia en el otro 
campo de desigualdades de excedente, o sea el de las condicio-
nes de explotación de la fuerza de trabajo. Se concluye enume-
rando los principales retos analíticos que plantea la digitaliza-
ción para repensar las desigualdades en América Latina.

Brechas digitales, estratificación 
y pares categoriales

Para comenzar a abordar las asimetrías digitales, hay que plan-
tearse las dos preguntas básicas y clásicas de Bobbio (1993): des-
igualdad “de qué” y desigualdad “entre quiénes”.

La respuesta a la primera pregunta es doble porque hay dos 
tipos de asimetrías. Las primeras tienen que ver con las denomi-
nadas brechas digitales: de acceso, uso y beneficios tangibles. La 
primera expresa la inclusión o exclusión del mundo digital a tra-
vés de internet mientras la segunda remite a las habilidades digi-
tales de la persona, que varían desde lo operacional básico hasta 
la creación de contenidos, además del uso en términos no sólo 
de frecuencia sino también de diversidad. Pero individuos con 
acceso, capacidades y usos similares pueden obtener beneficios 
tangibles diferentes, lo que plantea una tercera brecha digital 
(Van Dijk, 2013; Nemer, 2015; Ragnedda, 2019).
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Ragnedda (2020) ha identificado tres nuevas asimetrías digi-
tales asociadas a los algoritmos y a la inteligencia artificial que 
representarían un segundo tipo. Las de conocimiento mostra-
rían que los individuos tienen distintos niveles de comprensión 
del papel que los algoritmos puede tener en configurar sus per-
cepciones de la realidad. Las segundas remiten a que las bases de 
datos incorporan las desigualdades sociales ya existentes a tra-
vés de sesgos. Tercero, como corolario de lo anterior, los algorit-
mos discriminan al no tratar de manera igual a todos los indivi-
duos; un hecho que queda patente cuando se utiliza este 
mecanismo digital para reclutar postulantes a un puesto de tra-
bajo, para conceder un crédito o para acceder a ciertos servicios 
públicos (O’Neill, 2016; Gómez Barrera, 2018).

Esta multiplicidad de asimetrías ha llevado a proponer el 
“apilamiento de desigualdades digitales” (digital inequality stack) 
(Robinson et al., 2020). El resultado es jerarquización, pero ¿de 
quién? Esto lleva responder la segunda pregunta de Bobbio.

La respuesta a la desigualdad “entre quiénes” es el individuo 
que se constituye en el sujeto social de las asimetrías digitales. 
Más aún, se puede hablar de la constitución de un sujeto indivi-
dual propio de la digitalización: la persona usuaria. Así, los indi-
viduos se han instalado en lo que —de manera pedante— se 
suele llamar su “zona de confort”, pero que Magnani (2019) ha 
redefinido —de manera irónica— como “jaula de confort” don-
de los algoritmos funcionan como barrotes invisibles que supues-
tamente resuelven la vida. De esta manera, se estaría generando 
una nueva normatividad, como ordenamiento de lo cotidiano, en 
tanto que la digitalización comienza a invadir y colonizar nume-
rosos ámbitos de la vida humana. Al respecto se ha planteado 
que los algoritmos expresan poder social y que, por tanto, se 
puede postular una gubernamentalidad algorítmica (Beer, 2017; 
Gendler, 2019).

Como todo sujeto social, la persona usuaria también está ex-
puesta a mutaciones por cambios en los contextos históricos. En 
los inicios, este sujeto era fundamentalmente una persona con-
sumidora ubicándose en el último eslabón de la cadena de valor 
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usando los dispositivos que permitían el acceso a los contenidos. 
Pero a partir de 2005 comienza a transformarse en generadora 
de datos y también de contenidos y, por tanto, incidiendo en 
otros eslabones: producción de contenidos, desarrollo de aplica-
ciones y en las propias plataformas.1 Para captar esta doble faceta 
ha surgido el término prosumer, que se traduciría por “prosumi-
dor/a”. No obstante, no todos los individuos asumen de la misma 
manera esta doble función y, por tanto, hay que cuestionar la ho-
mogeneidad de los usuarios (Van Dijck, 2016; Ragnedda, 2018).

Por consiguiente, la jerarquización digital se materializa en 
estratificación expresando que los individuos son, digitalmente, 
desiguales; se añade así una estratificación más a las ya existen-
tes, profundizando las asimetrías entre los individuos. Más aún, 
la estratificación digital no se materializa de manera aislada sino 
en interacción con otras desigualdades. Al respecto hay que di-
ferenciar dos tipos de acoplamientos según los sujetos involu-
crados sean los propios individuos o pares categoriales.

En el primer caso, hay acoplamiento con desigualdades edu-
cativas y de ingreso. De hecho, estas tres estratificaciones inte-
ractúan entre ellas, reforzándose mutuamente, como acontece 
en América Latina. Así, evidencia para 10 países de la región 
muestra que el 94% de los hogares del quintil superior tiene com-
putadora para tareas escolares y el 98% conexión a internet; es-
tos porcentajes descienden a 29% y 45%, respectivamente, para 
hogares del primer quintil (Cristia y Pulido, 2020, gráficas B7.1.2 
y B7.1.3). Este múltiple acoplamiento ha quedado patente con la 
pandemia y es uno de los factores a tomar en cuenta para expli-
car lo que se ha calificado como “catástrofe generacional”, resulta-
do del cierre prolongado de establecimientos escolares. Al respec-
to y a título de hipótesis se puede postular que esta “catástrofe” 
se cebará en estudiantes del quintil inferior porque tuvieron las 
peores conexiones a internet durante la pandemia.

1 Esta mutación ha llevado a plantear que esta generación de datos y con-
tenidos es trabajo gratuito para las plataformas y, por tanto, representarían una 
relación de explotación. Retomaremos esta cuestión en el tercer apartado.
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Las asimetrías digitales se acoplan también a los pares cate-
goriales. En varios países de la región se detectan brechas desfa-
vorables para las mujeres en términos de tenencia de teléfono 
móvil, acceso a internet y tenencia de computadora (Agüero, 
Bustelo y Viollaz, 2020, tablas A1 y B1). Pero las asimetrías no 
son sólo inter sino también intra género; esto supone considerar 
acoplamientos con otras desigualdades. En un estudio regional 
multivariado cuando se incluyen interacciones entre el género, 
el lugar de residencia y la educación se manifiestan diferencias, 
estadísticamente significativas, entre grupos de mujeres. Así, la 
tenencia de este tipo de dispositivo digital es mucho mayor en 
las mujeres de zonas urbanas con niveles más altos de educación 
(Rotondi et  al., 2020, p. 32). Es decir, se insinúa acoplamiento 
entre digitalización, género, territorialidad y educación en el que 
mujeres rurales con baja escolaridad serían las que tendrían más 
probabilidad de marginación digital.

Otro par categorial a tomar en cuenta es el etario. Las perso-
nas de más de 65 años son el grupo que hacen menor uso de in-
ternet en América Latina y es una situación que se ha manteni-
do relativamente estable entre 2010 y 2018 (cepal, 2021b, gráfica 
II.2). Hay una cuestión en términos de esta dimensión etaria que 
no puede ser soslayada. Los jóvenes, desde finales del siglo pasa-
do, han sido calificados digitalmente de distintas maneras: mille-
nials, generación Net o nativos digitales. Con estos calificativos 
se está planteando que la digitalización sería un elemento nove-
doso en la socialización de las nuevas generaciones. Este es un 
hecho indiscutible, pero el problema con estas denominaciones 
es que tratan de manera homogénea a la juventud ocultando di-
ferencias sociales que remitan a pares categoriales tradicionales 
(género, territorio, etnia/raza) así como a pertenencia a distintas 
clases sociales. En este sentido, es más pertinente hablar de “jó-
venes conectados” que de “generaciones digitales” (Quijano, 
2018; Montoya y Pérez Reséndiz, 2020). 

La dimensión territorial es la más evidente respecto a la bre-
cha de acceso. En términos de acceso a internet en la vivienda, 
en 12 países de la región en los que hay información, se mues-
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tran brechas a favor de las zonas urbanas. De hecho, sólo en Cos-
ta Rica y Uruguay esta asimetría disminuyó entre 2010 y 2018 
(cepal 2021b, gráfica II.4).

También se detecta brecha de acceso en términos étnicos/ra-
ciales. El acceso de internet de hogares con población entre 15 y 
64 años afrodescendiente o indígena es inferior al grupo no 
afrodescendientes ni indígena. Datos similares se obtienen al to-
mar en cuenta la lengua principal del hogar (español versus otra 
lengua) (Galperin, 2017, figura 11).

Las diferencias entre países insinúan distintos niveles de digi-
talización en la región que son importantes para interpretar bre-
chas digitales. En efecto, la International Telecommunication 
Union ha elaborado el Índice de Desarrollo de la ict (Informa-
tion and Communication Technology),2 que permite agrupar a 
los países de la región en cuatro niveles de digitalización. En el 
más desarrollado se encontraría a los del Cono Sur, además de 
Brasil y Costa Rica, con valores entre 7.16 para Uruguay y 6.12 
para Brasil. En el nivel opuesto se encuentran los restantes paí-
ses centroamericanos (entre 3.82 para El Salvador y 3.27 para Ni-
caragua), mientras el remanente se ubicaría en una oposición 
intermedia. Haití representa un caso aparte con un bajísimo va-
lor de este índice, apenas el 1.72.

Se puede concluir que la evidencia empírica en la región se 
centra fundamentalmente en la brecha de acceso. La existente 
sobre la de uso es más fragmentada y la de beneficios tangibles 
más escasa; además, estaría el segundo grupo de asimetrías digi-
tales referidas a los algoritmos en la que la evidencia es práctica-
mente inexistente. Es decir, hay necesidad de levantar informa-
ción para poder configurar las estratificaciones digitales en cada 
sociedad latinoamericana y explorar sus acoplamientos más sig-
nificativos. Por consiguiente, hay un importante reto metodoló-

2 Este índice combina las dimensiones de infraestructura y acceso con las 
de intensidad de uso y habilidades digitales; es decir, incorporaría las dos pri-
meras brechas digitales. Lo componen 11 indicadores (cinco sobre sobre acceso, 
tres sobre uso y tres sobre habilidades) y su valor normalizado oscila entre 0 
y 10. Los últimos datos publicados son de 2017. Al respecto véase, ITU (2017).
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gico. Pero este no se limita al levantamiento de información 
cuantitativa, a través de censos o encuestas, sino que también 
requiere de una perspectiva diacrónica que permitiría tener una 
comprensión más profunda de los acoplamientos de las asime-
trías digitales con desigualdades ya existentes (Benítez Larghi, 
2017; Sandoval, 2020). No hay que olvidar que el sujeto de las 
asimetrías digitales es el individuo y, en este sentido, es impor-
tante entender cómo estas desigualdades afectan las trayectorias 
de vida y, en especial, las laborales.

Digitalización y dinámicas de acumulación

En este segundo apartado, el foco del análisis se desplaza a uno 
de los dos campos de las desigualdades de excedente: el de las 
condiciones de acaparamiento de las oportunidades de acumu-
lación. Al respecto la cuestión clave es diferenciar el doble im-
pacto de la digitalización en el proceso acumulativo: se acumula 
en la digitalización, pero también se acumula a través de la digi-
talización. Veamos cada uno de ellos por separado.

Con la digitalización, los datos se han constituido en el re-
curso clave a acaparar en términos de oportunidades de acumu-
lación “en” la digitalización. De hecho, se debe hablar de “gran-
des datos” (big data) que implican volúmenes que no pueden ser 
procesados por seres humanos, por lo que se debe recurrir a los 
algoritmos; además, se producen, circulan y actúan a alta veloci-
dad (Fuchs y Chandler, 2019). Sus efectos para el funcionamiento 
del capitalismo actual son importantes: educan y hacen competi-
tivos los algoritmos; posibilitan la coordinación y externalización 
de trabajadores; transforman bienes de bajos márgenes (baratos 
y de uso diario) en servicios de márgenes altos; y autogeneran 
datos en un círculo virtuoso (Srnicek, 2017). La constitución de 
los “grandes datos” como recurso clave a acaparar en términos 
de oportunidades de acumulación en la digitalización lleva a 
considerar el tipo de empresa que se ha configurado para tales 
propósitos: la plataforma.
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Este tipo de firma presenta características peculiares entre las 
que destaca que la adición de nuevos usuarios mejora la expe-
riencia de los ya existentes a través de los efectos de red. Como 
corolario de lo anterior, el incremento de usuarios conlleva ma-
yor acumulación de datos que incrementan su valor gracias a 
economías de escala y al alcance de la información (European 
Comission, 2016; cepal, 2018). En este sentido, cuanto mayor el 
número de usuarios, más valiosa se convierte la respectiva plata-
forma y, por tanto, estos efectos de red favorecen procesos de 
monopolización (Srnicek, 2017). La inversión comienza a ser 
rentable en el momento en que se consigue un volumen adecua-
do de usuarios y, a partir de ese umbral, la adición de nuevos 
usuarios supone que los costos se mantienen estables mientras 
la rentabilidad crece. Es decir, la “escalabilidad” es la caracterís-
tica clave de las plataformas en términos de acumulación (de Ri-
vera, Gordo y Cassidy, 2017).

Las dinámicas de monopolización suponen que el acapara-
miento de las oportunidades de acumulación en el ámbito de las 
plataformas digitales se caracteriza más bien por el cierre que 
por la apertura. Aunque un número no despreciable de innova-
ciones tienen lugar en empresas pequeñas, las denominadas 
startups, su desarrollo está muy limitado por el poderío tecnoló-
gico y financiero de las big tech que suelen acabar absorbiéndo-
las (Magnani, 2019; Ragnedda, 2020).

Una primera aproximación a la presencia de plataformas en 
América Latina la ofrece la densidad de visitas a sitios de inter-
net.3 Al respecto, se refleja un claro predominio de sitios pura-
mente internacionales, lo cual expresa que las oportunidades de 
acumulación tienden a ser acaparadas por plataformas globales 
y que el papel de las latinoamericanas es secundario. De hecho, 

3 Katz (2015, cuadro 3.6) ha analizado este fenómeno tomando en cuen-
ta 26 sitios de diferente naturaleza (buscadores, noticias, redes sociales, video 
streaming, portales, comercio electrónico, banca electrónica y otros) y de ori-
gen distinto (puramente local, solamente global o global adaptado localmente). 
Son datos de 2014 para siete países (Argentina, Brasil, Chile, Colombia, México, 
Uruguay y Venezuela).
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se menciona sólo dos casos locales que habían logrado implan-
tación regional: Mercado Libre, sitio de comercio electrónico de 
origen argentino ubicado entre los primeros 10 sitios en la pro-
pia Argentina, pero también en Brasil, Colombia, México, Uru-
guay y Venezuela; y Taringa, red social igualmente argentina y 
posicionada entre los primeros 10 sitios en Argentina, Chile, 
México y Uruguay (Katz, 2015).

Para el año 2020 había en la región 22 plataformas considera-
das como “unicornios”,4 encabezadas por el ya mencionado sitio 
de comercio electrónico Mercado Libre, al que hay que añadir 
las siguientes plataformas: la brasileña de pagos digitales PagSe-
guro; la de comercio electrónico B2W, también brasileña; la fin-
tech Nubank, igualmente brasileña en el sector bancario; la ar-
gentina de entretenimiento Globant; la de envíos colombiana 
Rappi; y la brasileña TOTVS que provee software, servicios y tec-
nología a otras firmas (cepal, 2021a, p. 22).

Este tipo de empresas tiene una serie de rasgos que son com-
partidos. Primero surgen en grandes ciudades (Ciudad de Méxi-
co, Monterrey, Buenos Aires, Santiago, São Paulo y Río de Janei-
ro), donde puede haber numerosos usuarios y clientes. Segundo, 
son firmas que irrumpen en el mercado desestabilizando empre-
sas consolidadas. Tercero, sus fundadores muestran experiencia 
empresarial previa, en muchos casos a nivel internacional, y se ca-
racterizan por altas credenciales educativas obtenidas en universi-
dades extranjeras, especialmente estadounidenses. Finalmente, se 
han beneficiado de importantes financiamientos provenientes de 
inversiones de capital de riesgo (Guede, Cancino y Lezana, 2019).

Por consiguiente, a pesar del dominio de plataformas globales, 
hay plataformas latinoamericanas con proyección regional. Esto 
supone la emergencia de una nueva élite empresarial, la digital, 
que plantea su estudio: orígenes, procesos de formación y conso-
lidación, relación con élites ya existentes, etc. Este sería el reto 
analítico que nos propone la acumulación “en” la digitalización.

4 Este término se suele usar para startups tecnológicas que, sin cotizar en 
bolsa, se les adjudica un valor superior a los mil millones de dólares.
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En cuanto a la acumulación “a través” de la digitalización, al-
gunos tipos de plataformas insinúan que la diferenciación entre 
actividades digitales y las tradicionales tienden a difuminarse. 
A la base de esta integración entre el mundo físico y el digital se 
encuentra la denominada internet de las cosas (IoT por sus si-
glas en inglés) que está implicando un nuevo salto en el proceso 
de digitalización.5

De hecho, la denominada economía digital suele entenderse 
como el conjunto de firmas que de manera creciente dependen 
de tecnología de la información, de la captación y procesamiento 
de datos y de su conectividad con Internet. En este sentido, no se 
está ante una rama de actividad tradicional, sino ante un con-
junto de dinámicas que atraviesan todo el tejido económico (Sr-
nicek, 2017). Esta digitalización de la economía se manifiesta en 
actividades como la agricultura de precisión (Agtech), la minería 
inteligente, la industria 4.0, el comercio electrónico (e-commer-
ce), los servicios financieros en línea (Fintech), la educación y la 
enseñanza (e-learning), etcétera.

No obstante, el proceso de digitalización de las empresas lati-
noamericana es aún limitado. El uso de tecnologías 4.0 en la in-
dustria es un buen ejemplo. La gran mayoría de las firmas argen-
tinas, brasileñas y uruguayas siguen utilizando viejas tecnologías 
y menos del 4% de las firmas han adoptado esta tecnología digi-
tal. Las empresas que están liderando este proceso son las gran-
des, dinámicas y exportadoras, mientras que las medianas y pe-
queñas quedan rezagadas (cepal/OIT, 2021).

Este último señalamiento lleva a reflexionar sobre el impacto 
de la digitalización en una de las características fundamentales 
de las economías de la región: la heterogeneidad de la estructura 
productiva. Este fenómeno invoca un tema central en el pensa-
miento de la cepal, desde sus posiciones histórico-estructurales 

5 Su aplicación es múltiple, pero se pueden diferenciar tres grandes ámbi-
tos: el del consumo privado (hogar inteligente y tecnologías ponibles —weara-
bles—), las soluciones multisectoriales (ciudades inteligentes, monitoreo de la 
salud, etc.) y la internet de las cosas industriales (cepal, 2018).
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iniciales, así como en sus planteamientos neo-estructuralistas 
recientes. Por consiguiente, repensar la heterogeneidad de la es-
tructura productiva que estaría induciendo la digitalización se-
ría el gran reto analítico que plantea la acumulación “a través” de 
la digitalización.

Digitalización y fuerza de trabajo asalariada

Antes de abordar este segundo campo de desigualdades de exce-
dente, hay que dilucidar la cuestión de la naturaleza del trabajo 
que hacen las personas usuarias para las plataformas. Hay una 
profusa bibliografía al respecto que no puede ser recogida en el 
presente texto, pero al menos se presentan las dos respuestas que 
nos parecen las más articuladas desde la perspectiva marxista, 
que es la pertinente en este caso porque lo que se discute es si hay o 
no explotación, la cual es la categoría central de dicho enfoque. 

La primera es la formulada por Fuchs (2021). Partiendo del 
conocido concepto de “audiencia mercantilizada” (audience com-
modity) propuesto Smythe (1977), plantea que, en la actual era 
digital, esta ha adquirido una nueva forma porque el trabajo de 
las personas usuarias crea contenidos, datos y meta-datos, rela-
ciones sociales y atención. Es tiempo de trabajo que genera be-
neficios para las plataformas. La causa de esta mutación se en-
cuentra en que las barreras entre producción y reproducción se 
han difuminado y se ha expresado en múltiples desvanecimien-
tos: entre la oficina y la casa, entre producción y consumo, entre 
lo público y lo privado, entre trabajo y ocio. O sea, el trabajo de-
sarrollado por las personas usuarias, en tanto que consumido-
ras, se ha convertido en productivo, lo cual sería sinónimo de 
explotación. De ahí que, para este autor, plataformas como Google 
o Facebook explotan a sus usuarias/os apropiándose del plusva-
lor que generan.6

6 En el mismo sentido se pronuncia Dantas (2019), quien propone la apa-
rición de un nuevo plusvalor, el 2.0. recurriendo a la simbología digital. Tam-
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Otra respuesta, de signo contrario, es la de Huws (2014) 
quien, a partir de la comparación de ejemplos de rentas de loca-
lización (cuanto mayor y mejor el tránsito del lugar, mayor la 
renta que se paga), se pregunta si las plataformas no funcionan 
de la misma manera con medios tecnológicos más sofisticados. 
Y concluye que el valor apropiado proviene del plusvalor produ-
cido por los trabajadores que han generado los bienes y servicios 
que se anuncian en estos sitios, no del trabajo de las personas 
que utilizan estas plataformas.7 Es decir, se está ante apropiación 
de rentas por parte de las plataformas y no de plusvalor de este 
nuevo trabajo de consumo, facilitado por la digitalización, por-
que si bien es directamente productivo beneficiando a capitales 
particulares, al no ser remunerado no se traduce en explotación.

Desde nuestro enfoque nos alineamos con esta última pro-
puesta y, por tanto, el uso de dispositivos digitales y la informa-
ción que genera no constituye un ensanchamiento del campo de 
condiciones de explotación de la fuerza de trabajo. En este ámbi-
to se plantean tres cuestiones en términos de la incidencia de la 
digitalización que son relevantes para América Latina: el teletra-
bajo, la automatización del trabajo y el trabajo en plataformas, 
especialmente de transporte y de entregas. Veamos cada una de 
ellas por separado.

Ya se ha mencionado que el teletrabajo es una de las princi-
pales manifestaciones de la pandemia como laboratorio de la di-
gitalización. Esta modalidad laboral depende de la naturaleza 
del puesto de trabajo, de la tecnología de la empresa o institu-
ción y de la conectividad de la vivienda y de la zona donde está 
ubicada. Esta última dimensión nos remite a la problemática de 

bién argumenta explotación Zukerfeld (2021), diferenciando tres tipos de mo-
dalidades de explotación capitalista: por enajenación, por copia y por atención 
Sería esta última modalidad la que correspondería a una segunda etapa de lo 
que el autor denomina capitalismo informacional.

7 También Fumagalli et al. (2018, p. 33) han cuestionado que se pueda ha-
blar de explotación argumentando que la información personal (trabajo con-
creto) la transforma en valor de cambio (trabajo abstracto) las plataformas. Ese 
sería el secreto de la acumulación de estas empresas.
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brechas digitales y, en concreto, a la de acceso en términos terri-
toriales. Por su parte, la naturaleza del puesto de trabajo nos ha-
bla de las capacidades digitales, o sea del segundo tipo de bre-
chas referidas al uso y, por tanto, la fuerza de trabajo con menor 
calificación tiene menos posibilidades de recurrir al teletrabajo 
(Busso y Messina, 2020; Weller et al., 2020). En efecto, en térmi-
nos de quintiles de salario promedio, las desigualdades son pa-
tentes: una ínfima minoría de ocupados en el primer quintil po-
drían realizar teletrabajo contra el 70% en el último quintil (OIT, 
2020, gráfica 4.2).

Por consiguiente, desigualdades laborales y digitales se han 
acoplado y reforzado mutuamente y se constata una primera 
manifestación de cómo brechas digitales inciden en el campo de 
las condiciones de explotación de fuerza de trabajo. Es decir, 
marginación digital se traduce en marginación laboral.

Además de esta nueva dinámica generadora de excedente la-
boral, el teletrabajo plantea otras tres cuestiones adicionales para 
reflexionar. La primera es la de su magnitud y modalidades en la 
pospandemia. Probablemente un número significativo de em-
presas privadas opten por modalidades híbridas (unos días labo-
rables en oficina y el resto en el domicilio). Esta hibridez puede 
conllevar una desfiguración de la relación asalariada con el peli-
gro de una precarización larvada y esto conduce a la segunda 
cuestión: ¿cómo se va a regular este tipo de trabajo?, ¿esa posible 
precarización cristalizará? La tercera cuestión es que el trabajo 
remunerado invade el mundo, tanto en términos de espacio 
como de tiempo, del trabajo doméstico. En estos casos habrá que 
ver cómo se redefinen las relaciones entre estos dos tipos de tra-
bajo; o sea, habrá que explorar los nexos entre desigualdades de 
clase y de género en las dinámicas del teletrabajo.

El segundo impacto de la digitalización en el ámbito laboral 
es la automatización: cómo y cuánta mano de obra sería sustitui-
da por el cambio tecnológico de la digitalización.

Ésta es una problemática que ha suscitado, desde hace varios 
años, numerosos estudios con ejercicios predictivos estimando 
impactos e identificando escenarios que oscilan entre un pesi-
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mismo profundo y un optimismo más bien moderado. Al res-
pecto, se han destacado varios efectos. Así, habría un impor-
tante impacto sobre el empleo. No obstante, las estimaciones 
difieren en cuanto a tipo de actividad afectada, número de per-
sonas perjudicadas y ritmo de implementación. Este conjunto 
de innovaciones elevaría de manera significativa la productivi-
dad, pero sus resultados no serían distribuidos de manera equi-
tativa sino lo contrario. Como corolario de lo anterior, se espe-
rarían importantes impactos sociales que plantean repensar la 
ciudadanía social y al respecto la cuestión del ingreso básico 
universal se ve realzada. Finalmente, las habilidades digitales de-
vienen fundamentales para afrontar estas mutaciones profundas 
(Bitar, 2020).

Es importante señalar que no toda tarea laboral es rutinaria 
y, por consiguiente, susceptible de ser automatizada. Hay tareas, 
denominadas como “abstractas”, que requieren capacidades para 
resolver problemas tales como intuición, creatividad y persua-
sión. Por otro lado, estarían las tareas “manuales” que implican 
habilidades para adaptarse a situaciones cambiantes, reconoci-
miento visual y lingüístico e interacciones personales. Estos dos 
tipos de labores no son fácilmente automatizables. Es decir, de-
trás de estas tareas hay saber humano tácito que no ha sido codi-
ficado y que representa un límite para la inteligencia artificial. 
Aquí entra en juego lo que Autor (2014) ha denominado la para-
doja de Polanyi: “sabemos mucho más de lo que podemos expli-
car”.8 Por consiguiente, tanto mano de obra profesional, técnica 
y de gestión, así como la que provee ciertos tipos de servicios 
(especialmente los de cuidados), serían los colectivos laborales 
menos expuestos a la automatización. Por el contrario, el peligro 
de sustitución es mayor para la mano de obra con capacitación 

8 Paradoja en disputa entre quienes piensan que la inteligencia artificial 
no tiene límites y quienes sustentan que la paradoja seguirá vigente. La irrup-
ción de ChatGPT, modelo de lenguaje a gran escala que incursiona en el terreno 
de la creatividad de textos, redefine el debate. No obstante, no hay que olvidar 
que esta herramienta, como cualquier tecnología, llegará hasta lo que deter-
mine las relaciones de poder, o sea los actores involucrados, que la viabilizan.
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media que es la que suele desarrollar tareas rutinarias, aunque 
también hay que tomar en cuenta que algunas de estas ocupa-
ciones requiere de tareas mixtas, rutinarias y no rutinarias (Au-
tor, 2015).

Para América Latina, Weller, Gontero y Campbell (2019)9 
han reformulado una de las metodologías más aceptadas para 
estimar el riesgo de sustitución tecnológica del trabajo humano, 
el método de Frey y Osborne, adaptándolo a las realidades de la 
región cuyos mercados de trabajo están signados por la hetero-
geneidad. En este sentido, la premisa metodológica es que las 
actividades de baja productividad, por responder a lógicas de 
supervivencia de hogares sin grandes recursos, no estarían ex-
puestas a tal riesgo. Esta modificación metodológica ha arrojado 
resultados menos alarmistas. Así, mientras en la metodología 
original el promedio simple de 12 países de la región sería que 
un 62% de los ocupados estarían en riesgo de sustitución tecno-
lógica (entre un 70% en Guatemala y un 56% en Chile), con la 
metodología modificada ese porcentaje desciende a un 24% 
como promedio regional (entre un 36% en Chile y Uruguay y un 
11% en El Salvador) (Weller, Gontero y Campbell, 2019, gráfica 4).

La ironía de este último resultado es que la existencia de un 
excedente laboral y la marginación social emergen como antído-
tos contra este tipo de riesgo, pero con el costo de consolidar es-
tos procesos sociales perversos y profundizar las fracturas de la 
sociedad.

Finalmente, hay que abordar la problemática del trabajo en 
plataformas, especialmente de transporte y de entregas. Esta es 
la cuestión de las tres que ha recibido más atención en la región 

9  Este estudio se basa en el “enfoque de ocupaciones” que parte del supues-
to de que cada puesto de trabajo es homogéneo en términos de tareas. Esta pre-
misa ha sido cuestionada por sobredimensionar el impacto de la automatización 
y ha dado paso a un segundo enfoque, el “de tareas”. En este último se prioriza 
el “hacer las cosas” y supone que el cambio tecnológico no sólo tiene un efecto 
sustitutivo de mano de obra, sino que también puede generar empleo con tareas 
complementarias (OIT, 2021, pp. 117-118). Para los efectos del presente texto, el 
ejercicio —desde el enfoque “de ocupaciones”— que se muestra es pertinente.
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y se cuenta ya con un volumen apreciable de trabajos de estu-
dios de caso. Si bien el volumen de empleo generado es aún 
muy limitado, se está ante un fenómeno que, aunque parezca 
marginal, no se puede soslayar porque las plataformas repre-
sentarían un laboratorio capitalista de experimentación de nue-
vas formas de empleo (Hidalgo y Scasserra, 2022). Al respecto, 
hay dos cuestiones relevantes en términos de desigualdades de 
excedente.

Las plataformas apelan a la figura del trabajo autónomo y no 
al salarial, sustituyendo al contrato laboral por un acuerdo de 
términos y condiciones. Para reforzar esta mixtificación, se en-
fatiza que la firma ofrece sólo servicios tecnológicos destacando 
su papel de intermediación entre la oferta y la demanda (Rosen-
blat y Stark, 2016). Sin embargo, lo que este apoyo tecnológico 
moviliza es fundamentalmente información y, en este sentido, 
hay una profunda asimetría entre la empresa y los supuestos tra-
bajadores autónomos. Esto se muestra en plataformas de trans-
porte o de entrega donde las personas trabajadoras no reciben 
todo el espectro de órdenes en su territorio, sino órdenes indivi-
duales que deben aceptar o rechazar (Griesbach et al., 2019). Como 
todo trabajo conectado (logged labor), está monitoreado y vigi-
lado de manera permanente (Huws, 2016). Detrás de ello se en-
cuentra la gestión algorítmica del trabajo que se caracteriza por 
los siguientes rasgos: supervisión constante del actuar del/de la 
trabajador/a; evaluación de su rendimiento; implementación au-
tomática de decisiones con apenas intervención humana; inte-
racción de la fuerza laboral con un “sistema”; y poca transpa-
rencia en tanto que las normas e instrucciones que definen al 
algoritmo no suelen ser públicas (Möhlmann y Zalmanson, 2017, 
pp. 4-5). Justamente, este control hace que, independientemente 
de donde se realice, la actividad la plataforma constituye el lugar 
donde la relación capital/trabajo se concreta (Gandini, 2019). 
Por lo tanto, se está ante relaciones asalariadas, aunque aparez-
can mixtificadas como trabajo autónomo.

Si bien la caracterización del puesto de trabajo debe hacerse 
en términos de relaciones salariales, las percepciones de las propias 
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personas trabajadoras son más complejas. Se puede proponer, a 
título de hipótesis, que se configuran en torno a dos polos. Por 
un lado estaría el salarial, que invoca una subjetividad estructu-
rada en torno a derechos laborales tradicionales y que tiene su 
origen histórico en el empleo formal. Por otro lado estaría el 
polo de la autonomía, que tiene su fundamento en el gran lega-
do laboral del (neo)liberalismo: la cultura del emprendimiento. 
A través de la combinación de ambos polos y a partir de la espe-
cificidad de la propia trayectoria laboral, se puede configurar un 
amplio espectro de subjetividades laborales.10

Hablar de trabajo asalariado permite plantearse la cuestión 
de la precarización de estas relaciones asalariadas y ver si la digi-
talización reproduce o no esta expresión de desigualdades de ex-
cedente impuesta por el (neo)liberalismo en la región. Para ello 
hay que considerar las tres dimensiones del fenómeno de la pre-
carización de las relaciones asalariadas.

Primero, en términos de externalización, estas plataformas 
corresponden a las que Srnicek (2017), en su tipología, ha deno-
minado como “austeras” (lean platform). Externalizan no sólo 
mano de obra, sino también capital fijo, costos de mantenimien-
to y capacitación; es decir, se caracterizan, según este autor, por 
su “hiperexternalización”.

Segundo, son empresas donde la acción colectiva de los tra-
bajadores no es imposible, pero sí difícil. En la región se pueden 
señalar acciones de protesta, especialmente en las plataformas 
de entrega, como las que han acontecido en Perú, Colombia y 
Argentina. Pero estos esfuerzos han afrontado múltiples dificul-
tades: horario rotativo y ausencia de lugar común de trabajo; si-
tuación de desempleo e incorporación de nuevos trabajadores 
que evitan sindicalizarse; estrategias de fragmentación por parte 
de las plataformas (Dinegro Martínez, 2020; Sánchez Vargas y 
Maldonado Castañeda, 2020; Negri, 2020).

10 En un estudio sobre personas trabajadoras en plataformas en Ciudad de 
México, se ha constado que la autopercepción inicial como “emprendedores” 
ha sido cuestionada con el paso del tiempo (Alba, Bensusán y Vega, 2021).



280 juan pablo pérez sáinz

Finalmente, las condiciones laborales vienen signadas por la 
precarización: inestabilidad de trabajo e ingresos; jornadas de tra-
bajo prolongadas con tiempos “muertos” que no son remunera-
dos; ausencia de protección sociolaboral, etcétera (cepal/OIT, 
2021). En este sentido, parecería que hay continuidad con las di-
námicas precarizadoras gestadas por el (neo)liberalismo, pero que 
devendrían más profundas y sólidas. Al respecto, se puede asumir 
la propuesta de Antunes (2018, p. 87), quien ha planteado que se 
estaría en una “nueva era de precarización estructural del trabajo”.

Hay una dimensión simbólica que introduce el trabajo en las 
plataformas que sería novedosa y que es de suma importancia 
porque este tipo de ocupaciones pueden erigirse en un referente 
central del mundo del trabajo en el futuro. El peligro de ello ra-
dica, como bien lo ha captado cepal/OIT (2021, p. 23), en que las 
condiciones laborales precarias de las plataformas sean percibi-
das como una característica normal de los mercados de trabajo 
en la región. Esto conllevaría la naturalización de la precariza-
ción. Más aún, este argumento se refuerza por la condición de 
vanguardia tecnológica que acompaña a estas actividades. En 
este sentido, el denominado “solucionismo tecnológico”,11 con su 
fetichismo, reforzaría esta naturalización pudiendo convertir a 
la precarización en una cuestión banal e irrelevante.

Conclusiones

En los apartados precedentes se ha podido apreciar que la digi-
talización, con sus asimetrías, plantea numerosos desafíos para 
repensar las desigualdades, en este caso las de excedente, en 
América Latina. Estos retos los hemos plasmado en la siguiente 
matriz:

11 Expresión acuñada por Morozov (2016) y que expresaría que las tecno-
logías de la denominada “cuarta revolución tecnológica” pueden resolver un 
buen número de problemas de una manera “amigable”, o sea sin generar nuevas 
contradicciones.
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Cuadro 1. Matriz de desigualdades de excedente y digitalización
dimensiones de las 
desigualdades de 
exCedente

dinámiCas de aCumulaCión

“en” la digitalizaCión “a través” de la 
digitalizaCión

Condiciones de 
explotación de la 
fuerza de trabajo

Precarización en 
plataformas

¿Referente de 
“naturalización” de 
la precarización?

Teletrabajo:

- segregación 
primaria

- ¿precarización?

Automatización: nueva expresión de 
excedente laboral

Condiciones de 
acaparamiento 
de oportunidades 
de acumulación

Plataformas 
regionales 

Nueva élite 
empresarial

Densidad digital de 
empresas

Nueva 
heterogeneidad 
estructural

Individualización Estratificación digital 
Acoplamiento con otras estratificaciones 

(de educación y de ingresos)
Procesamiento 
de diferencias

Acoplamiento con pares categoriales 
Reforzamiento de la inferiorización

Entre ellos queremos enfatizar tres retos que nos parecen 
fundamentales.

La evidencia empírica en la región se centra fundamental-
mente en la brecha de acceso, mientras que la referida a la de 
uso es más fragmentada, la de beneficios tangibles más escasa y 
la referida al grupo de asimetrías generadas por los algoritmos 
es prácticamente inexistente. Por consiguiente, hay necesidad de 
levantar información para poder configurar las estratificaciones 
digitales en cada sociedad latinoamericana y explorar sus aco-
plamientos más significativos con otras estratificaciones (de 
educación o ingreso) y con diversos pares categoriales. Pero este 
reto metodológico no se limita al levantamiento de información 
cuantitativa, a través de censos o encuestas, sino que también 

Fuente: elaboración propia
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requiere de una perspectiva diacrónica para entender cómo es-
tas desigualdades afectan las trayectorias de vida.

La digitalización ha incidido en las dinámicas de acumula-
ción de la región redefiniendo la conocida cuestión de la hetero-
geneidad productiva de las economías latinoamericanas. Así, 
este aporte del pensamiento de la cepal, uno de los más impor-
tantes de esta institución regional, requiere de su reformulación 
para captar cómo se distribuye la densidad digital entre activi-
dades y firmas, y poder así identificar cuáles actores empresaria-
les acapararán estas nuevas oportunidades de acumulación y 
cuáles quedarán excluidos.

Finalmente, el trabajo en plataformas digitales se muestra 
como un laboratorio de nuevas formas de empleo en la región. La 
evidencia señala que se profundiza la precarización de las relacio-
nes asalariadas impuesta por el (neo)liberalismo, pero se introdu-
ce un componente simbólico fundamental. Si este tipo de ocupa-
ciones devienen un referente central del mundo del trabajo en el 
futuro, pueden imponer el imaginario que las condiciones labo-
rales precarias de las plataformas son una característica normal 
de los mercados de trabajo en la región. Esta naturalización de la 
precarización se reforzaría con el “solucionismo tecnológico” de 
la digitalización que, con su fetichismo, puede convertir a la pre-
carización en una cuestión banal e irrelevante. Monitorear y ca-
racterizar este proceso deviene un reto analítico clave para enten-
der las transformaciones de las desigualdades en América Latina.
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ESTADO Y DESIGUALDADES  DURANTE EL GIRO  
PROGRESISTA: EL CASO DE ECUADOR  
EN PERSPECTIVA LATINOAMERICANA

Soledad Stoessel

Introducción

Luego del llamado giro a la izquierda o giro progresista en la re-
gión latinoamericana, se produjo otro giro, pero hacia la derecha, 
o también denominado conservador, que se caracterizó por el as-
censo de gobiernos de centro derecha, o derecha, muchos de ellos 
aupados por el voto popular. Mientras este giro procedía y con él, 
el desmonte de la institucionalidad y políticas estatales creadas 
durante el ciclo previo y el avance de una agenda anti-derechos, 
el debate en torno a los logros que los gobiernos populistas o pro-
gresistas de los primeros 15 años del presente siglo habían alcan-
zado respecto a la reducción, morigeración o superación de las 
múltiples desigualdades que atraviesan a las sociedades latinoa-
mericanas, aún no se saldaba. Mientras que algunos trabajos adu-
jeron diversos factores que habrían imposibilitado torcer de 
modo estructural la senda desigualitaria de la región, otros mos-
traron con evidencia empírica cómo las desigualdades, en térmi-
nos generales, fueron reducidas, encontrándose diferencias se-
gún los campos de política de que se trate: mientras que las 
desigualdades económicas medidas por ingresos se acortaron, 
las brechas de género no siguieron el mismo camino. Cambios en 
los mercados laborales para favorecer el ingreso de mujeres, por 
ejemplo, no lograron des-familiarizar (y por tanto, despatriarcali-
zar) el trabajo doméstico y de cuidados.

Sin pretender resolver los equívocos en torno a esta cuestión 
— si se recrudecieron o no las desigualdades —, este capítulo tie-
ne dos objetivos. En primer lugar, presentar brevemente el esta-
do actual del debate en torno al Estado y su intervención para 
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reducir desigualdades durante el ciclo progresista. En un con-
texto regional que, atravesado por las consecuencias de múlti-
ples crisis (la crisis financiera de 2008, la emergencia sanitaria 
por el covid-19), está marcado por la disputa entre dos tipos de 
proyectos político-éticos — uno que reivindica el neoliberalismo 
y el desplazamiento del Estado como coordinador social, otro 
preocupado por la organización de la vida en común con crite-
rios de justicia social a cargo del Estado —, creemos que resituar 
al Estado en el centro del debate académico es clave. ¿Qué pue-
den o no hacer los Estados para mejorar las condiciones de vida 
de la población, reducir desigualdades y pobreza, e intervenir en 
la concentración de la riqueza? ¿Qué márgenes de acción revis-
ten los Estados para lastimar la matriz histórica de desigualda-
des en la región latinoamericana, en países con élites económi-
co-financieras cada vez más orientadas a capturar tramos estatales 
de decisión pública, así como en contextos cada vez más atrave-
sados por la dinámica capitalista global y sus crisis cíclicas? 
¿Qué capacidades han tenido los Estados para avanzar en agen-
das igualitarias? Más allá de la intencionalidad política de los 
gobiernos de izquierda, elemento voluntarista nada desdeñable, 
¿qué otros aspectos influyeron para que los países, durante este 
ciclo, reduzcan desigualdades?

El segundo objetivo es analizar un caso paradigmático de un país 
que redujo ampliamente desigualdades múltiples, en un proceso 
político que combinó iniciativa política, contexto económico favo-
rable por el precio del petróleo y especialmente un fenómeno de 
reforma político-institucional orientado a reconfigurar el Estado 
para reducir desigualdades. Ecuador, durante el periodo de la lla-
mada “Revolución Ciudadana” (2007-2017), fue un caso prototípico 
en que el Estado se colocó como centro de la coordinación econó-
mica y social, y atravesó un proceso de cambio político-institucio-
nal, encaminado a desandar el modelo neoliberal y avanzar hacia 
uno antineoliberal. Asimismo, este caso nos muestra cómo el giro a 
la derecha del año 2017 rápidamente logró desmontar varios de esos 
avances en una dirección desigualitaria, empobrecedora y concen-
tradora, potenciada por la emergencia de la pandemia.
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El texto se organiza en dos partes, en las que se aborda cada 
objetivo. La primera sección se apoya, en términos metodológi-
cos, en una revisión de la bibliografía especializada sobre Estado 
y desigualdades durante el giro a la izquierda. Dada la abundan-
te bibliografía existente, decidimos concentrarnos en la literatu-
ra que haya abordado el tema en América Latina de forma com-
parativa e integral, no por países.1 El segundo apartado desarrolla 
el caso de Ecuador. En éste presentamos resultados de investiga-
ciones propias que abordaron el modo en que el Estado ecuato-
riano intervino durante el ciclo progresista con relativa eficacia 
en distintos campos de política para mejorar las condiciones de 
la población, esto a partir de un proceso constituyente, que deri-
vó en una reforma político-institucional y en un aprovecha-
miento del llamado “viento de cola” petrolero.

Consensos y disensos en torno  
a las desigualdades en América Latina

Dos grandes consensos se han instalado en el debate académico 
latinoamericano en los últimos 15 años. Por un lado, que Améri-
ca Latina es la región más desigual del mundo, al menos desde la 
mitad del siglo pasado (Rodríguez Weber, 2018), y por otro, que 
el giro postneoliberal ubicado entre principios del siglo XXI has-
ta el año 2015, ha logrado grandes avances para revertir las des-
igualdades generadas especialmente durante y por la hegemonía 
neoliberal.

Un vuelo rápido por algunas evidencias presentadas ofrece-
ría sustento a dichos consensos. Respecto al primero, diversos 
estudios manifiestan cómo desde antes de la formación capita-
lista en el siglo XVII, la región ya presentaba intensas desigualda-
des en relación a otras partes del mundo (Milanovic, 2016). No 
obstante, Therborn dice que el pasado colonial no debe operar 

1 Agradezco a Alejandro Ojeda Garcés por su importante contribución y 
apoyo en la revisión de la literatura especializada.
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como variable explicativa, sino que hay que mirar lo que sucede 
luego de la Segunda Guerra Mundial con el continente, donde 
las “oligarquías de AL nunca se vieron sacudidas y reducidas 
como lo hicieron las guerras mundiales y sus secuelas en Euro-
pa, Norteamérica y Asia” (Therborn, 2019). Asimismo, la mayo-
ría de los trabajos que abordan la desigualdad global, conside-
rando a América Latina en su totalidad (y no a partir de las 
diferencias en su interior), coinciden en que persiste como la 
región más desigual, pese a un breve interregno, entre 1930 y 
1970, cuando se produjo una pequeña nivelación de los ingre-
sos por la industrialización, políticas redistributivas, reformas 
institucionales-laborales, como aumento de los salarios míni-
mos y reales (Bleynat, Challú, y Segal, 2021), la negociación co-
lectiva y la ampliación de la seguridad social.

Respecto al segundo consenso, Amarante y Colacce (2018) pre-
sentan algunos datos, como la reducción en 16 de 17 países latinoa-
mericanos del coeficiente de Gini en el periodo 2002-2012, siendo 
el año 2008 cuando se produce una disminución más significativa 
de la desigualdad (con excepción de Costa Rica) y el año 2015 
cuando empieza a desacelerarse el proceso de reducción de des-
igualdades (Castillo Fernández, 2022). Además, muestran que para 
tal periodo la participación del quintil más pobre en los ingresos 
totales ha aumentado, y la del quintil más rico ha disminuido.

Estos dos consensos, sin embargo, esconden una serie de 
factores y aristas que deben considerarse a la hora de realizar un 
balance acerca de las desigualdades. Quedarnos con un dato 
cuantitativo, como el coeficiente de Gini y de pobreza, no nos 
dice mucho, puesto que una reducción de la brecha de ingresos 
no necesariamente informa sobre la mejora de la calidad de vida 
de la población, ni qué sucede con la distribución entre clases, 
grupos étnicos o géneros (Kessler, 2019), ni cómo dicha reduc-
ción afecta o no la concentración de la riqueza, aspecto larga-
mente invisibilizado dentro de los estudios sobre desigualdades, 
cuando el entendimiento de éstas es indisociable del conoci-
miento sobre por qué se genera y concentra la riqueza; y por 
qué la sociedad en general, y las élites en particular, aceptan sin 
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más los altísimos niveles de concentración de la riqueza y de la 
desigualdad en la región (Burchardt, 2012). Esta legitimidad de 
las desigualdades está siendo abordada desde una línea de in-
vestigación que estudia cómo los datos “objetivos” deben ser ar-
ticulados con las percepciones, subjetividades y discursos cons-
truidos en torno a ellas (Assusa y Kessler, 2020). Desde este 
punto de vista, observamos cómo la percepción de una injusta 
distribución del ingreso, en promedio, en América Latina as-
ciende a medida que transitamos hacia gobiernos de derecha 
neoliberal. El punto más bajo de dicha percepción en el periodo 
2008-2019 se produce en 2013 y el punto más alto ocurre en 
2018, en el auge del giro a la derecha. Este comportamiento se 
acompaña de otro indicador, relativo a la expectativa de la ciu-
dadanía de que el Estado intervenga para corregir la situación 
de desigualdad. También en 2013 encontramos el porcentaje 
más alto de ciudadanos que esperan que el Estado implemente 
medidas para reducir desigualdades, y en 2019 el menor porcen-
taje, lo cual es indicativo del clima ideológico que impera en la 
región (cepal, 2022).

En medio de este debate en torno a aspectos objetivos y sub-
jetivos, podemos identificar que el tema de la reducción de las 
desigualdades se estudió, en lo fundamental, desde dos distintas 
aristas: 1) trabajos que apuntalan la dimensión económica como 
variable explicativa de la reducción de las desigualdades como re-
sultado necesario del contexto económico favorable marcado por 
el “boom de los commodities”, y 2) trabajos que señalan variables 
de tipo políticas y sociológicas, como la voluntad política presi-
dencial y la ideología que imprimió a los proyectos políticos, tra-
ducido en medidas y políticas concretas. Una arista que conside-
ramos fundamental y que sin embargo no impregna los estudios 
sobre las desigualdades en la región durante ese periodo es aque-
lla que, en el cruce de la sociología política y economía política, 
las indaga como parte de un complejo proceso que vincula lide-
razgo, proyecto político (ideología) y procesos institucionales. 
Ésta es la tesis que desarrollaremos en la siguiente sección sobre 
el caso de Ecuador.
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Respecto al primer grupo de trabajos, es evidente la atribu-
ción al contexto económico que atraviesa la región caracterizado 
por el llamado “boom de los commodities” como variable causal. 
Hay una tendencia en la academia a señalarlo como el factor de-
terminante de la reducción de las desigualdades (Balakrishnan 
et al., 2021). Este capitalismo extractivista, etapa vigente en Améri-
ca Latina, habría generando amplios y rápidos ingresos fiscales, 
pero modelos rentistas que producen mayores asimetrías terri-
toriales, conflictos sociales y la posibilidad de provocar cambios 
estructurales de la matriz productiva.

Este debate trasciende América Latina y es una discusión 
aún no saldada (Fernández, Villar y Sánchez, 2015). Algunos au-
tores muestran la relación directa entre abundancia de materias 
primas y aumento de la desigualdad (Loayza y Rigolini, 2016) 
debido a fenómenos como el de “captura estatal” en economías 
donde las corporaciones extractivas y las élites económicas liga-
das a ellas tienen una influencia desmedida sobre determinadas 
ramas del aparato burocrático (Durand, 2016), o a procesos ren-
tistas y de despojo social por parte de las élites económicas que 
aspiran a una hiper-concentración y efectivización de la riqueza 
por medio de paraísos fiscales (Ramírez Gallegos, 2023). Otros 
sostienen que un aumento de estos recursos deriva en reduc-
ción de desigualdades en consideración de otras variables que 
entran en juego, como el tipo de empleos que generen las eco-
nomías basadas fundamentalmente en recursos naturales y ma-
terias primas.

Los ingresos provenientes del petróleo y de la exportación de 
otros commodities, como la soya en Argentina, el petróleo en 
Ecuador y Venezuela, y el gas en Bolivia, habrían sido emplea-
dos exitosamente para “financiar” políticas y derechos (Göbel, 
2015) por medio de una serie de programas de transferencias 
monetarias (condicionadas o contributivas), seguridad social y 
reformas laborales en favor de los trabajadores, entre otras. Es 
claro que sin estos ingresos fiscales hubiera sido muy difícil para 
estos gobiernos llevar adelante toda la serie de políticas y medi-
das que implementaron, y que sin el crecimiento económico que 
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se registró en la región también hubiera sido más difícil redistri-
buir. Pero esta explicación tiene cierta debilidad, puesto que la 
utilización de dichos ingresos por parte de los gobiernos de iz-
quierda es considerada de forma implícita como una acción ne-
cesaria derivada del aumento de las arcas fiscales. Esta explica-
ción derivacionista invisibiliza un aspecto clave relacionado con 
la estatalidad, y con la política.

Por un lado, asume que los Estados siempre revisten márge-
nes absolutos de autonomía para llevar adelante políticas en de-
terminada dirección. Por ejemplo, esto supondría que las matri-
ces de poder instaladas a lo largo del tiempo, como la enquistación 
del poder del capital en la estructura estatal, no inciden al mo-
mento de adoptar determinada decisión. Esto es lo que Jessop 
(2017) conceptualiza como “selectividades estratégicas”. Por otro 
lado, pareciera desconocer que el poder político, muchas veces, 
se ejerce desde matrices ideológicas específicas y no necesaria-
mente de modo racional y estratégicamente. Gobiernos de dere-
cha también han gozado de momentos de “vientos de cola” y, sin 
embargo, no los han aprovechado para reducir desigualdades. 
Tanto los gobiernos progresistas como los de derecha han pro-
fundizado el extractivismo, pero sólo los primeros, hasta ahora, 
han producido cambios, aunque inestables, en las matrices de 
desigualdad (Ramírez Gallegos, 2023).

Desde la otra vereda, la política — entendida desde un aspec-
to agencialista como intencionalidad — habría sido la causa di-
recta de la reducción de las desigualdades. Ha sido el voluntaris-
mo e ideología de los líderes de izquierda que, en ese contexto 
económico favorable, ha conducido una serie de decisiones diri-
gidas a reducir desigualdades. Sin desconocer la importancia de 
los estudios economicistas, esta línea de investigación ha aporta-
do grandes hallazgos para comprender la reducción de las des-
igualdades en diversos campos de política porque auscultan en 
mayores detalles acerca de cómo la acción política ha utilizado 
el Estado para producir cambios. Hemos rastreado que los cam-
pos salariales, laborales y proteccionistas son los principales so-
bre los que se ha detenido esta literatura.
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Kessler (2015) sostiene que los tres mecanismos que mayor-
mente explican la reducción de las desigualdades en la región 
son: las transferencias monetarias, las pensiones no contributivas 
y el ingreso laboral (Castillo Fernández, 2022; Amarante et  al., 
2016), junto con otras reformas del mercado de trabajo. Cada 
uno de estos mecanismos representa un peso del 25%, 5% y 50%, 
respectivamente, para explicar la reducción de las desigualdades.

El aumento del salario mínimo en el tramo inferior de la dis-
tribución y la formalización del empleo aparecen como factores 
insoslayables de reducción de las desigualdades, con excepción 
de Bolivia, donde el salario mínimo y la formalización del empleo 
no fueron variables significativas. Ahora bien, cuando se compa-
ran los ingresos de los trabajadores formales con los de los infor-
males, no hubo tal reducción de la desigualdad, tendencia que se 
repite en Argentina, Brasil y Ecuador, especialmente porque los 
aumentos de los salarios mínimos —los que gozan los trabajado-
res formales— son más eficaces en reducir desigualdades que las 
transferencias públicas no contributivas como políticas sociales 
focalizadas. Si bien varios de estos países experimentaron una 
tendencia a la formalización y reducción de la informalidad por 
medio de diversas iniciativas institucionales, como creación de 
regímenes tributarios simplificados y aprobación de leyes para 
fiscalizar e incentivar la formalización (Salazar-Xirinachs y Cha-
caltana, 2018), la región aún persiste con tasas altas, siendo los 
países andinos los más perjudicados al respecto.

Respecto a las transferencias públicas pro-pobres, Kessler 
(2015) muestra que Bolivia, Ecuador, Argentina y Brasil son los 
países para el año 2011 donde mayor porcentaje de la población 
tiene que reciben transferencias condicionadas (46%, 38%, 29% 
y 29%, respectivamente). Respecto a los ingresos no laborales, se 
encuentra que en Brasil, para el periodo 2002-2009, la mayor 
parte del impacto de aquellos sobre la reducción de la desigual-
dad total se debió a la distribución de las transferencias públicas, 
y dentro de ellas, de las transferencias contributivas (seguridad 
social). En Uruguay fue el segundo mecanismo, luego de los in-
gresos laborales.
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En relación con las reformas del mercado laboral y la protec-
ción de los derechos laborales, Castillo (2022) explica que, en la 
América Latina de los últimos 15 años, la reducción de la pobre-
za está ligada a las reformas laborales orientadas a crear empleo, 
así como a la calidad de este. Esto incluye la implementación de 
leyes que garantizan el salario mínimo, la jornada laboral ade-
cuada, la reducción de la precarización del trabajo y la prohibi-
ción —como en Ecuador— de la tercerización del trabajo.

En Brasil (2002-2009), Uruguay (2007-2009) y Ecuador 
(2008-2016), la intervención del Estado en el mercado laboral ha 
sido fundamental. En estos países, el aumento de los salarios mí-
nimos achicó la distribución salarial. En Uruguay y Argentina 
este proceso se vio reforzado por la reincorporación del sector 
industrial a la negociación colectiva (Lustig y López Calva, 2012) 
y al fortalecimiento tanto de las organizaciones sindicales, como 
de la tasa de sindicalización. Respecto a la región andina, no se 
encuentra abundante literatura al respecto, pero de las propias 
investigaciones (Stoessel, 2017) se desprende que este aspecto 
del campo laboral no ha incidido en absoluto en la reducción de 
desigualdades. Otro de las dimensiones de los mercados de tra-
bajo que ha sido estudiada alude a “nuevas” categorías de traba-
jadores, ligados a la cuestión de género. Estos gobiernos hicie-
ron serios esfuerzos por incorporar tanto a las trabajadores 
remuneradas del hogar, al otorgarles derechos como la afiliación 
a la seguridad social, y por reducir la carga de trabajo doméstico.

Recapitulando los hallazgos, podemos sostener entonces que 
sin el excedente económico proveniente de la renta petrolera u 
otros recursos naturales difícilmente los gobiernos progresistas 
hubieran podido mejorar las condiciones de vida de las pobla-
ciones y acortar las desigualdades. Esto aparece como una con-
dición necesaria, mas no suficiente. Así, nos ubicamos a mitad 
de camino entre estas dos posturas y sostenemos que ni la eco-
nomía ni la política por sí solas son dimensiones que puedan 
explicar este proceso. Es la economía política la que permite 
comprender cómo un contexto económico favorable ha sido ca-
pitalizado hacia una transformación de los regímenes de bienes-
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tar en una clave igualitaria. Es decir, sólo comprendiendo cómo 
el poder político activa procesos políticos (cambios institucio-
nales, reformas políticas, intervenciones en el proceso de acu-
mulación, como respuestas a luchas sociales y acumulación de 
fuerza social) en el marco de selectividades estratégicas es posi-
ble entender los cambios en la sociedad.

Bienestar y desigualdades en Ecuador  
durante el giro a la izquierda

Decíamos que el caso de Ecuador es prototípico de una expe-
riencia de reducción de desigualdades en el contexto del giro a la 
izquierda y que, al acabar dicho ciclo, volvió rápidamente a ex-
perimentar una ampliación de las desigualdades y empeora-
miento de las condiciones de vida de la población. ¿Qué factores 
y procesos se pusieron en marcha en 2007 para transitar hacia la 
reducción de desigualdades?

Retomamos la tesis propuesta previamente según la cual es 
clave indagar en y desde la economía política de los procesos de 
cambio para comprender los factores intervinientes. Ni la econo-
mía ni la política por sí solas pueden hacerlo. Ecuador inició en 
2007 un proceso de cambio y reforma político-institucional inédi-
ta, tendiente a transformar el Estado para asignarle capacidades y 
funciones que puedan quebrar el núcleo duro del neoliberalismo, 
vigente en el país desde fines de los años ochenta hasta 2005.

Rafael Correa asumió la presidencia en enero de 2007 en un 
contexto caracterizado por el rechazo a los partidos políticos 
tradicionales y un clima ideológico de contestación al neolibera-
lismo. El día de la asunción al poder, Correa convocó por decre-
to a una consulta popular para votar acerca de la instalación de 
una Asamblea Nacional Constituyente (ANC) que reformara la 
Constitución para institucionalizar la agenda de cambio, regis-
trándose un 82% de ciudadanos a favor. Alianza País, el naciente 
partido conducido por Correa, obtuvo 62% de los curules para 
formar la ANC. Dos fueron los ejes que moldearon su agenda po-
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lítica de cara a superar el núcleo duro del neoliberalismo: el 
cambio de la matriz productiva configurada durante décadas de 
políticas de ajuste y la reforma institucional en pos de colocar al 
Estado al centro de la coordinación social, garantizar derechos 
fundamentales y reducir las desigualdades.

Respecto al primer eje, el paso de un esquema primario ex-
portador y extractivista a uno que privilegie la producción di-
versificada y ecoeficiente, se produciría incentivando servicios 
basados en los conocimientos y la biodiversidad, la transforma-
ción en la industria agroalimentaria, y la producción de bienes 
intermedios y servicios de alta tecnología.

El segundo eje de la agenda de cambio se desprendía del punto 
anterior. Para lograr esa transformación de la matriz productiva 
era necesario recuperar el rol del Estado y sus capacidades como 
coordinador social, regulador de la economía y rector de las polí-
ticas públicas. Se requería reconfigurar las estructuras institucio-
nales, el Estado y la gestión pública que históricamente habían 
estado controlados por actores socioeconómicos de peso y por 
los grupos tradicionales vinculados al capital extranjero. A esto 
Correa le llamaba un “Estado corporativizado”,2 que operaba a 
modo de una “selectividad” a la que debía enfrentarse el gobierno. 
La lucha descorporativizadora que inició implicó dos movimien-
tos simultáneos: quebrar la institucionalidad vigente en distintos 
ámbitos de política pública (educación, finanzas, salud, medios 
de comunicación, entre otros) regentados por actores de veto con 
intereses particulares y, al mismo tiempo, edificar una nueva ins-
titucionalidad capaz de responder a demandas más amplias. Las 
políticas adoptadas por Correa en pos de obtener recursos estata-
les mermaron la dependencia del Estado frente a las élites econó-
micas y hubo una clara reducción de la influencia de estas en las 
políticas estatales durante los primeros años de gobierno.

2 Antes de las reformas efectuadas por Correa desde 2007, el 69% de las insti-
tuciones del Poder Ejecutivo tenían representación corporativa. De esta represen-
tación, 67% pertenecía a representantes de las cámaras de comercio e industria, 
mientras que el 27% correspondía a gremios de trabajadores (Chiasson-Lebel, 
2016).



300 soledad stoessel

La Constitución aprobada en el año 2008 por referéndum in-
cluyó un conjunto de derechos sociales y colectivos para los sec-
tores históricamente postergados, como los indígenas y los afro-
descendientes, y derechos que respondían a algunas demandas 
sociales de actores como el movimiento sindical y el ecologista. 
Asimismo, la Constitución proponía un Estado plurinacional e 
intercultural (artículo 1), creaba los derechos de la naturaleza 
(capítulo séptimo) y del buen vivir. Esta ampliación de derechos 
fue posible a partir del reposicionamiento del Estado, de la recu-
peración de mayores capacidades materiales e institucionales y 
del contexto económico favorable en que el precio del petróleo 
iba en aumento. La Constitución otorgaba al Estado una centra-
lidad insoslayable como principal agente de intervención en di-
ferentes ámbitos del ordenamiento social, de forma tal que res-
quebrajara la estructura de poder que había sostenido el modelo 
de Estado neoliberal.

Luego del proceso constituyente, dos cuestiones fueron clave: 
la reforma del Estado y la implementación de medidas postneo-
liberales. Respecto a la primera, se puede contemplar una serie 
de hitos en esa dirección, como la creación de la Secretaría Na-
cional de Planificación y Desarrollo (Senplades), en lugar del 
Consejo Nacional de Modernización (Conam), organismo que 
había estado a cargo de llevar adelante todo el paquete de refor-
mas neoliberales.

Respecto a las medidas concretas, desde 2008 se renegocia-
ron contratos con empresas extractivas en torno a los ingresos 
por hidrocarburos, se implementaron programas de inversión 
con prescindencia del financiamiento privado, se hicieron refor-
mas en el sistema impositivo y se ejerció una mayor presión fis-
cal en relación al PIB (pasando de 4.7% en el año 2006 al 16.6% 
en 2013).3 La implantación de una reforma tributaria progresiva 
fue resistida por los grupos de poder, aunque el gobierno logró 
situarla en el centro de la agenda pública. La reforma redundó 

3 Datos extraídos de la página de la Secretaría Nacional de Planificación y 
Desarrollo (Senplades).
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en un incremento del 65% en la recaudación durante el periodo 
2007-2011, comparado a 2003-2006. Sobre ese piso se relanzó 
una dinámica redistributiva, articulando política salarial pro-
gresiva (el salario básico real pasó de 170 dólares en 2007 a 292 
dólares en 2012), con transferencias públicas, sobre todo no con-
tributivas. Esta fue una de las grandes diferencias con los países 
de la región que atravesaron el ciclo progresista, quienes persis-
tieron en sistemas tributarios regresivos.

Respecto a las transferencias públicas, las no contributivas 
fueron las que más peso tuvieron en la reducción de las des-
igualdades. Se profundizaron los programas existentes, como el 
Bono de Desarrollo Humano (BDH), que es el programa de ma-
yor alcance en el país. Este programa continuó siendo asisten-
cialista, aunque revistió de ciertos elementos novedosos como 
fue convertir a los beneficiarios en sujetos con capacidad de ac-
ceder al crédito financiero.

Este tipo de políticas focalizadas y asistencialistas se conjuga-
ron con otras de tipo universales, como el aumento de salarios 
mínimos y la obligatoriedad de la afiliación a la seguridad social, 
y dentro de esta medida, la equiparación del régimen laboral do-
méstico con el régimen laboral general: salario básico reglamen-
tado, vacaciones, fondos de reserva, licencia por maternidad e 
indemnización por despido, todos avances impensados unos 
años previos para las trabajadoras domésticas. Estas medidas 
fueron la que más resistencia activaron por parte de los sectores 
medios y altos, a las que le seguiría la medida — fallida — del go-
bierno correísta de gravar la herencia en el año 2015. Asimismo, 

Gráfica 1. Empleo en el sector informal en Ecuador (2014-2021)

Fuente: ineC, enemdu.
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el gobierno decidió reformar el Consejo de Salarios para permi-
tir la participación de las asociaciones de trabajadoras del hogar, 
así como de organizaciones de trabajadores autónomos, lo cual 
le valió el rechazo de las cámaras empresariales (Stoessel, 2019).

En relación con las transferencias contributivas, ha aumenta-
do el número de personas afiliadas a la seguridad social, lo que 
permite acceder a transferencias por maternidad, enfermedad y 
vejez. La población económicamente activa afiliada a la seguri-
dad social pasó de 26.1% en 2006 a 41.41% en 2012,4 aunque en 
este campo los avances fueron menores que en educación o sa-
lud. Las debilidades de aquel ámbito fueron de orden cualitati-
vo: si bien aumentó el número de personas afiliadas, éste excluyó 
a ciertas categorías, y además continuó siendo un sistema frag-
mentado y deficiente (Minteguiaga y Ubasar-González, 2014). 
Respecto a la educación, en todos los niveles se mejoraron tanto 
las condiciones laborales de maestros y docentes, como la oferta 
educativa (hubo un aumento considerable de la tasa de escolari-
zación) y se sancionó la gratuidad de la educación superior, re-
gistrándose el mayor aumento de la matrícula universitaria en 
los estratos más bajos de la población.

En el campo de las reformas laborales, la cuestión del mundo 
del trabajo y de las relaciones laborales fue uno de los nudos te-
máticos centrales en el proceso constituyente. Ni bien se instaló 
la Asamblea, el gobierno anunció el Mandato Constituyente 8, 

4 Datos extraídos de de Enemdu-INEC.

Gráfica 2. Pobreza y pobreza extrema en Ecuador (2007-2020)

Fuente: ineC, enemdu.
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mediante el cual se eliminaba toda forma de precarización labo-
ral, incluyendo la tercerización (art. 327). La Constitución obli-
gaba al Estado a garantizar los derechos al trabajo y a la seguri-
dad social (artículos 33 y 34), reconocía el trabajo no remunerado, 
del hogar y autónomo (artículo 34), prohibía el trabajo de los ni-
ños menores a 15 años (art. 46), estipulaba que la política econó-
mica debía impulsar el pleno empleo y valorar todas las formas 
de trabajo. El bloque de laboralidad se encuentra en la vanguar-
dia del panorama latinoamericano en cuanto al grado de protec-
ción y desarrollo de los derechos laborales (Guamán y Stoessel, 
2022). Estas reformas fortalecieron a los trabajadores, pero este 
reposicionamiento no provino de la capacidad huelguística de 
los sindicatos y trabajadores no organizados, como en el caso de 
los países conosureños, sino de un activismo estatal que fue de-
terminante para la mejora de todos los indicadores socio-econó-
micos en favor de los sectores trabajadores y populares.

Al acabar el ciclo progresista, aún restaban ciertos desafíos: el 
sector informal no había sufrido grandes cambios (gráfica 1), 
aún no se avanzaba en seguros de desempleo, el sector de la se-
guridad social de los trabajadores continuaba siendo fragmenta-
do e ineficaz, y los avances en la provisión de bienes y servicios 
de una forma des-mercantilizada no había modificado la “fami-
liarización” del bienestar que seguía a cargo de las mujeres (Min-
teguiaga y Ubasart-González, 2014).

No obstante estos puntos débiles, esta combinación de políti-
cas tuvo consecuencias positivas, como la reducción de la pobre-

Gráfica 3. Coeficiente de Gini en Ecuador (2007-2020)

Fuente: ineC, enemdu.
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za y mayores niveles de igualdad:5 si para el año 2007, el porcenta-
je de hogares pobres (medido por el método de NBI) era de 36%, 
en 2014 dicho porcentaje se redujo al 22% (gráfica 2). Respecto al 
coeficiente de Gini, este pasó de 0.55 en 2007 a 0.47 en 2012 (grá-
fica 3). En relación con la tasa de desempleo, el año 2009 registra 
una tasa de 6.47% para reducirse en 2013 al 3.9 por ciento.6

En medio de constantes demandas de prudencia fiscal y 
de resistencias de las clases altas y medias, se forjó una matriz de 
inclusión social que, al permitir que un cúmulo de demandas 
populares represadas obtengan respuesta institucional, amplió el 
acceso a derechos y se fortaleció la confianza ciudadana en la 
acción estatal y en el gobierno, especialmente en la figura de Co-
rrea. El entonces presidente llegó a ganar la segunda elección de 
2013 con más del 55% en primera vuelta. No obstante, una serie 
de factores debilitarían al gobierno: desaceleración económica, 

5 Datos extraídos de la página web de la Secretaría de Planificación y Desa-
rrollo del Ecuador/Senplades. Disponible en: http://www.planificacion.gob.ec/.

6 Datos extraídos del Instituto Nacional de Estadísticas y Censo de Ecua-
dor. Disponible en: http://www.ecuadorencifras.gob.ec/documentos/web-inec/
EMPLEO/2015/Marzo-2015/Presentacion_Empleo_Marzo_2015.pdf

Gráfico 4. Precio del barril de petróleo en dólares  
en Ecuador (2009-2022)

Fuente: elaboración propia con base en datos de https://www.aihe.org.ec/
wp-content/uploads/2023/04/cifras-petroleo-en-cifras-2022.pdf.
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aumento del desempleo, desgaste luego de seis años en el poder 
y avance de las derechas que cada vez más resistían las propues-
tas correístas, y arropadas en una identidad progresivamente an-
tipopulista, se iban organizando en nuevos partidos políticos, 
como CREO, fundado y comandado por el banquero Guillermo 
Lasso, quien sería electo presidente en las elecciones de 2021.

La imposibilidad constitucional de volver a postularse para 
las elecciones de 2017 hizo que Correa eligiera un sucesor. Lenin 
Moreno fue el candidato de la Revolución Ciudadana y ganó las 
elecciones frente a Guillermo Lasso en una ajustada segunda 
vuelta, con el apoyo de Rafael Correa, y sobre la base popular del 
correísmo, con un programa continuista —postneoliberal—.

No obstante, al poco tiempo de asumir, Moreno rompió con el 
partido que lo postuló como candidato, se acercó a las élites econó-
micas neoliberales, emprendió una “descorreización” de la socie-
dad (Ramírez Gallegos, 2018), reinstaló el modelo neoliberal y de 
la mano del lawfare, se apropió del partido, lo descabezó de figuras 
correístas y proscribió electoralmente al movimiento de Correa.

El periodo morenista, atravesado por la llegada de la pande-
mia, dejó los peores indicadores sociales, económicos y sanitarios 

Gráfico 5. Inversión pública en millones dólares de Ecuador  
en actividades de exploración y producción de petróleo

Fuente: elaboración propia con base en datos de https://www.aihe.org.ec/
wp-content/uploads/2023/04/cifras-petroleo-en-cifras-2022.pdf.
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en años. Para el año 2020, la pobreza aumentó a 33%, mientras 
que 15% era pobre de forma extrema. La desigualdad aumentó a 
0.50 del coeficiente de Gini, y el trabajo se precarizó aún más, 
contando con un 47% de la población económicamente activa 
trabajando en el sector informal, lo que ha implicado que se 
haya reducido en un 10% la afiliación al seguro social. Para fines 
de 2018, 83% de las y los ecuatorianos afirmaba que el gobierno 
nacional era un “gobierno de los poderosos”, que gobernaba en 
detrimento del pueblo.7

Esta apreciación se profundizó en el contexto de la pandemia 
cuando el régimen de Moreno llevó al límite el despojo social. 
Ecuador se convirtió en el segundo país de la región con mayor 
número de muertes en exceso. El retiro de los subsidios a los 
combustibles —medida bloqueada por la inmensa sublevación 
popular de octubre de 2019,— la aprobación de la “Ley Humani-
taria” que consistió en una reforma para flexibilizar y precarizar 
las condiciones laborales, el pago de la deuda externa y la conco-
mitante reducción presupuestaria en educación y salud, fueron 
todas políticas exigidas por las élites económicas que habían re-
tornado al Estado. Como prueba de ello, el presidente del máxi-
mo órgano representativo de las cámaras empresariales asumió 
el Ministerio de Finanzas.

 Moreno se profundizaron con el gobierno del banquero 
opusdiano Guillermo Lasso, quien ganó las elecciones en 2021 
frente al candidato correísta. Era la primera vez que el correísmo 
perdía una elección presidencial en 14 años. Desde el discurso 
oficialista, la “pesada herencia” legada por más de una década 
correísta, así como la magra performance económica al no tener 
las mismas condiciones “petroleras” que durante el ciclo progre-
sista, se colocaban como causas del deplorable desempeño gu-
bernamental. No obstante, si vemos algunas cifras, ratificamos 
la lectura realizada en la sección anterior. Si bien es cierto que 
los ingresos provenientes del petróleo durante el correísmo se 
enfocaron en el financiamiento de una serie de políticas orienta-

7 Datos extraídos de Latinobarómetro del año 2019.
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das a la inclusión e igualdad (Gachet et al., 2019), dicha variable 
no es suficiente para explicar la mejora de las condiciones de 
vida, la reducción de las desigualdades ni la pérdida de hegemo-
nía del gobierno cuando aquellos ingresos mermaron, como se 
postuló desde ciertas explicaciones (Basabe y Barahona, 2018). 
Tanto Moreno como Lasso han gobernado en un contexto en 
que el precio del petróleo y la inversión pública en actividad de 
exploración y producción se colocaron al mismo nivel que 2011-
2012 (gráficas 4 y 5) y, sin embargo, todos los indicadores so-
cio-económicos del ciclo progresista han empeorado notable-
mente durante el giro conservador.

Así, es clave reparar en variables ligadas a la economía política y 
sociología política para explicar cualquier proceso de cambio so-
cial: el proceso político iniciado en Ecuador en 2007 combinó 
cambio estatal, decisión política en el marco de una ideología espe-
cífica (desarrollista, progresista y de izquierda), y reforma institu-
cional tendiente a desandar el neoliberalismo y su modelo de ex-
clusión social, reconduciendo eficientemente y con esa orientación 
los ingresos fiscales obtenidos en medio de la bonanza económica.

Conclusiones

El texto buscó reconstruir la discusión académica inscrita en las 
ciencias sociales en torno a la relación entre Estado y matrices de 
desigualdad durante el ciclo denominado giro a la izquierda y 
mostrar a partir del caso ecuatoriano durante el periodo 2007-
2017 cómo se requiere ampliar la mirada hacia nuevas dimensio-
nes. Analíticamente, el texto identificó dos grupos de investiga-
ciones: uno que presta atención a variables económicas, ligadas 
al desempeño económico de los gobiernos en el marco del boom 
de los commodities, y otro que analiza la cuestión desde dimen-
siones socio-políticas al enfatizar las formas diversas en que los 
Estados latinoamericanos intervinieron durante la “marea rosa”, 
ejecutaron políticas públicas y adoptaron decisiones encamina-
das a resquebrar la histórica matriz de desigualdades e injusti-
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cias. No obstante, con el análisis del caso ecuatoriano mostramos 
cómo ni la economía ni la política, para decirlo simplificada-
mente, explican por sí solas este tipo de procesos.

Es la economía política  la que permite comprender cómo un 
contexto económico favorable ha sido capitalizado hacia una 
transformación de los regímenes de bienestar en una clave iguali-
taria. Es decir, comprendiendo cómo el poder político activa pro-
cesos políticos (cambios institucionales, reformas políticas, inter-
venciones en el proceso de acumulación, como respuestas a luchas 
sociales y acumulación de fuerza social) en el marco de selectivi-
dades estratégicas, es posible entender los cambios en la sociedad.
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INEQUIDADES EN LAS OPORTUNIDADES  
DE VIDA PARA LOS AFRODESCENDIENTES  
EN AMÉRICA LATINA: UNA REVISIÓN  
DE LA LITERATURA PARA BRASIL, COLOMBIA Y PERÚ

Carlos Augusto Viáfara López

Introducción

Las inequidades étnico-raciales en América Latina son de larga 
data, como manifestación del proceso generalizado de exclusión 
en el acceso a la riqueza, poder y prestigio de los descendientes 
de africanos desde el periodo colonial hasta el presente (de la 
Fuente y Andrews, 2018).1 En ese aspecto, aunque en la actuali-
dad pocos negarían las mayores desventajas históricas enfrenta-
das por los afrodescendientes en el proceso de logro de estatus 
socioeconómico en la región, coligadas con situaciones de racis-
mo y discriminación racial, existe un debate en torno a si esos 
factores aún continúan desempeñando un papel fundamental en 
sus oportunidades de vida (Freyre, 1933; Pierson, 1947; Fernan-
des, 1965; Silva; 1978; Hasenbalg, 1979; Telles, 2004, entre otros).2

La mayoría de las investigaciones sobre estratificación y mo-
vilidad social en América Latina se han concentrado en la clase 

1 Por étnico-racial se entiende que, en los procesos de clasificación, cate-
gorización y valoración social, los componentes étnicos y raciales son insepa-
rables, y podrían interactuar en los procesos sociales que producen desventajas 
económicas sistemáticas para las poblaciones afrodescendientes en América 
Latina.

2 Se define afrodescendientes como aquellas personas que en los diferen-
tes estudios se han autorreconocido o fueron clasificados como tales y en sus 
diferentes acepciones a través de los países, o como negros, pardos o mulatos 
o no blancos. En el sentido contrario, los no afrodescendientes son aquellas 
personas que se auto adscribieron o fueron clasificadas de la misma manera y 
en sus diferentes acepciones a través de los países o como blancas, mestizas o 
no étnicas. Debido a la gran heterogeneidad en la clasificación étnico-racial en 
las diferentes investigaciones, se intentará seguir las mismas denominaciones 
utilizadas por los autores en sus análisis.
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social de origen como el eje estructurante de la desigualdad so-
cial (Solís y Boado, 2016, entre otros). La realidad es que, con 
excepción de Brasil, los efectos de la condición étnico-racial en 
las dinámicas de estratificación y movilidad social son un tema 
de interés reciente en los estudios de desigualdad en la región 
(Viáfara, 2023a).

Lo anterior podría estar relacionado con la reciente inclu-
sión del enfoque étnico-racial en los censos de población y en-
cuestas de hogares oficiales, en consonancia con las recomenda-
ciones de la Conferencia Mundial contra el Racismo, llevada a 
cabo en Durban en 2001 (Antón y del Popolo, 2009).3 Esto ha 

3 Vale anotar que existen diferencias en América Latina en torno a los mo-
delos de relaciones raciales y en la pregunta utilizada en los censos de pobla-
ción y las encuestas de hogares. Brasil es el país que tiene mayor tradición en la 
inclusión de la variable de autorreconocimiento étnico-racial en los censos de 
población y encuestas de hogares desde el periodo colonial, aunque de manera 
discontinua, con categorías que aluden a la raza o el color de piel. Colombia fue 
el segundo país en incluir la variable de autorreconocimiento étnico-racial de 
manera universal, en el censo de 1993, con mayor énfasis en los aspectos étni-
co-culturales. No obstante, por fuera del marco institucional la investigación 
sociodemográfica ha utilizado diferentes fuentes de información que incluyen 
otros modelos de clasificación étnico-racial, que se han alineado con el mode-
lo brasilero; la introducción en esas encuestas de las categorías negro, mulato, 
blanco y mestizo es un ejemplo de ello, lo que quizás tuvo influencia en las ca-
tegorías utilizadas en los censos de 2005 y 2018. Algo similar acontece en Perú, 
donde la pregunta de autorreconocimiento fue introducida en el censo de 2017, 
pero ya se habían hecho encuestas que incluían diversas formas de clasificación 
étnico-racial. Dicho esto, la pregunta de autorreconocimiento incluida en el úl-
timo censo de población en cada país fue la siguiente: Brasil (2022): “Su color o 
raza es:”1. Blanca; 2. Negra; 3. Amarilla: 4. Parda; 5. Indígena. Colombia (2018): 
“De acuerdo con su cultura, pueblo o rasgos físicos... Es o se reconoce como:” 
1. Indígena; 1.1 ¿A cuál pueblo indígena pertenece?; 1.2 A cuál clan pertenece; 
2. Gitano o Rom; 2.1 ¿A cuál Vitsa pertenece?; 2.2 A cuál Kumpania pertenece; 
3. ¿Raizal del Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina?; 4. 
¿Palenquero(a) de San Basilio?; 5. Negro(a), mulato(a), afrocolombiano(a) o 
afrodescendiente; (6). Ningún grupo étnico. Perú (2017): “Por sus costumbres y 
sus antepasados, usted se siente o considera”: 1. Quechua; 2. Aimara; 3. Nativo 
o indígena de la Amazonía; 4. Perteneciente o parte de otro pueblo indígena u 
originario; 5. Negro/moreno/zambo/mulato/pueblo afroperuano o afrodescen-
diente; 6. Blanco; 7. Mestizo; 8. Otro.
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suscitado el interés de las y los investigadores que han intentado 
contrastar la hipótesis de si la condición étnico-racial es un fac-
tor primordial o secundario en las dinámicas de estratificación 
y movilidad social en la región.

El objetivo fundamental de este capítulo es realizar una des-
cripción analítica de los principales estudios que se han realiza-
do sobre las oportunidades de vida de la población afrodescen-
diente de América Latina. Se tomarán los casos de Brasil y 
Colombia, además de algunas investigaciones recientes sobre 
Perú.4 Especialmente, se documentarán las investigaciones que 
han intentado auscultar cómo operan algunos mecanismos de-
trás de los procesos sociales de desigualdad entre grupos étni-
co-raciales en la región. En el análisis seguiré una cronología 
asociada con la emergencia de estudios socioeconómicos, para 
luego abordar el tema de la desigualdad de oportunidades. Con-
cluyo con una reflexión general.

Estudios de desigualdades socioeconómicas

Los primeros estudios socioeconómicos sobre desigualdad étni-
co-racial tuvieron como objetivo develar las brechas con respec-
to a los principales indicadores de logro de estatus socioeconó-
mico: educación, ocupación e ingresos. Estas investigaciones, 
principalmente de corte descriptivo, que tuvieron sus inicios en 

4 Vale recordar que Colombia y Brasil son países relacionados con los es-
tudios afrolatinoamericanos debido a la importante presencia demográfica y 
cultural de poblaciones de descendientes de africanos. Perú se presenta como 
un caso paradigmático más relacionado con poblaciones indígenas y mestizas, 
pero donde también ha habido una presencia significativa de poblaciones afro-
descendientes. Cabe anotar que en los últimos años han aparecido un número 
no deleznable de estudios que intentan analizar las inequidades étnico-raciales 
y por el color de la piel en los indicadores de bienestar en países como Uruguay, 
Argentina y México, entre otros. No obstante, por motivos de espacio y de es-
tructura de análisis prescindí de ellos porque en su mayoría se han realizado 
para la población indígena y mestizos de piel oscura, y en países con poca tra-
dición de estudios afrolatinoamericanos.
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Brasil y luego fueron extendidas a Colombia y otros países, bus-
caban averiguar las inequidades (verticales y horizontales) en las 
condiciones de vida entre grupos étnico-raciales. Cabe señalar 
que, aunque para algunos investigadores estos resultados consti-
tuyeron una obviedad, fueron sumamente importantes para es-
tablecer una base conceptual y empírica en torno al tipo de des-
igualdades étnico-raciales en la región, y así poder encontrar 
similitudes o diferencias con otros países en las Américas, en 
especial en las comparaciones realizadas entre Brasil y los Esta-
dos Unidos (Telles, 2004).

Para empezar, es importante anotar que las desigualdades de 
ingresos constituyen uno de los aspectos más relevantes a estu-
diar sobre las brechas en las oportunidades de vida de acuerdo 
con líneas étnico-raciales. La desigualdad de ingreso es un as-
pecto estructural en América Latina y, por lo mismo, central en 
las opciones materiales de las personas. En una economía de 
mercado, los ingresos son un componente neurálgico de la ri-
queza ya que permiten el acceso a un conjunto bienes y servicios 
que determinan el bienestar de las personas en la sociedad. A 
este respecto, los estudios han demostrado que la población 
afrodescendiente se encuentra sobrerrepresentada en los deciles 
inferiores en la distribución del ingreso, y en sentido inverso, su-
brepresentada en los deciles superiores (Henriques, 2002; Urrea 
et  al., 2007), y con cambios insignificantes en las tendencias 
temporales a largo plazo (Osório, 2008).

La carencia de ingresos está relacionada con una alta proba-
bilidad de estar en una situación de pobreza. De hecho, la po-
breza monetaria se conceptualiza como el umbral de ingresos 
requerido para comprar una canasta de bienes y servicios que 
permita suplir las necesidades básicas de existencia y supervi-
vencia. En relación con lo dicho, la tasa de pobreza ha mostrado 
ser más alta para los afrodescendientes, ya sea vista desde una 
perspectiva agregada o individual, con mayores brechas étni-
co-raciales en los indicadores de pobreza extrema (Henriques, 
2002; Lopes, 2008; Urrea et al., 2007; Urrea y Viáfara, 2007; Viá-
fara, 2017a). Además, se observa un patrón persistente de po-
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breza de acuerdo con la condición étnico-racial en las últimas 
décadas a pesar de los aumentos sostenidos del nivel de ingresos 
en un país como Brasil (Osorio, 2008). La realidad es que, aun-
que entre 2004 y 2014 hubo una reducción en las brechas étni-
co-raciales en los indicadores de pobreza en Brasil, las probabi-
lidades de los negros y pardos de estar en situación de pobreza, 
en comparación con la población blanca, se mantuvieron casi 
inalteradas, lo cual indicaría la invariabilidad del efecto de la 
condición étnico-racial en el tiempo (Osorio, 2019). Desde otro 
punto de vista, empleando un Índice de Pobreza Multidimen-
sional (IPM), Viáfara (2017a) encuentra que la incidencia de la 
pobreza multidimensional es mayor para la población negra, se-
guida por la población mulata y blanca, lo cual refleja una clara 
jerarquía por el color de la piel. En la descomposición del ipm se 
nota que la población negra presenta un mayor porcentaje de 
hogares con privaciones asociadas con el bajo logro educativo, 
sin aseguramiento en salud, rezago escolar, barreras de acceso al 
cuidado en la primera infancia y analfabetismo, entre las más 
importantes.

En relación con esto último, la mayor participación de los 
afrodescendientes en los sectores más pobres de la sociedad tie-
ne su correlato en una menor dotación de capacidades para es-
capar de la pobreza. En tal sentido, las investigaciones han mos-
trado amplias desigualdades en el acceso al sistema escolar entre 
personas afrodescendientes y no afrodescendientes, más allá de 
una mayor oferta disponible de educación secundaria y terciaria 
en la región (Hasenbalg y Silva, 1990; Henriques, 2002; Herin-
ger, 2002; Viáfara, 2005; Urrea y Viáfara, 2007; Osorio, 2008). 
Además, autores como Henriques (2002) plantean que estas dis-
paridades dependen básicamente del nivel de renta, y demues-
tran que al aumentar la renta se incrementa el acceso al sistema 
escolar. Sin embargo, con una sobrerrepresentación de los afro-
descendientes en los niveles más bajos de ingreso, estas inequi-
dades adquieren un comportamiento persistente en el tiempo.

Desde otra perspectiva, algunos autores han tratado de ana-
lizar las mayores barreras institucionales y sociales en el siste-
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ma educativo, y en la estructura de incentivos que enfrenta la 
población afrodescendiente. Los estudiantes afrodescendientes 
tienen mayor probabilidad de estudiar en las escuelas públicas, 
las cuales presentan peores dotaciones en términos de infraes-
tructura, computadoras, laboratorios de idiomas, bibliotecas y 
otras instalaciones escolares (García y Abramovay, 2006; Ro-
dríguez et al., 2009). Asimismo, los estudiantes no afrodescen-
dientes tienen, en promedio, mejor desempeño escolar que los 
afrodescendientes (Jiménez et al. 2013; Sánchez-Jabba, 2011). La 
percepción, especialmente de los profesores, estudiantes y di-
rectivos educativos, es que esas desigualdades se explican por 
las diferencias en los incentivos para aprender asociados con la 
clase social de origen y no por la raza, lo cual exime de respon-
sabilidad a la escuela en las trayectorias educativas de los alum-
nos racializados. Se señala que el racismo es un sinónimo de 
violencia que incide de manera directa en las relaciones e inte-
racciones presentes de la comunidad escolar y afecta el rendi-
miento académico de los estudiantes afrodescendientes, lo cual 
es un factor independiente del estatus socioeconómico (Garcia 
y Abramovay, 2006).

Desigualdad de oportunidades

La investigación sobre desigualdad de oportunidades intenta 
analizar si los niveles de bienestar que exhibe la población afro-
descendiente se relacionan con el efecto de las características 
circunstanciales de origen, entre las cuales la condición étni-
co-racial se considera fundamental, o están relacionados con 
los esfuerzos que realizan a partir de sus niveles de educación. 
Lo anterior involucra estudiar, por un lado, los efectos de los 
orígenes sociales en las oportunidades educativas y, por otro 
lado, los efectos conjuntos de los orígenes sociales y la educa-
ción en los ingresos y ocupación: el triángulo orígenes sociales, 
educación y destinos sociales (O, E, D) de acuerdo con la condi-
ción étnico-racial.
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Movilidad social

Las primeras investigaciones intentaron analizar la transmisión 
intergeneracional de clase a través del cálculo de tasas de movili-
dad absolutas. En este sentido, se ha encontrado que las tasas de 
movilidad social en Brasil, utilizando diferentes medidas de lo-
gro de estatus socioeconómico, son menores para la población 
no blanca en comparación con la población blanca (Hasenbalg, 
1979; Telles, 2004). Además, las mujeres muestran mayor rigi-
dez, con amplias diferencias raciales que desfavorecen a las no 
blancas (Telles, 2004). Este tipo de estudios encontraron refina-
mientos metodológicos que no sólo permitieron captar las dife-
rencias raciales en las tasas absolutas de movilidad, sino también 
la desigualdad de acceso a esas posiciones, a partir del cálculo de 
tasas netas de movilidad de personas que alcanzan la misma cla-
se de destino, pero con diferentes orígenes sociales. Estas inves-
tigaciones corroboraron que los blancos tienen mayor movili-
dad ascendente que la población negra y parda, y los destinos 
ocupacionales y la raza están asociados con la clase de origen; es 
decir, la clase social y la raza interactúan para determinar las 
oportunidades de movilidad social ascendente (Hasenbalg y Sil-
va, 1999; Osorio, 2003; Ribero y Villalobos, 2007). Sin embargo, 
no es menos cierto que esas diferencias raciales en la movilidad 
social se explican mayormente por las brechas en los niveles de 
escolaridad entre grupos raciales (Pastore y Silva, 2000). De he-
cho, Souza, Ribeiro y Carvalhaes (2010) encontraron que la edu-
cación tiene el efecto preponderante en las oportunidades de 
movilidad social ascendente, y la raza y los orígenes sociales sólo 
ostentan un efecto indirecto al estar relacionados con las opor-
tunidades educativas de las personas.

En los últimos años este tipo de investigaciones se han reali-
zado en otros países y con base en distintas medidas de clasifica-
ción étnico-racial, que permiten comparar la movilidad social 
no sólo entre población blanca y no blanca sino en un “conti-
nuo” racial, utilizando medidas como el color de la piel. En ese 
sentido, se encontró que las oportunidades de movilidad social 
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ascendente están restringidas por la clase social de origen y al 
mismo tiempo son menores para las personas con colores de 
piel más oscuros (Viáfara, 2017b). Además, se demuestra que los 
efectos del color de la piel son más fuertes para las mujeres que 
para los hombres (Viáfara, 2023b). En consonancia con lo ante-
rior, Viáfara et al. (2010) encontraron que la transmisión interge-
neracional de la educación es mayor para los afrodescendientes 
en comparación con los no afrodescendientes, con diferenciales 
étnico-raciales más amplios entre las mujeres. 

Un rasgo particular de la investigación sobre movilidad so-
cial en la región es la ausencia de estudios comparativos con 
base en la condición étnico-racial, lo cual es curioso en un cam-
po de investigaciones que ha privilegiado encontrar regularida-
des empíricas a través de los países. No obstante, de manera re-
ciente Viáfara (2023a) analizó el efecto del color de la piel y el 
género en la movilidad ocupacional para Brasil, Colombia, Mé-
xico y Perú. Los resultados muestran mayor desigualdad en la 
movilidad social a medida que el color de la piel se hace más os-
curo. Ahora bien, una vez se controla la educación, los efectos 
del color de la piel sólo son significativos en Brasil para las muje-
res y en Colombia para las mujeres y los hombres. Lo anterior 
puede estar relacionado con el efecto de factores macroestructu-
rales como los modelos nacionales de mestizaje establecidos en 
el periodo colonial, que instituyeron diferentes grados de “flui-
dez” en las relaciones étnico-raciales con implicaciones en la 
desigualdad de oportunidades, y también por la influencia de las 
políticas multiculturales a finales del siglo pasado.

Logro de estatus socioeconómico

A diferencia de las investigaciones anteriores que intentan anali-
zar, en general, la asociación entre orígenes y destinos como una 
medida de desigualdad de oportunidades, los modelos de logro 
de estatus socioeconómico intentan discutir la importancia de 
las variables adscriptivas frente a las de logro individual en el 
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proceso de estratificación social o proceso de logro de estatus 
socioeconómico.

Las investigaciones que han intentado analizar el efecto de la 
condición étnico-racial en las oportunidades educativas se han 
encontrado que, controlando diferentes variables de orígenes 
sociales, las personas negras y pardas tienen mayores probabili-
dades de abandonar la escuela a temprana edad y obtienen lo-
gros educativos inferiores en comparación con la población 
blanca (Fernandes, 2004; Ribeiro, 2011; Marteleto, 2012; Castro 
et al., 2012; Viáfara y Serna, 2015; Marteleto et al., 2016). Sin em-
bargo, estas desigualdades en el logro educativo se exteriorizan 
de mejor forma cuando se utiliza el color de la piel, de más claro 
a más oscuro, incluso mostrando desigualdades al interior de la 
población no blanca o afrodescendiente (Viáfara, 2005, 2006; 
Viáfara y Urrea 2006; Paredes, 2018; Benavides, 2019). Desde la 
perspectiva del logro ocupacional, se ha encontrado que contro-
lando por los orígenes sociales y educación existen amplias des-
ventajas en el logro de estatus socioeconómico para la población 
negra o afrodescendiente (Silva, 1998; Viáfara, 2005, 2006; Viá-
fara y Urrea 2006; Kogan et al., 2011). De la misma manera, Sou-
za et al. (2010) hallan un efecto significativo pero limitado de la 
raza en comparación con la educación en la determinación del 
logro de estatus socioeconómico para Brasil. Las desventajas ra-
ciales en la determinación del logro de estatus socioeconómico 
son más fuertes entre las mujeres que entre los hombres (Viáfa-
ra, 2005, 2006; Viáfara y Urrea, 2006).

Documentar los efectos del cambio estructural en las oportu-
nidades educativas y ocupacionales entre grupos étnico-raciales 
también ha sido una preocupación de este tipo de investigacio-
nes. De hecho, la evidencia muestra un mejoramiento educativo 
y ocupacional, pero los efectos de la condición étnico-racial son 
más fuertes para las cohortes más jóvenes caracterizadas por la 
introducción del modelo neoliberal en la mayoría de las econo-
mías de la región (Viáfara, 2010, 2011).

Las investigaciones sobre desigualdad de oportunidades tam-
bién han involucrado algunos estudios de la discriminación racial 
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en el mercado laboral, pero teniendo en cuenta refinamientos 
metodológicos que permiten separar el efecto de las característi-
cas circunstanciales o desventajas acumulativas que una persona 
enfrenta de la discriminación pura de mercado que se basa en 
comparar personas con iguales niveles de capital humano. Su-
cintamente, los resultados de los estudios han demostrado que 
las brechas salariales desfavorecen a los afrodescendientes, y una 
parte importante se puede explicar por las diferencias en capital 
humano más bien que por los efectos de la discriminación (Te-
lles y Lim, 1988; Silva, 2000; Romero, 2007; Ñopo et al., 2004; 
Osorio, 2008, 2009; Viáfara et al., 2009; Viáfara, 2017a; Mora y 
Arcila, 2016; entre otros). Sin embargo, se presupone que la par-
te de la brecha salarial asociada a la discriminación puede estar 
sobrestimada debido a que no se controlan correctamente los 
diferentes esfuerzos que hicieron las personas en la adquisición 
de las credenciales educativas. En consecuencia, se han utilizado 
modelos de variables instrumentales para tener en cuenta la he-
terogeneidad en los esfuerzos, incluyendo la transmisión inter-
generacional de la educación entre padres e hijos. En estos estu-
dios se ha encontrado que, en efecto, las brechas salariales 
asociadas con la discriminación se reducen, pero siguen siendo 
significativas cuando se controla la transmisión intergeneracio-
nal de las desigualdades. Es decir, los diferenciales observados 
de ingresos entre personas afrodescendientes y no afrodescen-
dientes se explican, en parte, por las desigualdades que los afro-
descendientes heredan de sus padres a través de la educación y 
por la discriminación pura de mercado, y otros factores no ob-
servables en el mercado laboral (Arias et al., 2004; Leite, 2005; 
Viáfara, 2017c).

Desde otro punto de vista, Rodríguez et al. (2013) y Galarza 
et al. (2015), para Colombia y Perú, respectivamente, con el ob-
jetivo de detectar discriminación directa en el mercado de tra-
bajo, utilizan métodos experimentales asociados con el envío de 
hojas de vida ficticias, pero creíbles, a ofertas de empleo reales 
para candidatos diferenciados por su condición étnico-racial. 
Observaron que a iguales características los afrodescendientes 
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presentaban una menor probabilidad de ser llamados para con-
certar una entrevista de trabajo, lo cual puede ser interpretado 
como discriminación, debido a que se controlan todas las carac-
terísticas de capital humano de las personas.

Discusión

Como se desprende de la revisión de literatura, existen amplias 
desigualdades en aspectos neurálgicos del bienestar como son la 
educación, la ocupación e ingresos entre afrodescendientes y no 
afrodescendientes en Brasil, Colombia y Perú. En efecto, la po-
blación afrodescendiente enfrenta grandes desventajas para la 
acumulación de capital humano de calidad, lo que tiene una im-
portancia crucial en las desigualdades étnico-raciales en los resul-
tados en el mercado laboral y, desde aquí, en sus oportunidades 
de vida. Incluso, entre los afrodescendientes, algunas personas 
que hacen grandes esfuerzos por invertir en capital humano de 
calidad igualmente obtienen peores resultados en la ocupación e 
ingresos. Estas desventajas son mucho más grandes para las mu-
jeres quienes, en general, enfrentan mayores desigualdades que 
los hombres frente a sus contrapartes.

Estos resultados podrían ratificar la importancia crucial de la 
educación en las oportunidades de vida entre grupos étnico-ra-
ciales en la región, como lo señala la hipótesis de moderniza-
ción. No obstante, también se ha comprobado que, a iguales ni-
veles de educación, las brechas étnico-raciales en los resultados 
en el mercado laboral siguen siendo estadísticamente significati-
vas, lo cual podría expresar la persistencia de la discriminación 
racial en las oportunidades de vida. Además, es importante de-
cir que también podría existir un efecto indirecto de la condi-
ción étnico-racial en los resultados en el mercado laboral a tra-
vés de las brechas en adquisición de educación de calidad. Esto 
significa que el racismo institucional, representado en el proceso 
de desventajas acumulativas instituido en el periodo colonial, y 
que estableció el acceso a recursos y privilegios para los descen-
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dientes de europeos y privaciones para los afrodescendientes, 
fundó una mayor exclusión social desde el inicio del periodo re-
publicano hasta nuestros días, restringiendo la acumulación de 
capital humano de calidad para los afrodescendientes.

La realidad es que los procesos de modernización acaecidos 
han sido insuficientes para reducir el efecto de la condición étni-
co-racial en el logro de estatus socioeconómico. Más allá de la 
presencia de un mejoramiento educativo, ocupacional o de los in-
gresos a escala societal, cuando se evalúan los cambios en la inci-
dencia de la condición étnico-racial a través del tiempo, los efec-
tos netos de ser afrodescendiente en las oportunidades de vida se 
mantienen o se refuerzan. Es decir, los afrodescendientes, en el 
sentido absoluto, están mejorando en los indicadores de bienes-
tar, pero las brechas con respecto a la población no afrodescen-
diente se hacen más grandes o siguen teniendo significancia esta-
dística al controlar por los orígenes sociales y la educación.

Estos resultados podrían servir para evaluar, de manera indi-
recta, el impacto de la aplicación de políticas multiculturales que 
se produjo a finales del siglo pasado en países como Brasil y Co-
lombia. Estas políticas, centradas en los grupos sociales que se 
autorreconocen desde una perspectiva étnico-cultural, han teni-
do un alcance limitado, especialmente en Colombia, y se han 
enfrentado con la poca voluntad política para implementarlas 
de manera extensa, además de la negación sistemática de los Es-
tados de la existencia de discriminación racial. Sin embargo, al-
gunos estudios comparativos apuntan a que los efectos de la 
condición étnico-racial son menores en Brasil en comparación 
con Colombia, lo cual podría estar asociado con un mayor im-
pacto de estas políticas para los afrodescendientes en Brasil. Asi-
mismo, los estudios comparativos sugieren que los factores ma-
croestructurales coligados con los tipos de asentamiento de los 
conquistadores en el periodo colonial, podrían haber generado 
distintos grados de fluidez en las relaciones étnico-raciales con 
implicaciones en la desigualdad de oportunidades. Se sugiere 
entonces que en ausencia de políticas extensas de nivelación de 
terreno, los resultados en las oportunidades de vida en la actua-
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lidad reflejan tanto los efectos de las instituciones de desigual-
dad del periodo colonial como las prácticas modernas de discri-
minación, asociadas con los nuevos procesos de cierre social 
derivados de la introducción de las políticas neoliberales, que se 
tradujeron en una mayor competencia por el acceso a los bienes 
y servicios valorados socialmente, y en nuevos procesos de ex-
clusión para los grupos étnico-raciales.

Asimismo, cabe señalar que algunos autores han planteado 
que en el caso de las mujeres se puede estar produciendo la ac-
tuación simultanea de varios ejes de desigualdad. Esta perspecti-
va interseccional aboga por la centralidad que tiene el modelo 
de belleza occidental en las posiciones sociales más deseadas, y de 
las cuales las mujeres afrodescendientes, en especial las de colo-
res de piel más oscura, serían excluidas principalmente por sus 
características fenotípicas, que aluden a inferiores características 
personales, morales e intelectuales en comparación con sus con-
trapartes de piel más clara, lo cual podría reforzar los roles tradi-
cionales de género en ellas.

Sobre la base de las consideraciones anteriores, se puede in-
terpretar que el racismo o los rezagos acumulados del proceso 
de esclavización han privado a las personas afrodescendientes de 
disfrutar de carreras educativas largas y de calidad, del acceso a 
servicios de salud decentes, de saneamiento básico, entre otros 
factores, que limitan la formación de capital humano de calidad 
y afectan de manera preponderante sus resultados en el merca-
do laboral. En este mismo sentido, la discriminación en el mer-
cado laboral produce una inadecuación de ingresos para las 
personas afrodescendientes que hacen grandes esfuerzos por 
invertir en capital humano de calidad, no permitiéndoles supe-
rar situaciones de pobreza y dejar un legado de recursos para la 
próxima generación. Estos factores en conjunto podrían configu-
rar una trampa de pobreza y menor movilidad social ascendente 
para la población afrodescendiente en América Latina en compa-
ración con los no afrodescendientes. Se interpreta que la discri-
minación de clase social, representada en las desventajas acumu-
lativas, y la discriminación racial contemporánea, se erigen como 



324 carlos augusto viáfara lópez

una doble desventaja que forma las principales barreras para las 
oportunidades de vida de los afrodescendientes en la región.
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DESIGUALDADES SOCIOECOLÓGICAS, AGUA  
Y CONFLICTO: UN ANÁLISIS DEL CASO CHILENO1

Mayarí Castillo Gallardo, Paula Contreras 
 Rojas y Camila Cuevas Gutiérrez

Introducción

La conflictividad socioambiental de las últimas décadas en 
América Latina es un tema visible; ésta es una de las regiones 
con mayor cantidad de conflictos activos por esta causa. Estos 
conflictos se han ido incrementando y aumentando en intensi-
dad a partir de lo que se ha denominado giro neoextractivista 
(Gudynas, 2009). La renovada presión extractiva no sólo ha 
agudizado los conflictos ya existentes y tradicionalmente inves-
tigados, sino que también ha creado nuevos flancos en el marco 
de formas novedosas de apropiación de los territorios y sus re-
cursos, con efectos en términos de distribución desigual de cos-
tos y beneficios de las actividades neoextractivas, así como con 
altos costos en materia ambiental. Este último punto resulta de 
relevancia, debido a la situación de estrés ecológico a la que se 
encuentran sometidos los ecosistemas en el marco del cambio 
ambiental global.

Desde este marco, este trabajo se enfoca en el análisis de la 
disputa por la apropiación y uso del agua, a partir de la expan-
sión de la frontera agroexportadora en Chile contemporáneo. Se 
analiza cómo esta expansión, que data de mediados de la década 
de 1980, ha ido transformando los territorios paulatinamente, 
generando y profundizando situaciones de desigualdad a partir 
de procesos de concentración de la tierra, subsidios estatales y 

1 In memoriam Verónica Tapia Barría,† miembro del equipo FONDECYT 
Regular 1210858, investigadora y amiga. Parte de este trabajo también estuvo 
en sus manos.
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derechos de agua. Para esto, prestamos especial atención a quién 
controla el ciclo hidrosocial en los territorios (Budds, 2016), 
como piedra angular para entender las situaciones de desigual-
dad que en ellos se producen. El control del ciclo hidrosocial re-
sulta central, sobre todo en la megasequía que enfrenta el país 
hace alrededor de 15 años. Este capítulo busca dar cuenta de este 
fenómeno, partiendo de la base de que no sólo es preciso obser-
var la disputa por la propiedad del agua, sino también profundi-
zar en el análisis sobre la desigualdad en su uso, infraestructura 
y conocimiento técnico disponible entre actores, arista poco ex-
plorada hasta ahora. Existe gran cantidad de investigación sobre 
el Código de Aguas y el carácter privado que adquiere el ele-
mento en la legislación chilena (Bauer, 2015; Castree, 2010; Prie-
to, 2017; Romero-Toledo y Ulloa, 2018; Budds, 2016; Torres y 
Rojas, 2018). Dentro de este gran abanico de investigaciones so-
bre el agua en Chile, aún quedan lagunas importantes sobre la 
relación entre agua, infraestructura/conocimiento técnico, sub-
sidios para riego y expansión agroindustrial.

El trabajo está basado en un proyecto de investigación que co-
menzó en 2020 y que aún sigue en curso. En él se ha trabajado 
con datos cuantitativos de caudales, lluvia, Decretos de Escasez, 
tamaño de los productores, datos del Censo Agrícola, subsidios 
entregados por la Ley de Riego para tecnificación e infraestructu-
ra, entre otros. Se realizó etnografía del Estado, a fin de docu-
mentar el rol de éste en las dinámicas de producción de desigual-
dades en el marco de la disputa por el control del ciclo hidrosocial. 
El trabajo etnográfico se ha enfocado en tres regiones: Coquim-
bo, Maule y La Araucanía. En este proceso se realizaron entrevis-
tas con actores involucrados en los distintos niveles de la gober-
nanza del agua en Chile, además de actores locales involucrados 
en la administración y conflicto a nivel microsocial.

El capítulo está estructurado de la siguiente forma: en primer 
lugar se analiza la relación entre la expansión de la agroindus-
tria, su concentración territorial y la escasez hídrica. Se revisa el 
concepto de neoextractivismo y escasez, a fin de mostrar la rele-
vancia de las decisiones de los actores del sistema en el manejo 
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de una sequía prolongada. Se muestra cómo estas decisiones 
funcionan favoreciendo la consolidación de la agroindustria a 
través de subsidios directos a la tecnificación de riego y concen-
tración de derechos de agua en grandes productores y lobby de 
grandes empresas en el diseño de medidas para afrontar la baja 
sostenida de caudales y precipitaciones. En un segundo momen-
to, se presentan los casos en estudio y se establece la relación 
entre estas percepciones, cursos de acción y estrategias en el ma-
nejo de la crisis, con especial énfasis en el rol del Estado en la 
delimitación de escenarios de injusticia hídrica.

Control del ciclo hidrosocial  
en escasez y neoextractivismo

Desde una perspectiva situada en la ecología política del agua 
(Boelens et al., 2016) y la producción de geografías capitalistas 
(Smith, 2008), la relación entre agua y ciclo económicos es uno 
de los ejes fundamentales a partir del cual podemos interpretar 
los conflictos por el agua en el marco del neoextractivismo, agu-
dizados por la situación de escasez hídrica que enfrenta Améri-
ca Latina y Chile, en particular. El consenso de los commodities, 
analizado en extenso por Gudynas (2009) y Svampa y Viale (2015), 
presiona los territorios en miras de la acumulación en ciertos 
sectores productivos, tales como minería, energía y agroindus-
tria. Este proceso, para el caso chileno, es coincidente con los 
cambios en el Estado y la aplicación de políticas de ajuste estruc-
tural en la década de 1980.

La consolidación del sector agroindustrial de exportación fue 
uno de los pilares de apertura económica de la década de 1980. 
Este requirió un importante cambio en la legislación de aguas en 
Chile, pero también del subsidio del Estado a sectores específi-
cos. Por eso, cuando hablamos de justicia hídrica y conflictivi-
dad en torno a ella, no resulta relevante sólo el estudio de la es-
tructuración del mercado de aguas (Bauer, 2015), realizado en el 
marco de la modificación del Código de Aguas, sino también 
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considerar las dinámicas que, desde el Estado, buscaron fortale-
cer la productividad del sector agroindustrial a través de subsi-
dios directos, como la Ley de Fomento al Riego (núm. 18 450), 
que desde 1985 entrega recursos para tecnificar su uso en la pro-

Gráfica1. Distribución regional de los subsidios de riego.  
Porcentaje del valor total 2008-2019

Gráfica 2. Subsidios de riego por región, 2008-2019

Fuente: elaboración propia con datos de la Comisión Nacional de Riego.

Fuente: elaboración propia con datos de la Comisión Nacional de Riego.
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ducción agrícola. El fomento a la tecnificación y el subsidio para 
el aumento de las infraestructuras de riego, tales como canales, 
tranques y embalses, permitieron la transformación de territo-
rios completos en sectores dedicados a la agroindustria. La con-
centración territorial de los subsidios puede verse claramente en 
los gráficas 1 y 2, aun cuando estos datos no consideran el perio-
do de mayor concentración de los mismos, al inicio de su puesta 
en vigencia.

El control agua y la tecnificación en su uso es un aspecto cla-
ve para dar certeza a la producción agrícola, más aún cuando 
estos se insertan en un escenario de escasez cada vez más aguda, 
que pone en riesgo las inversiones de largo plazo. En la gráfica 3 
se muestra la distribución de los subsidios al riego en el último 
periodo: si bien existe un aumento de las organizaciones de 
usuarios (OUA), la mediana/gran empresa continúa mantenien-
do un importante subsidio de parte del Estado, el que además se 
ha ido incrementando con el tiempo. Es importante considerar 
que esta mayor focalización en OUA y pequeña agricultura se 
debe a una modificación de la ley, que introdujo criterios espe-

Gráfico 3. Distribución del valor promedio de los subsidios de riego por 
tipo de productor (%). Coquimbo, Maule y Araucanía 2008-2019

Fuente: elaboración propia con datos de la Comisión Nacional de Riego.
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cíficos desde la década de 1990, debido a la captura de estos fon-
dos por parte de las grandes/medianas empresas durante la dé-
cada de 1980.

Según los datos de la gráfica 4, las regiones que más tiempo 
han pasado bajo decretos de escasez hídrica son precisamente 
los territorios que han modificado su vocación económica en las 
últimas décadas hacia la agroindustria, frente a lo cual se vuelve 
clave la siguiente pregunta: ¿quién controla el ciclo hidrosocial 
en los territorios en crisis?

Escenarios de escasez e injusticia hídrica

En este apartado se presentan los casos en estudio, cada uno con 
estados de avance diferentes en términos de la consolidación de 
la agroindustria y la situación de escasez. Se describen y anali-
zan las principales percepciones sobre injusticia hídrica, estable-
ciendo la relación entre estas y las estrategias en el manejo de la 
crisis, con especial énfasis en el rol del Estado y los subsidios de 

Gráfica 4. Promedio de días bajo decreto de escasez hídrica por región, 
2016-2019

Fuente: elaboración propia con datos de la Dirección General de Aguas.
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riego en la delimitación de escenarios de injusticia hídrica.

El caso del Maule: vocación agrícola  
y fruta de exportación

El Maule se ubica en la zona central de Chile, una de las zonas más 
importantes de la agricultura chilena. La fase etnográfica de la in-
vestigación se centró en la Provincia de Linares, caracterizada por 
contar con gran cantidad de afluentes y dos importantes embalses 
de acumulación de agua. La liberalización comercial del periodo 
dictatorial y posdictatorial aparejó un fuerte flujo de inversiones, 
ingreso de tecnologías y especialización productiva en el agro de 
la zona (Santana, 2006). Hoy esta zona se focaliza en producción 
de frutales y cereales (INE, 2023), representando el 18.3% de los in-
gresos de exportación del país en 2023 (ODEPA, 2023).

En este contexto, la Ley de Riego es uno de los instrumentos 
estatales más importantes en la inversión de recursos para la 
construcción de obras que aseguran el agua. La participación del 
Maule en los subsidios otorgados por la ley es prominente: la 
región concentró la mayor cantidad de recursos a través de la ley 
(véanse las gráficas 1 y 2). En los primeros años, el Estado entre-
gó a través de esta un gran porcentaje de recursos al mediano/
gran empresariado, composición que ha diversificado su distri-
bución en años posteriores. Pese a esto, la zona se encuentra 
permanentemente en situación de escasez hídrica.

Los efectos de la escasez en el Maule han sido sentidos de 
manera diversa entre las diferentes zonas de la región: mientras 
que en algunos territorios la baja de los caudales plantea la dis-
minución del agua disponible para la realización de las tareas 
domésticas y de consumo, obligando a abastecerse de camiones 
aljibes, en otros territorios ha obligado a la disminución de 
aguas para el regadío de los cultivos. La percepción respecto 
de la situación de escasez es transversal entre agricultores, OUA y 
autoridades, quienes afirman que la baja de caudales y agota-
miento de las cuencas es uno de los efectos más ostensibles en la 
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zona. Esto ha afectado especialmente al mundo agrícola, entre 
quienes se afirma que la falta de agua disponible significa pérdi-
da de cosechas y disminución de cultivos.

Administrar y gestionar el agua de manera eficiente se vuelve 
una necesidad apremiante para quienes se dedican a la agricul-
tura en contextos de escasez. Sobre una ya desigual distribución 
de la propiedad en derechos de agua en la región, la disposición 
de infraestructura es central para poder contar con seguridad de 
riego y gestionar los estragos de la baja de caudales. Las diferen-
cias de distribución del subsidio para tecnificación e infraes-
tructura viabilizaron la construcción de obras que permitieron 
la proyección del sector agroexportador en la región, quienes 
ampliaron e hicieron intensiva la producción de cultivos como 
la cereza, el nogal, entre otros orientados a la exportación.

En el Maule estas desigualdades en el acceso a esta tecnología 
e infraestructura de riego se entrecruzan con el funcionamiento 
centralizado del organismo y los diversos niveles de capacidades 
de las OUA entre territorios. Esto da lugar a una red compleja de 
relaciones entre los actores locales a efectos de participar y obte-
ner recursos de la ley: la oficina zonal es uno de los actores claves 
en el direccionamiento de los recursos a nivel local. Divididos 
por zonas que agrupan hasta dos regiones, las oficinas, lidera-
das por los coordinadores zonales, son las encargadas de poner 
en marcha la política en la zona. El encargado de esta oficina es 
un cargo político definido desde el nivel central del organismo. 
En su capacidad de despliegue se juega la posibilidad de direccio-
nar la ley y obtener recursos, más allá de las directrices centrales, 
ejerciendo un trabajo de relacionamiento con las organizaciones 
de usuarios de agua. Esto implica la capacidad de despliegue de 
la coordinación zonal y el establecimiento de redes con organi-
zaciones específicas y vinculadas a sectores agroindustriales ha-
cia los cuales la ley entrega recursos, que muchas veces puede 
llevar al establecimiento de relaciones de clientelismo entre acto-
res locales.

Las organizaciones son otro de los actores claves en la cons-
trucción de obras a través de la ley. Desde su funcionamiento la 
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Comisión Nacional de Riego (CNR) ha aumentado los recursos 
enfocados en ellas. Se trata de organismos que funcionan me-
diante el pago de cuotas de socios y con directivas escogidas por 
votos equivalentes a la cantidad de derechos que cada uno cuen-
ta. Tener participación en estos organismos en contextos de es-
casez se vuelve central. Las OUA cuentan con distinta cantidad 
de recursos, lo que impacta en su poder de desarrollo: mientras 
más caudal manejan, más recursos pueden reunir. El Maule es 
uno de los casos donde es posible encontrar una gran cantidad 
de OUA formalizadas, destacando dos grandes juntas de vigilan-
cia a cargo de dos cuencas de la región, que cuentan con perso-
nal contratado, recursos para financiar proyectos concursables y 
una directiva que lleva cerca de 20 años sin renovación. Finan-
ciamiento y profesionalización se vuelven factores importantes 
para que estas organizaciones puedan obtener recursos, ya que 
al tratarse de obras que implican sumas importantes de dinero, 
los requisitos de aporte a los proyectos hacen imposible la adju-
dicación a las organizaciones más pequeñas.

La forma de toma de decisiones al interior de las OUA es otra 
de las maneras en que se refuerza la disparidad entre agriculto-
res. En ellas se encuentran grandes y pequeños, los cuales pue-
den participar de la toma de decisiones según su cantidad de 
derechos de agua. La normativa homologa una acción de agua 
a un voto. El bajo poder de incidencia de los pequeños aumen-
ta la percepción de injusticia entre ellos, desincentivando su 
participación y restándolos de decisiones claves en tiempos de 
crisis.

El caso de Coquimbo. Secano costero  
y agroindustria en consolidación

La región de Coquimbo se encuentra en la zona norte de Chile. 
La fase etnográfica de la investigación estuvo enfocada en la co-
muna de Monte Patria, que pertenece a la provincia de Limarí: 
la provincia con la mayor cantidad de infraestructura hídrica de 
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Chile y de América Latina. Esto se vincula a la vocación agrícola 
del valle y la intención de aumentar la seguridad hídrica. La re-
gión tiene experiencia en el manejo de la escasez, dadas las ca-
racterísticas del clima de secano y un proceso de desertificación 
de larga data. Pese al conocimiento local que esta supone y la 
importante infraestructura hídrica, la región lleva varios años 
bajo decretos de escasez y emergencia agrícola, situación que 
afecta a las 222 localidades que la componen. En 2014 se declaró 
escasez hídrica en la comuna de Monte Patria y en 2018 se decla-
ró escasez hídrica para toda la región. Junto con ello, en 2019 se 
declaró emergencia agrícola en toda la región.

A pesar de que la comuna de Monte Patria posee grandes in-
fraestructuras para la acumulación de agua, la escasez hídrica 
afecta en especial a quienes tienen cultivos pequeños. En los úl-
timos años la comuna ha vivido un aumento de los monoculti-
vos, para la agroexportación, concentrándose actualmente en 
los cítricos, uva y nogales. El crecimiento y mantenimiento de 
estos cultivos demandantes en agua ha sido posible, entre dife-
rentes factores, gracias a la tecnificación de los procesos de rega-
dío y acumulación de agua que promueve y financia la CNR en 
todo el país. En su mayoría, quienes optan por financiamiento 
para una mayor tecnificación son los medianos y grandes pro-
ductores. El intento de incorporar a los pequeños agricultores 
en los concursos para la tecnificación del regadío que posee CNR, 
se ve entorpecido por diversas trabas burocráticas: la regulación 
de los derechos de agua, el copago o el financiamiento para pa-
gar a los consultores técnicos en la fase de postulación, dificul-
tan dicho proceso. Este hecho ha generado, a lo largo de los 
años, un apoyo en tecnificación para los medianos/grandes agri-
cultores que ha permitido hacer extensivo el cultivo en laderas, 
expandiendo la superficie históricamente cultivable.

Este conflicto latente sale a relucir en cada conversación con 
los distintos actores de la zona, en especial con los pequeños 
agricultores, entre quienes es posible observar que la percepción 
de escasez es constantemente asociada a un contexto de des-
igualdad en sus vidas cotidianas en base a tres fenómenos: la de-



desigualdades socioecológicas, agua y conflicto 341

gradación de la biodiversidad en los ecosistemas, la restricción 
de los caudales ecológicos y la gobernanza del agua.

En primer lugar, la escasez hídrica es asociada a la disminu-
ción de la biodiversidad de la zona. Este hecho es vinculado prin-
cipalmente a la sequía que la afecta, pero también a la presencia 
de monocultivos que arrasan las especies autóctonas sin dejar 
espacio para una convivencia mutua. La producción a gran esca-
la no conserva la vegetación previamente existente, lo que se ha 
agudizado con la tecnificación y el uso del agua enfocada sólo en 
la producción. Ello ha provocado la disminución de la diversidad 
funcional del ecosistema y los ingresos alternativos de los pro-
ductores locales. Por otro lado, gran cantidad del agua es destina-
da al mantenimiento de los monocultivos, sobrepasando muchas 
veces la capacidad del caudal que se dispone para el regadío.

En segundo lugar, la escasez hídrica se ha asociado a una dis-
puta desde los campesinos frente a los grandes productores por 
el mantenimiento de lo que se denomina “teja”. Esta correspon-
de a un pequeño caudal que circula por el canal común, que se 
usa para el consumo humano y mantenimiento del caudal eco-
lógico necesarios para el mantenimiento de la flora y fauna. Se 
espera que este pequeño caudal fluya en todo momento a dispo-
sición de los regantes. Se trata de una práctica histórica en rela-
ción al consumo de agua en la zona y está presente en el Código 
de Aguas. Pese a ello, ha sido motivo de fuertes conflictos por 
parte de las asociaciones de usuarios, especialmente por quienes 
poseen más derechos de agua y ven la “teja” como una forma no 
racional de uso, bajo la expectativa de que esté destinada, de for-
ma exclusiva, para el regadío de las producciones. Si bien hay 
algunas comunidades que han logrado mantener la “teja” en sus 
canales, otorgando agua tanto para el consumo humano como 
para el consumo de animales y plantas, la mayoría no cuentan 
con este derecho, afectando el consumo y la diversidad del eco-
sistema.

En tercer lugar, la escasez hídrica se relaciona con la gober-
nanza del agua y los actores que se involucran en ella. Como se 
comentó en el caso anterior, las juntas de vigilancia de los ríos 
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están administradas por quienes poseen mayor cantidad de de-
rechos de agua, lo que significa relaciones desiguales al momen-
to de velar por la justa distribución del agua en momentos de 
escasez. Esto ha dado lugar a prácticas de organización y resis-
tencia: en lugares de Monte Patria, desde el 2015 un grupo de 
campesinos y campesinas se organizó para sumar sus derechos 
de agua y juntar los votos necesarios para integrar la directiva de 
la Junta local. Este es un hecho inédito de organización y de in-
volucramiento de los pequeños campesinos en la gestión y ad-
ministración del agua, que les ha permitido fiscalizar y distribuir 
el agua conforme a la ley. Estas tres problemáticas, asociadas a la 
percepción que los y las campesinas poseen sobre la escasez hí-
drica en la zona de Monte Patria, se relaciona también con el 
aumento de la brecha de desigualdad entre los grandes agricul-
tores y los pequeños agricultores o campesinos.

Araucanía. Tierras comunitarias  
y la frontera agroindustrial

El último caso considerado es la frontera en expansión para el 
sector agroindustrial en los últimos cinco años, con situación 
de escasez reciente agravada por la falta de infraestructura de 
distribución de agua. La investigación etnográfica trabajó pri-
mordialmente con el caso de Pitrufquén. Históricamente, la re-
gión no ha requerido de una gran infraestructura de riego ni de 
administración de agua, pues cuenta con numerosos cursos de 
agua y acuíferos. Sin embargo, la disminución de lluvias, la in-
troducción de miles de especies exóticas demandantes de agua 
y el aumento de la temperatura, ha planteado que la región ex-
perimente graves problemas de escasez. Estos afectan particu-
larmente a la población indígena y pobre rural, para quienes el 
acceso a infraestructura de riego y agua potable es deficitario. 
El problema de riego en la agricultura se manifiesta en la re-
ciente importancia que las bonificaciones de riego han tenido 
en la región en el periodo estudiado, muy por debajo del resto 
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de los casos (véase gráfica 1). Los empresarios medianos son los 
estratos más beneficiados con el 32.7% de los subsidios. Aquí la 
desigualdad hídrica se muestra también en la infraestructura 
de riego disponible. Se trata de la región con menor cantidad de 
subsidios para las OUA (2.49%), a las que además las comunida-
des indígenas no tienen acceso.

En este contexto, la situación de las comunidades indígenas 
está marcada por la falta de regularización de los títulos comuni-
tarios de tierras y la falta de derechos de agua e infraestructura de 
riego de las comunidades indígenas. Aun cuando la actividad 
agrícola no es considerada como la fuente principal del hogar, sal-
vo excepciones, las mujeres indígenas siguen realizando priorita-
riamente esta actividad, a modo de ingreso complementario fami-
liar y también para el autoconsumo. Esta se concentra en la huerta 
o pequeños invernaderos y está orientada al cultivo de hortalizas.

Las comunidades indígenas de la comuna se abastecen de 
agua potable a través de la sanitaria local, el sistema de Asocia-
ciones de Agua Potable Rural (APR), pozos, colectores de agua 
lluvia y camión aljibe especialmente en la época estival. Si bien 
la región de La Araucanía es característica por contar con una 
vasta red de canales, estos se encuentran localizados en los pre-
dios de propietarios no indígenas, quienes desarrollaron históri-
camente esta infraestructura a partir de los procesos de coloni-
zación alemana, croata e italiana. La escasez hídrica se percibe 
en los hogares indígenas por la disminución de la lluvia en los 
últimos cinco años, pero sobre todo por la disminución del 
agua disponible en el sistema de APR, el secamiento de los pozos 
y la disminución de caudal del río Toltén, principal caudal de la 
zona. Esto ha implicado que las familias deban recurrir a otras 
fuentes, tales como comprar agua. Durante el verano el suminis-
tro de camiones implica modificar de manera importante su ru-
tina cotidiana: van a bañarse y a lavar al río en lugar de su casa, 
dejan de cultivar o disminuyen el tamaño de la huerta para 
adaptarse a las cantidades de agua disponible, acuden una o dos 
veces a la semana a buscar agua al río, el que se ubica a unos 5 km 
o más de sus predios.
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El conflicto en torno a la escasez está enmarcado, como seña-
lamos al principio, por un conflicto con trayectoria que pone el 
territorio en el centro de una potente red de organizaciones in-
dígenas. Los entrevistados señalan que producto de la situación 
histórica de tierras del pueblo mapuche, las comunidades no 
cuentan con derechos de agua, sean de tipo individual o colecti-
vo. Esto es coincidente con la política de restitución de tierras de 
la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (Conadi), una 
de las principales herramientas con las que se ha intentado re-
solver el conflicto en la zona, que considera la compra estatal de 
tierras, pero que no incorpora la compra de derechos de agua 
asociados. La no tenencia de derechos de aprovechamiento de 
agua plantea limitaciones para el cultivo, construcción y regula-
rización de pozos, lo cual se suma a las dificultades presentes 
para acceder al sistema de APR. De la misma forma, hay un reco-
nocimiento de falta de infraestructura en las comunidades indí-
genas para mejorar el acceso y uso de agua, tal como la existen-
cia de canalización, pozos profundos y riego, en comparación 
con los grandes propietarios de la zona. Dado que los subsidios 
de la ley de riego requieren de un copago y de la regularización 
de derechos de agua y tierra, las comunidades indígenas quedan 
mayoritariamente excluidas de este financiamiento. Por esto, la 
actividad agrícola no puede constituirse en un ingreso estable y 
suficiente para el hogar.

Conclusiones

Este capítulo buscó mostrar el rol del Estado en la producción y 
reproducción de situaciones de injusticia hídrica, a partir del aná-
lisis de tres casos de territorios en situación de escasez, con distin-
tos niveles de desarrollo en términos de agroindustria. Los princi-
pales hallazgos nos hablan de la importancia de analizar no sólo 
la desigualdad en términos del acceso y propiedad del agua, sino 
también en los de aquellas políticas y subsidios orientados al uso 
eficiente del agua en contextos de crisis. Al respecto, vemos para 
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el caso chileno cómo las políticas de riego e infraestructura hídri-
ca han estado fuera del alcance de los pequeños productores, fo-
calizándose en los grandes y medianos empresarios del agro. Esta 
situación resulta particularmente evidente y aguda en el caso de 
las comunidades indígenas analizadas en el marco de este estudio.
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INTERSECCIONALIDAD EN EL TRABAJO  
DE LIMPIEZA TERCERIZADO EN BRASIL

Lara Borin Campoli y
Graziela Perosa

Introducción

Los efectos de las recientes transformaciones del capitalismo en 
el mundo del trabajo, especialmente los potenciados por el neo-
liberalismo hacia fines del siglo XX, han dado lugar a un largo 
debate en la literatura entre economistas, sociólogos, historiado-
res y feministas. En Brasil, estos estudios han señalado la exter-
nalización y la feminización del trabajo como importantes ca-
racterísticas de las últimas décadas. Se subraya la inseparabilidad 
entre la externalización, la precariedad laboral y la degradación 
de las condiciones de vida, sea por la falta de respeto a los dere-
chos laborales, las malas condiciones de trabajo, la disminución 
de los salarios, el empeoramiento de las condiciones de salud, el 
aumento de los índices de siniestralidad laboral o el debilita-
miento de la organización sindical (Druck, 2017; Krein, 2007).1

Una de las características de la evolución del empleo femeni-
no es su tendencia a la bipolaridad. En un polo, minoritario, hay 
mujeres altamente cualificadas y bien remuneradas; en el otro, 
mayoritario, hay trabajadoras que permanecen en sectores tradi-
cionalmente femeninos, con baja remuneración y sin prestigio 
social (Bruschini y Lombardi, 2001/02; Hirata, 2017). Como sugi-
rió Saffioti (1969), para las mujeres brasileñas pobres y negras hay 

1 El fenómeno de la externalización también es conocido como terceriza-
ción, en tanto la responsabilidad del trabajo es transferida a una tercera parte. 
El término subcontratación también es utilizado con frecuencia. En ese trabajo, 
además de externalización, usaremos los términos trabajo/trabajadores terce-
rizados. Hay un importante debate sobre la definición del concepto terceriza-
ción. Para más información, véase Cavalcante y Marcelino (2012) y Filgueiras 
y Cavalcante (2015).
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pocas oportunidades de acceder a “buenos” empleos y sus ocu-
paciones continúan reproduciendo su histórico papel doméstico, 
en trabajos caracterizados por una alta discriminación salarial.

La posición de inferioridad de estas mujeres como mano de 
obra barata se ha mantenido como una fuente de tensión a lo largo 
del tiempo y actualmente es reproducida con el desarrollo del sec-
tor de servicios y la expansión de nuevas formas de contratación. 
Esta situación se evidencia en el alto contingente de trabajadoras 
brasileñas ocupadas en servicios temporales, tercerizados, en ocu-
paciones a tiempo parcial y en el trabajo doméstico, caracterizadas 
por la subvaloración y la precariedad (Krein y Castro, 2017).2

Comprender la persistencia de la posición socioeconómica 
marginal de las mujeres pobres y negras implica reconocer el de-
sarrollo capitalista urbano, el trabajo asalariado y el orden social 
competitivo como ejes estructuradores de la realidad social (Jelin, 
2014). En el caso de Brasil, el proceso de desarrollo está marcado 
por la alta concentración de la renta, la segregación ocupacional 
y la discriminación salarial, legados de nuestro pasado esclavista 
que facilitan que algunas trayectorias y experiencias sociales se 
adapten al mercado de trabajo y que otras encuentren enormes 
dificultades en los procesos de integración.

La historia de la formación económica brasileña muestra 
que, a pesar del fin de la esclavitud, permanecieron las grandes 
propiedades y no se hizo ningún esfuerzo público para asentar 
la población en el campo y allanar el camino para el desarrollo 
próspero de la producción agrícola familiar. El surgimiento del 
trabajo asalariado en las nuevas áreas de expansión de la pro-
ducción cafetalera prescindió de la población preexistente en el 
país, recurriendo a la inmigración de europeos. Como resulta-
do, la entrada de los exesclavos en el mercado laboral fue res-

2 Entre 2001 y 2013, los contratos flexibles (como los temporales y los de 
duración determinada) crecieron 52% entre las mujeres. En el mismo periodo, 
el crecimiento de los contratos rotos durante más de un año fue significativa-
mente mayor para las mujeres, tanto en los contratos indefinidos (137% para las 
mujeres y 91% para los hombres) como en los contratos flexibles (84% y 21%) 
(Krein y Castro, 2017).
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tringida y casi siempre en actividades residuales de ingresos li-
mitados, especialmente los servicios domésticos. Posteriormente, 
la transición a la sociedad urbana e industrial, caracterizada por 
un rápido e intenso proceso de modernización entre las décadas 
de 1930 y 1980, no fue acompañada de las reformas necesarias 
(como la reforma agraria y la tributaria) y, aunque a partir de 
1930/40 se constituyó un sistema de derechos sociales para una 
fracción de la clase trabajadora, la conformación del mercado de 
trabajo nacional reprodujo su profunda heterogeneidad ocupa-
cional y su amplia exclusión social. Desde fines de la década de 
1980, con la adopción de la agenda neoliberal y el ingreso pasivo 
del país a la globalización, se observaron importantes cambios 
en los patrones de organización del trabajo. Este momento inau-
guró una tendencia hacia relaciones laborales más flexibles, pro-
ceso que tiene un fuerte impacto en el empleo y en la composi-
ción sectorial de la ocupación. Al mismo tiempo que el país 
iniciaba tempranamente su desindustrialización, el sector tercia-
rio pasó a desempeñar un papel protagónico en la economía 
brasileña, movimiento directamente vinculado al aumento de la 
participación económica femenina, que trajo consigo la genera-
lización del empleo en la base de la pirámide social y un aumen-
to significativo de la precariedad y la informalidad entre los ocu-
pados (Baltar, 2006; Krein y Buarque, 2021).

Es a partir de la observación de esas transformaciones so-
cioeconómicas, por un lado, y de la persistencia de determina-
dos patrones de inserción en el mercado laboral, por otro, que 
este trabajo se propuso comprender los actuales procesos de re-
producción y transformación de los patrones de desigualdad, 
observándolos en acción y en su multidimensionalidad, lo que 
incluye procesos económicos, sociales, culturales y políticos 
(Jelin, 2014). Nuestro análisis tuvo como objetivo demostrar em-
píricamente cómo las relaciones de género, clase y raza se com-
binan para reproducir las limitadas opciones disponibles para 
las trabajadoras subalternas y cómo sus formas de actuar, apre-
hendidas en procesos históricos, influyen en su inserción en la 
sociedad y en el mercado de trabajo.
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Para ello, examinamos las trayectorias sociales de trabajado-
ras de limpieza tercerizadas en una de las mayores universida-
des públicas brasileñas, socializadas desde la infancia para el 
trabajo doméstico y, en general, habitantes de las periferias de 
grandes ciudades o regiones rurales del país. A partir de la com-
prensión de que las relaciones de poder entre hombres y muje-
res se articulan con procesos de racialización, clase y explota-
ción capitalista en un determinado contexto histórico (Brah, 
2006; Lugones, 2014), y con base en el material empírico recogi-
do por esta investigación, sus trayectorias serán pensadas aquí 
como resultado de la interseccionalidad de sus posiciones eco-
nómicas y sociales.

¿Qué razones las llevaron y las mantienen en un servicio ca-
racterizado por la degradación de las condiciones de trabajo, 
por la insuficiencia de los ingresos y por la inestabilidad del vín-
culo laboral? Las categorías de clase, género y raza serán utiliza-
das aquí como instrumentos analíticos para ordenar y explicar 
lo que lleva a los actores a conducirse como lo hacen, aun cuan-
do esto no sea explicitado por los propios actores. Que una di-
mensión sea problematizada y se haga visible, que otra no sea 
explícitamente utilizada en los marcos de interpretación de la 
acción, que existan regularidades y diversas combinaciones de 
categorías son cuestiones que sólo pueden ser reveladas empíri-
camente, en el proceso de investigación (Jelin, 2014).

Ésta se desarrolló con un grupo de 18 limpiadoras subcon-
tratadas mediante entrevistas y observaciones. Luego, se com-
pararon sus trayectorias escolares, familiares y ocupacionales, 
consideradas dentro de un proceso de cambio social y econó-
mico en el que se insertan sus trayectorias. Entre los factores 
que a nivel macrosocial impactaron en sus trayectorias, se des-
tacan el movimiento migratorio de la población rural hacia las 
grandes ciudades, el aumento de la participación femenina en el 
mercado laboral y en el número de familias encabezadas por 
mujeres, la reducción de la fecundidad, el creciente acceso a la 
escolaridad de las nuevas generaciones, y las nuevas formas 
flexibles de trabajo.
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El análisis tuvo como objetivo reconocer la intersección de 
opresiones que enfrentan limpiadoras, en su mayoría mujeres ne-
gras, mayores de 45 años, madres, migrantes, esposas y jefas de 
familia, en el contexto desigual brasileño. La hipótesis inicial pro-
ponía que la externalización se ha convertido en un nuevo meca-
nismo de producción y reproducción de desigualdades sociales, 
reforzando la posición precaria de las mujeres pobres, negras y 
con baja escolaridad en el mercado de trabajo, en ocupaciones tí-
picamente femeninas, desvalorizadas económica y socialmente.

Para ellas, como para la mayoría de las trabajadoras con bajos 
ingresos, el empleo remunerado no significa liberarse de la insti-
tución familiar-matrimonial. Trabajan por necesidad económica 
y no porque lo consideren una experiencia liberadora. El trabajo 
remunerado sería uno más de los servicios necesarios para ga-
rantizar la supervivencia de la familia, especialmente cuando el 
trabajo asalariado de las mujeres se produce, como describe Nan-
cy Fraser (2009), en el contexto del capitalismo neoliberal desor-
ganizado, a través de la reducción de los niveles salariales, la dis-
minución de la seguridad en el empleo, la prolongación de la 
jornada laboral y el deterioro del nivel de vida.

Si se compara con el desempleo, el trabajo doméstico no re-
munerado y la informalidad, el ejercicio de un trabajo formal 
remunerado, aunque precario, es un logro. Las trabajadoras de 
este estudio tienen un empleo registrado y, por lo tanto, un con-
junto mínimo de prestaciones. Sin embargo, la formalidad no 
representa en sí misma la superación de la precariedad laboral, 
como pretendemos demostrar a continuación.

Externalización, trabajo y género

El desarrollo de la externalización en Brasil en la década de 1990 
se inscribe en un contexto de cambios significativos en el mun-
do del trabajo, un fenómeno internacional. Con el objetivo de 
establecer una mayor flexibilidad en las relaciones del empleo, 
las reformas neoliberales impulsaron el desarrollo de nuevas 
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formas de contratación, así como la privatización, la reducción 
de la protección social y la disminución de los servicios públi-
cos. El efecto de este nuevo marco ha sido el aumento de la pre-
cariedad y la informalidad a escala global, un escenario que ha 
tenido consecuencias diferentes en las distintas regiones del 
mundo y en la división sexual del trabajo (Araújo y Ferreira, 
2009; Hirata, 2001/02).

En Brasil, el sistema de relaciones laborales no puede entender-
se sin considerar la herencia de una sociedad colonial y esclavista. 
Históricamente flexibles, sea por el excedente estructural de fuer-
za de trabajo, por la ausencia de democracia durante un periodo 
de desarrollo capitalista o por la libertad que confiere el marco le-
gal para romper los contratos, los vínculos laborales se han vuelto 
aún más vulnerables desde la década de 1990, con la introducción 
de nuevas formas de contratación (Krein y Castro, 2017).

Utilizada en los sectores público y privado, la externalización 
permite transferir la responsabilidad de parte de las actividades y 
responsabilidades laborales a una tercera entidad privada. Surge 
como una estrategia de gestión para flexibilizar el uso de la fuerza 
de trabajo con el fin de reducir costos, externalizar los conflictos 
laborales y aumentar la productividad. En la práctica, esto se tra-
duce en la reducción de los derechos laborales y de los salarios, 
en el aumento de la jornada y en mayores niveles de enfermedad 
y accidentes de trabajo (Teixeira, Andrade y Coelho, 2016).

En Brasil hubo una epidemia de la externalización en las últi-
mas décadas, sea en la industria, en los servicios, en la agricultu-
ra o en el servicio público, generalizándose no sólo en las llama-
das actividades intermedias, sino también en las actividades 
finales (Antunes y Druck, 2013). Aunque se registra en el país 
desde finales de la década de 1960, fue en las de 1980 y 1990, en 
medio del movimiento de apertura comercial y desregulación de 
los contratos de trabajo, que surgió una fuerte búsqueda por 
ampliar y legitimar estos contratos (Cavalcante y Marcelino, 
2012). En el sector público, especialmente después de la reforma 
del Estado y la aprobación de la Ley de Responsabilidad Fiscal 
en la década de 1990, la tercerización se consolidó como una 
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práctica habitual en la gestión de la fuerza de trabajo. En las uni-
versidades, el periodo está marcado por las políticas de fuerte 
austeridad fiscal que, con la contención de los recursos econó-
micos a las instituciones, contribuyó a la promoción de la exter-
nalización (Druck, 2017).

De 1985 a 2010, el número de establecimientos de externali-
zación en el país saltó de 121 a 5 342 (Pochmann, s.f.), y en 2014, 
las actividades tercerizadas representaron alrededor de un cuar-
to de los vínculos laborales formales en Brasil, con 12.5 millones 
de vínculos activos en actividades típicamente externalizadas y 
35.6 millones en actividades típicamente contractuales (Pelatieri 
et al., 2018).

En las actividades típicamente externalizadas, las condicio-
nes de trabajo y la remuneración son, en general, significativa-
mente inferiores a las de las actividades contractuales. En 2014, 
el 85.9% de los empleados en actividades externalizadas trabaja-
ban entre 41 y 44 horas semanales, mientras que en los sectores 
típicamente contractuales esta proporción se reducía al 61.6%. 
En el caso de los primeros, el porcentaje de bajas por accidente 
laboral también fue superior (9.6% frente a 6.1%). Lo mismo 
ocurre con la relación entre vinculaciones activas y terminadas, 
que en los sectores tercerizados fue casi el doble que en los con-
tractuales, con 80 vinculaciones terminadas por cada 100 acti-
vas. Y, en promedio, los salarios en los primeros eran un 23.4% 
más bajos que en los segundos, con una concentración de hom-
bres en los estratos intermedios de remuneración en las activi-
dades externalizadas y de mujeres en los estratos de menores 
ingresos (Pelatieri et al., 2018). En resumen, los sectores que sue-
len concentrar las actividades externalizadas son los tradicional-
mente más precarios y en los que se encuentran las poblaciones 
más vulnerables del mercado laboral: mujeres, negros, jóvenes e 
inmigrantes (CUT, 2014). Sin embargo, la falta de datos sobre 
este tipo de contratación hace muy difícil medir la magnitud del 
fenómeno y estudiarlo desde una perspectiva de raza y género.

Los pocos estudios con una perspectiva de género indican 
que la externalización expresa una diferenciación entre los se-
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xos, reafirmando la condición de inserción más precaria de las 
mujeres en el mercado de trabajo (Krein y Castro, 2017). Ellas se 
concentran en los extremos inferiores de la cadena productiva, 
en los cuales las competencias necesarias para el desempeño de 
las tareas son adquiridas en el espacio doméstico, a través del 
proceso de socialización y capacitación de género. Existe un 
gran incentivo a la tercerización de las tareas en las que predo-
mina la mano de obra femenina, debido al pago de salarios más 
bajos y a la reducción o eliminación de derechos laborales que 
suele ocurrir en estas actividades (Araújo y Ferreira, 2009).

Siguiendo los mismos patrones de segmentación del merca-
do laboral, las trabajadoras tercerizadas están más presentes en 
las actividades de limpieza (70% de los trabajadores), en ali-
mentación (68.5%), confección (67.5%) y educación y salud 
(66%) (Febrac, 2015; Krein y Castro, 2017). Y, a pesar de la insu-
ficiencia de estadísticas con corte por raza, es razonable supo-
ner que la trabajadora negra predomina, una vez más, entre las 
peores ocupaciones y con los salarios más bajos, como indican 
importantes estudios de casos realizados en las últimas décadas 
(Souza, 2012; Passos, 2016; Lima y Carvalho, 2016; Assunção, 
2013). 

El perfil predominante de las 18 trabajadoras consideracas en 
esta investigación seguía las mismas tendencias: 13 se declaraban 
negras o mestizas; 9 tenían entre 30 y 49 años; 10 eran migrantes, 
y 13 no habían cursado los últimos años de enseñanza secunda-
ria. Además, 12 estaban casadas, 9 tenían uno o dos hijos y 8 te-
nían tres o cuatro. Por último, 10 eran la principal fuente de in-
gresos del hogar, encabezando a sus familias con un salario de 
1 078.00 reales (valor bruto en 2018).3

En este breve análisis de las estadísticas disponibles, descon-
tando todas sus limitaciones, se observa que la mujer negra, po-
bre y con baja formación es la mano de obra preponderante en el 
sector de la limpieza externalizada.

3 Cantidad equivalente a 278 USD en 2018, año en el que el salario mínimo 
correspondió a 954.00 reales (246 USD).
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“Soy una luchadora. Yo y todas  
las mujeres que trabajan allí”

Pensar en las trayectorias de vida implica considerarlas en el es-
pacio social y geográfica en el que tienen lugar (Bourdieu, 2016). 
Implica pensar en momentos clave como la decisión de empezar 
a trabajar, dejar la escuela y casarse, cuyas “elecciones” nunca 
son libres. El material empírico aquí presentado resulta de 18 en-
trevistas semiestructuradas realizadas en 2018, cuyos testimo-
nios fueron concedidos durante las horas de almuerzo, a través 
de mucha negociación y cautela, ya que la fragilidad del vínculo 
laboral tornaba riesgosa cualquier sospecha de involucramiento 
con denuncias, pudiendo acarrear consecuencias drásticas, in-
cluyendo el despido.

Adicionalmente, se realizaron observaciones etnográficas 
durante sus jornadas laborales a lo largo de 2018 y 2019. A través 
de ellas, buscamos articular sus discursos y acciones para com-
prender las dinámicas de ingreso y permanencia en el trabajo 
tercerizado. También entrevistamos a un representante sindical 
y analizamos 38 recibos de nómina, a partir de las normas a las 
que se subordina la externalización.

Las trayectorias analizadas tienen en común la participación 
precoz en el trabajo rural y doméstico y la responsabilidad del 
cuidado del hogar y de la familia. Estos factores son, en gran 
medida, determinantes de las condiciones de vida de estas muje-
res, marcadas por una pesada rutina de servicios y la necesidad 
de resiliencia ante las adversidades derivadas de la precariedad 
laboral y la insuficiencia de recursos. Por regla general, los pa-
dres y madres de las trabajadoras tenían poca o ninguna forma-
ción, y la mayoría vivía en zonas rurales. En todos los casos, pro-
venían de familias dedicadas a trabajos manuales rurales o 
urbanos y, por lo general, numerosas, con al menos seis hijos. La 
condición de clase de origen implicaba casi siempre el abandono 
precoz de la escuela, la corresponsabilidad en el cuidado del ho-
gar y el inicio prematuro de la vida laboral. Sólo dos de ellas 
completaron la educación básica, y la gran mayoría empezó a 
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trabajar cuando aún eran niñas. Si no en la agricultura, el primer 
empleo, en todos los demás casos, fue en el servicio doméstico: 
empleada doméstica, niñera, costurera o cocinera.

Como una cuestión de necesidades y urgencias cotidianas, 
desde una edad temprana el trabajo parece haber sido una prio-
ridad absoluta en la vida y en la familia. En consecuencia, cuan-
do niñas y jóvenes, a menudo no desarrollaron perspectivas en 
relación con su propio futuro: “Pensaba que ni siquiera podría 
casarme, tener hijos, que no podría mantenerme, porque era tan 
difícil que ni siquiera podía esperar una profesión, un futuro”.

Las experiencias laborales de las limpiadoras y de sus madres 
tienen lugar, sobre todo, en el mercado informal y en actividades 
culturalmente asociadas a la condición femenina, caracterizadas 
por la ausencia de derechos, por los bajos salarios y por el alto 
grado de personalismo, ya que son oficios casi siempre realiza-
dos dentro del hogar, con la figura del jefe o ama velando por la 
realización de los servicios.

La conciencia de la realidad económica y escolar que traen 
consigo se ha traducido en expectativas profesionales más bien 
moderadas. Suelen buscar empleos con contrato formal firmado 
y con horario fijo, atributos que marcan un avance en relación 
con sus experiencias anteriores. En estas condiciones, la familia-
ridad con el trabajo doméstico parece hacer atractivas las opcio-
nes de empleos formales en las áreas de limpieza, alimentación y 
confección, sectores altamente tercerizados.

Aunque la salida de la informalidad trajo cambios positivos 
desde la perspectiva de las trabajadoras, la entrada en el trabajo 
tercerizado no significó una garantía de condiciones laborales 
dignas. Durante esta investigación se identificaron una serie de 
irregularidades e incumplimientos de las obligaciones laborales. 
El retraso en el pago de salarios y prestaciones, en la concesión 
de vacaciones, los descuentos indebidos en las nóminas, la au-
sencia de material de limpieza y equipos de seguridad, el no 
pago del plus de peligrosidad para la salud por la recogida de 
basuras en los aseos públicos y del modesto ingreso de la ayuda 
familiar son algunos ejemplos. Además, las prácticas de abusos 
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de poder son habituales, sus movimientos y comunicación den-
tro del campus están restringidos y ellas deben comer siempre 
antes del mediodía, en uno solo de los restaurantes de la univer-
sidad. No tienen acceso a las estructuras universitarias, como el 
hospital, la guardería, las bibliotecas, los laboratorios informáti-
cos y la red de Internet, reciben con frecuencia amenazas de des-
pido y de quiebra de la empresa y hay un aumento continuo de 
la carga de trabajo, en una jornada de 44 horas semanales.

En la conversación con el representante sindical, se confir-
man algunos de los problemas, como la excesiva carga de traba-
jo, los retrasos en los pagos y el no pago del complemento de 
peligrosidad para la salud. Otros se niegan, especialmente el 
maltrato por parte de los superiores. Entre las entrevistadas, ob-
servamos un descreimiento en la eficacia del sindicato y la bús-
queda de un acercamiento a él parecía significar poner en riesgo 
sus puestos de trabajo.

Residentes en los suburbios de la región metropolitana, siem-
pre lejos de su lugar de trabajo, las trabajadoras dependen de au-
tobuses fletados por su empresa para llegar a la universidad. Se 
levantan todos los días al amanecer y llegan al trabajo a las 5h30 
de la mañana, para empezar a trabajar a las 6h y terminar a las 
4h de la tarde. Los sábados trabajan otras cuatro horas.

Ante la insuficiencia de derechos e instalaciones colectivas, 
como las guarderías, algunas limpiadoras se ven obligadas a re-
currir a mecanismos alternativos de cuidado de los niños, como 
la red de parentesco y vecindad (Bruschini y Lombardi, 
2001/02): “Estos días a mi hija tuve que dejarla [...] con mi veci-
na [...] ¡La niña ardiendo de fiebre! [...] Suerte que me llevó [al 
hospital]. ¿Cómo iba a faltar? [...] Si faltamos, nos quitan la cesta 
de la comida, nos quitan la paga, nos quitan todo”. Se denuncia-
ron con frecuencia ausencias descontadas de la nómina, incluso 
las justificadas por la presentación de certificados médicos.

A menudo tienen que buscar trabajos informales para com-
plementar los ingresos, como la limpieza en casas de familia, 
servicios de manicura y trabajos esporádicos en bares. Con poco 
tiempo para sí mismas, no pueden retomar sus estudios, un de-
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seo común expresado entre ellas. Las implicancias del trabajo 
precario afectan, por tanto, a todas las dimensiones de su vida 
social, como la familia, los estudios y el ocio.

María, por ejemplo, fue una de las trabajadoras entrevistadas 
que interrumpió sus estudios a los 10 años para trabajar de niñe-
ra. Cuando se trasladó a un centro urbano más grande, volvió a 
la escuela y terminó otro año. Sin embargo, lo dejó por segunda 
vez para “pasar más tiempo con su hijo menor”. Con su marido, 
albañil en paro desde hace dos años, tuvo dos hijos. Como su 
salario es insuficiente para cubrir todos los gastos familiares, 
además del servicio en la universidad, trabaja como limpiadora y 
planchadora los sábados y, eventualmente, como limpiadora en 
bares en la madrugada de los fines de semana.

María identifica algunas de las dificultades del servicio exter-
nalizado, como la excesiva carga de trabajo y la falta de respeto 
por parte de la empresa. Por ello, afirma que, si surgiera una opor-
tunidad mejor, la aceptaría. Sin embargo, no parece buscar esa 
oportunidad: “Me gustaría quedarme aquí, mientras tenga trabajo 
y me guste mi trabajo, me quedaré. A menos que surja algo mejor, 
que gane más, entonces intentaré marcharme”. La conformación a 
este servicio deriva no de una falta de voluntad para trabajar, sino 
de la aguda conciencia de la responsabilidad ante su familia y de 
la desventaja que la baja escolaridad representa para acceder a 
mejores posiciones ocupacionales. El hecho de ser la única fuente 
de ingresos del hogar y su agotadora rutina de trabajo no contri-
buyen a que se arriesgue a buscar otras oportunidades.

Tras 11 años trabajando en la universidad, María fue despedi-
da sin causa justificada por su actitud combativa hacia la empre-
sa. Cuando detectó irregularidades en su nómina, reclamó sus 
derechos en la oficina administrativa. Para ella, el motivo del 
despido fue una discusión con su superior y, según la superviso-
ra, porque “animaba a los trabajadores a reclamar sus derechos”. 
Tras su despido, María siguió trabajando como limpiadora en 
bares y como planchadora.

Al igual que María, la mayoría de las trabajadoras (11) tienen 
intención de continuar indefinidamente en el trabajo de limpie-
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za externalizado. No parecen desaprobar las condiciones de 
prestación de los servicios: “Me gusta lo que hago, porque no sé 
hacer otra cosa, ¿no? Si tuviera un estudio, no estaría allí”. Su re-
signación en relación con su trabajo, sin embargo, no significa 
que no sean conscientes de los problemas que presenta este ser-
vicio. Al contrario, es posible reconocer en sus discursos que, a 
pesar de todas las dificultades que conlleva, este trabajo es con-
siderado una de sus mejores opciones. Parafraseando a Bour-
dieu (2007), las esperanzas subjetivas parecen ajustarse silencio-
samente a las oportunidades objetivas.

Si se las compara con las experiencias de generaciones ante-
riores, las limpiadoras han logrado mejores condiciones de vida: 
están alfabetizadas, tienen un trabajo formal y un salario fijo. Si 
se compara con el trabajo rural o el servicio doméstico, el traba-
jo externalizado ofrece un conjunto mínimo de prestaciones 
(como el seguro de desempleo), además de conferir un mayor 
grado de autonomía gracias a la impersonalidad propia de este 
empleo. Así, ante el veredicto que representa para ellas la baja 
educación en el mercado laboral, el trabajo precario en la lim-
pieza es tolerado. Hay, sin embargo, una transmisión de aspira-
ciones y proyectos a sus hijos, y gran parte de sus esfuerzos se 
dirigen a que tengan más posibilidades de cumplirlos. Aunque 
la mayoría de ellas ni siquiera se ha planteado si le gustaría o no 
tener una profesión (y mucho menos cuál), el esfuerzo que ha-
cen es para que sus hijos puedan al menos tener esta opción: 
“Anhelo algo que no he vivido, ¿entiendes? Algo mejor que lo 
que he vivido. Y lucho por ello”.

El retrato de Roseli, una de las trabajadoras entrevistadas, 
ilustra lo anterior. Nacida en 1961, hija de trabajadores rurales, 
Roseli dejó de estudiar de niña para cuidar de su madre enfer-
ma. A los nueve años cocía pan en un horno de leña y se encar-
gaba de preparar las comidas y cuidar del hogar. Su madre era 
comadrona y su padre, trabajador rural, ambos analfabetos. 
Juntos tuvieron cuatro hijos más. Su primer registro de trabajo 
fue a los 14 años, como trabajadora rural. Después, trabajó como 
empleada doméstica y limpiadora en hospitales, antes de con-
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vertirse en auxiliar de limpieza en la universidad. Está casada 
con un ferretero jubilado, con quien tuvo dos hijos. Durante la 
infancia de sus hijos, Roseli intentó volver a la escuela, pero no 
pudo compaginar el aprendizaje con el trabajo y el cuidado de la 
familia. Actualmente, sus dos hijos han terminado los estudios 
superiores, lo que la trabajadora considera un logro, con mucha 
alegría: “Tengo un ingeniero ya licenciado. ¡Y mi hija también!”. 
Para ello, tuvo que conciliar dos trabajos: de noche como lim-
piadora en un hospital y de día como empleada. Hoy, con sus 
hijos ya mayores y su marido jubilado, Roseli puede mantenerse 
en un único empleo, como limpiadora subcontratada. Cree que, 
debido a su avanzada edad, no podría conseguir otro empleo y, 
teniendo en cuenta sus experiencias anteriores, dice que le gusta 
su trabajo. Reflexionando sobre las dificultades a las que se ha 
enfrentado para criar a sus hijos, Roseli cree que sus esfuerzos 
han merecido la pena y concluye: “Lo volvería a hacer todo de 
nuevo”.

Los perfiles de María y Roseli siguen las características que 
predominan entre las trabajadoras del sector de la limpieza ter-
cerizada en el estado de São Paulo (Siemaco, 2011): autodeclara-
das mestizas, madres, migrantes, con educación primaria incom-
pleta y jefas de hogar. Sus ejemplos indican la dimensión 
inseparable de las elecciones y experiencias laborales y la inter-
sección de clase, género y raza que condicionan su formación y 
habitus (Bourdieu, 2016; Hirata, 2017). Estas trayectorias repre-
sentan los patrones más frecuentes identificados y revelan, entre 
otras cosas, el peso que asumen los proyectos educativos para sus 
hijos. En el caso de Roseli, la permanencia en el trabajo externa-
lizado es considerada la única alternativa posible, ya que, a los 58 
años, cree que no podría conseguir otro empleo. Su trayectoria 
es un caso ejemplar en el que los esfuerzos esbozados hicieron 
realidad las expectativas de escolarización de sus hijos. María, 
por su parte, además de tener un hijo de 11 años, tiene un marido 
en paro. Por ello, la continuidad en el trabajo externalizado es 
una necesidad absoluta, ya que de ella depende el sustento de 
toda la familia. Su deseo de profesionalización permanece en un 
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segundo plano. Su principal preocupación es garantizar la super-
vivencia de la familia y la escolarización de sus hijos.

Existen, por tanto, múltiples factores que explican la entrada 
y permanencia de las limpiadoras en un trabajo caracterizado 
por los bajos ingresos, la falta de respeto laboral y la inestabili-
dad. La procedencia de familias pobres y rurales, el abandono 
temprano de la escuela, la entrada precoz en el mercado laboral 
y la acumulación de experiencia en el trabajo doméstico, ele-
mentos que marcan la trayectoria de muchas trabajadoras po-
bres y negras brasileñas, son factores que influyen en sus desti-
nos laborales. Nuestros resultados sugieren que el pasaje por 
empleos precarios es percibido como condición necesaria para el 
objetivo mayor de conquistar mejores posiciones sociales para 
sus hijos a través del aumento de la escolaridad. Esta conquista 
se traduce, sobre todo, en la aspiración de alcanzar estudios su-
periores y, en consecuencia, de obtener funciones más valoradas 
en el mundo laboral. La educación parece representar así la vía 
de acceso a una trayectoria diferente de la suya.

Consideraciones finales

La interseccionalidad es hoy un punto de partida conceptual re-
lativamente aceptado en las miradas sobre la desigualdad en 
América Latina. Buscando profundizar en esas miradas, los re-
sultados aquí presentados con respecto a las limitaciones de las 
opciones laborales de las limpiadoras tercerizadas brasileñas son 
un aporte para conocer cómo actúan en forma concreta la raza, 
el género y la clase sobre las expectativas y las oportunidades de 
vida de trabajadoras subalternas.

La dinámica del trabajo de limpieza externalizado, analizada 
a la luz del caso particular de las limpiadoras de la universidad, 
se asienta en ejes históricos de desigualdad social e invisibilidad 
de las tareas y agentes del ámbito doméstico. Obedeciendo a los 
principios de la división sexual del trabajo, los servicios de lim-
pieza siguen siendo considerados “trabajo de mujeres” y siendo 
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menos valorados económica y socialmente que las ocupaciones 
consideradas masculinas. Tal devaluación se ve acentuada por el 
sentido despreciativo que se imputa a los oficios manuales, una 
de las herencias que arrastramos del modo de producción escla-
vista y su consecuente violencia colonial.

Las condiciones del sector de limpieza en cuestión retratan la 
intersección de raza y género que coloca a las mujeres negras, 
doblemente desfavorecidas, en las peores condiciones de vulne-
rabilidad, perpetuando su sobrerrepresentación en ocupaciones 
de menor renta y reconocimiento social. En las últimas décadas, 
esta situación se ha visto reforzada por la multiplicación de los 
empleos externalizados, proceso en el que las trabajadoras se 
ven sometidas a la precarización y flexibilización laboral.

La marginación de las mujeres trabajadoras es un efecto pro-
ducido históricamente. Si el discurso de los economistas del siglo 
XIX, bien descrito por Joan Scott (1989), asociaba la palabra tra-
bajadora a todos los estereotipos de lo femenino de menor valor, 
como la prostitución y la maternidad desnaturalizada e irrespon-
sable, hoy es notable cómo, en todo el mundo, los trabajadores 
indispensables para el capitalismo neoliberal, esto es, aquellos 
sometidos a salarios bajos, seguridad laboral disminuida, niveles 
de vida en declive y aumento de las horas trabajadas, son despro-
porcionadamente mujeres, especialmente mujeres negras, casa-
das y con hijos (Fraser, 2009). Hoy, el análisis crítico de los pro-
cesos de producción y reproducción de la marginación de las 
mujeres en el mercado laboral señala a la subcontratación como 
uno de los problemas centrales del capitalismo reciente.

El desarrollo del sector servicios se produce cada vez más a 
través de la externalización, y ha llevado a muchas mujeres sin 
cualificación reconocida a participar en el mercado laboral a tra-
vés de empleos relacionados con el trabajo doméstico, inesta-
bles, mal pagados y con baja posibilidades de promoción y as-
censo laboral, como es el caso de las limpiadoras subcontratadas. 
Con derechos sociales limitados, ingresos insuficientes y pocos 
servicios colectivos de apoyo, como guarderías, la mano de obra 
femenina, que sigue siendo responsable de la mayor parte del 
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cuidado de la familia y del hogar, se ve especialmente afectada. 
Aunque incapaces de ejercer la maternidad a tiempo completo, 
los testimonios sugieren que las decisiones y elecciones de las 
limpiadoras tenían como objetivo garantizar a sus hijos un des-
tino social superior a sus frágiles logros. Con este objetivo, la 
amenaza constante del desempleo y la conciencia de su triple 
posición social (de clase, género y raza) aliada a sus bajos niveles 
educativos, tiende a llevarlas a someterse a niveles de explota-
ción cada vez más alarmantes, sin perspectivas de cambio en 
este o en cualquier otro empleo.
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En ciencias sociales la desigualdad no es una mera subárea temática. Antes bien, resulta 
un gesto epistemológico constituyente de las disciplinas, un modo de preguntarse sobre 
la realidad y abordar problemas de investigación, así como un resultado de la propia 
reproducción de la vida social. En este marco, el presente libro se propone brindar un 
panorama de las indagaciones y miradas que han acompañado al renovado interés 
por la desigualdad en América Latina desde principios de siglo. Un primer conjunto 
de capítulos pone el foco en las características distintivas y en las transformaciones 
históricas y recientes de las estructuras sociales de América Latina. Un segundo bloque 
se centra en las experiencias, identidades, preferencias políticas y biografías desiguales 
en la región. Finalmente, los capítulos que se reúnen en la tercera parte del libro 
abordan nuevas preguntas y enfoques en torno a las desigualdades. En su conjunto, este 
volumen constituye un insumo fundamental para la construcción de consensos sociales 
y de agendas políticas que promuevan la igualdad en nuestras sociedades. 

La colección Miradas Latinoamericanas. Un Estado del Debate tiene como objetivo 
relevar las novedades teóricas, metodológicas y temáticas en diversos campos del 
saber, tanto a través de perspectivas trans e interdisciplinares, como desde diferentes 
tradiciones intelectuales.
Los libros que integran esta colección reúnen trabajos que exponen las novedades y 
dan cuenta de las transformaciones en relación con las temáticas, abordajes, enfoques 
teóricos, preguntas y objetos de investigación en los campos de las ciencias sociales y 
las humanidades, para poner en valor la originalidad, la relevancia y el impacto del 
conocimiento producido desde la región.
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